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Presentación

Academia, editada por el Departamento de Publicaciones de la Facul-

tad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, apareció en el otoño

de 2003. Es una de las primeras revistas jurídicas en español y portugués

abocada exclusivamente a los asuntos concernientes a la enseñanza del

Derecho. La periodicidad de la revista es semestral y sale en los meses

de junio y diciembre.

Los objetivos de la publicación son promover estudios e investiga-

ciones, provocar debates especializados, producir reflexiones teóricas,

difundir informes derivados de investigaciones, de prácticas docen-

tes, traducciones, así como presentar reseñas bibliográficas referidas a

temas relacionados con la enseñanza y aprendizaje del Derecho y temas

afines.

Academia está dirigida a profesores, docentes, investigadores, estu-

diantes y a toda persona interesada en los saberes referidos a la formación

jurídica.

La publicación conecta la tradición jurídica que le da el nombre, con

las más modernas discusiones en la materia. La revista contiene trabajos

inéditos o con escasa difusión en América Latina y el Caribe, Portugal

y España, sobre teoría e investigación en la enseñanza de las ciencias

jurídicas.

Profesores, docentes e investigadores representantes de las principales

instituciones de enseñanza del Derecho de todo el mundo remiten sus

trabajos para, una vez aceptados y evaluados, servir a la construcción

de un proceso participativo de análisis crítico sobre los contenidos y los

modos de enseñanza para la formación de juristas. Los trabajos deben

ser inéditos o con escasa difusión, estar actualizados y significar un aporte

empírico y teórico de relevancia para su publicación. Las contribuciones

están sujetas a un sistema de referato (“peer review” bajo la modalidad

de “doble ciego”) por parte del Comité Evaluador, integrado por pro-

fesores de la UBA y de otras universidades nacionales y del exterior. La



Revista se encuentra indexada en DIALNET, en CLASE (Citas Latinoa-

mericanas en Ciencias Sociales y Humanidades) y catalogada en LA-

TINDEX (evaluada en el Nivel 1). Además, forma parte de la Biblioteca

Jurídica Virtual (BJV) de la Universidad Autónoma de México (UNAM),

e integra el Núcleo Básico de Revistas Científicas (CAICYT, CONICET).

La distribución es gratuita dentro de la Facultad de Derecho y es

enviada a las distintas facultades de Derecho y bibliotecas de países his-

pano-parlantes.



Academia: Law Teaching Journal

Academia, published biannually in June and December by the Publi-

cations Department of the University of Buenos Aires Law School, first

appeared in 2003. It is one of the first law journals exclusively devoted

to law teaching issues published in Spanish and Portuguese.

The goals of this publication are to promote studies and investigation,

to generate specialized debate, to produce theoretical thinking and to

disclose the results of investigations and of teaching practices. Further,

it includes translations and reviews on texts related to law teaching and

learning.

Academia is addressed at teachers, investigators, students and at any

other person that may be interested in law teaching-related issues, and

links tradition with modern discussion. It includes works from Latin-

America, Caribe, Portugal and Spain that are unpublished or not wides-

pread, concerning both theory and investigation.

Teachers and investigators from the most important law-teaching ins-

titutions submit their works; once evaluated and approved, these con-

tributions help to build a participative process for the critical analysis

on contents and teaching methods. In order to be considered for publi-

cation, works must be unpublished or not widespread, they must be

updated and they must involve a relevant contribution on theoretical o

empirical issues. They must be submitted to an Evaluation Committee

composed of professors from the University of Buenos Aires and other

foreign universities (double blind peer view).

Academia is indexed in Dialnet, CLASE (Citas Latinoamericanas en

Ciencias Sociales y Humanidades) and has been catalogued in LATINDEX

(rated as Level 1). Furthermore, it is part of the Biblioteca Jurídica Virtual

(BJV) of the National Autonomous University of México (UNAM) and

Núcleo Básico de Revistas Científicas Argentinas (CAICYT, CONICET).

Academia is distributed free of charge within the University of Buenos

Aires Law School and is sent to different law schools and libraries from

Spanish-speaking countries.
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Artículos





El derecho y el río1

Paul D. Carrington2

Resumen

En el presente artículo el autor compara las reflexiones que realiza

Mark Twain sobre su formación como marinero relatadas en su libro La

Vida en el Mississippi, con la formación de los abogados. Estas dos pro-

fesiones que en principio parecen ser tan antagónicas tienen mucho más

en común de lo que uno podría llegar a creer. A lo largo del texto se

realiza una comparación entre ambas teniendo en cuenta distintos as-

pectos, tales como el poder que ostentan tanto los profesionales como

quienes están a cargo de su formación; la afectación del lenguaje técnico;

los métodos de enseñanza utilizados y el profesionalismo que se requiere

para ejercer dichas profesiones.

Palabras clave

Formación profesional - Poder - Educación legal - Métodos de ense-

ñanza - Profesionalismo.

Of Law and the River

Abstract

In this article, the author compares Mark Twain’s reflections on his

training as a cub pilot described in his book Life in the Mississippi, with

1 Título original �Of Law and the River�, en 34 Journal of Legal Education, 222 (1984);
traducido al español por Bárbara Antonio y Candela Álvarez (estudiantes de la carrera
de Traductorado Público en la Universidad de Buenos Aires). Agradecemos al autor
y a Journal of Legal Education por permitirnos publicar el presente artículo.

2 Profesor emérito de la Facultad de Derecho de la Universidad de Duke. Correo elec-
trónico: pdc@faculty.law.duke.edu.
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the training of lawyers. Both professions, which in advance seem very

opposing, are more likely than one may suppose. Through the text, they

are analyzed taking into account different approaches such as the power

held by professionals and by those who are in charge of their formation,

the affectation of technical language, the teaching methods, and the pro-

fessionalism required in order to exercise each profession.

Keywords

Professional training - Power - Legal education - Teaching methods -

Professionalism.

La vida en el Mississipi3 de Mark Twain es el mejor libro en el idioma

inglés sobre formación profesional. Para aquellos a los que no les resulta

familiar, este registra el propio entrenamiento del autor como marinero de

un barco de vapor de ruedas. Twain realiza una observación sobre muchas

de las cuestiones éticas asociadas con la formación de los profesionales.

Aprender a ser un marinero de un barco de vapor de ruedas es más

parecido a aprender a ser un abogado de lo que uno puede llegar a

suponer. Una similitud significativa es que las personas atraídas por el

rol del marinero lo son también, al menos en parte, por el aroma del

poder. De este modo, Twain compara:

Mi padre era Juez de Paz y yo suponía que él tenía el poder de la vida y la

muerte sobre todos los hombres, que podía colgar a cualquiera que lo ofendiera.

Esa era una distinción suficiente para mí, como algo general. Sin embargo, el

deseo de ser un marinero navegante seguía latente.

Sobre los “reyes”, menciona:

Son los sirvientes obstaculizadores del parlamento y del pueblo. El parlamento

sesiona sobre cadenas forjadas por su electorado (...) lo cierto es que cada hombre,

mujer y niño tiene un maestro (...) pero el día que estoy escribiendo esto, el

marinero del Mississippi no tiene ninguno, no recibe comentarios de nadie (...)

Por lo tanto, aquí estaba la novedad de un rey sin custodia, un monarca absoluto

que era absoluto en una verdad serena y no por la ficción de las palabras.

3 El libro está disponible en numerosas ediciones.
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Pocos confundirían a un abogado con un rey sin custodia, pero en

una discusión de poder y responsabilidad sobre la enseñanza del dere-

cho parece sabio admitir que la mayoría, y tal vez todos nosotros, com-

partimos una fascinación por el poder. Un profesor de derecho que no

sabe que tiene poder necesita conocerse mejor.

Así como hay similitudes entre los marineros y los abogados en sus

aspiraciones al poder, también hay similitudes en las políticas de ambas

profesiones. Mark Twain fue rechazado la primera vez que intentó in-

gresar al entrenamiento para ser marinero. Se trataba de un bien escaso

y los entrenadores tenían el poder de guardián. Él comenta que se generó

un exceso de marineros debido a que se descubrió que era provechoso

entrenar novatos. Los aspirantes no se vieron inmediatamente afectados

por esto, ya que pagaban por la matrícula con ingresos futuros, un sistema

fragante de préstamos estudiantiles garantizados.

Sin embargo, cuando los ingresos profesionales cayeron, los marineros

se organizaron para controlar el acceso y las prácticas no autorizadas.

Twain sugiere que las personas con el poder de guardián tienen un con-

flicto de responsabilidades: por un lado, el de los usuarios de servicios

profesionales y, por el otro, el de la perspectiva desconocida de los as-

pirantes a marineros. El autor no proporciona evidencia de comprender

cómo una tarea tan compleja sirve para conciliar estos deberes que suelen

ser conflictivos.

El poder de los marineros, al igual que el de los abogados, proviene en

parte de la naturaleza esotérica de la información que conforma su profe-

sionalismo. Ambos dramatizaron su tecnocracia encubriendo su trabajo en

un lenguaje místico y profesional que excluyó a los que no son especialis-

tas de su comprensión. Twain entendió que el lenguaje se convirtió para

los marineros, así como para los abogados, en una fuente de poder.

A modo de ejemplo, en una ocasión él escucha una conversación

entre marineros quienes discutían sobre el pasaje de Plum Point utili-

zando palabras familiares pero en un sentido técnico, haciendo que su

significado sea casi impenetrable. “Me paré en un rincón”, dijo Twain,

“y la conversación que escuché me quitó todas las esperanzas (...) desearía

que el negocio de la navegación estuviera en Jericó y que nunca hubiera

pensado en ello”.
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Además de esta afectación del lenguaje, había otra diferencia, la cual

el autor descubrió tempranamente. El interés tecnocrático de los mari-

neros modificó su capacidad de percibir eventos ordinarios, lo cual tuvo

un gran significado para ellos. En un pasaje familiar del libro, incluso

para quienes no lo han leído, describe cómo su entrenamiento como

marinero lo privó de la capacidad de apreciar el río de la forma en la

que lo hacen quienes no son expertos: “había perdido algo”, se quejó,

“que nunca podría recuperar mientras viviera. ¡Toda la gracia, la belleza,

la poesía del majestuoso río había desaparecido!”. Él recordaba haber

apreciado un hermoso atardecer en el río, pero luego del entrenamiento

ya no podía disfrutarlo de forma embelesada. Sin embargo, en una puesta

de sol comentaría lo siguiente:

Este sol significa que mañana tendremos viento; ese tronco flotante significa

que el río está creciendo, gracias a ello; esa señal inclinada sobre el agua refiere

al acantilado que va a hundir el vapor de ruedas de alguien una de estas noches

si sigue extendiéndose así; aquellas aguas hirviendo que caen muestran una

barra de disolución y un canal que está cambiando allí; las líneas y círculos

sobre el agua manchada allá son una advertencia de que un lugar peligroso

está creciendo; ese rayo plateado en la sombra del bosque es la aparición de un

nuevo imprevisto y él se colocó en el mismísimo lugar que pudo haber encontrado

para buscar a los navegantes de barcos de vapor de ruedas; ese alto árbol muerto,

con una sola rama viva, no va a durar mucho tiempo y entonces, ¿cómo un

cuerpo va a pasar alguna vez por ese lugar a obscuras por la noche sin el viejo

y amigable punto de referencia?

No, el romance y la belleza habían desaparecido del río. Todo el valor de cual-

quier característica del río ahora significaba para mí una cantidad de utilidad

que podía proporcionar una brújula al seguro marinero de un barco de vapor

de ruedas. Desde aquellos días, los he compadecido desde lo profundo de mi

corazón. ¿Qué significa para un doctor el sonrojo en las mejillas de una belle-

za sino el “quiebre” que ondea sobre alguna enfermedad mortal? ¿No son to-

dos sus encantadores signos visibles una abundante propagación de lo que son

para él los signos y síntomas de un decaimiento oculto? ¿Ve alguna vez su

belleza en lo absoluto, o simplemente la observa profesionalmente y realiza para

sí mismo comentarios sobre su estado poco saludable? Y, ¿no se pregunta de

vez en cuando si mayormente ha ganado o perdido con el aprendizaje de su

profesión?
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Los estudiantes de derecho, tal como los marineros, están expuestos

a tales riesgos. Los profesores de derecho tienen el poder de influir en

el proceso por el cual los estudiantes pueden acallar muchos de sus más

deseables impulsos humanos. Como tecnócratas, podemos no tener sen-

timientos ante las tragedias humanas de las cuales somos partícipes, y

podemos también anestesiar permanentemente nuestra capacidad de in-

dignación frente a la injusticia o la deshonestidad. Pareciera que los pro-

fesores sí tienen la responsabilidad ética de hacer lo posible para ayudar

a los estudiantes a resistir este efecto deshumanizante del aprendizaje

tecnocrático.

Una causa de este efecto puede ser la intensidad de las demandas

para dominar todo lo que uno necesita saber. Hay, de hecho, una abru-

madora complejidad tanto en el derecho como en el río. Se debe tener

en cuenta que Twain estuvo en el Mississippi antes que el Cuerpo de

Ingenieros del Ejército de los Estados Unidos y no había ni siquiera una

boya entre Nueva Orleans y Saint Louis.

Yendo contra la corriente, el marinero en servicio tenía que conducir

por la marea muerta, manteniéndose al principio cercano a una orilla y

luego a la otra. Para encontrar dicha marea, necesitaba conocer cientos

de puntos de referencia para cada una de las mil doscientas millas de

viaje. Cada punto, tocón, rama, cresta, roca u obstáculo tenía un uso

navegacional. Yendo contra la corriente de noche, debía conocer tan bien

la forma del río de manera tal que no necesitara observar los puntos de

referencia.

Por seguridad, era necesario conocer la profundidad del río en toda

su extensión. Hasta cierto punto es posible leer la superficie del agua;

un marinero experto puede detectar un arrecife sumergido según la apa-

riencia de ésta, pero puede fácilmente confundir un arrecife de viento,

que es falso, con un acantilado que es real. La lectura del agua es asistida

tanto por una memoria exacta de la profundidad de cada lugar cuando

fue medida por última vez por los marineros que estaban al mando,

quienes constantemente monitorean la cantidad de agua debajo de la

proa y de la popa del barco, como también por la sensación que transmite

el timón ya que, como nos dice el autor, a los barcos de vapor no les

gustan las aguas poco profundas.

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 15-25. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

19



Toda esta cantidad de información técnica y las habilidades del ma-

rinero, así como las del abogado, se encuentran sujetas a constantes cam-

bios. El agua baja y crece: un curso que puede ser seguido cuando esta

se encuentra a cierto punto de elevación es peligroso cuando el caudal

está más bajo. Para el que conoce, la marea alta provoca un viaje corto.

A su vez, la erosión era en ese entonces un proceso muy rápido; señales,

arrecifes, obstáculos  y canales  variaban de una semana a la otra, así

como las leyes son derogadas y las sentencias son desestimadas.

Por lo tanto, Twain, el marinero de barco de vapor de ruedas, intentó

hacer lo mismo que generaciones de estudiantes de derecho: asimilar

una enorme masa de información detallada y, al igual que ellos, se dio

cuenta de forma gradual de que su disciplina era tan imprecisa como

compleja y que ninguna cantidad de información que puramente me-

morizara iba a hacerlo un buen marinero.

Y por supuesto, una respuesta propia a tal condición es perpetuar

la iniciativa del estudio, tratar de seguir aprendiendo el sujeto temporal.

Por lo tanto, el autor describe cómo los barcos más grandes generalmente

llevaban una superpoblación de marineros no remunerados cuyos botes

estaban siendo reparados o reacondicionados. Ellos viajaban “para ob-

servar el río”, para refrescar el conocimiento de señales y canales tran-

sitorios. Su entrenamiento, por lo menos, les había proporcionado una

infraestructura de entendimiento que les permitía volver a conocer el

río según este iba cambiando. De hecho, se da cuenta de que aquel que

estaba bien entrenado podía incluso asimilar información completamente

nueva rápidamente. Twain nota que Horace Bixby domina la complejidad

del río Missouri con un solo viaje de preparación. Sin duda alguna, com-

partimos responsabilidad al proveer a los estudiantes una válida infraes-

tructura similar que les permite convertirse en sus propios maestros.

Tal vez, debido a las similitudes en sus aspiraciones y en la intrin-

cación e inconsistencia del material con el que trabajan, los métodos de

enseñanza utilizados para entrenar a los marineros se parecen a aquellos

conocidamente utilizados para enseñar a los futuros abogados. Horace

Bixby, el maestro de Twain, podría describirse como un devoto del mé-

todo socrático. Hacía una gran cantidad de preguntas y realizaba co-

mentarios tajantes cuando las respuestas eran inadecuadas. Cuando el

autor no pudo responder la primera pregunta, Bixby lo definió como
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“el zoquete más estúpido del que alguna vez haya visto u oído hablar”.

En otra ocasión, el maestro resumió su opinión sobre Twain: “En general,

pareces ser más imbécil que cualquier otra criatura que haya conocido”.

Twain correspondió estas duras lecciones y comentarios severos con una

hostilidad tácita y a menudo, cuando estaba desalentado, se retiraba ma-

nifestando las familiares características del aislamiento. Aun así bajo la

apariencia del abuso autoritario y de la hostilidad servil había entre el

maestro y el aprendiz un lazo de un propósito compartido que la mayoría

de los profesores de derecho envidiaría. En ocasiones, solía reconocer

que la crueldad de Bixby fue para él un reflejo de altos niveles y grandes

esperanzas.

Mark Twain, a diferencia de la mayoría de los estudiantes profesio-

nales, supo leer lo que había detrás del diálogo pedagógico. Él reconocía

en Bixby no solo a un maestro exigente, sino también a un ejemplo de

lo que un marinero es y puede llegar a ser. Sabía que la idiosincrasia y

los valores de su tutor eran lo que primero había aprendido y lo último

que olvidaría. Fue su ejemplo, y no sus sermones o sus modales, lo que

caló más profundo. Bixby parecía no ser consciente del efecto que él

causaba, una fuerza tan poderosa que los profesores raramente controlan.

Él comentaba que lo que realmente aprendió de su mentor no fueron

señales y canales, sino dictamen y coraje. Dictamen en la evaluación de

su propio conocimiento y habilidad, y coraje para aplicar ese conoci-

miento a pesar del riesgo ubicuo del error profesional. Bixby le enseñó

tanto el realismo cruel como el ceñido dominio de la baja autoestima a

través del ejemplo, colocándolo deliberadamente en el lugar apropiado

y realizando comentarios adversos cuando él, demasiado confiado, ex-

cedía su competencia o tímidamente no la ejercía. Si su maestro lo re-

compensaba, no lo sabemos.

Los abogados necesitan tener un buen dictamen al igual que los ma-

rineros. Uno algo diferente, para estar seguros: nuestro medio son las

palabras, no  el agua, y las  fuerzas que influencian el significado del

lenguaje son sociales y políticas, no naturales. No obstante, en ambas

profesiones se requiere un uso efectivo de la intuición que va más allá

del conocimiento técnico. Quienes la utilizan deben conocer sus límites.

Siempre se debe ser desconfiado de sí mismo y estar en guardia ante el
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riesgo de confundir las propias preferencias sociales o políticas con las

preferencias de la ley.

Para ambos casos, el equilibrio para un buen dictamen profesional

es el coraje, el coraje intelectual. El coraje para arriesgar al error cuando

las probabilidades están a favor. El dictamen legal, al igual que el dic-

tamen navegacional, puede ser, y a menudo es, neutralizado por la ti-

midez. El abogado al tener inseguridad en sí mismo necesita también

superar la baja autoestima.

Los profesores de derecho, tal como Bixby, tienen el poder de enseñar

tanto dictamen como coraje a por lo menos algunos de sus estudiantes

–más efectivamente a través del ejemplo–, pero también de manera im-

portante al colocar a sus alumnos en situaciones incómodas y al exigirles

que ejerciten dicho dictamen y coraje. Las aulas de las facultades de

derecho ofrecen un ámbito en el que estas características pueden desa-

rrollarse. Afortunadamente para nosotros, los errores y fracasos de nues-

tros estudiantes no tienen el mismo potencial catastrófico como los de

los marineros de barcos a vapor. Podemos desarrollar el profesionalismo

de los estudiantes con el único riesgo de herir temporalmente su sus-

ceptible orgullo.

Desde este punto de vista, los estudiantes que buscan escapar del

diálogo que se da en las aulas se perjudican como profesionales. Aquellos

que reivindican el derecho a “aprobar fácilmente” efectivamente buscan

evitar un importante aprendizaje. Los profesores tienen el deber de dis-

putar cualquier reivindicación de ese derecho.

Mantener el coraje intelectual en el derecho presenta una dificultad que

no tiene analogía en el profesionalismo de los marineros de barcos de

vapor. Uno no puede creer en el mérito del juicio de valor y de la habilidad

profesional de alguien a menos que también tenga un mínimo de convic-

ción en la idea del derecho y la institución que lo hace cumplir. El río es

complejo y cambia constantemente pero es tangible, es una húmeda expe-

riencia que refresca la convicción que tiene el marinero de que su conoci-

miento pertenece a la realidad en la naturaleza. El derecho, por otra parte,

es una mera esperanza de que las personas que aplican el impacto del

poder busquen obedecer el mando de la ley. Permítasenos no ser modes-

tos: mantener la fe en dicha esperanza es un considerable acto de coraje.
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Hay muchas razones conocidas por las que un abogado puede dudar

de su propio profesionalismo. Ellos deben saber en todo lugar y todo

momento que el derecho no puede cumplir con todo lo que se promete

en su nombre. Para que este pueda ser aplicado, se deben conocer los

hechos y estos pueden llegar a ser muy imprecisos. El derecho es obscuro

en sí mismo en muchas de sus aplicaciones específicas, su significado

debe encontrarse en todo caso en la conducta de los funcionarios, pero

ellos son personas y eso significa que son vulnerables frente a las atrac-

ciones concernientes al engrandecimiento personal y a otras influencias.

Incluso si son altruistas, podrían utilizar su poder para perseguir agendas

políticas y sociales que no estén personificadas en él, por lo que reflejaría

los gustos de esa clase a la cual los funcionarios pertenecen y si así fuera,

entonces, tal vez como algunos de nuestros colegas pueden llegar a es-

cuchar, se trata de una mera decepción a través de la cual el poderoso

debilita la resistencia del que no tiene poder. Por consiguiente, la apli-

cación e incluso la obediencia podrían estar moralmente degeneradas.

Al enfrentar tales impedimentos a la creencia del derecho, ¿quién no

tendría dudas sobre la validez de su profesionalismo como abogado?

Estas dudas amenazan la competencia. Más que unos pocos abogados

sufren una falta de competencia porque han perdido o nunca han ad-

quirido la confianza necesaria que requiere el derecho. Quienes no confían

en que, de hecho, los principios  jurídicos influyen en el ejercicio del

poder no tienen herramientas profesionales con las cuales realizar su

trabajo. En su debido momento, deben abandonar cualquiera sea el pro-

fesionalismo que tengan para elegir entre la simple negligencia de su

trabajo o el uso de artimañas tales como el soborno y la intimidación

en todas sus formas.

Además, el temor está en la desconfianza. Un abogado que sucumbe

ante el nihilismo jurídico enfrenta un peligro mucho mayor que la mera

incompetencia profesional. Debe considerar la terrible realidad del go-

bierno a través de la astucia y una sociedad en la cual el único derecho

es el poderío. Tal miedo puede mantener la creencia en muchos de que

el derecho es, al menos, posible y que debe ser importante.

El profesionalismo y el coraje intelectual de los abogados no requiere

el rechazo del realismo jurídico y su lección de que quien decide también

importa. Lo que no se puede tolerar es el abrazo del nihilismo y su
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lección de que quien decide lo es todo, un principio nada más que estético.

Quienes apoyan este último punto de vista, a pesar de que sea sostenido

honestamente, tienen un sustancial problema ético como profesores de

estudiantes de derecho. El profesor nihilista amenaza con robarles a sus

estudiantes el coraje para actuar con el dictamen profesional que pueden

llegar a haber adquirido. La enseñanza del escepticismo puede ser y tal

vez probablemente sea el resultado en el aprendizaje de las habilidades

para la corrupción: soborno e intimidación. En un esfuerzo honesto para

proclamar una necesidad de revolución, los profesores nihilistas son más

propensos a entrenar estafadores antes que radicales. Si este riego es

correctamente valorado, el nihilista que afirma que el principio jurídico

no tiene importancia tiene el deber ético de dejar la facultad de derecho,

tal vez para buscar algún otro lugar en el ámbito académico.

Esta es una afirmación difícil dentro de una universidad cuyas tra-

diciones favorecen la inclusión en la facultad de todas las ideas, creencias

y valores honestamente sostenidos. Cuando la universidad aceptó la res-

ponsabilidad de entrenar profesionales aceptó también un deber de res-

tringir la enseñanza que a sabiendas desanima a los estudiantes o los

inhabilita a realizar el trabajo para el cual son entrenados. Incluso los

nihilistas deben eventualmente reconocer que los estudiantes de derecho

profesionales son tierra estéril para la semilla de la anarquía. Dentro de

las instituciones tales como las facultades de derecho profesionales, el

nihilismo es un pensamiento condenado. En otro sitio, dicha enseñanza

podía llegar a encontrar una audiencia, pero no entre aquellos que han

puesto sus manos para realizar el trabajo del mundo.

Aquellos profesores universitarios capaces de mantener la fe de la

religión secular no deben tener ninguna vergüenza de la inocencia román-

tica con la cual se aproximan a la más reciente cuestión de su profesiona-

lismo. Twain, según parece, aprobaría nuestro romance. Él concluye que

un ingrediente esencial en el profesionalismo de los marineros es el amor

por el río. “A un verdadero marinero”, dijo, “no le importa nada excepto

el río, y su orgullo por su trabajo sobrepasa el orgullo de los reyes”. Para

los ríos seguros, el público necesita marineros amorosos. Para limitar el

poderío, el público  necesita abogados que aclamen la esperanza y la

expectativa de que los derechos serán aplicados. Al ver sus imperfecciones

(las cuales son muchas) y al conocer sus traiciones (las cuales no son
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pocas), los verdaderos abogados pueden amar el derecho tanto como los

verdaderos marineros aman el río. Amamos el derecho no porque haya

una razón que lo requiera, sino porque nuestro compromiso para con

nuestra disciplina atiende las necesidades del público ante quien y para

quien somos responsables. Compartir este compromiso podría ser nuestro

mayor poder y responsabilidad.
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Los cambiantes perfiles del Derecho
constitucional en España (A propósito
del 40º aniversario de la Constitución

española de 1978)

Carlos Flores Juberías1

Resumen

Tras un siglo y medio de vaivenes y titubeos, en los que como con-

secuencia del escaso arraigo del sentimiento constitucional y la falta de

valor normativo de las constituciones el estudio del constitucionalismo

adoleció en España de falta de objeto y de método, hasta acabar con-

vertido en una disciplina enciclopédica de consistencia magmática y lí-

mites imprecisos, la aprobación en 1978 de la actual Constitución española

y el deslinde entre la Ciencia Política y el Derecho Constitucional im-

puesto a partir de 1981 hicieron posible que en las últimas cuatro décadas

este haya perfilado de manera nítida su objeto y su método, avanzando

a pasos agigantados hasta ocupar el lugar que merita en un Estado social

y democrático de Derecho –y, sobre todo, el que este requiere de aquel–

y dando lugar a una comunidad científica que en ese período de tiempo

ha crecido, se ha renovado y ha enterrado en el proceso muchos viejos

clichés.

Tras llevar a cabo una apresurada caracterización de la evolución del

Derecho Constitucional español desde los tiempos de Cádiz y unas re-

flexiones algo más precisas sobre su estado en el momento de inicio de

la transición democrática española, el presente estudio analizará las prin-

cipales preocupaciones dogmáticas y líneas de investigación del Derecho

Constitucional español en los últimos cuarenta años, diferenciando las

1 Catedrático de Derecho Constitucional, Universidad de Valencia. Correo electrónico:
carlos.flores@uv.es.
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propias de los tiempos de la puesta en marcha del nuevo sistema cons-

titucional de las surgidas al hilo de su actual crisis.

Palabras clave

Derecho Constitucional - España - Transición democrática.

The changing profile of Spanish
Constitutional Law (On occasion of the 40th

anniversary of the Spanish 1978 Constitution)

Abstract

After a century and a half full of swings and hesitations, in which

as a consequence of the limited rooting of the constitutional feeling and

the lack of normative value of the constitutions the study of constitutio-

nalism suffered in Spain of lack of object and of method, turning itself

into a an encyclopedic discipline of magmatic consistency and imprecise

limits, the adoption in 1978 of the current Spanish Constitution and the

separation between Political Science and Constitutional Law imposed

from 1981 onwards made it possible for the latter to have its object and

its method precisely outlined, advancing by leaps and bounds to occupy

the place it merits in a social and democratic rule of Law state –and

above all, the place that such systems demands from it– and giving rise

to a scientific community which in such period of time has grown, has

renovated, and has buried many old clichés in the process.

After carrying out a hasty characterization of the evolution of Spanish

constitutional law since the times of the Cadiz Constitution and some

more precise reflections on its state at the time of the beginning of the

Spanish democratic transition, the present study will analyze the main

dogmatic concerns and lines of research of Spanish Constitutional Law

in the last forty years, differentiating those of the times of the imple-

mentation of the new constitutional system from those arising in the

wake of its current crisis.
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I. Introducción

Allá por 1974, cuando se empezaba a intuir el cambio de régimen

que traería la Democracia –y la Constitución– a España, Nicolás Ramiro

Rico2 definía al Derecho Político –del que el actual Derecho Constitucional

español es hijo legítimo, y aun primogénito– con una cita que ha devenido

ya célebre: como “un adefesio jurídico”, un “vertebrado gaseoso”, un

algo “entre hidra de muchas cabezas y universal comodín; de todo un

poco, alternativamente”, en cuyo estudio los docentes disponían “de una

libertad tan libérrima para fijar el contenido y trazar los linderos de su

materia” que carecía de parangón en cualquier otra disciplina. Unos pocos

años antes –con idéntica perspectiva aunque con mayor comedimiento

expresivo– Xifra Heras3 lo había definido como “una disciplina enciclo-

pédica”, y unos pocos más tarde Fernández Carvajal denunciaría la equi-

vocidad tanto del nombre como de los contenidos de la disciplina, al

afirmar que esta

Se nos presenta en su denominación como una disciplina jurídica cuan-

do en la realidad de los programas universitarios tan solo parcial, y a

veces mínimamente, lo es. Se nos presenta de hecho como una disciplina

particular y positiva, cuando la elección de los temas que cultiva y el

planteamiento de toda su problemática postulan una perspectiva uni-

versal y filosófica. Se nos presenta, en fin, como una ciencia teórica,

cuando la materia que estudia es decidida, y diría que visceralmente

práctica.4

Semejantes diagnósticos estaban en aquellas fechas lejos de ser exage-

rados. Más aún: en opinión de algunos entrañaban no tanto una acertada

2 Rico, Nicolás Ramiro, �Breves apuntes críticos para un futuro programa moderada-
mente heterodoxo del Derecho Político y su muy azorante enseñanza�, en Revista
Española de Opinión Pública, nro. 37, 1974, p. 180.

3 Xifra Heras, Jorge, �El Derecho Político, disciplina enciclopédica�, en Revista de Es-
tudios Políticos, 1967, pp. 131-139.

4 Fernández Carvajal, Rodrigo, El lugar de la Ciencia Política, Murcia, Universidad de
Murcia, 1981, p. 19.
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descripción de la situación de nuestro Derecho Político en los convulsos

momentos en los que habían sido escritos, como un certero diagnóstico de

lo que había venido siendo la evolución de la disciplina desde sus prime-

ros pasos. Al día de hoy, en cambio, carecen de toda virtualidad para

describir a una disciplina científica que en las últimas cuatro décadas ha

perfilado de manera nítida su objeto y su método, avanzando a pasos

agigantados hasta ocupar el lugar que el Derecho Constitucional merita en

un Estado social y democrático de Derecho –y, sobre todo, el que este

requiere de aquel– y dando lugar a una comunidad científica que en ese

período de tiempo ha crecido, se ha renovado y ha enterrado en el proceso

muchos viejos clichés.

Al analizar esa evolución, cuyo más que obvio punto de partida sería

la aprobación en diciembre de 1978 de la actual Constitución española,

se encaminarán las siguientes líneas, que no obstante arrancarán con una

apresurada caracterización de la evolución del Derecho Constitucional

español desde los tiempos de Cádiz y unas reflexiones algo más precisas

sobre su estado en el momento de inicio de la transición democrática

española.

II.  De la Constitución de Cádiz a la crisis del régimen
franquista: los confusos perfiles del Derecho Constitu-
cional español

Ciertamente, no es necesario –aunque sea útil– retrotraernos a los

tiempos de Cádiz para desde allí esbozar hasta nuestros días las gran-

des líneas de la evolución del Derecho Constitucional español, si que-

remos convencernos de la mutabilidad de su objeto y de su método en

los últimos doscientos años: los testimonios de ello se repiten práctica-

mente hasta nuestros días, y el ejemplo de aquellas Cátedras de Cons-

titución cuya corta vida ha estudiado Sánchez Agesta5 apenas constituye

un prólogo a esa sucesión de vaivenes que es la historia de esta disci-

plina.

Ideadas para explicar la Constitución gaditana “en todas las Uni-

versidades y establecimientos literarios, donde se enseñen las ciencias

5 Sánchez Agesta, Luis, �Las primeras cátedras españolas de Derecho Constitucional�,
en Revista de Estudios Políticos (primera época), nro. 126, 1962, pp. 157-167.
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eclesiásticas y políticas”,6 las “Cátedras de Constitución” fueron creadas

en apenas dos ciudades –Valencia y Madrid– merced a iniciativas emi-

nentemente privadas, huyeron en su corta vida de toda ambición teo-

rizadora o de modelación de una técnica jurídica para consagrarse a

una suerte de “catequesis política”7 que pretendía enseñar la Constitu-

ción “a la manera que sabemos el catecismo y lo entendemos cuanto

basta para salvarnos”8 y, a la postre, acabaron homenajeando a Fernando

VII y asegurando que el estudio reflexivo de la Constitución de 1812

había avivado entre los alumnos, “por convencimiento, un amor puro,

noble e intenso hacia el deseado monarca, como parte integrante y esen-

cialísima de la Constitución”.9

De hecho, el mismo Real Decreto de 2 de agosto de 1900 por el que

se ordena la emancipación del Derecho Político respecto del Adminis-

trativo –y en el que Óscar Alzaga10 cifra la mayoría de edad de nuestra

disciplina–  sigue siendo  un monumento a la confusión, en el que se

asegura irreflexivamente que “la política se funda en los principios y

reglas que constituyen la jurisprudencia”, y en la que se justifica la ne-

cesidad de combinar el estudio del Derecho Político español con el ex-

tranjero “por la solidaridad que por numerosas causas es cada día mayor

entre todas las naciones, y el sistema de libertad que en materia de ex-

tranjería por todas partes impera” en un momento de nuestra historia

en el que aún no se habían apagado los ecos de la guerra hispanonor-

teamericana y ya habían comenzado a vislumbrarse nuestros infortunios

en el norte de África.

6 Constitución Política de la Monarquía Española de 19 de marzo de 1812, art. 368.
7 Sánchez Agesta, Luis, �Las primeras...�, p. 162.
8 Carvajal, Tomás, Relación de la Solemne apertura de la Cátedra de Constitución Política

de la Monarquía Española, por los Estudios de San Isidro de Madrid, Madrid, Imprenta
Nacional, 1814 (citado por Sánchez Agesta, Luis, �Las primeras...�, p. 162).

9 Garely, Nicolás, en Diario de Valencia, 21/4/1814 (citado por Sánchez Agesta, Luis,
�Las primeras...�, p. 166). Para un análisis más preciso de la evolución del Dere-
cho Constitucional español en el XIX consúltese Varela Suanzes-Carpegna, Joaquín,
�¿Qué ocurrió con la ciencia del Derecho Constitucional en la España del siglo XIX?�,
en Anuario de derecho constitucional y parlamentario, nro. 9, 1997, pp. 71-128.

10 Alzaga, Óscar, �En torno a un posible nuevo enfoque de la asignatura denominada
Derecho Político�, en Revista del Departamento de Derecho Político de la UNED, nro. 4,
1979, p. 7.
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Con la emancipación del Derecho Político –que ya mantendrá esta

denominación11 hasta su “partición” en 1984–,12 el debate en torno a sus

perfiles, lejos de remitir, se agudizó. Por aquella época13 el punto de

referencia doctrinal más destacado venía constituido por la obra de Adol-

fo Posada, cuyos Principios de Derecho Político (1884), denotando una fuerte

influencia del krausismo, se detenían sucesivamente en el análisis de

“La historia del Derecho Político”, “La filosofía de la historia del Derecho

Político” y “El arte en el Derecho Político” (o la “Teoría y práctica po-

lítica”),14 dando así pie a una visión enciclopédica de la nueva disciplina

y cerrando el camino –según Rubio Llorente–15 “a la transformación de

una disciplina académica en una verdadera ciencia dotada de unidad

temática y metodológica”.

Consecuencia directa de ese enciclopedismo sería una progresiva re-

lativización de los contenidos jurídicos en programas, manuales y mo-

nografías, que convertirían al estudio de la Constitución vigente –y aun

de la historia constitucional española– en poco menos que una rareza.

En esta línea se hallarían obras como el Curso de Derecho Político según

la Filosofía política moderna, la Historia general de España y la legislación

11 Tal sería el caso en los Planes de 1928 �establecido por Real Decreto de 19 de mayo
de ese año�, de 1931, de 1944 �establecido por Decreto de 7 de julio de ese año,
complementario de la Ley de Ordenación Universitaria de 29 de julio del año anterior�,
de 1953 �establecido por Decreto de 11 de agosto de ese año� y, por fin, del Plan
experimental de 1965, creado por sendas órdenes de 13 de agosto de ese año para
las Universidades de Valencia y Sevilla.

12 En efecto, sería el bien conocido Real Decreto 1888/84, de 26 de septiembre, quien
merced a su catálogo anexo de materias llevaría a cabo el �despiece� de nuestra
disciplina, dando lugar a un Derecho Constitucional al que se adscribiría la mayor
parte de la profesión y a una Ciencia Política por la que optaría �formalmente� una
minoría de estudiosos.

13 Véase Gallego Anabitarte, Alfredo, �Las asignaturas Derecho Político y Adminis-
trativo. El destino del Derecho Público español�, en Revista de Administración Pública,
nro. 100-102, 1988, y Portero Molina, Juan Antonio, �Algunas cuestiones en el De-
recho Político español, 1875-1900�, en Revista de Estudios Políticos, nro. 18, 1980.

14 Vid. Varela Suanzes-Carpegna, Joaquín, �El derecho político en Adolfo Posada�, en
Morodo Leoncio, Raúl y Pedro de Vega García (coords.), en Estudios de teoría del
Estado y derecho constitucional en honor de Pablo Lucas Verdú, vol. 1, Madrid, Universidad
Complutense, 2001, pp. 555-580.

15 Rubio Llorente, Francisco, �Nota preliminar a la edición española�, en Stein,
Ekkehart, Derecho Político, Madrid, 1973, p. xiv.
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vigente de Santamaría de Paredes (Valencia, 1880-81),16 que apenas de-

dicaba cien de sus más de setecientas páginas al constitucionalismo es-

pañol, o el Tratado de Derecho Político según los principios de la filosofía y

el derecho cristianos de Enrique Gil Robles (Salamanca, 1899-1902), que

consideraba más oportuno analizar el problema semita, el fenómeno fe-

minista, la idea de representación en Roma o la cuestión del colonialismo

que adentrarse en los entresijos de la Constitución canovista.

Sin embargo, la idea de un Derecho Político más centrado en el De-

recho positivo y la reflexión jurídica comenzaría a abrirse paso a medida

que nos adentrásemos en el presente siglo. Así, incluso el propio Posada

revisaría con el tiempo sus posiciones iniciales, para adentrarse –como

ha puesto de relieve Portero Molina–17 en una vía considerablemente

más proclive al juridicismo. Prueba de ello lo serían la cuarta edición

de su Tratado de Derecho Político (Madrid, 1929), en la que se combinaría

un tomo dedicado a la Teoría del Estado con otro consagrado al Derecho

Constitucional comparado, y su obra El régimen constitucional (Madrid,

1930), enteramente consagrada al análisis de los fenómenos constitucio-

nales, en la que se dedicaban sendos capítulos a las nociones de ley

constitucional e inconstitucionalidad de la ley, y aun se entraba a analizar

la Constitución vigente. Un desarrollo en cualquiera de los casos puntual

y con altibajos, que obliga a concluir, con López Guerra,18 que el fracaso

histórico en España de la pretensión constitucional “se reflejó también

en la ausencia de una disciplina jurídico-constitucional similar a la que

se desarrolló en los contextos francés (alrededor de las grandes leyes

de la República), italiano (alrededor del Estatuto Albertino) o alemán

(alrededor de las constituciones del Imperio y de la República de Wei-

mar). En este aspecto, la disciplina del Derecho Constitucional quedó

por detrás de otras disciplinas jurídicas, como la historia del Derecho o

el Derecho Civil, en que sí podría hablarse legítimamente de una ‘escuela

española’”.

16 Vid. Varela Suanzes-Carpegna, Joaquín, �Un influyente maestro del derecho político
español: Vicente Santamaría de Paredes (1853-1924)�, en Varela Suanzes-Carpegna,
Joaquín (coord.), Siete maestros del derecho político español, Madrid, CEPC, 2015.

17 Portero Molina, Juan Antonio, �Algunas cuestiones...�, p. 90.
18 López Guerra, Luis, �Algunas notas sobre el desarrollo de la doctrina constitucio-

nalista en España�, en Revista catalana de dret públic, nro. 41, 2010, p. 87.
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Con tan escasos precedentes, la proclamación de la II República su-

pondría un avance importante –aunque como se verá no del todo defi-

nitivo– en el proceso de juridificación de nuestra disciplina, estimulado

en buena medida por una inusual intensificación de los contactos inter-

nacionales –especialmente en el mundo germánico– de nuestros juristas.

En tal proceso sería menester destacar, cuando menos, la trascendencia

de obras como las de Ruiz del Castillo, Royo, Jiménez de Asúa y Alcalá

Zamora, la quinta edición del Tratado de Posada (Madrid, 1935) llevada

a imprenta con la participación de Nicolás Pérez Serrano y, por fin, el

Tratado de Derecho Político de este último, completado entre 1936 y 1939,

pero inédito hasta 1976.19 Sería precisamente Pérez Serrano quien, en su

memoria de cátedra –inédita también hasta mucho después de su muer-

te, aunque en modo alguno desconocida–20 definiría al Derecho Político

como “una disciplina encuadrada en el orden jurídico; demarcada, dentro

de él, por su referencia al sector de lo político; centrada en torno al régimen

español, y en el que es necesario, además, realizar una comparación con el

extranjero”.

Los primeros manuales de la era franquista se situarían en cierto

modo en una línea juridicista no lejana de la seguida en los años de la

República, aunque solo fuese por la lógica necesidad de explicar y des-

cribir de manera coherente las normas políticas del nuevo Estado. Tal

sería el caso, entre otros, del Régimen político del Estado español de Ignacio

María de Lojendio (Barcelona, 1942), de los Elementos de Derecho político

del Padre Izaga (Barcelona, 1952) o de la Introducción al Derecho político

actual de Francisco Javier Conde (Madrid, 1942), particularmente sensible

hacia los postulados –entre otros– de Kelsen y Laband. Sin embargo, y

aunque nunca se extinguiría del todo –ahí están los tratados de Fernández

Carvajal, La Constitución española (Madrid, 1969) y Zafra Valverde, El

régimen político de España (Pamplona, 1973) y, desde premisas diametral-

mente opuestas, los de Jorge de Esteban y otros, Desarrollo político y Cons-

titución española (Barcelona, 1973) y Jorge Solé Tura, Introducción al régimen

19 Vid. Ruiz Miguel, Carlos, �Nicolás Pérez Serrano, maestro pionero del Derecho cons-
titucional español�, en Empresas políticas, nro. 2, 2003, pp. 25-33.

20 Pérez Serrano, Nicolás, �Estudio acerca del concepto, método, fuentes y programas
del Derecho Político español comparado con el extranjero�, en Escritos de Derecho
Político (vol. I), Madrid, IEAL, 1984, p. 13.
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político español (Barcelona, 1973), todos ellos en las postrimerías del ré-

gimen–, la tendencia no tardaría en devenir minoritaria. Bien fuese por

la desorientación provocada por un sistema institucional de configuración

extremadamente lenta, “incompleto y de suerte indecisa [que] no animaba

a la construcción sistemática”;21 bien fuese por la frustración de contem-

plar la inaplicación y la inaplicabilidad de algunas de sus disposiciones;

bien fuese por el rechazo ideológico que estas provocaban en no pocos

académicos, y su rechazo a dotarle siquiera de esa mínima legitimación

que supondría su tratamiento como un genuino sistema constitucional;22

bien fuera –finalmente– por el escaso interés del régimen por profundizar

en el análisis científico y la crítica académica de sus disposiciones nor-

mativas, el hecho es que el estudio jurídico del régimen político vigente

comenzó bien pronto a perder practicantes.

De este modo, parte del Derecho Político español comenzaría a en-

caminarse –a decir una vez más de Rubio Llorente–23 por la vía “que

coloca en primer plano la idea de política, desinteresándose del estudio

de las estructuras constitucionales”, al tiempo que otra parte de la doc-

trina, incapaz de teorizar sobre un Estado constitucional que no existía,

optaba por embarcarse en una “teoría de la Constitución  sin Estado,

válida para cualquier clase de organización política y en la que las cues-

tiones fundamentales quedan sin plantear”;24 una tercera se inclinaba

por construir un Derecho Constitucional más o menos juridicista, pero

sobre el sustrato de regímenes políticos distintos del español; y aun una

cuarta buscando quizás tiempos pasados que fueran mejores, volvía la

cabeza hacia una historia constitucional aún huérfana de análisis. Como

simple botón de muestra, el Plan de estudios de 1944, que mantendría

intacta la clásica denominación de Derecho Político, se preocuparía de

perfilar el nuevo contenido de la disciplina, estableciendo en su seno,

junto al “Derecho Político español y extranjero” propiamente dicho, no

21 Fernández Carvajal, Rodrigo, El lugar..., p. 380.
22 Es la posición de Jorge de Esteban, en �Encuesta sobre la orientación actual del

Derecho Constitucional�, en Teoría y Realidad Constitucional, nro. 1, 1998, p. 20.
23 Rubio Llorente, Francisco, �Nota preliminar...�, p. xviii.
24 De Vega García, Pedro, La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente,

Madrid, Tecnos, 1985, p. 24.
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solo una “Teoría de la organización política” sino incluso una “Teoría

de la Sociedad” de perfiles borrosos e improbable juridificación.

Paradójicamente, durante estas décadas en las que los constituciona-

listas se dedicaron a hacer (casi) cualquier cosa menos Derecho, fue la

doctrina administrativista española la que con mayor éxito se adentró

en el análisis de las normas jurídicas del régimen llevando a cabo apor-

taciones que en su momento supusieron “lo más cercano a una literatura

académica ‘constitucionalista’; literatura que no dejó de tener influencia

en el proceso de transición y en las construcciones jurisprudenciales y

doctrinales posteriores”.25

En  cualquiera  de los casos, es de rigor admitir que varias de las

ramas antes citadas darían, con el tiempo –y fuese cual fuese nuestra

valoración respecto de su oportunidad–, frutos estimables. Así, el campo

de la Ciencia Política alcanzaría en los años cincuenta, sesenta y setenta

un desarrollo hasta entonces inédito, con obras tan capitales como los

Estudios de Ciencia Política de Carlos Ollero (Madrid, 1955), los Estudios

de Sociología Política de Francisco Murillo Ferrol (Madrid, 1963), los Prin-

cipios de Ciencia Política de Pablo Lucas Verdú (Madrid, 1969),26 los Su-

puestos actuales de la Ciencia política de Manuel Ramírez (Madrid, 1972)

y los Estudios de Ciencia Política de Juan Ferrando Badía (Madrid, 1976),27

por citar tan solo unas cuantas.

Por su parte, los campos de la Teoría del Estado y de la Constitución

–de contornos ciertamente difíciles de acotar– se enriquecerían con apor-

taciones tan valiosas como las de Sánchez Agesta –con sus Lecciones de

Derecho Político (Granada, 1943) y sus Principios de Teoría Política (Madrid,

25 López Guerra, Luis, �Algunas notas sobre el desarrollo de la doctrina constituciona-
lista en España�, p. 91.

26 Vid. Murillo de la Cueva y Lerdo de Tejada, Carmen, �Notas sobre la bibliografía
universitaria y la obra científica del profesor Pablo Lucas Verdú�, enMorodo Leoncio,
Raúl y Pedro de Vega García (coords.), Estudios de teoría del Estado y derecho consti-
tucional en honor de Pablo Lucas Verdú, vol. 1, Madrid, Universidad Complutense, 2001,
pp. 37-64.

27 Vid. Flores Juberías, Carlos, �La obra de Juan Ferrando Badía y su significación
en el desarrollo del Derecho Constitucional y de la Ciencia Política en España�, en
Cuadernos constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol, nro. 58-59, 2007, pp.
15-51.
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1966)–,28 Lucas Verdú –primero con su Introducción (Barcelona, 1958) y

más tarde con su monumental Curso de Derecho Político (Madrid, 1972)–29

y Xifra Heras –con su Curso de Derecho constitucional (Barcelona, 1962)–,

obras todas ellas en las que, pese a su volumen, el estudio del sistema

político vigente apenas si comprendería un escaso puñado de páginas.

En tercer lugar, testimonios del prometedor desarrollo en esta época

del Derecho Constitucional comparado serían, también sin ánimo de ex-

haustividad, el Derecho Constitucional Comparado de García Pelayo (Ma-

drid, 1950),30 Los Regímenes Políticos Contemporáneos de Jiménez de Parga

y el Curso de Derecho Constitucional Comparado de Sánchez Agesta, obras

todas ellas reeditadas una y otra vez desde su aparición hasta nuestros

días y devenidas hace tiempo en clásicas.

En última instancia, entre los cultivadores –y aun deberíamos decir,

quizás, entre los creadores– de nuestra historia constitucional serían de

destacar las aportaciones capitales de Sevilla Andrés –con su Historia

política de España, 1808-1973 (Madrid, 1973)–, de nuevo Sánchez Agesta

–con su Historia del Constitucionalismo español, 1808-1936– y Tomás Villa-

rroya –con su Breve Historia (Barcelona, 1976)–, obras estas dos últimas

reeditadas en numerosísimas ocasiones y convertidas ya en manual de

referencia inexcusable en las aulas.

III. De la crisis del régimen franquista a la Constitu-
ción de 1978: la inaplazable juridificación del Derecho
Constitucional español

La crisis del franquismo, el proceso de transición política, la aproba-

ción de la Constitución de 1978 y la consiguiente reforma del sistema

–modo y sustancia– de enseñanza universitaria parecieron sorprender a

28 Vid. García-Cuevas Roque, Elena, Vida y obra del profesor Sánchez Agesta, Madrid,
Dykinson, 2016.

29 Vid. García Fernández, Javier, �Pablo Lucas Verdú, un jurista entre dos generacio-
nes del Derecho político español�, en Revista de Estudios Políticos, nro. 174, 2016, pp.
225-266.

30 Vid. Jimena Quesada, Luis, �Manuel García-Pelayo y la emergencia del ius commune
europeo�, en Revista de Derecho Político, nro. 75-76, 2009, pp. 125-144, y Soriano, Gra-
ciela, �Manuel García-Pelayo en el desarrollo del derecho constitucional del siglo XX�,
en Cuestiones constitucionales: revista mexicana de derecho constitucional, nro. 13, 2005.
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nuestra doctrina en medio de una suerte de crisis de identidad, que la

misma rapidez y radicalidad de los cambios probablemente no haría

más que agudizar.

A decir de Alzaga,31 tres fueron al menos las principales posturas

doctrinales del momento en lo concerniente al objeto y los fines del De-

recho Político y, por ende, a la relación entre sus componentes esenciales:

la Ciencia Política y el Derecho Constitucional.

Una primera postura, entre cuyos defensores podríamos muy bien

citar a Ramírez,32 entendía que el Derecho Constitucional no era sino

una rama más de la Ciencia Política. Dando por buena la conocida imagen

de Van Dyke33 que ubicaba a lo político en el centro de un círculo al

cual cabía acceder desde cualquiera de los trescientos sesenta grados de

la circunferencia que lo delimitaba, el Derecho Constitucional era visto

como una más de las disciplinas integrantes de una Ciencia Política hi-

pertrofiada y concebida como una gran familia de saberes. Tal posición

vendría justificada, de una parte, por la experiencia de muchos de los

nuevos Estados del Tercer Mundo en los que el constitucionalismo había

sido trasplantado sin una preparación previa, en la creencia de que cual-

quier entramado institucional creado en Occidente podía arraigar, con

independencia del terreno sobre el que se asentase. Igualmente dicha

posición derivaba también de la idea, de matriz marxista, según la cual

el Derecho era una mera superestructura ajena a la realidad social pre-

existente, un epifenómeno carente de toda autonomía en torno al cual

no cabía siquiera la construcción de una disciplina científica autónoma.34

Una segunda postura, radicalmente contraria a la anterior y derivada

de la dogmática alemana tradicional –y, en particular, de la escuela de

Viena–, era la que abogaba por un Derecho Constitucional completa-

mente ajeno a la Ciencia Política. Partiendo de la radical distinción kel-

seniana entre los planos del ser (sein) y el deber ser (sollen), Ciencia

Política y Derecho Constitucional eran contemplados como materias no

31 Alzaga, Óscar, �En torno...�, pp. 9 y ss.
32 Ramírez, Manuel, �La Ciencia Política en España: problemas, métodos y áreas de

estudio�, en Revista de Derecho Público, nro. 67, 1967, p. 257.
33 Van Dyke, Vernon, Ciencia política. Un análisis filosófico, Madrid, 1962, p. 130.
34 Véase González Casanova, José A., Comunicación humana y comunidad política. Una

aproximación al Derecho Político, Madrid, Tecnos, 1968.
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solo distintas sino incluso intransitivas. Pese a la admisión por parte de

Laband de que la finalidad de una institución puede afectar a su confi-

guración jurídica –y que, por lo tanto, para comprender esta es preciso

analizar realidades que van más allá de ella–, el estudio de toda noción

metajurídica quedaba, desde esta perspectiva, excluido de raíz. El estudio

del Derecho se realizaba en consecuencia sin que cupiese contaminación

alguna de la realidad política.

Por último, una tercera posición era la que entendía que el rótulo de

Derecho Político podía perfectamente albergar en su seno, como si de

las dos mitades de una misma concha se tratase, a la Ciencia Política y

al Derecho Constitucional, y que en consecuencia entre ambas disciplinas

había cercanía y complementariedad. Tal sería la postura, entre otros,

de Lucas Verdú,35 quien afirmaría que

Para no incurrir en el defecto de yuxtaposición y anarquía temática que

caracterizan al Derecho político oficial, preferimos considerar como ma-

teria del Derecho político adjetivado dos grandes sectores: uno de ellos

está integrado por la Ciencia Política en cuanto estudio de los fenómenos

que se refieren al fundamento, objetivos, organización y ejercicio del

poder político en la sociedad, y el otro sector corresponde al Derecho

constitucional en cuanto estudio de las reglas e instituciones jurídicas

fundamentales, relativas a la organización y ejercicio del poder político

y a los derechos y libertades básicos de los ciudadanos.

En esta misma línea se hallaría también Ferrando Badía,36 para quien,

aun dando por sentada la diferencia entre la Ciencia Política y el Derecho

Constitucional, ambas resultaban ser disciplinas “intrínsecamente com-

plementarias”, en la medida que la primera “se ocupa del régimen po-

lítico” y la segunda “de las instituciones jurídicas formales” de este.

Es evidente que la casi inmediata aprobación de la Constitución de

1978 y su consiguiente desarrollo normativo creó las condiciones idóneas

para que se acabara imponiendo la segunda de las posturas enumeradas,

y para que por fin España pudiera ver el nacimiento y desarrollo de

35 Lucas Verdú, Pablo, Curso de Derecho Político, vol. I, Madrid, Tecnos, 1972, pp. 37
y 38.

36 Ferrando Badía, Juan, Estudios de Ciencia Política y Teoría Constitucional, 3ª ed., Madrid,
Tecnos, 1988, p. 26.
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una verdadera doctrina constitucional que tuviera por objeto analizar,

interpretar y enseñar la Constitución, proponer fórmulas para su desa-

rrollo y hallar soluciones para los conflictos surgidos en su aplicación.

En palabras de López Guerra:37 “La Constitución (y su desarrollo pos-

terior, normativo y jurisprudencial) proporcionaba un objeto de conoci-

miento que definía y limitaba el alcance de la disciplina”.

Naturalmente ese proceso de depuración no fue ni sencillo ni inme-

diato. Bajo el término elegido por Rousseau para subtitular su Contrato

Social38 siguieron durante años albergándose todo un mundo de estudios

sin más denominador común que una vinculación –estrecha o remota–

con lo político, que daban así lugar a una disciplina enciclopédica de

objeto, metodología y límites indeterminables, a “un totum revolutum en

el que cada catedrático se vería obligado a imprimir por su cuenta al

programa la dirección que le pareciese más oportuna”39 y a un conjunto

heterogéneo de saberes en el que el jurídico no era, precisamente, el más

cultivado.40

Un primer obstáculo para hacer factible ese cambio venía constituido

por la necesidad de adoptar una metodología de trabajo bien distinta

de la seguida hasta entonces, que ya no podía seguir obedeciendo a las

orientaciones culturalistas y heterogéneas del Derecho Político, sino ple-

garse a las exigencias de una verdadera Ciencia del Derecho. La reivin-

dicación del método jurídico devino, pues, prioritaria.

Pero no solo eso: también devino prioritaria la necesidad de dar con

un método jurídico específicamente constitucional, que singularizase a

nuestra disciplina de otras disciplinas jurídicas en aquellos momentos

más arraigadas y más conscientes de su propia identidad como el Derecho

Civil, o “excesivamente” próximas como el Derecho Administrativo. A

este respecto se ha subrayado repetidamente la relevancia de la polémica

mantenida en su día entre García de Enterría y Lucas Verdú,41 en la que

37 López Guerra, Luis, �Algunas notas sobre el desarrollo de la doctrina constituciona-
lista en España�, p. 92.

38 Véase Rousseau, Juan Jacobo, El contrato social o Principios del derecho político, varias eds.
39 Alzaga, Óscar, �En torno...�, p. 8.
40 Véase, entre otros, Aja, Eliseo, �Derecho constitucional�, en Aa. Vv., La enseñanza del

Derecho en España, Madrid, Tecnos, 1987.
41 Véase, respectivamente, Lucas Verdú, Pablo, �El Derecho Constitucional como De-

recho Administrativo�, en Revista de Derecho Político, nro. 13, 1982, pp. 7-52, y García
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mientras el primero subrayó la comunidad metodológica entre el Derecho

Constitucional y las demás ramas del Derecho, el segundo reivindicó la

existencia de un método jurídico propio del Derecho Constitucional, fruto

directo de las propias peculiaridades de la norma constitucional frente

a otras normas. En suma, se trataba de evitar que el Derecho Constitu-

cional quedara reducido a un análisis exclusivamente técnico del Derecho

positivo, en aras de un planteamiento un tanto más crítico y axiológico.

En medio de este proceso, la decisión ministerial de escindir el De-

recho Político en dos nuevas áreas bajo los encabezamientos de “Ciencia

Política y de la administración” y “Derecho Constitucional” supuso un

punto de no retorno, amén de una auténtica revolución en la disciplina

y –para muchos– una dolorosa decisión. Y es que la medida obligaba al

profesorado del área a extinguir a optar entre una u otra de las nuevas

áreas, forzando de este modo una definición nítida en sus enfoques y

métodos y colocando en una posición incómoda a los muchos que hu-

biesen preferido mantenerse a caballo entre una y otra tendencia.

La medida resultaba difícilmente discutible. La Constitución española

había sido aprobada hacía apenas un lustro, poniendo así fin a un largo

paréntesis en el que el Derecho Constitucional había tenido que poner

la vista allende nuestras fronteras para encontrar un objeto de estudio

que hiciese justicia a la propia denominación de la disciplina, y la doctrina

se encontraba –comprensiblemente– en plena explosión juridicista. No

solo es que hubiese, por primera vez en varias décadas, una nueva Cons-

titución que estudiar, valorar y difundir: es que además había –en pa-

labras de Lucas Verdú y Lucas Murillo de la Cueva–42 “una sustancial

concordancia entre las expectativas de la sociedad y los intereses cons-

titucionales, entre realidad política y norma constitucional” y, por con-

siguiente, una inequívoca “voluntad de Constitución”, esto es, un sincero

deseo de convertir a la nueva Constitución en un efectivo cauce para la

resolución de los conflictos políticos.

Ante una perspectiva tal, no sería extraño que la inmensa mayoría

de los profesores de Derecho Político optasen por adscribirse casi en

de Enterría, Eduardo, �El Derecho Constitucional como Derecho�, en Revista de De-
recho Político, 15, 1982, pp. 7-20.

42 Lucas Verdú, Pablo y Pablo Lucas Murillo de la Cueva, Manual de Derecho Político,
vol. I, Madrid, Tecnos, 1987, p. 23.
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bloque a los nuevos Departamentos de Derecho Constitucional,43 dejando

a la hasta hacía poco pujante Ciencia Política española en una situación

de precariedad personal y material que la obligaría a transitar desde un

amateurismo inicial hacia su progresiva profesionalización, y que tendría

como consecuencia un –no del todo deseable, dicho sea de paso– aleja-

miento de lo jurídico, cuya consecuencia inmediata sería una Ciencia

Política focalizada de manera predominante en el estudio de los procesos

electorales y los actores políticos.44 El Derecho Constitucional ofrecía a

los antiguos profesores de Derecho Político marcos más idóneos –las

Facultades de Derecho, mucho más numerosas que las de Ciencias Po-

líticas–, mejores posibilidades de promoción e intercambio académico y,

sobre todo, un objeto de estudio apasionante y prometedor como era el

sistema político e institucional que se estaba empezando a crear sobre

y en derredor de la entonces todavía nueva Constitución de 1978. Por

lo demás, la ya comentada juridificación del Derecho Político en los años

inmediatamente anteriores a su desaparición haría que el paso de este

al nuevo Derecho Constitucional fuese para muchos poco más que un

sencillo  trámite burocrático: la identificación  entre Derecho Político y

Derecho Constitucional de la que ya hablara García Pelayo45 y, mucho

antes, Posada, al describir a este como “el Derecho político de los Estados

modernos”, resultaba ser en estos momentos mayor de lo que lo había

sido nunca.

Sin embargo, nos engañaríamos si pensásemos que la separación por

decreto del Derecho Constitucional y la Ciencia Política –ampliamente

43 La división entre constitucionalistas y politólogos se materializó también en otros mu-
chos niveles. Así, la antigua Asociación Española de Derecho Constitucional y Ciencia
Política desapareció para dar lugar en 1993 a la Asociación Española de Ciencia Po-
lítica y de la Administración (AECPA) y, tras varios titubeos y algunas iniciativas
fracasadas, a la Asociación de Constitucionalistas de España (ACE) creada en el año
2000. El antiguo Instituto de Estudios Políticos, que había pasado a denominarse
Centro de Estudios Constitucionales, amplió su denominación para ser el Centro de
Estudios Políticos y Constitucionales, y dio luz a la Revista Española de Derecho Cons-
titucional, a fin de desgajar los contenidos más definitivamente jurídicos de la vieja
Revista de Estudios Políticos.

44 Jerez Mir, Miguel, �Treinta años de Ciencia Política en España: profesionalización,
expansión y ajuste�, en Revista Española de Ciencia Política, nro. 40, 2016, pp. 179-215.

45 García Pelayo Manuel, Derecho Constitucional Comparado, Madrid, Alianza Editorial,
1992, cap. 1.
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contestada, dicho sea de paso, por la doctrina–46 o la posterior eclosión

de los estudios jurídicos en las otrora polifacéticas cátedras de Derecho

Político pondrían por sí solas fin a la polémica sobre la identidad y la

relación entre ambas disciplinas científicas. Separadas o juntas en los

planes de estudios y los decretos de áreas, el problema de delimitar una

y otra disciplina precisó para quedar resuelto de la eclosión de una nueva

generación de constitucionalistas, si no nacida, sí al menos crecida en el

contexto de esta diferenciación y, en consecuencia, más capaz que las

anteriores de dotar al Derecho Constitucional, a la vez, de una inequívoca

dimensión jurídica y de un perfil que le diferenciase de otras disciplinas

cercanas. En suma, de lo que, con Cruz Villalón,47 podríamos denominar

“un Derecho Constitucional constitucionalmente adecuado”.

IV. De la Constitución de 1978 a la integración en Euro-
pa: hacia un Derecho Constitucional “constitucional-
mente adecuado”

Los retos a los que ha tenido que dar respuesta el Derecho Consti-

tucional español en los casi cuarenta años que han transcurrido desde

la entrada en vigor de la Constitución de 1978 han sido formidables. Lo

habrían sido en cualquier caso: una constitución genera siempre cam-

bios de relevancia en el orden político de un país que para la doctrina

46 En concreto, sería la ya desaparecida Asociación Española de Ciencia Política y De-
recho Constitucional la que �iniciativas individuales aparte� llevaría el peso de la
controversia frente al decreto ministerial. Para esta Asociación, el mantenimiento de
la unidad del área �Derecho Político� no tenía por qué suponer la identificación entre
sus dos componentes esenciales �el Derecho constitucional y la Ciencia política� ni
por qué obstaculizar la necesaria especialización del profesorado adscrito a la misma.
Por el contrario, su ruptura contradecía la evolución de la doctrina en las últimas
ocho décadas y, representando un retroceso �a la época pre-Posada�, abocaba al
Derecho Constitucional a una juridificación formal y abstracta contraria a la idea
moderna de Constitución, y podía suponer una �evaporización� de los estudios de
Teoría del Estado, cuya adscripción a cualquiera de las dos nuevas áreas resultaba
insatisfactoria. Para una amplia síntesis de tales argumentos, véase Sánchez Férriz,
Remedio, Proyecto docente, original inédito, Valencia, 1990, pp. 69 y ss.

47 Cruz Villalón, Pedro, �Posibilidad y cometido de un Derecho Constitucional cons-
titucionalmente adecuado�, en Estudios de derecho constitucional y de ciencia política:
homenaje al profesor Rodrigo Fernández Carvajal, Murcia, Universidad de Murcia, pp.
175-184.
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constitucionalista se traducen, de una parte, en la necesidad de llevar a

cabo un reajuste en sus parámetros de análisis y, de otra, en la oportu-

nidad de iniciar desde cero la tarea de diseccionar esa nueva norma fun-

damental. Pero en el caso de la España de 1978, el cambio fue de una

profundidad pocas veces antes –tal vez nunca– vista en la historia política

de nuestro país. La Constitución cambió los valores sobre los que se

asentaba el régimen político español, su sistema de fuentes del Derecho,

su tabla de derechos y su sistema de garantías, su modelo institucional,

su sistema de organización territorial y hasta su inserción internacional,

y el Derecho Constitucional español –ese mismo que todavía en aquellos

momentos seguía dudando de su enfoque y de su metodología– hubo

de dar respuestas rápidas, consistentes y útiles a todos esos interrogantes.

Explicar en toda su complejidad cuáles han sido esas respuestas –e

incluso anticiparlas– es tarea de la que oportuna y acertadamente se han

ocupado ya varias de las cabezas mejor amuebladas del Derecho Cons-

titucional español.48 De modo que nuestra pretensión aquí, más modesta,

48 Así, junto con los ya citados trabajos de López Guerra y Cruz Villalón cabría referir los
de Pérez Royo, Javier, �El Derecho Constitucional en la formación del jurista�, en
Revista Española de Derecho Constitucional, nro. 46, 1996, pp. 39-60; Garrorena Morales,
Ángel, �Cuatro tesis y un corolario sobre elDerechoConstitucional�, enRevista Española
de Derecho Constitucional, nro. 51, 1997, pp. 37-64; Porras Ramírez, José M., �Breve
historia de la formación y evolución del derecho constitucional, con particular referen-
cia a su desarrollo en España�, en Morodo Leoncio, Raúl y Pedro de Vega García
(coords.),Estudios de teoría del Estado y derecho constitucional en honor de Pablo Lucas Verdú,
vol. 2, Madrid, Universidad Complutense, 2001, pp. 1247-1260; Aparicio Pérez, Miguel
Ángel, �Algunas notas sobre el contenido del Derecho Constitucional en España�, en
Castellà i Andreu, Josep M. (coord.), Constitución y el ordenamiento jurídico: 25 años de
incidencia de la Constitución española de 1978 en las diferentes disciplinas judiciales, Barcelo-
na, Atelier, 2005, pp. 473-484 (también en Aparicio Pérez, Miguel Ángel, La función del
Derecho Constitucional. Selección de obras, Barcelona, Atelier, 2010, pp. 65-77).
Si cabe, más interesantes aún �por su relativa espontaneidad y su carácter contra-
dictorio� son las reflexiones colectivas propiciadas por Teoría y realidad constitucional
entre varios de los más reputados catedráticos de la disciplina con una década de
margen entre cada una de ellas. En concreto, Aragón Reyes, Manuel, Carlos de Cabo
Martín, Jorge de Esteban Alonso, Ángel Garrorena Morales, Luis López Guerra
e Isidre Molas i Batllori, �Encuesta sobre la orientación actual del Derecho consti-
tucional�, en Teoría y realidad constitucional, nro. 1, 1998, pp. 15-61, y Díez-Picazo,
Luis María, Alfonso Fernández Miranda, Ángel Garrorena Morales y Luis López
Guerra, �Encuesta sobre la orientación actual del Derecho constitucional�, en Teoría
y realidad constitucional, nro. 21, 2008, pp. 18-70.
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se contentará con ensayar un intento de enumeración de cuáles han sido

los principales ejes vertebradores de ese Derecho Constitucional “cons-

titucionalmente adecuado”, desarrollado en nuestro país durante las dos

últimas décadas del pasado siglo y las dos primeras del presente.

Un primer eje vertebrador de nuestro Derecho Constitucional fue, es

y con toda seguridad seguirá siendo –aunque tal vez no con la misma

intensidad– el análisis de la jurisprudencia de nuestro Tribunal Consti-

tucional. Conformado apenas unos pocos meses después de aprobada

la Constitución merced a la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, la

puesta en marcha casi por primera vez en la historia de nuestro país de

un órgano inequívocamente jurisdiccional, al servicio de un texto cons-

titucional jurídicamente vinculante y no meramente declarativo, y pro-

visto además de una tabla de derechos de largo alcance generó unas

expectativas que la experiencia posterior no hizo sino multiplicar. Ello

vino además potenciado por la alta cualificación técnica del tribunal –re-

cordemos que presidido en sus primeros años de vida por Manuel García

Pelayo y Francisco Tomás y Valiente–, por su independencia de criterio

y por su decidido intervencionismo –a la fecha de hoy se cifran en más

de 8.000 las sentencias, y casi 17.000 los autos dictados por el Tribunal–,

pero, sobre todo, por la relativa ambigüedad con la que el constituyente

reguló algunos derechos constitucionales, dejando al legislador un amplio

margen de normativización y al Tribunal un margen todavía mayor de

interpretación.

La actividad de glosa, crítica, sistematización y revisión de la juris-

prudencia constitucional –que obviamente no quedó circunscrita a la

delimitación del alcance de los derechos fundamentales, sino que fue

también importante en la clarificación de las aristas de nuestro sistema

político, y más que eso en lo tocante a la definición de nuestro modelo

autonómico– llenaría bibliotecas enteras.49 Y, según algunos pareceres,

49 Solo ciñéndonos a los estudios pioneros en la materia, cabría citar los de Cascajo
Castro, José Luis y Vicente Gimeno Sendra, El recurso de amparo, Madrid, Tecnos,
1984;Araujo, JoanOliver, El recurso de amparo, Palma deMallorca, Facultad deDerecho
de Palma de Mallorca, 1986; Cano Mata, Antonio, El recurso de amparo (Doctrina del
Tribunal Constitucional), Revista de Derecho Privado, Madrid, 1983, y Cuestiones de
inconstitucionalidad (Doctrina del Tribunal Constitucional), Madrid, Civitas, 1986, y Gar-
cía Roca, Francisco J., El conflicto entre órganos constitucionales, Madrid, Tecnos, 1987.
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llegaría hasta el extremo no del todo deseable de transformar incluso el

objeto mismo del Derecho Constitucional, que conforme la jurisprudencia

constitucional comenzara  a  cobrar entidad se trasladaría de la recién

estrenada Constitución a la interpretación de la misma dada por el alto

tribunal. Para algunos autores, esta excesiva atención a la jurisprudencia

constitucional, especialmente cuando no venía acompañada de la debida

perspectiva crítica o quedaba reducida a la mera glosa de sus resolucio-

nes, entrañaba  un grave riesgo de simplificación de nuestro Derecho

Constitucional. En palabras, por ejemplo, de Pedro de Vega, crítico con

esta línea,50

La exclusivista  y ambiciosa pretensión de reducir y concentrar en la

jurisprudencia constitucional toda la problemática de la teoría constitu-

cional, a lo que conduce, realmente, es a la distorsión y al abandono de

las cuestiones capitales del Derecho Público, en torno a las cuales giraron

las grandes polémicas en el pasado, y que, por no haber sido resueltas

definitivamente entonces, siguen sin resolverse en la actualidad.

Siendo por lo tanto esencial “no reducir a la faceta aplicativa juris-

diccional el sentido del Derecho Constitucional” sino, por el contrario,

reforzar su condición de “Derecho de la Constitución”.

Un segundo eje vertebrador de nuestro Derecho Constitucional, de

aparición prácticamente tan temprana como el anterior y cuya relevancia

parece no haber decaído lo más mínimo en las décadas transcurridas

desde entonces, ha sido la propiciada por la transformación de nuestro

caduco modelo unitario en esa cuasi indefinible realidad que a falta de

mejor término para describirla hemos acabado conociendo como “el Es-

tado de las Autonomías”. Una evolución hecha igualmente posible por

la Constitución de 1978, cuyos primeros pasos tangibles se dieron con

las Leyes Orgánicas 3 y 4/1979, ambas de 18 de diciembre, por las que

se aprobaron los Estatutos de Autonomía del País Vasco y Cataluña,

pero que ya incluso antes de ambas fechas había empezado a generar

una ingente literatura académica.

50 De Vega, Pedro, �El tránsito del positivismo jurídico al positivismo jurisprudencial
en el Derecho Constitucional�, en Teoría y realidad constitucional, nro. 1, 1998, pp.
85-86.
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La bien reconocida indefinición con la que el Título VIII de la Cons-

titución abordó la cuestión territorial, dejando abiertas varias vías para

la conformación de las Comunidades Autónomas y aun haciendo cons-

titucionalmente admisibles sistemas institucionales y techos competen-

ciales diversos, empujó a la doctrina constitucionalista española a tratar

de poner orden y sentido donde el constituyente había desistido de ha-

cerlo. Ello se tradujo en una miríada de ensayos que primero giraron

en torno a las vías de acceso a la autonomía, luego en torno al modelo

institucional definido en los sucesivos estatutos y, conforme éstos em-

pezaron a operar y la conflictividad con el Estado pasó a convertirse en

uno de los elementos más característicos de nuestro sistema constitu-

cional, también a analizar nuestro complejo sistema de reparto compe-

tencial.51 Todo lo cual se materializaría, andando el tiempo, no solo en

un ingente corpus de doctrina, sino incluso en una nueva disciplina –o

subdisciplina, más bien– a la que hemos dado en llamar “Derecho Cons-

titucional Autonómico”.

Paralelamente, la aprobación de los estatutos de autonomía y la puesta

en marcha de los sistemas normativos autonómicos transformaron radi-

calmente nuestro sistema de fuentes del Derecho. Este ya había quedado

desde luego innovado con la propia entrada en vigor de la Constitución

–que, amén de dotarse de fuerza normativa y de proveerse de un órgano

llamado a garantizar esta, había introducido categorías novedosas de

fuentes como las leyes orgánicas, las leyes marco, las leyes de armoni-

zación y los propios estatutos de autonomía– y se complejizaría, si cabe

más, con la incorporación de España a las Comunidades Europeas. Ello

supuso una multiplicación de los centros productores de normas jurídicas

y de los tipos de normas vigentes en nuestro ordenamiento jurídico, y

en consecuencia una complejización de las relaciones entre ellas que pre-

cisaba de una inmediata clarificación. Los estudios en torno al nuevo

51 Muestra bien ilustrativa del interés de la doctrina española por esta cuestión sería la
sucesiva aparición en nuestro panorama editorial de toda una pléyade de revistas
especializadas, entre las que se contarían, cuandomenos, la Revista Valenciana d�Estudis
Autonòmics (1985), Autonomies. Revista Catalana de Dret Públic (1985), Corts. Anuario
de Derecho Parlamentario (1995), Asamblea. Revista Parlamentaria de la Asamblea de Madrid
(1999) y la Revista d�estudis autonòmics i federals (2005). Fenómeno este que, natural-
mente, no sería óbice para que el resto de las publicaciones �digamos� generalistas
dedicaran a la cuestión autonómica una más que asidua atención.
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sistema español de fuentes del Derecho cobraron especial importancia a

lo largo de los años ochenta,52 colocando en una posición privilegiada

una cuestión que hasta ese momento había permanecido largamente ol-

vidada. A este respecto, devendrían capitales aportaciones como las de

Javier Pérez Royo, Ignacio de Otto o Balaguer Callejón,53 por ceñirnos

exclusivamente a los más tempranos cultivadores de esta capital faceta

de nuestra disciplina.

Esta inaplazable tarea de clarificación de nuestro sistema de fuentes

contribuyó de manera eficaz a la propia clarificación del método cons-

titucional al propiciar un cambio de paradigma en la doctrina constitu-

cionalista que supuso el gradual abandono de las tendencias historicistas,

filosóficas, sociológicas y politológicas de tiempos no muy lejanos en

beneficio de un enfoque netamente jurídico, único aceptable para el pro-

pósito que se perseguía. Y es que, a decir de López Guerra:54

Por su misma naturaleza, una exposición e interpretación doctrinal del

sistema de fuentes del Derecho debe presentar una rigurosa consistencia

interna, en cuanto a la definición global de la estructura de ese sistema,

y de las relaciones entre los diversos tipos y niveles de normas. En este

aspecto, las consideraciones derivadas no solo de la lógica, sino también

de la atención al principio de seguridad jurídica y a la certeza del derecho

se hacen especialmente apremiantes en cualquier exposición doctrinal,

por cuanto que su objeto es la misma configuración formal del ordena-

miento, como presupuesto básico para determinar las normas aplicables

a la resolución de casos y conflictos concretos.

Fruto de ese nuevo enfoque normativista de la doctrina constituciona-

lista española sería la introducción entre nosotros del concepto, derivado

de la doctrina francesa, de “bloque de la constitucionalidad”, término

que haría fortuna para referirse al conjunto de normas constitucionales

52 O incluso antes: véase si no los monumentales tres volúmenes de La Constitución y
las fuentes del Derecho, Madrid, Dirección General de lo Contencioso del Estado, 1979.

53 Pérez Royo, Javier, Las fuentes del Derecho, Madrid, Tecnos, 1984; De Otto, Ignacio,
Derecho Constitucional. Sistema de fuentes, Barcelona, Ariel, 1988; Balaguer Callejón,
Francisco, Fuentes del Derecho, vol. I: Principios del Ordenamiento constitucional; vol. II:
Ordenamiento general del Estado y ordenamiento autonómico, Madrid, Tecnos, 1991.

54 López Guerra, Luis, �Algunas notas sobre el desarrollo de la doctrina constituciona-
lista en España�, p. 91.
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y –por mandato de estas– también infraconstitucionales en las que que-

daban delimitadas las competencias respectivas del Estado y de las Co-

munidades Autónomas, y que conjuntamente se convertían en canon de

constitucionalidad de las normas de rango inferior.55

La incorporación de España a las Comunidades Europeas el 1º de

enero de 1986 generó, en un momento en el que ni siquiera habían sido

mínimamente resueltos los tres anteriores, un nuevo y formidable frente

del que el Derecho Constitucional español tuvo que ocuparse. En reali-

dad, el desafío fue triple.

Por un lado, el de hacer patente que el Derecho Comunitario –ahora,

el Derecho de la Unión Europea– era, si no nominalmente, sí al menos

materialmente, Derecho Constitucional, y por consiguiente que su estudio

y su enseñanza en las universidades españolas correspondía a los cons-

titucionalistas con tanta o mayor legitimidad que a los profesores de

Derecho Internacional Público o a los de Derecho Administrativo.56 La

reivindicación pasaba por subrayar ya desde aquel momento algo que

solo con el paso del tiempo –y de los tratados– acabó de quedar defi-

nitivamente claro: que el proceso de construcción europea no se iba a

agotar en una simple alianza entre Estados, sino que estaba llamado a

generar, y estaba generando de hecho, algo de perfiles muy próximos a

los que el Derecho Constitucional –preocupado por las instituciones de

gobierno y sus procesos decisionales, y por los derechos y sus garantías–

estaba acostumbrado a analizar; y que ese proceso se iba a llevar a cabo

sin merma del poder de los Estados, actores protagonistas del proceso

de construcción europea, y en consecuencia sin que fuera de recibo au-

gurar la sobrevenida irrelevancia del Derecho Constitucional estatal.57

55 Pionero a este respecto sería el trabajo de Favoreu, Louis y Francisco Rubio Llorente,
El bloque de la constitucionalidad, Madrid, Civitas, 1991.

56 Álvarez, Gonzalo, �La enseñanza del Derecho de la Unión Europea en España�, en
Academia. Revista sobre enseñanza del Derecho de Buenos Aires, año 9, nro. 17, 2011, pp.
11-50. También, Alonso, Ricardo, Pablo Pérez Tremps y Javier Díez-Hochleitner,
�Bolonia y la enseñanza del derecho comunitario�, en Civitas. Revista española de De-
recho europeo, nro. 25, 2008, pp. 5-7.

57 López Basaguren, Alberto, �¿Réquiem por la Constitución? El ordenamiento consti-
tucional en la integración comunitaria�, en Morodo Leoncio, Raúl y Pedro de Vega
García, Estudios de teoría del Estado y derecho constitucional en honor de Pablo Lucas
Verdú, vol. 4, Madrid, Universidad Complutense, 2001, pp. 2403-2424.
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El segundo reto sería el de comprender y explicar la cambiante fiso-

nomía de las instituciones europeas, y con ellas sus dinámicas decisio-

nales, y su complejo sistema de fuentes del Derecho, tan diferente en

cuanto su terminología y a sus fuentes de producción del que acabábamos

de estrenar en nuestro país. Tarea si cabe más difícil de asumir cuando

estamos hablando de una comunidad científica para la que el Derecho

Comunitario había constituido hasta no hacía mucho un exotismo lejano

en el espacio y en buena medida ajeno a sus preocupaciones científicas,

y respecto del cual la preparación de las nuevas generaciones salidas de

nuestras facultades de Derecho venía siendo virtualmente inexistente.

El tercero de los retos, por fin, sería precisamente el de desentrañar

la compleja relación que se iba a generar entre el Derecho Comunitario,

el estatal y el autonómico, en un momento en el que el primero estaba

a punto de entrar en su década más convulsa –Acta Única, Maastricht,

Ámsterdam...–, el segundo no llegaba a los diez años de existencia y el

tercero estaba aún conformándose. Empresa que hubo de ocupar no solo

a quienes se estaban preocupando por la construcción de nuestro Estado

autonómico –véanse las tempranas aportaciones de Pérez Tremps o Pérez

Calvo–58 o por nuestro sistema de fuentes del Derecho, sino también a

quienes se venían ocupando del régimen de protección de los derechos

fundamentales, sobre el que la incorporación de España a las Comuni-

dades Europeas, que trajo aparejada la ratificación del Convenio Europeo

de Derechos Humanos y la extensión a nuestro país de la jurisdicción

del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, supuso también cambios

significativos.

V.  La democracia española en cuestión: los rumbos ac-
tuales del Derecho Constitucional español

Si la puesta en marcha del Tribunal Constitucional, el inicio de la

regionalización de nuestro país y la incorporación de España a las Co-

munidades Europeas constituyeron los hitos decisivos en la evolución

Derecho Constitucional español de las dos últimas décadas del siglo XX,

las dos primeras del presente siglo han visto gradualmente surgir otros

58 Pérez Tremps, Pablo, Constitución española y Comunidad Europea, Madrid, Civitas, 1994;
Pérez Calvo, Alberto, Estado autonómico y Comunidad Europea, Madrid, Tecnos, 1993.
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focos de interés como consecuencia de la plena consolidación de la de-

mocracia española –materializada en su conversión en un Estado social

y democrático de Derecho, en un sistema autonómico y en un protago-

nista fiable del proceso de construcción europea– y de la gradual apa-

rición de los problemas característicos  de toda democracia avanzada.

Eso sí: sin que las anteriores cuestiones perdieran por entero su virtua-

lidad.

De entre estos nuevos desafíos, uno cuya importancia no ha cesado

de crecer es el generado por la imparable irrupción en nuestras vidas

de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TICs).59

Su cada vez más extendida utilización por las administraciones pú-

blicas –desde las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado hasta la

siempre vigilante Agencia Tributaria– han brindado a éstas una capaci-

dad de control que ni las más férreas dictaduras del pasado habrían

soñado tener nunca en sus manos, de modo que ha sido tarea del Derecho

Constitucional contribuir a delimitar su uso y a preservar el núcleo esen-

cial de los derechos de los ciudadanos, al tiempo que articular los medios

necesarios para que la Administración actúe con transparencia en la ges-

tión de esa información y comparta con los propios ciudadanos aquella

que por su naturaleza no sea privativa de los poderes públicos.60

La generalización de su uso entre los medios de comunicación ha

brindado a los medios tradicionales una inmediatez antes inédita, al tiem-

po que ha permitido la incorporación al proceso comunicativo de infi-

nidad de nuevos actores que han transformado radicalmente el panorama

informativo, habiéndole correspondido al Derecho Constitucional la tarea

59 Vid., por todos, las reflexiones de Sánchez Barrilao, Juan Francisco, �El Derecho
constitucional ante la era de Ultrón: la informática y la inteligencia artificial como
objeto constitucional�, en Estudios de Deusto, nro. 64/2, 2016, pp. 225-258.

60 Entre la ingente literatura generada por la Ley estatal de Transparencia y la legislación
autonómica sobre la materia, abordada en estrecha colaboración con administrativistas
y profesores de Derecho financiero, véanse Guichot Reina, Emilio (coord.), Transpa-
rencia, acceso a la información pública y buen gobierno: estudio de la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, Madrid, Tecnos, 2014; García Macho, Ricardo Jesús (coord.), Ordenación y
transparencia económica en el Derecho público y privado, Madrid, Marcial Pons, 2014, o
Rodríguez-Arana Muñoz, Xaime, Mariano Vivancos Comes y Josu Ahedo Ruiz (co-
ords.), Calidad democrática, transparencia e integridad, Cizur Menor, Thomson Reuters
Aranzadi, 2016.
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de aquilatar nuevos patrones de conducta y preservar los derechos per-

sonalísimos al honor, al secreto de las comunicaciones, a la privacidad

y a la propia imagen, entre otros. Además de que, en paralelo, el acceso

a estas nuevas tecnologías de los propios ciudadanos, capaces ahora de

tomar imágenes en cualquier momento y circunstancia y de difundirlas en

cuestión de segundos, o de incorporar sus opiniones al proceso comu-

nicativo de manera igualmente inmediata –twitteros, bloggers, youtubers...–,

ha hecho saltar por los aires la tradicional distinción entre productores

y consumidores de información, obligando a un replanteamiento de la

libertad de  prensa  tal y  como  nos  había sido  legada por  la doctrina

constitucionalista del pasado siglo.

Por último, es un hecho que las nuevas tecnologías han abierto cauces

hasta ahora inéditos para la participación política, que no todas las ins-

tancias políticas tradicionales han llegado a recibir con el mismo entu-

siasmo ni a utilizar con la misma generosidad. Sobre esta cuestión, y

sobre las transformaciones que para la democracia española podrían de-

rivarse de la incorporación de estos nuevos cauces de participación, de-

dicaría la doctrina constitucionalista notables reflexiones en los últimos

años.61

Un segundo foco de interés, tal vez más tardío y más tímido en su

surgimiento, es el que nos remite a lo que ya se ha dado en llamar “los

nuevos derechos”. Las varias décadas transcurridas desde la entrada en

vigor de la Constitución española –o más bien, los vertiginosos cambios

experimentados por nuestra sociedad desde esa fecha–, unidos al cada

vez mayor efecto de emulación, en virtud del cual los derechos conquis-

tados por los ciudadanos de un país pasan automáticamente a ser objeto

de reivindicación por los del vecino, han llevado en los últimos años a

61 Sobre lo primero véase Corredoira y Alfonso, Loreto y Lorenzo Cotino Hueso (dirs.),
Libertad de expresión e información en Internet: amenazas y protección de los derechos per-
sonales, Madrid, CEPC, 2013, y Cotino Hueso, Lorenzo (coord.), Libertades de expresión
e información en Internet y las redes sociales: ejercicio, amenazas y garantías, Valencia,
Universitat de València, 2011. Y en torno a lo segundo, consúltese Cotino Hueso,
Lorenzo (coord.), Democracia, participación y voto a través de las nuevas tecnologías, Gra-
nada, Comares, 2007, y Cotino Hueso, Lorenzo, José L. Sahuquillo Orozco y Loreto
Corredoira y Alfonso (eds.), El paradigma del gobierno abierto: retos y oportunidades de
la participación, transparencia y colaboración, Madrid, Universidad Complutense, 2015.
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la reivindicación de un nuevo catálogo de derechos, más amplio y más

profundo que el originalmente inserto en el texto de 1978.

Los planos en los que esa reivindicación se ha planteado han sido

diversos pero, cuando menos, merecerían destacarse dos. Uno es el que

ha venido abogando por profundizar en las consecuencias prácticas del

principio de igualdad consagrado en el artículo 14 de la Constitución,

y de manera especial en la obligación de “promover las condiciones para

que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se

integra sean reales y efectivas” que el 9.2 impone a los poderes públicos,

del  que se han  derivado todo un abanico de normas  encaminadas  a

promover la igualdad “efectiva” entre hombres y mujeres que están en

la raíz de las políticas de género actualmente en vigor, o las que con el

beneplácito de nuestro Tribunal Constitucional han permitido la con-

tracción de matrimonio entre personas del mismo sexo.

El estudio de esas medidas legislativas y de las subsiguientes políticas

públicas –y a la vez, la reivindicación de su imperiosa necesidad– ha

dado lugar a una novedosa línea de investigación en género y políticas

de igualdad, una preocupación doctrinal en buena medida inédita en

anteriores etapas de la evolución del Derecho Constitucional español,

que sin embargo ha experimentado un notable auge en las últimas dos

décadas. Buena prueba de ello sería la creación en 2004 de la llamada

“Red Feminista de Derecho Constitucional”, que en la actualidad agrupa

a medio centenar de profesoras de la disciplina unidas por el objetivo

fundamental de llevar las cuestiones de género al centro del debate aca-

démico e influir de ese modo en la orientación actual y futura del Derecho

Constitucional español. Y, naturalmente, el importante caudal de inves-

tigaciones  generadas por  y en derredor de esta Red, consagradas  de

forma especial en reivindicar la adopción de una “perspectiva de género”

en la enseñanza del Derecho y el abordaje de los problemas jurídico-po-

líticos, y en potenciar el papel de la mujer en la vida política española.62

62 Vid., en cuanto a lo primero, Freixes Sanjuán, Teresa y Julia Sevilla Merino (co-
ords.), Género, Constitución y Estatutos de Autonomía, Madrid, INAP, 2005, y Aa.
Vv., Igualdad y democracia: el género como categoría de análisis jurídico (Estudios en ho-
menaje a la profesora Julia Sevilla), Valencia, Corts Valencianes, 2014, y en cuanto a
lo segundo Sevilla Merino, Julia, Las mujeres parlamentarias en la legislatura consti-
tuyente, Madrid, Cortes Generales y Ministerio de la Presidencia, 2006, y Ventura
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De otro lado estarían los esfuerzos por convertir en derechos efecti-

vamente exigibles los llamados “derechos sociales” –desde el trabajo hasta

la vivienda–63 mediante la promoción de políticas públicas que los asu-

man como tales; posición esta que parte de la base de que el modelo

de “Estado social” contemplado en nuestra Constitución había acabado

cristalizando en un determinado modelo de “Estado de Bienestar” cuya

quiebra resultaba inaceptable incluso en medio de una galopante crisis

económica.64 Adicionalmente, la propia normativa reguladora de los de-

rechos ha sido también objeto de debate, especialmente después de que

las últimas generaciones de Estatutos de Autonomía decidieran terciar

en la cuestión, recogiendo en sus articulados tablas de derechos presun-

tamente más ambiciosas que las contenidas en la propia Constitución.

Los cultivadores de esta novedosa –por su contenido, que no obvia-

mente por su naturaleza– línea de investigación se multiplicarían durante

los años de la crisis económica y las restricciones presupuestarias gene-

rando una amplia literatura académica en torno a la necesaria exigibilidad

de los derechos sociales,65 de la que casi sin solución de continuidad se

saltaría a la necesidad de profundizar también en los derechos de par-

ticipación política, importando experiencias de otros constitucionalismos

europeos y latinoamericanos al objeto de mejorar la representatividad

de nuestras instituciones y la identificación con ellas de los ciudadanos,

que en aquellos instantes atravesaba sus horas más bajas.66

Franch, Asunción y Lucía Romaní Sancho, El derecho a la participación política de las
mujeres, Valencia, Tirant lo Blanch, 2014.

63 Tendencia de la que es buen ejemplo el recientísimo libro de Ruipérez Alamillo,
Javier, La necesidad de constitucionalizar como �fundamentales� algunos derechos atinentes
a la dignidad de la persona. El derecho a una vivienda digna, Santiago de Compostela,
Andavira, 2017.

64 Vid. Matia Portilla, Francisco Javier, Pluralidad territorial, nuevos derechos y garantías,
Granada, Comares, 2012.

65 Vid. sobre este particular, entre otros, Ruiz Vieytez, Eduardo Javier (coord.), Derechos
humanos y diversidad: nuevos desafíos para las sociedades plurales, La Rioja, Alberdania,
2008, o Gavara de Cara, Juan Carlos, La dimensión objetiva de los derechos sociales,
Barcelona, JMB, 2010, o García-Atance, María Victoria, Derechos económicos y sociales
de los ciudadanos, Madrid, Sanz y Torres, 2013.

66 Vid. sobre este particular, entre otros, Ruipérez Alamillo, Javier, El constitucionalismo
democrático en los tiempos de la globalización: reflexiones rousseaunianas en defensa del Esta-
do constitucional democrático y social, México D. F., UNAM, Instituto de Investigaciones
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En última instancia, resulta imposible negar que en los últimos

años ha crecido entre la doctrina constitucionalista la preocupación por

cómo propiciar la renovación de nuestro marco constitucional. A medida

que este ha ido revelando sus carencias y que la exigencia ciudadana

de una democracia más auténtica ha ido ganando adeptos, también ha

ido incrementándose el número de los ensayos acerca de qué aspectos

de nuestro marco constitucional vigente precisarían ser renovados, sin

que la indolencia de los poderes públicos –que en cuatro largas déca-

das apenas han considerado necesario reescribir dos breves artículos de

nuestra Constitución– haya desincentivado lo más mínimo esta preten-

sión.67

La más antigua de esas reflexiones es, sin duda, la suscitada por la

insatisfactoria regulación constitucional del Senado, que empezó a ge-

nerar ríos de tinta prácticamente desde el momento mismo que entró

en vigor la propia Constitución; pero también lo ha hecho el modo en

la que se acabó configurando el “Estado de las Autonomías”, con su

lastre de hiperburocratización, duplicidad funcional, incremento del gas-

to público y conflictividad interinstitucional. Pero lo que de verdad ha

singularizado los debates más recientes respecto de los verificados en

décadas anteriores ha sido la irrupción en ellos de los partidarios no ya

de introducir en la Constitución vigente las reformas puntuales que el

paso del tiempo ha revelado como necesarias, sino de dejar por ente-

ro atrás el marco constitucional forjado en los años de la Transición y

abrir un nuevo proceso constituyente presumiblemente desligado de los

Jurídicas, 2005; Matia Portilla, Francisco Javier (coord.), Pluralidad de ciudadanías,
nuevos derechos y participación democrática, Madrid, CEPC, 2011, o Ruiz-Rico Ruiz,
Catalina (coord.), Participación política y derechos sociales en el siglo XXI, Zaragoza, Fun-
dación Manuel Giménez Abada, 2014.

67 Ejemplos de ello serían las sucesivas obras colectivas coordinadas por Balaguer Ca-
llejón, María Luisa, XXV Aniversario de la Constitución Española: propuestas de reformas,
Málaga, Centro de Ediciones de la Diputación de Málaga, 2004; Solozábal Echava-
rría, Juan José, La reforma federal: España y sus siete espejos, Madrid, Biblioteca Nueva,
2014; Freixes Sanjuán, Teresa y Juan Carlos Gavara de Cara, Repensar la Constitución.
Ideas para una reforma de la Constitución de 1978: reforma y comunicación dialógica, Ma-
drid, Boletín Oficial del Estado, 2016, y Álvarez Conde, Enrique y Osvaldo Manuel
Álvarez Torres, Reflexiones y propuestas sobre la reforma de la Constitución Española,
Granada, Comares, 2017. Y la autorizada reflexión de Alzaga, Óscar, Del consenso
constituyente al conflicto permanente, Madrid, Trotta, 2011.
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compromisos que dieron a luz ese texto. Una posición en estos momentos

minoritaria, tanto entre los constitucionalistas españoles como entre las

instituciones llamadas a hacerla posible, pero que en todo caso ha en-

sanchado de manera considerable los límites tradicionales del debate.68

Y tal vez a mitad de camino entre una postura –la que se contentaría

con reformas técnicas y a lo sumo modernizadoras– y la otra –la que

desearía hacer tabla rasa con el pasado e instaurar una nueva institu-

cionalidad– se situaría el cada vez más numeroso grupo de quienes al

hilo del conflicto secesionista en Cataluña han comenzado a percatarse

de la inevitabilidad de una reforma constitucional que se ocupe del encaje

de  este territorio,  y  tal vez de  otros más,  en el marco  constitucional

español. O incluso de la necesidad de emprender esta para dar con una

fórmula que a la vez satisfaga los deseos de permanecer en España de

la mayoría de los catalanes con la pretensión de hacerlo de una manera

peculiar que es también sentida por muchos en esa comunidad autónoma,

sin por ello crear privilegios inaceptables por el resto de los españoles.69

Una auténtica cuadratura del círculo que a buen seguro dará abundantes

motivos de reflexión a las futuras generaciones de constitucionalistas.

68 Entiendo que es la postura de no pocos de los colaboradores en el colectivo coordinado
por García Herrera, Miguel Ángel, José Asensi Sabater y Francisco Balaguer Ca-
llejón, Constitucionalismo crítico. �Liber amicorum� Carlos de Cabo Martín, Tirant lo
Blanch, Valencia, 2016, y particularmente de los Profs. de Antonio Cabo, Antonio,
Marcos Criado, Enrique Guillén, Ignacio Gutiérrez, Ángel Camisón, Roberto Viciano
y Rubén Martínez. Y el propio homenajeado.

69 Ejemplos de ello serían, entre otras muchas, las reflexiones de Solozábal Echavarría,
Juan José, Nación y Constitución: soberanía y autonomía en la forma política española,
Madrid, Biblioteca Nueva, 2004; Flores Juberías, Carlos, �The Autonomy of Catalonia:
the unending search for a place within pluralist Spain�, en Ghai, Yash y Sophia
Woodman (eds.), Practising Self-Government: A Comparative Study of Autonomous Regions,
Cambridge, Cambridge University Press, 2013, pp. 228-257; Tornos Mas, Joaquín, De
Escocia a Cataluña. Referéndum y reforma constitucional, Madrid, Iustel, 2015; López Ba-
saguren, Alberto, �Crisis del sistema autonómico y demandas de secesión: ¿es el
sistema federal la alternativa?�, en Teoría y derecho: revista de pensamiento jurídico, nro.
19, 2016, pp. 46-61, y las contenidas en el valioso monográfico �La cuestión catalana�,
en Teoría y Realidad Constitucional, nro. 37, 2016.
Y aunque no se trata de un constitucionalista, sino de un (muy reputado) adminis-
trativista, también las de Muñoz Machado, Santiago, La reforma constitucional y Ca-
taluña, Madrid, Círculo Cívico de Opinión, 2015.
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VI. Conclusiones

Pese a ser España uno de los primeros países del mundo en haberse

adentrado en la senda del constitucionalismo y uno de los que más cons-

tituciones cuenta en su haber –extremos ambos que ciertamente merecen

valoraciones muy distintas–, lo cierto es que el Derecho Constitucional

tardó demasiado tiempo en adquirir en España los perfiles con los que

se diferenció de las restantes ramas del saber jurídico en otros países de

Europa. La falta de sentimiento constitucional cuando hubo constitución

y la de constitución cuando hubo sentimiento constitucional convirtieron

durante demasiadas décadas al Derecho Constitucional en una disciplina

de consistencia magmática, límites imprecisos y métodos variopintos,

privada incluso de su propio nombre. Una situación que solo comenzó

a cambiar de manera decidida cuando “esa sustancial concordancia entre

las expectativas de la sociedad y los intereses constitucionales, entre rea-

lidad política y norma constitucional”, esa –en una palabra– “voluntad

de Constitución” de la que hablaron Lucas Verdú y Lucas Murillo se

hizo patente y devino irreversible.

En estas últimas cuatro décadas, la inserción europea de España ha

contribuido de manera decisiva a la europeización de nuestra doctrina

constitucional, cuyos integrantes han dejado de “beber” sin más de la

doctrina francesa, italiana o alemana para codearse en pie de igualdad

con sus homólogos de estos países; el incremento de universidades pú-

blicas y privadas –salvo contadas excepciones, provistas todas ellas de

facultades de Derecho– ha multiplicado el número de los –y sobre todo

“las”– constitucionalistas, contribuyendo a la conformación de una dis-

ciplina mucho más plural en intereses dogmáticos y orientaciones ideo-

lógicas; la introducción de un complejo y exigente sistema de control

de la calidad, proyectado a la vez sobre instituciones, planes de estudios

y profesores, ha supuesto, pese a sus carencias y a las controversias

suscitadas por su aplicación, la elevación de los niveles de calidad a

los que se hallan sujetas tanto la tarea docente como la investigadora,

y la reforma del sistema de acceso a los cuerpos docentes mediante la

introducción de un sistema de acreditaciones, a veces injustamente cri-

ticado por su anonimato y su propensión al cálculo meramente cuan-

titativo, ha desdibujado las tradicionales jerarquías y ha erosionado el
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poder de las viejas “escuelas” para generar una comunidad académica

mucho más plural y democrática.

Naturalmente, ello no quiere decir que todos los desarrollos de estas

últimas décadas hayan sido positivos. Sigue de todo punto intacta la

tradicional endogamia de la universidad española, es preocupante su

vertiginoso envejecimiento, y plantea objeciones de fondo su tendencia

al aislamiento dentro de los estrictos márgenes de lo jurídico, incompa-

tible con un mundo en el que el Derecho se imbrica cada vez más con

otras realidades. Pero, cuando menos, cabe afirmar que, aunque mucho

después que el constitucionalismo, también el Derecho Constitucional

ha acabado llegando a España.

Fecha de recepción: 7-11-2017.

Fecha de aceptación: 20-12-2017.

Los cambiantes perfiles del Derecho constitucional en España (A propósito del

40º aniversario de la Constitución española de 1978)
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El Derecho y el silencio*

Efrén Rivera Ramos**

Resumen

El ensayo explora las diferentes dimensiones de la relación entre el

derecho y el fenómeno del silencio. Propone cuatro líneas de investiga-

ción: (1) el silencio como objeto de regulación jurídica; (2) el silencio

como referente hermenéutico; (3) los efectos sociales de los silencios del

derecho y (4) el silencio como elemento constitutivo del derecho. El tema

del silencio como objeto de regulación jurídica se divide, a su vez, en

cuatro categorías: (a) el silencio obligado (o compelido); (b) el derecho

al silencio (o el silencio protegido); (c) la protección jurídica contra el

silencio y (d) la atribución de ciertas consecuencias jurídicas al silencio.

La segunda línea de investigación indaga sobre el lugar que ocupa el

silencio en el proceso de interpretación. Más concretamente: ¿qué significa

jurídicamente no decir?, ¿qué repercusiones normativas tiene o debe tener

el silencio del derecho a juicio del intérprete? En tercer lugar, se examinan

algunos de los efectos sociales de los silencios del derecho: tales como

la generación de invisibilidades, ausencias, marginaciones, exclusiones

y relaciones de subordinación y dominación. En cuarto lugar se plantea

que el silencio es un elemento inherente al derecho, pues este muchas

veces opera silenciosamente para producir y reproducir el mundo en

* Discurso pronunciado por el autor en el acto de su instalación como Académico de
Número de la Academia Puertorriqueña de Jurisprudencia y Legislación celebrado
el 16 de febrero de 2017 en el Aula Magna de la Escuela de Derecho de la Universidad
de Puerto Rico.

** Catedrático, Escuela de Derecho, Universidad de Puerto Rico; Académico de Número,
Academia Puertorriqueña de Jurisprudencia y Legislación. Correo electrónico: efren-
riveraramos@gmail.com. El autor agradece a Ravenna Michalsen, chelista y estudiante
graduada de la Universidad de Yale, y a Alexandra Sabater, estudiante de la Escuela
de Derecho de la Universidad de Puerto Rico, por su valiosa ayuda en la investigación
realizada para este trabajo.
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que vivimos. El ensayo concluye exhortando a que se convierta el silen-

cio en categoría de análisis jurídico, de modo que se incorpore su exa-

men a la docencia, las investigaciones, las publicaciones y la práctica

jurídicas.

Palabras clave

Derecho - Silencio - Teoría jurídica - Interpretación jurídica - Práctica

jurídica.

Law and Silence

Abstract

This essay explores the different dimensions of the relationship be-

tween law and silence. It proposes four lines of research: (1) silence as

an object of regulation; (2) silence as a hermeneutical reference; (3) the

social effects of the silences of law, and (4) silence as constitutive of law.

The topic of silence as an object of regulation is divided, in turn, into

four categories: (a) compelled silence; (b) the right to silence; (c) legal

protection against silence; and (d) the attribution of legal consequences to

silence. The second line of research looks into the role of silence in legal

interpretation. More concretely: What is the legal meaning of not saying?

What normative consequences can or must interpreters draw from the

law´s silence? Thirdly, the essay examines some of the social effects of

silences in the law, such as the generation of invisibility, absences, mar-

ginalization, exclusion and relations of subordination and domination.

Fourthly, the author proposes that silence is a constitutive element of

law, to the extent that law operates quietly to produce and reproduce

the world in which we live. The essay concludes with an exhortation to

convert silence into a category of legal analysis, so that it is routinely

incorporated into our teaching, research, publications and legal practice.

Keywords

Law - Silence - Legal Theory - Legal Interpretation - Legal Practice.
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El Derecho y el silencio

Agradezco al cuerpo de académicas y académicos numerarios y a su

señor Presidente el haberme honrado con su invitación a incorporarme

a esta distinguida institución. La acepto con humildad y con un gran

sentido de responsabilidad. Doy gracias también a todas y todos ustedes

por su presencia aquí esta noche, gesto de acompañamiento que aprecio

profundamente.

El tema de mi discurso es el derecho y el silencio.

Mi proposición central es sencilla. El silencio es un fenómeno mucho

más presente en el mundo jurídico que lo que apreciamos usualmente.

Sin embargo, tanto la teoría del derecho como la doctrina han guardado

un relativo silencio sobre el silencio en el derecho. Salvo notables excep-

ciones, generalmente dirigidas al examen de aspectos puntuales, se ha

procurado muy poco sistematizar la reflexión en torno a lo que el silencio

entraña tanto para el carácter mismo del derecho como para la práctica

jurídica. Este trabajo, todavía en progreso, pretende contribuir en alguna

medida a atender esa situación. Sé que estoy tomando un riesgo, pues

quizás el silencio sea uno de esos fenómenos inefables, inaprehensibles,

sobre los que Wittgenstein advertía que sería mejor no decir nada.1 Pero

el tema me cautivó y decidí abordarlo.

Lo que presentaré esta noche es un esbozo de lo que espero se con-

vierta en un texto más extenso. Acepto, pues, de antemano, el señala-

miento de que al final habrán quedado muchos aspectos sin abordar.

¿Qué queremos decir por silencio? Las definiciones de los diccionarios

principales de las lenguas española e inglesa hacen alusión a por lo menos

dos acepciones del término. Por un lado, la falta de ruido o de sonido.

Por otro, la ausencia de palabras, orales o escritas. Centraré mi análisis

en la segunda acepción, aunque también habría cosas interesantes que

decir sobre la primera. Nótese, sin embargo, que la falta de palabras no

es sinónimo de ausencia de comunicación. Luis Rafael Sánchez, por ejem-

plo, se ha referido a la “elocuencia implacable del silencio”.2 Como ha

dicho George Steiner, el reconocido filósofo del lenguaje y crítico literario

de la Universidad de Cambridge, “hay todo tipo de comunicaciones fuera

1 Wittgenstein, Ludwig, Tractatus Logico-Philosophicus 74 (1974).
2 Sánchez, Luis Rafael, �Archivo negro�, en El Nuevo Día, 10-12-2016, p. 57.
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y más allá de la palabra”.3 Que lo digan los amantes, que no necesitan

palabras para decirse cosas, comunicación que muchas veces consiste en

silencios largos, profundos, inolvidables y deliciosos. Los silencios son

parte de la intersubjetividad, de la acción comunicativa con la que, según

Habermas,4 vamos construyendo el mundo.

Por otro lado, no hay un solo tipo de silencio. Hay muchos. De ahí

que tal vez sea mejor referirse a los silencios y el derecho.

El silencio es un fenómeno múltiple por lo menos por dos razones:

por los distintos factores que pueden explicar su aparición y por los

sentidos variados que podemos leer en él.

Por ejemplo, algo puede dejarse sin decir porque se lo da por sentado.5

También puede quedar fuera como producto del olvido, el desconoci-

miento, el error o la intención deliberada.6 Esas explicaciones influyen

en la atribución de significado al silencio producido.

Los silencios pueden también albergar sentidos distintos. Pueden ser

indicios de indiferencia, perplejidad, descreimiento, extrañeza, acata-

miento, desprecio, arrogancia, prepotencia, desobediencia o desafío. Los

silencios pueden manifestar tanto autoridad como falta de poder.7 La

expresión popular “el que calla otorga” solo mienta parte de las posibi-

lidades. A veces también podrá decirse que “el que calla pondera” o “el

que calla resiste”. Steiner, por ejemplo, afirma que el silencio es una de

las modalidades de la afirmación, junto al lenguaje, la luz y la música.8

El silencio puede generar valoraciones tanto positivas como negativas.

El español Ramón Andrés, filósofo de la música y crítico literario –ámbitos

ambos (el de la música y el de la literatura) en los que los silencios son

parte integral de la obra–, sostiene que la atribución de connotaciones

primordialmente negativas al silencio es una característica propia de la

3 Steiner, George, Un largo sábado: conversaciones con Laure Adler 70 (2016).
4 Habermas, Jürgen, Teoría de la acción comunicativa (1987) [1981].
5 Constable, Marianne, Just Silences: The Limits and Possibilities of Modern Law 5 (2005).
6 Id., citando a Austin, John, Philosophical Papers 175-204 (1979).
7 Constable, supra nota 5, a la p. 12.
8 Steiner, George, Lenguaje y silencio: ensayos sobre la literatura, el lenguaje y lo inhumano

59 (2013). Para los diversos sentidos del silencio, véase también Andrés, Ramón, No
sufrir compañía: escritos místicos sobre el silencio (2010), especialmente la introducción:
�De los modos de decir en silencio�, a las ps. 11-74.
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era moderna.9 Con frecuencia, la cultura popular contemporánea proyecta

el silencio como algo negativo: debilidad, complicidad, ignorancia, su-

misión, o falta de “asertividad”, como dicen algunos con el aval de la

Real Academia. Sin embargo, en la Antigüedad griega y romana, así

como en el mundo medieval, hubo apreciaciones diferentes, entre ellas

la oportunidad que ofrece el silencio para la comprensión propia y el

cultivo personal. Recuérdese el silencio característico del campesino puer-

torriqueño asociado con su concepción de la dignidad. Es posible, pues,

identificar el silencio también con valores positivos: fortaleza, sabiduría,

profundidad, cautela saludable o simplemente respeto.

Hechas estas aclaraciones generales, paso a proponer cuatro líneas

de investigación que me parecen colmadas de posibilidades para elaborar

una eventual teoría de los silencios en el derecho. Son sugerencias pro-

visionales  que pretenden únicamente servir de provocación para que

nos interesemos más en lo que a mi juicio es un campo subdesarrollado

de la reflexión jurídica.

Los cuatro aspectos de la relación entre los silencios y el derecho,

que se corresponden con las cuatro líneas de investigación que propongo,

son:  (a)  el silencio como objeto de regulación  jurídica; (b) el silencio

como referencia hermenéutica; (c) los efectos sociales de los silencios del

derecho y (d) el silencio como elemento constitutivo del derecho. Estas

vías de indagación tienen el potencial de nutrir una teoría analítica, una

teoría normativa, una teoría de interpretación y una teoría social del

silencio en el derecho. Por supuesto, hay una imbricación ineludible entre

estas diferentes avenidas de indagación.

I. El silencio como objeto de regulación jurídica

En esta primera línea de investigación, la pregunta básica sería: cómo

regulan o han regulado los ordenamientos jurídicos conocidos el fenó-

meno del silencio. Procederé identificando modalidades generales de esta

actividad reguladora y proveyendo ejemplos de doctrinas, leyes o deci-

siones judiciales específicas. Esto último se hará con un doble propósi-

to: ilustrar con  instancias  particulares los conceptos más abstractos y

9 Andrés, supra nota 8.
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comprobar el extendido tratamiento del silencio en los ordenamientos,

a pesar de su escasa presencia en la literatura doctrinal y teórica.

El silencio ha sido objeto de reglamentación durante siglos. A lo largo

de la historia se han constituido regímenes de silencio de diverso tipo.

En esos sistemas hay determinaciones precisas sobre quién habla, cuándo,

dónde, cómo y con qué propósito. O, dicho a la inversa, quién debe

callar, cuándo, dónde y con qué fin. Un ejemplo paradigmático es el de

los entornos monásticos. En ellos se cultivó y se cultiva una compleja

normativa del silencio que permea la vida toda de sus practicantes. Los

abades y los monjes (las abadesas y las monjas) se convierten en verda-

deros expertos de la aplicación de esa normativa del hablar y no hablar.

Hubo en Europa una época –desde la tempranísima hasta la alta Edad

Media– en que esos regímenes de silencio constituían una forma sobre-

saliente de vida.10 Igual ha ocurrido y ocurre en otras latitudes y culturas.

Pero aun en los tiempos y sociedades actuales existen regímenes par-

ciales de silencio: en las iglesias, las bibliotecas, las salas de concierto,

los cines, los hospitales, las cárceles, las cortes, los salones de clase.11 Se

trata de normas que dictaminan el silencio que debe observarse en ciertos

espacios y momentos. También muchos protocolos de ceremonias mili-

tares, civiles, eclesiásticas y académicas incluyen el silencio entre sus

acciones reguladas: especifican quién puede hablar, cuándo y cómo. Los

modales constituyen un código social en el que los silencios desempeñan

un papel importante.

Dividiría esta indagación sobre el silencio como objeto de regulación,

a su vez, en cuatro categorías: (a) el silencio obligado (o compelido); (b)

el derecho al silencio (o el silencio protegido); (c) la protección jurídica

contra el silencio y (d) la atribución de ciertas consecuencias jurídicas al

silencio.

Tomemos el primero: el silencio obligado o compelido.

Una instancia obvia de esta modalidad de regulación son las censuras

de todo tipo. Han abundado en la historia jurídica de Occidente y en

otras civilizaciones, incluido nuestro país. Un ejemplo reciente de con-

secuencias internacionales dramáticas ha sido la famosa Global Gag Rule

10 Véase id., a las ps. 40-47.
11 Sobre el silencio en las bibliotecas, véase Constable, supra nota 5, a las ps. 1-7.
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adoptada por el Presidente Ronald Reagan en 1984, revocada por el Pre-

sidente Bill Clinton en 1993, reinstalada por el Presidente George Bush

en 2001, vuelta a rescindir por el Presidente Barack Obama en el 2009

y de nuevo puesta en vigor por el Presidente Donald Trump el 23 de

enero de 2017. La susodicha disposición prohíbe a las organizaciones

sin fines de lucro que reciben fondos federales informar, abogar o siquiera

hablar sobre el aborto en otros países.12 Durante los períodos de vigencia

de esa norma, numerosas organizaciones dedicadas a proveer servicios

de planificación familiar y salud sexual y reproductiva vieron mermar

sus recursos, y por ende sus servicios, considerablemente,13 lo que se

espera volverá a ocurrir tras la decisión de la Administración Trump.

Otro ejemplo de silencio obligado fue la política de “Don’t Ask, Don’t

Tell” adoptada por la Administración del Presidente Bill Clinton en el

contexto del servicio militar.14 La directriz obligaba a los soldados y sol-

dadas homosexuales y lesbianas a guardar silencio sobre su orientación

sexual so pena de ser excluidas de las Fuerzas Armadas. Se estima que,

durante los diecisiete años de su vigencia, se expulsó a más de 13.000

personas de las Fuerzas Armadas debido a su orientación sexual.15

Desde cierta perspectiva, toda la normativa sobre privilegios, muchos

de ellos recogidos en nuestras Reglas de Evidencia, constituye un régimen

de silencio impuesto sobre aquellos a quienes el privilegio obliga.16 De

12 Véanse Clinton, William J., �Memorandum on the Mexico City Policy�, enero 22,
1993, en 29 Weekly Comp. Pres. Doc. 88 (1993); The White House, President George
W. Bush,Memorandum for The Administrator of The United States Agency For International
Development: Restoration of the Mexico City Policy, enero 22, 2001; Seevers, Rachael E.,
�The Politics of Gagging: The Effects of the Global Gag Rule on Democratic Partici-
pation and Political Advocacy in Peru�, en 3 Brook. J. Int�l L. (2006).

13 Seevers, supra nota 12.
14 United States, Department of Defense, Directive 1304.26, emitida el 21-12-93. La po-

lítica estuvo vigente hasta el 20-9-2011, tras su revocación por el Congreso. Don�t
Ask, Don�t Tell Repeal Act of 2010 (H. R. 2965, S. 4023), 111th Cong. 2009-2010.

15 Wansac, Alexis N., �Don�t Ask, Don�t Tell�: A History, Legacy, And Aftermath (Tesis,
University of Central Florida), Summer Term, 2013, disponible [en línea] <http://
etd.fcla.edu/CF/CFH0004487/Wansac_Alexis_N_201308_BA.pdf> (última visita: 3-1-
2017); Volsky, Igor, �New Statistic: 13,425 Soldiers Discharged Under Don�t Ask,
Don�t Tell�, en Think Progress, April 22, 2010, disponible [en línea] <https://thin-
kprogress.org/new-statistic-13-425-soldiers-discharged-under-dont-ask-don-t-tell-a45
3e1510f41#.iljzoaeo0> (última visita: 3-1-2017).

16 Reglas de Evidencia de Puerto Rico (2009), cap. V: �Privilegios�.
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similar tenor son los decretos de confidencialidad de información gu-

bernamental amparados en doctrinas constitucionales o en la legislación

y reglamentación especializada sobre la materia.17 Por ejemplo, un estudio

realizado por el Instituto de Estadísticas de Puerto Rico reflejó que en

el país existen sobre 130 disposiciones legales de diverso orden que de-

cretan la confidencialidad de (es decir, el silencio sobre) determinada

información gubernamental.18

Una forma peculiar de silencio obligado es el silencio utilizado como

castigo o como medio de tortura. Aparte de la pena de muerte, que es

la imposición del más definitivo de los silencios, el confinamiento so-

litario constituye una de las modalidades más crueles de sanción penal.

Ese rodear a la persona encarcelada de un silencio absoluto, interrum-

pido solo por la irrupción de los custodios en su celda, está destinado

a castigar física, emocional y espiritualmente. Tiene el propósito, además,

de hacer manifiesto un poder, lo que Foucault llama el poder de dis-

ciplinar, de modo que sea internalizado, a fuerza del silencio impuesto,

por el sujeto que ahora se ha convertido en objeto del ejercicio del poder

del carcelero.19 Foucault resume esta relación entre el silencio, la prisión,

el poder y el castigo de la siguiente manera: “...el aislamiento de los

condenados garantiza que se pueda ejercer sobre ellos, con intensidad

máxima, un poder que no será superado por ninguna otra influencia;

la soledad es la condición primera de la sumisión total (...) El aislamiento

provee un intercambio íntimo entre el condenado y el poder que se

ejerce sobre él (...) En aislamiento absoluto (...) la rehabilitación del de-

lincuente no se espera de la aplicación de una ley común, sino de la

relación del individuo con su propia conciencia (...) En la prisión de

17 Véanse, entre otros, United States v. Nixon, 418 U. S. 683 (1974) (privilegio ejecutivo);
R. de Evidencia 514, Reglas de Evidencia de Puerto Rico (2009) (privilegio sobre
información oficial). Además, Soto v. Secretario de Justicia, 112 DPR 477 (1982); Santiago
v. Bobb y El Mundo, Inc., 117 DPR 153 (1986); López Vives v. Policía de Puerto Rico, 118
DPR 219 (1987); Noriega v. Gobernador, 122 DPR 650 (1988) (Noriega I); Noriega v.
Gobernador, 130 DPR 919 (1992) (Noriega II); Angueira v. Junta de Libertad Bajo Palabra,
150 DPR 10 (2000); Nieves Falcón v. Junta de Libertad Bajo Palabra, 160 DPR 97 (2003).

18 Roig Colón, Jorge R., Acceso, divulgación y confidencialidad de la información del gobierno:
informe de investigación externa para el director ejecutivo, Instituto de Estadísticas de
Puerto Rico, 2009.

19 Foucault, Michel, Discipline & Punish: The Birth of the Prison (1995).
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Pennsylvania, los únicos dispositivos de corrección eran la conciencia

y la arquitectura silente que la confrontaba...”.20

El silencio obligado no siempre tiene una connotación negativa. El

tenedor del privilegio se puede beneficiar del silencio impuesto a la per-

sona obligada a guardar silencio. Un ejemplo más sobresaliente es el

caso de la prohibición de las expresiones de odio. Es un silencio impuesto

que pretende evitar un daño: las heridas que infieren las palabras.21

Veamos ahora la segunda instancia del silencio como objeto de re-

gulación jurídica: el derecho al silencio (o el silencio protegido).

En gran medida por la influencia del cine, la televisión y la novela

policíaca, el ejemplo de derecho al silencio más conocido en el mundo

es el derecho  a no incriminarse adoptado, de una forma u otra, por

numerosas jurisdicciones nacionales y por las normas de derecho inter-

nacional.22 Este es uno de esos asuntos puntuales que atañen a la relación

entre derecho y silencio que ha generado una amplia literatura jurídica.23

Por  eso  no  me  detendré  en  su  análisis.  Pero debo  mencionar que el

derecho a que no se comente el silencio del acusado en el proceso penal

es tanto un ejemplo de silencio protegido como una manifestación de

silencio compelido: una obligación de guardar silencio sobre el silencio.

Puntualizado lo anterior, procedo con otros ejemplos menos conocidos.

20 Id., ps. 237-238 (traducción suplida). Puede verse una versión digital en español en
el siguiente enlace: <http://www.ivanillich.org.mx/Foucault-Castigar.pdf> en las ps.
217-219 (última visita: 12-1-2017).

21 Mackinnon, Katherine, Only Words (1993); Matsuda, Mari et al., Words that Wound:
Critical Race Theory, Assaultive Speech, and the First Amendment (1993); Applebaum,
Barbara, �Social Justice, Democratic Education and the Silencing of Words that
Wound�, en 32 Jou. of Moral Education 151 (2003); Constable, supra nota 5, pp. 68-71.

22 Véanse Miranda v. Arizona, 384 U. S. 436 (1966); Skinnider, Eileen y Gordon, Frances,
The Right to Silence. International Norms and Domestic Realities, ponencia presentada
en la Sino Canadian International Conference on the Ratification and Implementation
of Human Rights Covenants, Beijing, octubre, 2001, disponible [en línea] <http://
icclr.law.ubc.ca/sites/icclr.law.ubc.ca/files/publications/pdfs/Paper1_0.PDF>; Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14(3).

23 Véanse, por ejemplo: Chiesa Aponte, Ernesto L., Derecho Procesal Penal: etapa investi-
gativa (2006); Chiesa Aponte, Ernesto L., Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados
Unidos (1991); Fontanet Maldonado, Julio E., El proceso penal de Puerto Rico (2008);
Salky, Steven M., The Privilege of Silence: Fifth Amendment Protections Against Self-In-
crimination (2014); Stuart, Gary L., Miranda: The Story of America�s Right to Remain
Silent (2004).
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Debe señalarse, en primer lugar, que si ya hemos convenido en que

el silencio comunica algo, es lógico proponer que merezca protección

bajo la libertad de expresión reconocida en las constituciones de tantos

países contemporáneos y en la profusa normativa internacional sobre

derechos humanos.24 De hecho, así es. Las doctrinas prevalecientes sobre

la protección constitucional a la expresión simbólica en nuestro medio

pueden leerse, al menos parcialmente, en este sentido, puesto que la

expresión  así denominada muchas veces consiste de elementos pura-

mente visuales o gestuales que se despliegan de manera eminentemente

silenciosa. Como sabemos, la doctrina vigente sobre libertad de expresión

en los ordenamientos constitucionales estadounidense y puertorriqueño

desfavorece la expresión compelida por el Estado.25 Es decir, reconoce

un derecho general al silencio ante las pretensiones del Estado de obligar

a alguien a pronunciarse sobre algún asunto. En fin, la reglamentación

de la expresión es también reglamentación del silencio.

El derecho al silencio constituye además un aspecto importante de

otro derecho fundamental: el derecho a la intimidad. Así lo ha reconocido

la jurisprudencia, especialmente la del Tribunal Supremo de Puerto Rico,

que en este sentido ha ido (o se precia de haber ido) más lejos que la

federal estadounidense.26 Una de las dimensiones del derecho a la inti-

midad, según lo interpretado por los tribunales, es el derecho a no revelar

24 Véanse Const. EE. UU., Enmienda Primera; Const. Puerto Rico, art. II, sec. 4; Decla-
ración Universal de Derechos Humanos (1948), art. 19; Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos (1966), art. 19(2); Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, arts. 1(a) y 3.

25 Véanse, West Virginia State Board of Education v. Barnette, 319 U. S. 624 (1943) (no se
puede obligar a escolares de escuela pública a saludar y profesar lealtad a la bandera);
Wooley v. Maynard, 430 U. S. 705 (1977) (no se puede castigar a una persona que
rehúsa desplegar en la tablilla de su automóvil un mensaje dispuesto por el estado);
Agency for International Development v. Alliance for Open Society International, 133 S. Ct.
2321 (2013) (no se puede poner como condición a organizaciones no gubernamentales
recipientes de fondos federales para combatir la epidemia del HIV-SIDA que adopten
una política de oposición a la prostitución). Pero véase, Rumsfeld v. Forum for Academic
Rights and Institutional Rights, 547 U. S. 47 (2006) (amenazar con privar de fondos
federales a instituciones universitarias que se nieguen a recibir a los reclutadores
militares en sus instalaciones no constituye una violación de la libertad de expresión
de dichas instituciones).

26 Figueroa Ferrer v. E. L. A., 107 DPR 250 (1978); Arroyo v. Rattan, 117 DPR 35 (1986).
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información personal que se desee mantener en confidencia. Ello cons-

tituye en efecto un derecho constitucional al silencio sobre determinados

asuntos. Después de casos como Lawrence v. Texas27 y Obergefell v. Hodges28

en Estados Unidos y Arroyo v. Rattan29 y Figueroa Ferrer v. E. L. A.30 en

Puerto Rico, hay que entender que el derecho a la intimidad así como

su corolario el derecho al silencio están estrechamente relacionados con

el derecho al trato digno. Es curioso que un pensador no jurista, como

George Steiner, a quien ya he citado, haya expresado que para él la

dignidad humana consiste en tener secretos.31

Otras modalidades del derecho al silencio –en su variante de derecho

a la confidencialidad– pueden incluir el derecho al voto secreto y los

secretos de negocios. Ello nos lleva a la consideración de otra posibilidad:

el silencio como modo de participación política. Hay un derecho de los

electores a guardar silencio: sobre cómo y por quién votan. Pero el silencio

de los electores puede tener otras manifestaciones. La abstención, sobre

todo cuando es masiva y en respuesta a objetivos definidos, puede re-

sultar en un silencio ensordecedor que cause terremotos políticos. No es

de extrañar que en algunos lugares esta práctica no se permita. El voto

en blanco  –esa  otra manifestación del silencio político en las formas,

pero solo en las formas– puede enviar mensajes de gran contenido co-

lectivo. Recuérdense los efectos que tuvo el depósito de papeletas en

blanco en el referéndum sobre el estatus político de Puerto Rico celebrado

en el 2012. Hay un silencio avalado por el derecho electoral que puede

resultar en un silencio político de gran significado.

El tercer modo de regulación jurídica del silencio puede calificarse

como protección jurídica contra el silencio. Hay varios ejemplos posibles

de esta modalidad. Mencionaré dos.

Pienso, en primer lugar, en el derecho a la información pública re-

cogido expresamente en los ordenamientos jurídicos. Se trata en este

caso de proveer protección jurídica de algún tipo –mediante recursos

27 Lawrence v. Texas, 539 U. S. 558 (2003).
28 Obergefell v. Hodges, 135 S. Ct. 2584 (2015).
29 Arroyo, supra nota 26.
30 Figueroa Ferrer, supra nota 26.
31 Hermoso, Borja, �George Steiner: �Estamos matando los sueños de nuestros niños��,

en El País, Babelia, En Portada, 1-7-2016.
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administrativos o judiciales– contra las pretensiones de silencio oficial.

En segundo lugar, cabe referirse a los problemas planteados por la con-

tratación del silencio en determinadas transacciones públicas y privadas.

Es el caso de quienes acuerdan, mediante contrato, que no se revelará

cierta información. La práctica se ha generalizado en los ámbitos del

entretenimiento, la publicidad, los acuerdos de intercambio comercial y

otros, incluidas ciertas transacciones judiciales y extrajudiciales en torno

a reclamaciones por hostigamiento sexual, acoso laboral y asuntos pa-

recidos. ¿Deben considerarse esos acuerdos contrarios a la política pú-

blica, sobre todo cuando hay organismos gubernamentales involucrados?

¿Sobre qué bases? ¿Hasta qué punto?

La cuarta categoría de la indagación sobre el silencio como objeto de

regulación jurídica se refiere a la atribución que hace el derecho de ciertas

consecuencias jurídicas al fenómeno del silencio. En esos casos se trata de

normas jurídicas explícitas sobre qué consecuencias asignarle al hecho

de callar.

Por su efecto transversal en todo el ordenamiento, el más destacado

ejemplo de lo anterior en el derecho puertorriqueño, con equivalencias

en otros sistemas jurídicos, es la disposición del artículo 7º del Código

Civil. Lee como sigue:

“El tribunal que rehúse fallar a pretexto de silencio, obscuridad, o

insuficiencia de la ley, o por cualquier otro motivo, incurrirá en respon-

sabilidad.

”Cuando no haya ley aplicable al caso, el tribunal resolverá conforme

a equidad, que quiere decir que se tendrá en cuenta la razón natural de

acuerdo con los principios generales del derecho, y los usos y costumbres

aceptados y establecidos”.32

La primera oración impone responsabilidad al tribunal que rehúse

fallar a pretexto de silencio. La segunda prescribe qué debe hacer el

tribunal cuando el derecho mismo guarde silencio sobre un asunto. Se

deberá acudir a la equidad, según definida en el Código. Sobre las im-

plicaciones más amplias de este mandato diremos algo más adelante.

Otras instancias en que el derecho dictamina los efectos jurídicos

del silencio de los sujetos o de los operadores del derecho incluyen las

32 Código Civil de Puerto Rico, art. 7º.
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disposiciones sobre admisiones tácitas, la tácita reconducción, la no im-

pugnación de la paternidad dentro del plazo prescrito, las normas de

prescripción, las doctrinas prevalecientes en algunas jurisdicciones sobre

el silencio administrativo y otras por el estilo. Hay más ejemplos. Pero

baste  con  los  mencionados  para dar una  idea  de  lo que  he querido

decir.

II.  El silencio como referente hermenéutico

Lo que está planteado en esta línea de investigación es el problema

de la interpretación jurídica. La interpretación es el proceso de asignación

de significados a una acción, un acontecimiento, un texto o cualquier

otro fenómeno que forme parte del mundo social en el que nos desen-

volvemos. No me refiero aquí a los casos en que el derecho mismo le

atribuye explícitamente consecuencias al silencio, como los que hemos

examinado en la discusión inmediatamente anterior, sino de situaciones

en que el derecho nada dice sobre el particular y el intérprete se enfrenta

a la tarea de atribuirle significado a ese hecho. Esta indagación procuraría,

pues, discernir qué lugar ha ocupado y ocupa el silencio en el proceso

de interpretación  jurídica. Más concretamente la pregunta sería: ¿qué

significa jurídicamente no decir?, ¿qué repercusiones normativas tiene o

debe tener el silencio a juicio del intérprete?

Debemos comenzar examinando algunos efectos que el silencio tiene

en el proceso hermenéutico mismo. En primer lugar, el silencio en el

derecho agudiza la necesidad de interpretación. La laguna que el silencio

deja a veces requiere llenarse con alusiones a otras partes del texto, al

expediente legislativo, a la estructura de la que forma parte, a las prácticas

que ha propiciado, a la historia de su origen y su aplicación o al contexto

en el que el texto se produjo y aquel en el que ahora se interpreta. Pero

también podría exigir que se tome en cuenta el hecho mismo de que se

ha guardado silencio como indicio de la intención del generador de la

norma.

En segundo lugar, el silencio del derecho amplía la discreción del

intérprete, circunstancia que, en el caso de la actividad judicial, puede

tener repercusiones en la aplicación de principios generales como los

del federalismo o la separación  de poderes, por mencionar solo dos.
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Paul Ricouer, filósofo que ha dedicado tiempo a examinar la naturaleza

del acto de juzgar y de los procesos de interpretación jurídica, ha señalado

cómo el silencio de la norma es precisamente una de las condiciones

que ayudan a generar esos “casos difíciles” a los que se refiere Ronald

Dworkin33 y que, según el teórico estadounidense, autorizan a los jueces

a acudir a sus propias nociones de filosofía moral y política para solu-

cionar controversias.34

En tercer lugar, toda interpretación ocurre sobre el trasfondo de si-

lencios profundos y generalizados. Las culturas, incluida la cultura ju-

rídica de un lugar determinado, operan sobre la base de esos silencios.

Hay cosas en cada cultura que se dan por sentadas, que no tienen que

decirse. Son el conjunto de entendidos básicos prevalecientes en cada

comunidad interpretativa. De hecho, la comprensión de otras culturas

depende mucho de que podamos descifrar el significado de sus silencios.

En cierto modo, a eso es a lo que se refiere el constitucionalista Laurence

Tribe cuando habla de la constitución “invisible”: ese núcleo de principios

básicos que no tienen mención expresa en el texto de la Constitución,

pero que forman parte del andamiaje constitucional.35

Más aún, las decisiones e interpretaciones jurídicas, tanto de los jueces

como de otros operadores, se sustentan con frecuencia en teorías jurídicas

y acercamientos metodológicos que no se explicitan. Eso es parte de la

noción de la premisa inarticulada a la que aludía el Juez Oliver Wendell

Holmes.36 Ronald Dworkin hace extensiva esa operación silenciosa a todo

el campo de la teoría jurídica y a toda la jurisprudencia cuando afirma:

“La teoría del derecho es la parte general de la adjudicación, prólogo

silente de cualquier decisión jurídica”.37 Buena parte de mis cursos de

Teoría del Derecho y Derecho Constitucional se dedica a estimular a las

33 Ricoeur, Paul, Lo justo 177 (1995).
34 Dworkin, Ronald, AMatter of Principle (1985); Dworkin, Ronald, Taking Rights Seriously

(1977).
35 Tribe, Laurence H., The Invisible Constitution (2008).
36 Holmes, Oliver Wendell, �The Path of the Law�, en 10 Harv. L. Rev. 457 (1897).
37 Dworkin, Ronald, Law�s empire 90 (1986). Ver a Zimmerman, Jens, Hermeneutics (2015)

a la p. 110: �In making his ruling, a judge intuitively draws on many assumptions
that do their work quietly in the background, such as the language, legal concepts,
and moral expectations of his tradition�.
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y los estudiantes a identificar y dilucidar el significado de ese sustrato

silente de la jurisprudencia y otros textos jurídicos.

Tanto en la tradición civilista como en la del “common law”, el debate

metodológico –es decir, los posicionamientos sobre las estrategias, mé-

todos y técnicas que deben utilizarse para atribuir significado a las normas

y principios jurídicos– ha tendido a girar en torno a la tensión entre el

formalismo (en sus diversas manifestaciones) y su contraparte, el anti-

formalismo jurídico, adoptado por corrientes como las teorías sociológi-

cas alemanas o el realismo jurídico estadounidense y escandinavo y, más

tarde, por teorías críticas como las del movimiento de estudios jurídicos

críticos, el feminismo, la “critical race theory”, el posmodernismo, las

teorías jurídicas poscoloniales y el llamado neopragmatismo estadouni-

dense. Si  se mira bien, el formalismo  encierra una forma de silencio

obligado. Postula que, para que sea válida, la argumentación jurídica

debe quedarse dentro de las cuatro paredes del ordenamiento, aplicando

métodos como la deducción lógica, la inducción mecánica, la analogía,

la lectura literal de los textos o el uso riguroso del precedente, que dejen

fuera toda consideración histórica, social o cultural, así como toda apre-

ciación de las circunstancias particulares de los afectados por la norma

y toda referencia a valores que no sean los estrictamente asumidos por

el derecho promulgado. Es decir, según los formalistas, esos son asuntos

sobre los que no se debe hablar al momento de atribuir significado a la

norma que se aplica a un caso particular. Los antiformalistas, por su

parte, pugnan por que el razonamiento de los juristas, particularmente

los jueces, no deje fuera esas consideraciones, es decir, procuran compeler

al derecho a hablar de historias personales, contextos, consecuencias y

efectos. Abogan por que no se guarde silencio sobre esos particulares.

Uno de los esfuerzos de interpretación jurídica más frecuentes es el

de determinar cuándo una norma, una regla o una doctrina han quedado

derogadas, reafirmadas o establecidas sub  silentio, bien por  el cuerpo

legislativo o por el tribunal. En Commonwealth of Puerto Rico v. Franklin,38

el llamado caso de la quiebra criolla, resuelto por el Tribunal Supremo de

los Estados Unidos mediante opinión suscrita por el Juez Asociado Cla-

rence Thomas, encontramos un buen ejemplo. El Tribunal no menciona

38 Commonwealth of Puerto Rico v. Franklin California Tax-Free Trust, 579 U. S. (2016).
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en absoluto los Casos Insulares ni discute la condición política de Puerto

Rico al amparo de esa jurisprudencia. Sin embargo, al confirmar que el

Congreso excluyó válidamente a Puerto Rico del capítulo 9 de la Ley

Federal de Quiebras, la mayoría supuso, sin decirlo, que Puerto Rico

está excluido de las exigencias de la cláusula de uniformidad de la dis-

posición constitucional que otorga poder al Congreso para legislar sobre

el tema de la bancarrota en ese país.39 Sub silentio, el Tribunal reafirma

el razonamiento contenido en los Casos Insulares que conduce a la con-

clusión de que el Congreso tiene poderes plenos para legislar sobre el

territorio de Puerto Rico –parte central de la doctrina de los Casos In-

sulares– y que puede hacer con Puerto Rico lo que no podría respecto

de los estados.

En una opinión concurrente que acompaña la decisión del Tribunal

de Apelaciones para el Primer Circuito en ese mismo caso de Franklin,

el Honorable Juez Juan B. Torruella, miembro distinguido de esta Aca-

demia, ofrece una interpretación interesante del silencio absoluto que

hay en el récord legislativo sobre las razones que motivaron al Congreso

para excluir a Puerto Rico de la Ley Federal de Quiebras en 1984. Ese

silencio denota arbitrariedad, concluye el Juez. De modo que la susodicha

exclusión legislativa no sobrevive ni siquiera el laxo criterio de razona-

bilidad  que el caso  de Harris  v. Rosario, resuelto en 1980, le exige al

Congreso a la hora de dispensarle un trato diferente a Puerto Rico.40 La

exclusión, por lo tanto, resulta inconstitucional. Cito dos referencias es-

pecíficas de la opinión concurrente del Juez Torruella que se refieren a

este asunto. Dice: “Ignorar ese silencio resulta chocante si se toma en

cuenta que la tarea principal de los tribunales al interpretar cambios en

las leyes de quiebras consiste en examinar cuidadosamente el texto es-

tatutario y las justificaciones del Congreso”.41 Más adelante, refiriéndose

a la falta de explicación del Congreso para sustraer a Puerto Rico de la

cubierta del capítulo 9, afirma: “Hay un silencio hermético en cuanto a

las controversias e interrogantes que normalmente surgirían y se discu-

tirían cuando se deroga una disposición que ha sido parte del Código

39 Const. EE. UU., art. I, sec. 8, cl. 4.
40 Harris v. Rosario, 446 U. S. 651 (1980).
41 Franklin California Tax-Free v. Commonwealth of Puerto Rico, nro. 15-1218 (1st Cir. 2015)

(op. concurrente Juez Juan B. Torruella), p. 60.
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de Quiebras por casi medio siglo, y cuya eliminación habría de afectar

a millones de ciudadanos de los Estados Unidos”.42 De ser adoptado

este razonamiento por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos en

algún momento, la consideración del silencio de la rama legislativa como

criterio para determinar la razonabilidad de sus actuaciones abriría nue-

vas posibilidades en la evaluación de la constitucionalidad de las acciones

del Congreso respecto de Puerto Rico y los demás territorios.

Otro ejercicio común de interpretación constitucional es el de descifrar

cuándo el silencio de una de las ramas de gobierno o de determinados

actores, públicos o privados, constituye aceptación o rechazo de cierta

práctica gubernamental. Examinemos algunos ejemplos someramente.

En Youngstown v. Sawyer, resuelto en 1952,43 el Tribunal Supremo de

los Estados Unidos interpreta el silencio del Congreso sobre el tema de

la incautación de molinos de acero por el Ejecutivo como indicio de su

desautorización de esa práctica.44 En contraste con Youngstown, en Dames

& Moore v. Regan, resuelto en 1981,45 el Tribunal valida una orden del

Presidente que suspendía toda reclamación pendiente en los tribunales de

Estados Unidos sobre los bienes y activos relacionados con Irán argu-

mentando que, como el Congreso no lo había desautorizado, el Presidente

había actuado correctamente. Es decir, el Tribunal, citando a Youngstown

como autoridad, concluye, distinto a este, que el silencio del Congreso

equivalía a autorización. En una decisión más reciente, American Insurance

Association v. Garamendi, resuelto en el 2003, el Tribunal, citando juris-

prudencia anterior, dice expresamente: “en las áreas de política exterior

y seguridad nacional (...) el silencio del Congreso no debe equipararse

con la desautorización del Presidente”.46

42 Id., a la p. 62.
43 Youngstown Sheet & Tube Co. v. Sawyer, 343 U. S. 579 (1952).
44 De hecho, el esquema de tres niveles desarrollado por el Juez Jackson en su famosa

opinión concurrente en ese caso �que ha sido adoptado por mayorías sucesivas del
Tribunal para resolver conflictos de separación de poderes entre el Ejecutivo y el
Legislativo� se basa en buena medida en el análisis de los silencios del Congreso en
torno a las pretensiones y prácticas ejecutivas.

45 Dames & Moore v. Regan, 453 U. S. 654 (1981).
46 American Insurance Association v. Garamendi, 539 U. S. 396, 429 (2003). Ver Haig v.

Agee, 453 U. S. 280, 291 (1981).
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En Franklin v. Commonwealth, ya citado, se alude a la cláusula de

desplazamiento expreso de la Ley Federal de Quiebras que prohíbe a

los estados aprobar su propio estatuto de bancarrotas. El Juez Thomas

concluye que como el Congreso no dijo nada sobre la posible exclusión

de Puerto Rico  de esa disposición (es decir, guardó silencio sobre el

particular), había que interpretar que el Congreso no tuvo la intención

de excluir a Puerto Rico del efecto de dicha cláusula de desplazamiento,

con el resultado que ya conocemos. Puerto Rico no podía adoptar su

propia ley de quiebras.

En Lynch v. Donnelly,47 el Tribunal Supremo estadounidense validó

la exhibición pública de una estampa del nacimiento del Niño Jesús du-

rante las fiestas navideñas por parte de un gobierno municipal determi-

nando que en el contexto específico del caso esa acción no constituía

una violación del principio de separación de Iglesia y Estado. Un crítico

de la decisión escribió: “En Lynch, la Corte apoyó su conclusión notando

que nadie se había quejado sobre el nacimiento aun cuando se había

estado exhibiendo durante cuarenta años. Para la Corte ese silencio sig-

nificaba que el nacimiento no había generado disensión. La Corte ignoró

la posibilidad de que el imperialismo cultural cristiano había producido

el silencio de los miembros de otros grupos religiosos. El silencio a veces

demuestra dominación, no consenso”.48

Tomadas en conjunto, estas y otras opiniones del Tribunal Supremo

de Estados Unidos no ofrecen criterios coherentes para determinar cuán-

do el silencio debe interpretarse como aceptación o como rechazo. La

pregunta, por supuesto, es si eso será posible. Pues, al igual que ocurre

con lo que se dice expresamente, el significado de lo que no se dice

muchas veces dependerá del contexto. Quién y cómo determina cuáles

son los elementos pertinentes que configuran ese contexto es también

de suma importancia. Nos encontramos de nuevo, pues, ante el discu-

tido problema de la indeterminación del derecho y de la actividad que

necesariamente acompaña su puesta en vigor: la interpretación. Quizás

por ello, no pueda decirse que el silencio tiene un significado inherente,

47 Lynch v. Donnelly, 465 U. S. 668 (1984).
48 Feldman, S., �Principle, History, and Power: The Limits of the First Amendment

Religion Clauses�, en 81 Iowa L. Rev. 833, 863 (1996).
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mucho menos en el derecho, y solo pueda afirmarse lo que han advertido

Wittgenstein sobre las palabras y Hart, siguiendo a este, sobre los con-

ceptos jurídicos: que lo más práctico es discernir cómo se han utilizado

en determinado contexto.49 Hablaríamos así, pues, de los usos del silen-

cio en el derecho en distintos momentos, circunstancias, lugares y cul-

turas.

III. Los efectos sociales de los silencios del derecho

Este aspecto de la indagación tendría el propósito de describir y ex-

plicar críticamente el efecto de los pequeños y grandes silencios del de-

recho en la configuración del mundo social. La propuesta descansa en

la asunción de lo que algunos hemos llamado la teoría constitutiva del

derecho: es decir, la proposición de que el derecho contribuye a la cons-

trucción o reproducción de visiones de mundo, identidades y relaciones

y prácticas sociales. El cúmulo de planteamientos teóricos que se inscriben

en esta corriente debe mucho a lo que se conoce como el giro lingüístico

en la filosofía y las ciencias sociales en general. Destaca en los inicios

de ese desarrollo la obra del filósofo británico John L. Austin, quien, en

su famoso libro Cómo hacer cosas con las palabras,50 demuestra convincen-

temente cómo el lenguaje, al decir, o porque dice, tiene el efecto de hacer.

Así, por ejemplo, cuando se dice “prometo” se hace algo más que decir:

se lleva a cabo la acción de comprometerse a hacer algo. Ello crea una

situación nueva entre el hablante y el destinatario de la comunicación.

Eso es lo que Austin llama el performative power de las palabras, lo que

se ha traducido al castellano con los neologismos “poder realizativo” o,

peor sonante aún, “poder performativo” del lenguaje. Austin siempre

pensó que el discurso jurídico era el ejemplo paradigmático de esta fuerza

constructora del lenguaje. El efecto configurador del derecho incluye eso

que, siguiendo a Austin, el sociólogo Pierre Bourdieu llamó “el poder

de nombrar”.51

49 Wittgenstein, Ludwig, Philosophical Investigations (1953); Hart, H. L. A., The Concept
of Law (1961).

50 Austin, John L., Cómo hacer cosas con las palabras (2016) [1962].
51 Bourdieu, Pierre, �The Force of Law: Toward a Sociology of the Juridical Field�, en

38 Hastings L. J. 805 (1987).
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De modo que el derecho hace cuando dice. Lo que ha sido menos

explorado es lo que el derecho hace cuando no dice. En ese caso po-

dríamos hablar del efecto realizativo o performativo del silencio del derecho.

Es decir, se trata de la conciencia de que los silencios del derecho tienen

o pueden tener consecuencias sociales. Preguntarse sistemática y crítica-

mente por esas incidencias silenciosas del derecho en el mundo social

abre vías de investigación de gran calado.

Paso a sugerir varias posibilidades.

Un efecto primordial del silencio en el derecho es la generación de

invisibilidades. Otro, la producción de ausencias. Y un tercero, la con-

figuración de marginaciones, exclusiones y relaciones de subordinación

y dominación. El no nombrar a ciertos sujetos muchas veces redunda

en su exclusión de las protecciones jurídicas disponibles para los que sí

son nombrados. El derecho construye un imaginario normativo en el

que están ausentes ciertos sujetos. Pero no solo se trata de imaginarios

truncos. Sino también de verdaderas exclusiones materiales. Desde el

derecho se han creado mundos laborales y políticos, espacios culturales

y públicos, sin mujeres, sin personas negras, indígenas, extranjeras o que

exhiban funcionalidades diversas y sin personas con orientaciones o iden-

tidades de género no tradicionales. A veces la exclusión o marginación

es expresa, como en el caso de las leyes de segregación racial. Otras, el

fenómeno acontece mediante la resistencia del derecho a nombrar a las

personas afectadas como agentes dotados de dignidad y, por tanto, me-

recedoras de igual respeto y consideración. Quizás las más de las veces

el efecto se logra mediante una compleja combinación de prescripciones

expresas y silencios deliberados. Estas exclusiones, a su vez, imponen

silencios, por lo menos públicos, a los que padecen el discrimen. Ese ha

sido el caso de la criminalización y desprotección jurídica de las relaciones

íntimas entre personas del mismo sexo, por mencionar solo un ejemplo.

Otro efecto social de las diversas interacciones entre el silencio y el

derecho lo constituye la exclusión de ciertas voces del discurso público

o del proceso de formación del discurso jurídico mismo. Una situación

que nos toca de cerca es la de la supresión de las voces de las pobla-

ciones colonizadas. El colonialismo entraña, de diversas formas, la pri-

vación de la voz en el proceso de elaboración por la metrópoli de las

normas que rigen a la población subordinada. En el caso de Puerto Rico,
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el fenómeno se ha manifestado históricamente con la imposición de leyes

orgánicas y  ordinarias,  como las  Leyes Foraker y  Jones,  las leyes de

cabotaje o la reciente aprobación de Promesa. También ha tomado forma

en la ausencia de voz efectiva en el cuerpo generador de esa legislación,

en el silencio impuesto por la supresión del voto, en la exclusión de

nuestra presencia y voz en los organismos regionales e internacionales

y efectos por el estilo. Esta situación condena a Puerto Rico no solo a

un tipo de invisibilidad, sino a una modalidad de silencio impuesto que

ocasiona que aun cuando hablemos no se nos oiga y si se nos oye no

se nos escuche. La falta de voz es falta de poder. Es también una distorsión

aguda del principio democrático. Esta relación entre silencio, poder y

democracia debe explorarse con más detenimiento. El largo silencio de

la literatura constitucional de Estados Unidos sobre los Casos Insulares

fue una forma de hacer invisible la existencia de relaciones coloniales

en el sistema constitucional estadounidense ante los ojos de los cultiva-

dores más prominentes y prestigiosos de esa literatura. Fue ese silencio

el que algunos nos dimos a la tarea de perturbar desde hace ya varios

años. La abundante literatura producida por la teoría jurídica poscolonial

en el resto del mundo también ha dedicado parte de su análisis a las

posibilidades de expresión  de las poblaciones subalternas largamente

silenciadas.52

Desde hace décadas, las diversas corrientes feministas han planteado

con claridad cómo la exclusión de las voces de las mujeres, situadas en

sus diversos contextos, configurados por factores como la clase, la raza,

la etnia, la pobreza, la orientación sexual, la identidad de género y otros,

ha constituido parte de los procesos mediante los cuales se han creado

las relaciones y prácticas que producen y reproducen el sistema patriarcal,

el sexismo y la discriminación. De ahí que sus metodologías de análisis

y lucha hayan incluido prominentemente la creación de mecanismos que

permitan hacer aflorar las voces de las mujeres.53

52 Véanse: Darian-Smith, Eve, �Postcolonial Theories of Law�, en Banakar, Reza y Max
Travers (eds.), An Introduction to Law And Social Theory, 247-264 (2013); Roy, Alpana,
�Post-Colonial Theory and Law: A Critical Introduction�, en 29 Adelaide Law Review
315 (2008); Fitzpatrick, Peter y Eve Darian-Smith (eds.), Laws of the Postcolonial (1999).

53 Véanse, por ejemplo, Vicente, Esther, �Los feminismos y el derecho: ¿contradicción
o interconexión?�, en 36 Rev. Jur. UIPR 363 (2002); Durán, María Ángeles, Si Aristóteles
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De hecho, todas las luchas de inclusión pugnan por hacer visibles

las marginaciones y opresiones y por darle expresión a los grupos y a

los  reclamos condenados a la invisibilidad producida por el silencio.

Con esas luchas a veces se procura que cese el silencio del derecho sobre

determinados asuntos: como cuando se reclama que reconozca expresa-

mente ciertos derechos que se entienden fundamentales. Otras se busca

lo contrario: que el derecho calle. Como cuando se exige que deje de

prohibir determinadas prácticas. Aun otras veces se persigue que el de-

recho deje de decir lo que dice para que diga otra cosa: como cuando

se reclamó que el Código Civil eliminara el concepto de ilegitimidad de

los hijos e hijas y proclamara la igualdad jurídica de toda la progenie.

Procede incluir en esta tercera línea de investigación –aunque tiene

tangencias importantes con las otras– la relación entre el derecho y la

justicia. En uno de los pocos libros que pretende abordar de forma sis-

temática el tema de los silencios del derecho, tomando como hilo con-

ductor su conexión con la justicia, la profesora de retórica de la

Universidad de California en Berkeley, Marianne Constable se plantea

qué ocurre cuando el derecho guarda silencio sobre la justicia.54 Esta

posibilidad quedó agudizada desde fines del siglo XIX y principios del

XX con el surgimiento y afianzamiento del positivismo como teoría ju-

rídica. Hay que recordar que dos de las figuras más prominentes del

positivismo europeo, el británico John Austin –el jurista, no el filósofo

del lenguaje al que hice referencia anteriormente– y el austríaco Hans

Kelsen, postularon la separación  entre el derecho y la justicia: según

ellos, el derecho es lo propio de la ciencia jurídica, la justicia pertenece

al ámbito de la moral.55 El iusnaturalismo rechazaba esta distinción. Cons-

table se pregunta: si el derecho deja de hablar de la justicia, ¿caerá esta

en el olvido?, ¿conducirá ese silencio a la decadencia del derecho?, ¿emer-

gerá un nuevo tipo de derecho?, ¿qué clase de derecho sería?56 La autora

se decanta a favor del entendido de que existe una conexión necesaria

levantara la cabeza (2001); Finley, Lucinda M., �Breaking Women�s Silence in Law:
The Dilemmas of the Gendered Nature of Legal Reasoning�, en 64 Notre Dame L.
Rev. 886 (1989).

54 Constable, supra nota 5, a las ps. 6-7.
55 Austin, John, The Province of Jurisprudence Determined (1832); Kelsen, Hans, General

Theory of Law and State (1946).
56 Constable, supra nota 5, a la p. 7.
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entre derecho y justicia. Me permito recordar que hoy día no hay que

ser iusnaturalista para simpatizar con este planteamiento. El positivista

británico H. L. A. Hart terminó aceptando la necesidad de que los or-

denamientos positivos  contengan por lo menos un grado mínimo de

moralidad. El discurso contemporáneo de los derechos humanos actúa

como referente para quienes procuran anclar los reclamos de derechos

más allá del derecho positivo de los ordenamientos jurídicos existentes.

Por su parte, Jacques Derrida concluye que el derecho necesita a la justicia

tanto como la justicia al derecho, aunque no sean la misma cosa.57 Para

Derrida, la justicia precisa del derecho para intentar hacerse realidad

mediante su concreción en la norma promulgada. Por otro lado, el de-

recho debe aspirar a la justicia, aunque la justicia siempre quede diferida,

es decir, existente solo como aspiración, tan pronto su contenido se in-

corpore a la norma positiva. Se trata, pues, de un esfuerzo constante por

materializar en el derecho la justicia elusiva. De ahí la posibilidad de

que la idea de la justicia por venir se convierta en una fuerza transfor-

madora del derecho existente.

Estos posicionamientos diversos reflejan una tensión. La tensión ge-

nerada, por un lado, por nuestra comprensión de que la justicia no se

agota en el derecho –por lo que a veces habrá que acudir más allá del

derecho para lograr el resultado justo–, a la vez que, por el otro, nos

resistimos a prescindir del derecho por temor a faltarle a la justicia. De

ahí tal vez surja el planteamiento central del libro de Constable: que en

el momento presente quizás la única posibilidad de la justicia resida

en lo que el derecho no dice, es decir, en los silencios del derecho. Pues

el silencio del derecho nos obliga a buscar soluciones que no preveíamos,

más ajustadas a las exigencias del momento presente y a las particula-

ridades de los hechos y circunstancias en cuestión. Constable escribe

desde el interior de la cultura del derecho común angloamericano. Sin

embargo, su intuición podría encontrar reafirmación en lo dispuesto en

el artículo 7º del Código Civil de Puerto Rico, ya citado. Cuando el

derecho guarde silencio deberá acudirse a la equidad. He ahí una puerta

57 Derrida, Jacques, �Force of Law: TheMystical Foundation of Authority�, en 11 Cardozo
L. Rev. 920 (1989-1990).
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abierta a la posibilidad de la justicia. A veces, pues, la justicia dependerá

de que el derecho calle.

IV. El silencio como elemento constitutivo del derecho

Esta línea de investigación se preguntaría hasta qué punto el silencio

es un elemento constitutivo del derecho: en qué medida es una de sus

características. Esta indagación cala más profundamente que simplemente

preguntarse cómo el derecho regula el silencio, qué papel desempeña el

silencio en su interpretación o qué efectos sociales pueden tener los si-

lencios del derecho. Interroga más bien el carácter mismo del derecho

como fenómeno social. Veamos.

Del lenguaje se ha dicho que consiste de palabras y de silencios.58

Lo  mismo  se ha  afirmado de la poesía.59 De la música sabemos que

importan tanto sus silencios  como sus sonidos. Algo parecido puede

afirmarse del derecho: consta tanto de palabras como de silencios. Ello

es así no solo porque el derecho se cuenta entre los fenómenos lingüís-

ticos, sino también porque su modo de operar depende mucho del si-

lencio. Lo hemos constatado ya al examinar el lugar del silencio en la

interpretación jurídica y al analizar los diversos efectos sociales del si-

lencio del derecho. Pero hay otros aspectos que lo confirman. Por ejemplo,

todos los rituales jurídicos –ocurran en el tribunal, en los organismos

administrativos, en los despachos notariales, en los cuarteles de policía

y las fiscalías o en los procesos de negociación, arbitraje o mediación–

tienen sus momentos de silencio cuya infracción puede acarrear serias

consecuencias. El silencio es también una estrategia de litigio de suma

importancia.

Pero quizás la mejor razón para considerar al silencio como fenóme-

no constitutivo del derecho es el hecho de que muchas veces la ley ope-

ra silenciosamente, ocultando su existencia, como diría Foucault,60 y

sus silencios son parte de lo que comunica. Foucault se refiere a la ley

como ese “pensamiento del afuera” que nos envuelve y que reafirmamos

58 Steiner, supra nota 8.
59 Ramos, Francisco José, La significación del lenguaje poético (2012).
60 Foucault, Michel, El pensamiento del afuera (1997) [1966], cap. 5: �¿Dónde está la ley,

qué hace la ley?�, en las pp. 43-54.
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cotidianamente sin que nos demos cuenta.61 A cada paso hacemos que

se cumpla una norma (no invadimos la propiedad ajena, nos detenemos

ante un semáforo, le entregamos la licencia de conducir al policía que

nos la requiere, pagamos los impuestos, no agredimos físicamente al

prójimo). Todo ello termina haciéndose como si fuera de sentido común

y se convierte en parte de nuestro quehacer personal y nuestras prácticas

sociales. Yo añadiría que también se trata de un pensamiento del “aden-

tro”, en la medida en que la norma se va convirtiendo en parte de nuestros

contenidos  de conciencia.62 La  efectividad del derecho consiste en su

poder para hacerse cumplir silenciosamente tanto o más que en su ca-

pacidad para hacerse respetar mediante la violencia oficial. Aun en este

último caso, la violencia no opera solo como acto que se realiza sino

como amenaza que late en el imaginario colectivo sin necesidad de que

se le exprese abiertamente.63 En El proceso, Kafka se refiere a una ley que

no se conoce, una ley que se imagina, pero que aun así se experimenta.64

Es decir, la ley cuyos efectos se materializan silenciosamente. En fin, el

silencio es tan parte del derecho como sus palabras.

V.  Conclusión

En esta conferencia he tratado de explorar la relación estrecha que

existe entre el derecho y el fenómeno del silencio. He sugerido cuatro

aspectos de esa relación que pueden considerarse y, a su vez, cuatro

posibles líneas de investigación que conduzcan a una mayor comprensión

del fenómeno jurídico. Estas indagaciones pueden tener un carácter trans-

versal, pues el tema guarda conexión con todas las disciplinas jurídicas

y se presta para análisis comparados entre sistemas y ordenamientos

diversos, tanto nacionales como transnacionales. Concierne, además, a

los procesos legislativos, judiciales y administrativos, a todo tipo de prác-

tica jurídica y a las intervenciones de diversos tipos de agentes, sean

61 Id.
62 He tratado este tema en Rivera Ramos, Efrén, �Derecho y subjetividad�, en 5-6 Fun-

damentos 125 (1997-98).
63 Sobre la relación entre derecho y violencia puede verse Rivera Ramos, Efrén, �Re-

flexiones bajo el influjo de una violencia extrema�, en Violencia y derecho (Seminario
en Latinoamérica de Teoría Constitucional y Política, SELA) (2003), a las pp. 3-14.

64 Kafka, Franz, The Trial 13 (2012) [1925].
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operadores jurídicos oficiales, individuos o entidades particulares que

realizan actos que tienen consecuencias jurídicas o a quienes el derecho

afecta de una forma u otra. La temática explorada en este trabajo es

decididamente parcial. Hay numerosos asuntos que no he mencionado

que ameritarían atención.

Lo que propongo es que convirtamos al silencio en categoría de aná-

lisis jurídico, de modo que incorporemos su examen en nuestra docencia,

nuestras investigaciones, nuestras publicaciones y nuestra práctica en la

medida de lo pertinente. Tras haberme interesado por este tema he com-

probado que las ocasiones surgen con mayor frecuencia de lo que uno

se imagina y cuando uno menos se lo espera.

He dicho antes que en todo protocolo hay momentos para hablar y

momentos para callar. En esta ceremonia ha llegado el momento de que

yo calle, es decir, guarde silencio, para que el acto prosiga y sean otros

los que hablen.

Fecha de recepción: 22-6-2017.

Fecha de aceptación: 5-10-2017.
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La planificación de la enseñanza
en la formación de profesores

en Ciencias Jurídicas1

Rebeca Anijovich2 y Graciela Cappelletti3

Resumen

Este trabajo presenta las conclusiones del Proyecto UBACyT “Las

planificaciones de los practicantes del Profesorado de Ciencias Jurídicas”.

Se pretende relevar el proceso de cambio en las planificaciones de los

residentes durante sus prácticas de enseñanza en los niveles secundario

y superior. El análisis incluye los aspectos modificados en las planifica-

ciones a medida que avanzan en sus prácticas; los supuestos y factores

que llevan a realizar dichos cambios; los avances que identifican en el

diseño de sus planificaciones y el sentido que le otorgan.

La investigación se enmarca en la perspectiva que considera al docente

como profesional reflexivo e investigador de sus propias acciones. Esto

refiere a que cuando un docente planifica, conduce y evalúa sus clases

pone en juego saberes disciplinares y pedagógicos, que ha adquirido

1 La investigación UBACyT, �Las planificaciones de los practicantes del Profesorado
de Ciencias Jurídicas� (20020110200234BA).

2 Profesora Titular interina de la cátedra de Observación y Práctica de la Enseñanza
del Profesorado en Ciencias Jurídicas de la Facultad de Derecho de la Universidad
de Buenos Aires. Es docente de posgrado de la Maestría de Educación de la Univer-
sidad de San Andrés. Autora de numerosas publicaciones en el campo de la formación
docente. Correo electrónico: ra@anijovich.net.

3 Profesora adjunta regular del área de Didáctica y Currículum de la Universidad Na-
cional de Quilmes y Jefa de Trabajos Prácticos interina de la cátedra de Observación
y Práctica de la Enseñanza del Profesorado en Ciencias Jurídicas de la Facultad de
Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Es Coordinadora de la Licenciatura y
Profesorado de Ciencias de la Educación de la Universidad de San Andrés. Correo
electrónico: gracielacappelletti@derecho.uba.ar.
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durante su formación inicial y sigue construyendo en forma más o menos

sistemática, durante su desarrollo profesional.

Entre las últimas asignaturas del Profesorado en Ciencias Jurídicas

de la Facultad de Derecho de la UBA, los abogados cursan Residencia

Docente y realizan prácticas en el Nivel Secundario y Superior. Se trata

de un espacio formativo de profundización e integración del recorrido

realizado y constituye un “rito iniciático” en la identidad profesional

por la fuerte movilización en lo personal y en relación con la elección

profesional. Se trata, además, de un campo problemático y atravesado

por aspectos sociales, políticos e institucionales. Se intenta abordar inte-

rrogantes como: ¿Se planifican las clases? ¿Cómo? ¿Con qué supuestos

de base? ¿Qué decisiones se toman a la hora de enseñar?

Palabras clave

Planificación - Enseñanza - Estrategias.

Planning teaching in the teaching
training of Law Professors

Abstract

This paper presents the conclusions of an UBACyT Research Project.

The intention is to reveal the process of change in the planification

of the residents during teaching practices at the secondary and higher

levels. The analysis includes the modified aspects in the planning as

they advance in their practices; the assumptions and factors that lead to

those changes; the advances they identify in the design of their plans

and the meaning they give it.

The research is framed in the perspective that considers the teacher

as a reflective professional and researcher of their own actions. This refers

to the fact that when a teacher plans, conducts and evaluates the classes,

he brings to play the disciplinary and pedagogical knowledge that he

has acquired during his initial training and continues to build more or

less systematically during his professional development.
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The lawyers take the “Teaching Residence and practices” Course at

the Secondary and Higher Level. It is a training space for deepening

and integrating the journey made and constitutes an “initiatory rite” in

professional identity due to the strong personal mobility and the rela-

tionship with professional choice. It is also a problematic field and crossed

by social, political and institutional aspects. Attempts are made to address

questions such as: Are classes planned? How? With what base assumpti-

ons? What decisions are made when teaching?

Keywords

Planning - Teaching - Strategies.

I. ¿Desde dónde partimos?

Entre las últimas materias del Profesorado en Ciencias Jurídicas de

la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (UBA), los

abogados cursan Residencia Docente, espacio en el que realizan las prác-

ticas en el Nivel Secundario y Superior. Este espacio curricular favorece

la profundización e integración del recorrido formativo y tiene un lugar

de “rito iniciático” en la identidad profesional por la fuerte movilización

en lo personal y en relación con la elección profesional. Se trata de un

campo problemático y atravesado por aspectos sociales, políticos e ins-

titucionales.

La inclusión de la reflexión profunda sobre las prácticas docentes

puede incidir en el mejoramiento de la enseñanza y puede ser un eje

sobre el cual se continúe profundizando durante el ejercicio de la do-

cencia, si se internaliza este modo de abordar el trabajo.

Durante la Residencia Docente se ponen en juego creencias y presu-

puestos sobre la enseñanza y el aprendizaje, y sobre la tarea del docente

en sí misma. Para abordarlas, en la cátedra de Residencia Docente, se

proponen instancias de trabajo y de acompañamiento basadas en la re-

flexión con el propósito de estimular la construcción y producción de

conocimientos sobre la propia práctica. Partimos del supuesto de que

“no es la práctica lo que forma, sino su análisis”.

En este trabajo que presentamos relevamos, en el marco de un pro-

yecto de investigación, el proceso de cambio en las planificaciones de
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los residentes durante sus prácticas de enseñanza en ambos niveles de

escolaridad. El análisis incluye los aspectos modificados en las planifi-

caciones a medida que avanzan en sus prácticas; los supuestos y factores

que llevan a realizar dichos cambios; los avances que identifican en el di-

seño de sus planificaciones y el sentido que les otorgan a ellas. El proceso

reflexivo de cambio que realizan los residentes en sus planificaciones

también puede promover una mejora en su desempeño y, posiblemente,

un cambio en el modo de entender la enseñanza y el aprendizaje.

Los paradigmas que desarrollan las ideas del docente como profe-

sional reflexivo y como investigador de sus propias acciones reconocen

que ningún cambio educativo es posible si no se cuenta con profesores

en diálogo e interacción entre sus prácticas y las teorías, tomando con-

ciencia acerca de los sistemas de creencias que van produciendo a par-

tir de ellas. Al mismo tiempo, los profesionales que eligen la docencia

como segunda profesión llevan la “marca” de su profesión de origen y

esta se pone en juego al comenzar su tarea de enseñar, de manera im-

plícita.

Desde estas perspectivas, cuando un docente planifica, conduce y

evalúa sus clases pone en juego una serie de saberes que ha adquirido

durante su formación inicial y sigue adquiriendo en forma más o menos

sistemática, durante su desarrollo profesional.

II.  La formación de profesionales reflexivos

Los nuevos enfoques de la formación docente intentan revertir el eje

de la prescripción y centrarlo en el análisis de las prácticas, desde un

punto de partida que se inicia en la propia experiencia como estudiante,

de forma tal que abarque la historia escolar de quien se forma en un

recorrido espiralado entre la teoría y la práctica, tomando en cuenta el

conjunto de los procesos cognitivos y afectivos enmarcados en un con-

texto institucional y sociopolítico.

Ferry (1997) define la formación como un trayecto, como un espacio

flexible y de construcción permanente. Se trata de un recorrido que co-

mienza con nuestro ingreso a la escuela como estudiantes y continúa en

forma ininterrumpida en las sucesivas etapas de la escolarización inclui-

da la formación sistemática inicial de base y luego, durante el ejercicio
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profesional, a través de la socialización en las organizaciones educativas

y de la formación y actualización continua.

Esta mirada de la propia historia del docente en formación es retomada

por Jackson (1999). Señala que la autobiografía escolar provee aprendiza-

jes implícitos que evidencian las marcas o huellas que los docentes dejan

en los estudiantes y orienta las formas de asumir el propio papel como

docente. Esas huellas, según Connelly y Clandinin (1988) y Elbaz (1983),

contribuyen a la construcción de un bagaje de “conocimientos prácticos”.

A partir de los aportes de los autores mencionados, se puede señalar

que en este caso los abogados como profesionales que eligen la docencia

como segunda profesión llevan la “marca” de su propia trayectoria es-

colar y, además, de su profesión de origen. Ambas se ponen en juego

al comenzar su tarea de enseñar, de manera implícita.

Perrenoud (2004:17) sostiene que “formar a buenos principiantes es,

precisamente, formar de entrada a gente capaz de evolucionar, de apren-

der  con la  experiencia; que sean capaces de reflexionar sobre lo  que

querían hacer, sobre lo que realmente han hecho y sobre el resultado de

ello. Desde este punto de vista, la formación inicial tiene que preparar

al futuro enseñante para reflexionar sobre su práctica, centrarse en de-

terminados temas, establecer modelos, ejercer la capacidad de observa-

ción, de análisis, de metacognición y de metacomunicación”.

La posibilidad de reflexionar sobre sus concepciones y saberes durante

el Profesorado consistiría en un modo de trabajo tendiente a problema-

tizar, a promover que los docentes sean conscientes de la brecha entre

los conocimientos explícitos y aquellos que se desprenden de su práctica

bajo la búsqueda de la coherencia entre el decir y el hacer. Tal como lo

planteaba J. Dewey (1933), hay que ver la reflexión como un activo y

deliberativo proceso cognitivo, que incluye secuencias de ideas interco-

nectadas que toman en cuenta las creencias y conocimientos de los pro-

fesores. Luego de discutir algunas concepciones sobre la reflexión en las

que estaban implicadas la emotividad y el azar, la posición de este autor

se centra en otorgarle el valor de una creencia, una certidumbre aceptada

en la cual confiamos y que se pone en movimiento ante la necesidad de

resolver un problema. La reflexión comienza ante la aparición de una

duda, al formularnos preguntas, al tratar de la autenticidad de datos,
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cuando se hace imperiosa la búsqueda de soluciones. Dewey sintetiza

que el motor de los procesos de reflexión es la búsqueda de solución a

un estado de perplejidad. “Lo que constituye el pensamiento reflexivo

es el examen activo, persistente y cuidadoso de toda creencia o supuesta

forma de conocimiento a la luz de los fundamentos que la sostienen y

las conclusiones a las que tiende” (1933:25).

Desde esta perspectiva, la planificación también constituye un mo-

mento de la enseñanza que es central en la tarea del docente y que tiene

que estar enmarcada en el análisis y en la reflexión, y garantizar la ar-

ticulación teoría y práctica de la enseñanza y la capacidad de producir

teoría o repensar las propias teorías a partir de la acción. Jackson señala

la necesidad de describir el pensamiento y la planificación de los docentes

para comprender mejor los procesos del aula. En su libro La vida en las

aulas (1968), estableció que la tarea de enseñar comprende tres fases: la

preactiva, la interactiva y la posactiva. La primera comprende los pro-

cesos de planeamiento y programación; esta instancia implica un proceso

de construcción personal o colectiva orientado a convertir una idea o

un propósito en un curso de acción; encontrar modos de plasmar de

algún modo nuestras previsiones, aspiraciones y metas en un proyecto

que sea capaz de representar en lo posible nuestras ideas. La programa-

ción define así un espacio “transicional”, de articulación entre las inten-

ciones y valores pedagógicos del profesor y las condiciones particulares

de la tarea, entre la reflexión y la acción (Cols, 2011). Considerar con-

juntamente propósitos, posibilidades y restricciones constituye el eje del

proceso de programación.

La fase interactiva tiene que ver con el momento de la acción, es el

desarrollo de las acciones, previstas e imprevistas, con los estudiantes en

el contexto escolar. En la fase posactiva se procede al análisis y evaluación

de lo sucedido en fases anteriores y futuras. La planificación como proceso

e hipótesis de trabajo está presente en las tres fases y nos permite eviden-

ciar las posibilidades de reflexión en la práctica y sobre la práctica.

III. Los marcos que guían la planificación docente

En este apartado se  intentará responder  las  siguientes preguntas:

¿Qué factores intervienen en la toma de decisiones cuando los docentes
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planifican? ¿Cuál es el sentido de la planificación? ¿De qué manera se

ponen en juego las concepciones del docente? ¿Con qué criterios se se-

leccionan y organizan los contenidos? ¿Cómo se resignifican los conte-

nidos a enseñar?

Al revisar distintas definiciones acerca de la planificación, el diseño

o la programación, encontramos que estos términos sugieren una repre-

sentación acerca de cómo se desarrollará la enseñanza, un anticipo de

un recorrido que realizarán los estudiantes y la definición de acciones

que favorecerán los procesos de aprendizaje de acuerdo con lo esperado.

Se trata de un intento y tiene carácter de prueba. Planificar la enseñanza

siempre supone una anticipación más o menos explícita de una situación

futura.

Cols (2011) distingue tres tipos de componentes que entran en juego

a la hora de planificar: a) un conjunto de conocimientos, ideas o expe-

riencias sobre el fenómeno a organizar, que actuará como apoyatura con-

ceptual y justificación de lo que se decide; b) un propósito, fin o meta

a alcanzar que aporta direccionalidad, y c) una previsión respecto del

proceso a seguir, que habrá de concretarse en una estrategia de proce-

dimiento que incluye diseño de contextos, situaciones, tareas, materiales

y su ordenamiento en el tiempo.

Zabalza (2006), en su análisis sobre los componentes clave del proceso

de planificación, indica que están presentes un conjunto de conocimientos

o experiencias sobre la disciplina a programar, un propósito o meta, una

previsión del proceso a seguir y una evaluación del proceso.

Camilloni (1997) sostiene que la planificación constituye una hipótesis

indispensable para llevar a la práctica la tarea docente, y en este proceso

de planificación el profesor elabora, analiza, se formula preguntas, elige

y decide. Estas decisiones se ratifican o rectifican en el aula cuando el

docente está enseñando. Se trata siempre de una hipótesis de trabajo

que expresa las condiciones en las que se desarrollará la tarea, ofreciendo

una especie de cartografía a la que es posible recurrir para buscar in-

formación o para reorientar el proceso.

La planificación de la enseñanza, como momento preactivo, reto-

mando a Jackson, constituye la instancia para “pensar la clase, diseñar

con anticipación las estrategias, estudiar las mejores propuestas, planear
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los ciclos completos, se constituyen en los ‘buenos reaseguros de la ta-

rea docente’” (Litwin, 2009).

La planificación articula tres funciones básicas en relación con los

procesos de enseñanza: a) una función de regulación y orientación de

la acción, en la medida en que se traza un curso de acción y se define

una  estrategia que permite reducir  la  incertidumbre y  dar un marco

visible a la tarea; b) una función de justificación, análisis y legitimación

de la acción, en la medida en que permite otorgar racionalidad a la tarea

y dar cuenta de los principios que orientan las decisiones, y c) una función

de representación y comunicación, en la medida en que permite plasmar

y hacer públicas las intenciones y decisiones pedagógicas en un plan,

esquema o proyecto, que puede presentar grados de formalización va-

riable.

Dar forma y diseñar prácticas de enseñanza en contextos institucio-

nales requiere de procesos de deliberación y coordinación de acciones

en los que se articulan lo cultural (los marcos simbólicos de los partici-

pantes, tradiciones pedagógicas), lo político y lo técnico.

El carácter institucionalizado de la enseñanza requiere el desarrollo

de una serie de operaciones que permiten explicitar y socializar el con-

tenido de la propuesta a través de distintas formas de enunciación y

organización. Hay numerosos ejemplos de modificaciones producidas al

respecto a través del tiempo. Tal como expresa Cols (2011), se trata de

prácticas reguladas institucionalmente regidas por criterios de orden cu-

rricular y pedagógico (esto explica cambios en relación con las prescrip-

ciones sobre objetivos o en las tipologías adoptadas para especificar los

contenidos de la enseñanza).

Considerando lo expuesto sobre los componentes presentes en el pro-

ceso de planificar, se puede establecer que el marco de la programación de

la enseñanza se produce a partir de un conjunto de normas institucionales

(que es variable y su fuerza prescriptiva tal como lo mencionamos pre-

viamente varía de acuerdo con las instituciones educativas) y de un modo

de ver las cosas o “marco mental” del profesor (Feldman y Palamidessi,

2001). Se trata de modos generales de definir la situación que los pro-

fesores ponen en juego: son producto de su conocimiento y de su expe-

riencia y forman una amalgama personal que define perspectivas que
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no son, en sentido estricto, “teorías”. Estas perspectivas proporcionan

orientaciones generales y valores educativos, su sistematicidad es mucho

menor y son pasibles de interpretaciones diversas.

Según Salinas (1997), no hay una única, absoluta y verdadera res-

puesta a la pregunta de cómo debería el profesor planificar su enseñanza.

Hay diferentes respuestas y cada una se encuentra asociada a formas de

entender y pensar sobre la enseñanza, el currículo, los contenidos, los

estudiantes y las instituciones educativas.

IV. El currículum como prescripción de la tarea docen-
te y la enseñanza

Palamidessi y Gvirtz (2001) sostienen que, durante la planificación,

los docentes realizan una traducción e interpretación del contenido cu-

rricular (o contenido a enseñar) transformándolo luego en el contenido

enseñado. En este caso, para el nivel superior, podemos mencionar dis-

tintas fuentes, según el ciclo de formación en el que se encuentren en el

plan de estudios: una formación básica referida a los códigos, para luego

articular con una formación que asume la enseñanza de la práctica pro-

fesional del abogado. El contenido a enseñar encuentra su concreción en

la interpretación que realiza el docente en el momento de planificar su

tarea y de presentar sus clases. El contenido enseñado deriva de las in-

fluencias del currículum, de los textos y de la cultura pedagógica de los

docentes (lo que ha sido internalizado por los docentes a partir de su

propia formación y se manifiesta en el tratamiento que hacen de los

contenidos).

Lo prescripto se transforma: siempre se resignifica, se recrea, en oca-

siones se modifica en forma deliberada, se secciona o se rechaza, inclusive

cuando se cree que se lo “aplica”. Es cierto que lo que acciona los procesos

de apropiación es una determinada prescripción curricular; pero también

es cierto que los procesos de apropiación son procesos de significación

que, de modo ineludible, devienen en transformaciones.

Para terminar, acordamos con Cappelletti y otros (2011: 411) que “...es

necesario conceptualizar a la planificación como aquella herramienta que

permite analizar la realidad, en lugar de forzar para que esta se adecue

a la primera. De ahí que en el profesorado se trata de formar profesores

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 87-128. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

95



desde un discurso que no se halle montado en el ‘deber ser’ sino en lo

que efectivamente se realiza en las situaciones de la práctica...”

V.  Las concepciones de los docentes y su relación con la
planificación

Las concepciones docentes han sido estudiadas en reiteradas opor-

tunidades por distintos especialistas (Greeno, 1989; Grossman, 1990; Clark

y Peterson, 1986; Pozo, 2006). En términos generales, estos sostienen que

las actividades que los profesores desarrollan en sus aulas o fuera de

ellas parecen estar orientadas por distintas ideas, presupuestos y supues-

tos implícitos que, a su vez, constituyen un filtro que regula el estilo

personal de enseñar y las decisiones que se toman durante la instrucción.

Las concepciones entendidas como formas de creencias, interpretaciones,

supuestos, expectativas, etc., permiten comprender cómo piensan, cons-

truyen y actúan los profesores en la práctica.

Fenstermacher y Soltis (1999) definen las concepciones sobre la en-

señanza como  creencias, supuestos, pensamientos  que permiten com-

prender cómo piensan, construyen y actúan los profesores en la práctica.

La enseñanza está orientada por enfoques o concepciones que definen

modelos a seguir, una manera de pensar a los estudiantes, el ambiente

escolar, modos de interacción, el rol docente, la secuencia de las tareas

y la organización del conocimiento y que define los propósitos e inten-

ciones de quien enseña.

Por otro lado, se identifican distintas concepciones en torno a las

relaciones entre enseñanza y aprendizaje: la enseñanza como causa del

aprendizaje o relación directa entre enseñar y aprender, la enseñanza

mediando el aprendizaje –relación indirecta entre el enseñar y el apren-

der– y las concepciones que plantean una negación entre la enseñanza

y el aprendizaje. Estas concepciones demuestran que existen diferentes

modos de concebir la naturaleza del proceso de programación. Las va-

riaciones en los enfoques se vinculan con ideas acerca de la enseñanza

y el aprendizaje y con las formas de entender las relaciones entre las

instancias preactivas e interactivas, entre intenciones, propósitos peda-

gógicos y contextos de actuación.
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Bruner (1997) explora formas generales en las que concibe las mentes

de los aprendices y las prácticas pedagógicas que se derivan de ellas.

Sostiene que las interacciones están afectadas por teorías intuitivas so-

bre cómo funcionan otras mentes; estas teorías, que casi nunca se hacen

explícitas, son omnipresentes. Define cuatro modelos de pedagogías po-

pulares: cada una representa distintos presupuestos y determinadas re-

laciones entre la enseñanza y el aprendizaje, y describe la construcción

de un tipo de conocimiento. El autor propone cuatro modos de entender

la enseñanza ligados a las maneras de concebir la mente de los estu-

diantes: a) ver a los niños como aprendices imitativos: la adquisición del

“saber-cómo”; b) ver a los niños aprendiendo de la exposición didáctica:

la adquisición de conocimiento proposicional; c) ver a los niños como

pensadores: el desarrollo de un intercambio subjetivo y d) ver a los niños

como conocedores: la gestión del conocimiento objetivo.

De este modo, el autor explora los modos más generales en los que

se conciben las mentes de los aprendices, y las prácticas pedagógicas

que se siguen a esas formas de pensar la mente.

V.A. Dos enfoques sobre la planificación

Según Palamidessi y Feldman (2009), el proceso de programación de

la enseñanza puede ser entendido desde dos enfoques predominantes:

el enfoque sistemático, racional o técnico y el enfoque procesual o prác-

tico. Si bien ambas admiten variantes, comparten un conjunto de rasgos

que permiten mantener una clasificación de este tipo.

El primer enfoque está basado fundamentalmente en los aportes de

Tyler (1949), Taba (1974), Bloom (1956) y Gagné (1970), referidos en Pa-

lamidessi y Feldman (2009). La actividad de enseñanza es concebida como

una intervención de carácter racional, sistemática y técnica, en la que el

foco está situado en la búsqueda de los medios más apropiados para

alcanzar la eficacia en el cumplimiento de los propósitos educativos.

En este sentido, la planificación se vuelve una herramienta privile-

giada para garantizar los resultados esperados a través del seguimiento

de una serie predefinida de pasos. Se inicia con la definición de los ob-

jetivos de la clase; en función de ellos se estructuran los contenidos y

las propuestas de aprendizaje y se culmina con su evaluación (Cols, 2011).

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 87-128. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

97



Este ha sido el modelo predominante en la planificación de docentes

en formación en el sistema educativo argentino. La práctica de la plani-

ficación se enseña a través de la realización de secuencias técnicas espe-

cíficas, de una intervención de carácter racional. Siguiendo a P. John

(2006), la predominancia del modelo en los sistemas educativos reside

en su “elegante sencillez” (producto de su secuencialidad lógica y el

seguimiento de pasos establecidos) y en la hipótesis de que es preciso

iniciar por el modelo racional, secuenciado y por etapas para luego poder

complejizarlo.

A pesar de las posibles ventajas y del predominio en la formación

de los docentes, la planificación basada en el enfoque racional no con-

templa las contingencias, es decir, las incertidumbres que se prestan en

el aula producto de la interacción entre docentes y estudiantes, y de los

contextos propios de la situación de enseñanza (John, P., 2006). Incluso,

al ser una planificación tan parcelada, se corre el riesgo de volverse un

agregado de segmentos, y que el docente pierda su capacidad reflexiva

al momento de planificar (Bruner, 1996, en John, P., 2006).

Un segundo enfoque es el procesual o práctico, basado principalmente

en los aportes de Schwab (1961) y Stenhouse (1987), tomado de Palami-

dessi y Feldman (2009). A diferencia del tipo enfoque racional, se enfa-

tizan los aspectos subjetivos e intersubjetivos, estéticos y heurísticos. Este

enfoque plantea que la falta de correspondencia entre los objetivos es-

pecíficos y la complejidad de las aulas requiere que el docente tenga en

cuenta las estructuras de planificación de forma más natural. La plani-

ficación no se concibe como un conjunto de elementos secuenciales, li-

neales, sino que más bien se identifican momentos y etapas.

El modelo procesual propuesto por Stenhouse se fundamenta en la

idea de que es posible diseñar el currículum y organizar la enseñanza

sobre la base de principios de procedimiento que procuran dar criterios

para la selección del contenido por parte del profesor y definir el tipo

de proceso que se espera desarrollar en clase (Cols, 2011). En lugar de

trabajar sobre los objetivos, se especifica el contenido, aquello que debe

realizar el profesor –expresado según principios de procedimiento– y

una forma de justificación.
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Finalmente, Peter (2006) incorpora dos enfoques alternativos al ra-

cional o técnico: el interaccional y el dialógico. El modelo interaccional

(Alexander, 2000) focaliza en las interacciones que se dan en el aula, a

la manera de una composición musical. Alexander (ob. cit.) compara la

planificación interaccional con la estructura de una actuación musical en

la que la composición o la puntuación es análoga a la del plan, y el

propio desempeño cambia de acuerdo con la interpretación y la impro-

visación.

En el modelo dialógico, basado en la teoría sociocultural, en cambio,

se representa un problema y luego se construye un plan (la planificación

en sí misma). Lo cierto es que, con sus diferencias, los modelos alterna-

tivos a la planificación racional han enfatizado en la necesidad de que

el docente fortalezca las competencias ligadas al diseño del currículum

y a la planificación de clases y, en este sentido, las alternativas de los

modelos práctico/procesual, interaccional o dialógico permiten ofrecer

mejores respuestas ya que cuestionan la objetividad y universalidad con

que se piensa el proceso de enseñanza y de planificación por parte de

los docentes (John, P., 2006).

La planificación docente se relaciona con un conjunto de decisiones

que toma el docente a la hora de pensar su clase y llevarla a la práctica.

La pregunta que intentaremos abordar aquí es desde qué lugar o bajo

qué supuestos el docente toma decisiones y define su tarea y cómo re-

formula o redefine su planificación en el contexto de formación.

La tarea de diseño de la enseñanza supera la sola organización de

una clase; en ella se resuelven de manera explícita o implícita cuestiones

relacionadas al contenido, a las estrategias de enseñanza, al clima de la

clase (dependiente de la relación docente-estudiantes), al tipo de trabajo

que realizarán estudiantes y docentes, a las asignaciones de trabajo, a

los propósitos de la enseñanza, a las modalidades de evaluación de los

aprendizajes y de la enseñanza, a la concepción que tiene el docente de

los estudiantes y de la tarea de enseñar, a la imagen que el docente tiene

de sí mismo, a la adaptación que debe tener la enseñanza a las caracte-

rísticas de los estudiantes y el grado de individualización que debe adop-

tar y, finalmente, a los niveles de los logros deseados para los aprendizajes

(Camilloni, 1997).
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Si bien la estructura más clásica de la planificación está compuesta

por objetivos, contenidos, metodología y evaluación, actualmente es re-

levante la inclusión de otras tres dimensiones (Zabalza, 2006:160-161), a

saber: a) la contextualización del proyecto formativo en el escenario y

en los elementos que le dan sentido; b) las estrategias de apoyo a los

estudiantes, que contiene tanto actividades de recuperación como guías

didácticas y hasta tutorías, y c) los dispositivos para evaluar el desarrollo

del programa.

Tal como plantea Feldman (2010),4 independientemente del modo en

que se conciba la planificación, en general siempre aparecen algunos de

los siguientes componentes:

– La intencionalidad del curso o la clase expresada en términos de

propósitos y de objetivos.

– La selección de los contenidos, su organización y secuencia.

– Una especificación de estrategias, tareas y actividades. Además,

generalmente se realiza una definición de la distribución del tiem-

po, los recursos y la evaluación de los aprendizajes.

Hemos mencionado que al planificar, una de las acciones que realiza

el docente es seleccionar los contenidos. Al respecto, Feldman (2010:51)

advierte que la selección no consiste en “elegir de stock”, sino que “cuando

se selecciona, se recontextualiza y se representa el conocimiento para su

comprensión (...) la definición de contenidos supone inclusiones y ex-

clusiones”.

Bourdieu y Gros (1990)5 proponen una serie de criterios para la se-

lección de contenidos. A continuación, se sintetizan dichos criterios:

1) Es fundamental revisar periódicamente los programas y compen-

sar lo que se agregue suprimiendo alguna cosa anterior.

2) La selección debe asegurar progresividad en el avance, así como

la posibilidad de revisar y retomar temas, conceptos o ideas ya

estudiados.

4 Feldman, D. (2010), Didáctica general, 1ª ed., Buenos Aires, Ministerio de Educación
de la Nación.

5 Estos autores definieron los criterios mencionados como resultado de una tarea en-
cargada por el Gobierno francés a una comisión de intelectuales con el objeto de
producir recomendaciones para una reforma de los planes de estudios de dicho país.
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3) Es necesario asegurar la asimilación de los modos de pensamiento

fundamentales de un campo disciplinar, así como las técnicas de

estudio para aproximarse a aquel.

4) El programa debe poder cumplirse sin que sea una proeza. Esto

implica tomar decisiones en relación con la extensión y la pro-

fundidad, tensión siempre presente a la hora de planificar un pro-

grama o una clase.

5) Todo programa debe ser capaz de justificar la exigibilidad de

sus contenidos, es decir, se debe poder justificar cuáles son los

motivos por los que se incluyeron dichos contenidos y no otros.

También se debe poder garantizar la transmisibilidad de esos

contenidos (si pueden ser transmitidos en el tiempo disponible

y con los conocimientos previos con los que cuentan los estu-

diantes).

6) Un proceso de selección de contenidos debe diferenciar qué as-

pectos del conocimiento resultan obligatorios y cuáles son de im-

portancia, pero pueden ser opcionales para los estudiantes.

Además de seleccionar los contenidos, los docentes tienen que orga-

nizarlos bajo determinadas formas: en función de los campos discipli-

nares, por centros de interés o por proyectos. Asimismo, la secuenciación

de los contenidos implica una decisión respecto del orden en que se

enseñará y el cuerpo organizado de conocimientos.

La definición de las estrategias y las actividades implica considerar

las tareas concretas y experiencias que tendrán los estudiantes para al-

canzar los objetivos y apropiarse de los contenidos propuestos. Las ac-

tividades conforman un conjunto de tareas y prácticas que ponen en

contacto a los estudiantes con experiencias y modos de apropiación del

conocimiento y desarrollo de competencias. Existen estrategias y activi-

dades con  distintos grados de estructuración de la tarea, configuran-

do distintos ambientes de enseñanza y de aprendizaje. La evaluación de

los aprendizajes también constituye un componente sumamente impor-

tante de la programación y un momento clave de la enseñanza. Camilloni

(1998) define la evaluación como un proceso que consiste en recoger

información acerca de determinados objetos, conductas o planes, a partir

de la cual se emiten juicios de valor para tomar ciertas decisiones. En
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ese sentido, “la evaluación no tiene un fin en sí misma. No se evalúa

por evaluar. Se evalúa para tomar decisiones con respecto a la marcha

de un proceso” (p. 69). La programación de la evaluación supone tomar

decisiones sobre cuáles serán evidencias de los aprendizajes de los es-

tudiantes, con qué instrumentos se recogerá la información requerida,

cómo se analizará dicha información y qué se hará con esta, es decir,

qué decisiones se tomarán con los resultados.

Teniendo en cuenta que la enseñanza siempre opera en situaciones

de restricciones, que es una actividad que diseña ciertas acciones para

lograr sus propósitos y que tiene que operar en un contexto de multi-

plicidad y complejidad, podemos afirmar que la enseñanza es una acti-

vidad que requiere de programación.

Yániz Álvarez de Eulate (2006) destaca la importancia de la planifi-

cación docente para el desarrollo de competencias en la formación uni-

versitaria. Menciona una serie de principios a tener en cuenta:

– La construcción activa de significados a partir de los conocimientos

previos.

– La alternancia de lo global a lo específico para volver a lo global.

– La aplicación.

– La distinción entre contenidos y procesos.

– La significatividad.

– La coherencia entre las actividades de enseñanza, las de aprendizaje

y las de evaluación con la competencia.

– La integración.

– La transferencia de tareas, de conocimientos y de capacidades.

Para finalizar este apartado, vale la pena puntualizar que existe una

estrecha relación entre la planificación y la flexibilidad que puede tener

el docente para contemplar aspectos no anticipados al momento de poner

en marcha la hipótesis de trabajo realizada.

Análisis de las planificaciones y de los relatos construidos acerca

de ellas

Las planificaciones fueron realizadas por estudiantes que cursaron

el profesorado durante los años 2013 y 2014. Tal como se menciona en
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el  apartado correspondiente a  lo metodológico, relevamos y analiza-

mos los siguientes documentos:

– Planificaciones realizadas de las clases a dictar en el marco de la

Residencia Docente del Profesorado en Ciencias Jurídicas de la Fa-

cultad de Derecho de la UBA.6

– Ejercicio Reflexivo Narrativo acerca de los cambios realizados en

esa planificación.

En primer lugar, interesa señalar algunas de las características de los

textos escritos. El análisis de las planificaciones (primera versión y última

versión) resulta relevante para focalizar acerca de:

– la formulación de Propósitos y Objetivos;

– las actividades (aspectos referidos a la formulación de consignas,

tiempos, recursos previstos);

– la pertinencia (relación actividad, contenidos, propósitos, obje-

tivos);

– considerando estos aspectos, se presentará una sistematización des-

criptiva.

En relación con el ejercicio narrativo, resulta relevante el análisis del

texto de McEwan7 en particular, quien retoma de los aportes de Ricoeur

la idea de que al contar historias no solo se registra el surgimiento de

las prácticas, sino que estas se alteran. Por lo tanto, “en la medida en

que cuenta historias acerca de la enseñanza, la investigación sobre ella

está inevitablemente orientada hacia la modificación de las maneras de

pensar y actuar de los docentes, ya que contribuye a introducir cambios

en los lenguajes que constituyen sus prácticas”.

Según Schön,8 la reflexión es “una forma específica de pensar en las

prácticas profesionales, un conocimiento en acción que no es meramente

6 La consigna de trabajo propuesta a los residentes que constituyó el corpus de nuestra
investigación fue:
a) Presentar las planificaciones finales de los niveles secundario y superior (con las
que fueron a la clase).
b) Seleccionar la planificación de una clase en su primera versión y la última.
c) Elaborar un texto reflexivo donde se explique y fundamente los cambios realizados
hasta llegar a la última versión.

7 McEwan, H. (1997), op. cit., p. 256.
8 Schön, D. (1983), La formación de profesionales reflexivos, Paidós, p. 50.
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verbal...”. Cuando el profesional reflexivo trata de explicarse lo que pasa,

reflexiona también sobre los conocimientos que estaban implícitos en su

acción; conocimientos que saca a la luz, critica, reestructura e incorpora

a acciones posteriores. Estos conocimientos no se refieren a una reflexión

de sus prácticas analizadas en un contexto sociopolítico o cultural sino

en el interior del aula para contribuir a su desarrollo profesional.

En la racionalidad técnica, los profesionales abordan y solucionan de

modo riguroso los problemas instrumentales con los medios adecuados

para tal fin. Pero la falta de una organización y estructuración de la

actividad profesional se evidencia cuando surgen diversas dificultades

en la propia práctica, “zonas indeterminadas”, grises, con ausencia de

criterios de ejecución y métodos para lograrlos, lo cual provoca un alto

grado de incertidumbre que no encuentra respuestas en la racionalidad

técnica mediante la aplicación de teorías o técnicas aprendidas en su

formación profesional. Schön parte de la base de que una porción im-

portante de nuestro conocimiento cotidiano es tácita e implícita. La re-

flexión sobre el conocimiento en la acción suele comenzar cuando se

produce algo que trastorna o que es complicado en apariencia y el in-

dividuo trata de explicárselo. Desde el punto de vista de Schön, los pro-

fesionales construyen repertorios de ejemplos, imágenes, conocimientos

y acciones “que utilizan para centrar y enmarcar el problema que tienen

entre manos”.9

Complementando los aportes de Schön, Hatton y Smith10establecieron

a partir de sus investigaciones categorías de escritos con distintas mo-

dalidades de reflexión, de menor a mayor profundidad:

1) Descripciones no reflexivas: informan acerca de hechos o bibliografía.

2) Reflexiones descriptivas: intentan proveer razones basadas con fre-

cuencia sobre opiniones personales y experiencias previas más

que sobre evidencias de la literatura o la investigación.

3) Reflexión dialógica: es una forma de discurso deliberativo con uno

mismo, que explora posibles razones, establece relaciones con co-

nocimientos previos, conocimientos producidos en investigacio-

nes, fuentes bibliográficas.

9 Op. cit., p. 141.
10 Hatton y Smith, op. cit.
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4) Reflexión crítica: da cuenta de las razones en la toma de decisiones

considerando el contexto histórico, social y político. Incluye de-

cisiones acerca de acciones futuras basadas sobre argumentos y

razonamientos.

Sin embargo, en la práctica concreta, en los programas de Formación

Docente, muchas veces estos dispositivos no son considerados relevantes

dada la dificultad para la escritura que pueden presentar los estudiantes.

En esta investigación hemos relevado que, con una consigna de escritura

planteada apropiadamente, acordada con los estudiantes, se favorecen

los procesos de autorreflexión y metacognición de las propias acciones

que realizan como docentes. En este sentido, se transforma en una opor-

tunidad.

En investigaciones anteriores (UBACyT D411 y UBACyT 20020090200239)

ya hemos indagado acerca de los dispositivos de escritura y su poten-

cialidad en el marco del paradigma reflexivo. En ese sentido, el análisis

realizado es coherente con el anterior. En este caso, el aporte se vincula

con la posibilidad que brinda cualquier texto elaborado en el marco de

las condiciones mencionadas, que los docentes noveles realicen. Es decir:

no se trata de “solo aquellos que saben escribir” o “solo aquellos a los

que les gusta hacerlo”. La escritura reflexiva en torno a los cambios rea-

lizados en la planificación habilita la reflexión sobre la enseñanza, más

allá de las cualidades o predisposiciones que los “escritores” tengan en

relación con el proceso de escritura.

A continuación, presentamos una tabla que organiza y sistematiza la

información relevada para desarrollar el análisis.

Tabla 1: Distribución de Planificaciones analizadas

según el nivel de escolaridad en el que se ubican

Número de casos

Planificaciones seleccionadas en el nivel secundario 21

Planificaciones seleccionadas en el nivel superior 11

Total 32

Fuente: Elaboración propia.
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De acuerdo con la propuesta de análisis y de escritura presentada

en el marco de esta investigación, cada docente novel elige su planificación

para analizar. No hay indicación sobre ello: resulta interesante anticipar

que los dos tercios del universo relevado refirieron las planificaciones a

sus clases en el nivel secundario. Esto nos permite preguntarnos acerca

de distintos aspectos, que serán profundizados en el análisis específico

que realizaremos. Por ejemplo: ¿Qué aspectos “cambian” en la planifi-

cación? ¿Qué motiva esos cambios? ¿Por qué las planificaciones elegidas

son más numerosas en el nivel secundario?

El otro documento analizado es la narración realizada por cada es-

tudiante acerca de los motivos que llevaron adelante esos cambios pro-

puestos.

Allí analizamos:

– Los niveles de reflexión de los que da cuenta el texto realizado,

con la categoría referida anteriormente: Hatton y Smith (1995).

– El contenido de la reflexión, ¿sobre qué aspectos reflexionan? To-

maremos este aspecto en función con las categorías construidas a

partir de la investigación anterior:11 se reflexiona sobre lo organi-

zativo, sobre el contenido y sobre la socialización.

11 En la investigación anterior, UBACyT 20020090200239, se construyó una categoriza-
ción para los nudos de sentido sobre los cuales los IC se produjeron: no se trata solo
de presentarlos en relación con el nivel de enseñanza en el que se produjeron, sino
de hallar lógicas para su tematización. En este sentido, la primera referencia la cons-
tituye aquello que Estela Cols (2011) menciona en relación con la esfera de lo orga-
nizativo en la enseñanza: �...ligada a la definición y sostén de un encuadre de trabajo
y al manejo o gestión de la clase...� (2011:74). Tal como lo menciona la autora, esta
categorización resulta útil desde el punto de vista analítico, pero no puede pensarse
en términos de entidades discretas. La segunda categoría refiere a lo académico. Los
IC problematizan aspectos que involucran contenidos disciplinares de referencia, sa-
beres previos de los alumnos, la distancia entre unos y otros de los mencionados
anteriormente. También al tipo de estrategia de enseñanza en función del contenido,
al tipo de demanda cognitiva prevista para los alumnos. Esta categorización toma
como referencia la definición de tarea académica propuesta por Doyle (1983), en el
sentido de que los estudiantes probablemente aprenderán aquello que las actividades
que se les proponen los mueva a realizar. Pero, al mismo tiempo, excede a esta
apreciación: tal como lo planteamos en este trabajo de investigación, la categoría de
lo académico reúne aquellos relatos que se preguntan, cuestionan o problematizan
contenidos, saberes, recursos previstos para las clases. La tercera categoría que po-
nemos en juego es la que denominamos socialización. En torno a ella se agrupan
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– El motor de la reflexión, ¿a partir de la intervención del tutor?,

¿autogenerado?, ¿otro?

Estos interrogantes guiaron el análisis que estamos comenzando a

mostrar. A continuación, presentamos un cuadro que proporciona una

panorámica de esta situación.

Tabla 2: Distribución de las categorías sobre el contenido

de la reflexión acerca de la planificación (lo académico,

lo organizativo, la socialización), según nivel

Nivel

Cantidad
total de
planifi-
caciones

Referencia a

Lo organizativo Lo académico La socialización

32 9 % por
nivel

%
total 18 % por

nivel
%

total 5 % por
nivel

%
total

Secundario 21 7 78% 28% 12 80% 56% 2 40% 16%
Superior 11 2 22% 6 40% 3 60%

Fuente: Elaboración propia.

Como puede observarse de la lectura del cuadro, el contenido del

84% de las narraciones reflexivas analizadas se refieren a las categorías

de lo organizativo y de lo académico. Solo un 5% refiere a la categoría

socialización. Otro aspecto a señalar que surge de los datos del cuadro

es que el contenido de la reflexión se concentra en el nivel secundario,

el más alto porcentaje focaliza en las cuestiones comprendidas en la te-

mática de lo académico. Por otro lado, el 56% de las reflexiones remiten

a cuestiones académicas. Por supuesto, estas no son las únicas inferencias

que pueden realizarse de los datos que brinda el cuadro, pero son aquellas

en las que primero queremos focalizar.

aquellos relatos de IC que ponen de relevancia aspectos muy vinculados a la cons-
trucción de la posición docente, refiere a las prácticas profesionales, al ejercicio del
rol, a la tensión entre novato y experto, o a los vínculos con los docentes y alumnos.
Es aquella que prioriza aspectos de la institucionalización del docente novel, en el
sentido de su socialización profesional como docente en el marco de la institución
escolar.
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Otro de los aspectos que interesa presentar a fin de brindar una pri-

mera aproximación, panorámica, de la información relevada en las pla-

nificaciones es la siguiente:

Tabla 3: Distribución según nivel de

reflexión y nivel de escolaridad

Tipo/nivel de reflexión

Descriptiva Dialógica Crítica

Secundario 9 7 5

Superior 5 4 2

Total 14 11 7

Fuente: Elaboración propia.

Esta categorización considera los aportes de Hatton y Smith (1995)

sobre los niveles de reflexión docente que mencionamos anteriormente.

Es interesante observar que el 44% de las narraciones relevadas se en-

cuadran en un nivel de reflexión descriptiva y el 31% en el nivel siguiente

(en grado de profundidad). El 25% se ubica en el porcentaje de reflexión

crítica. De acuerdo con esta distribución, y en términos de fortalecer los

procesos formativos de los docentes noveles, resulta pertinente proponer

dispositivos pedagógicos que potencien las prácticas reflexivas.

Focalizando en este aspecto, cabe señalar algunas cuestiones ya men-

cionadas en investigaciones anteriores (D 411 y 20020090200239). Las

narraciones realizadas hacen visible uno o más aspectos que han resul-

tado lo suficientemente potentes a la reflexión: el solo hecho de reco-

nocerlos y narrarlos resulta una oportunidad reflexiva. Aun cuando se

trate de una descripción anecdótica, ofrece una mirada recursiva so-

bre algún aspecto complejo acerca de las prácticas de enseñanza y de

su contexto, en el marco de la anticipación que se promueve cuando

se realiza la planificación de la clase. Quien escribe, dialoga consigo

mismo, con las distintas posibilidades de llevar adelante una clase. Pro-

bablemente, el abordaje que identificamos con un nivel de reflexión crí-

tica sea el que mayor potencialidad suma para los procesos formativos,
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dada su flexibilidad en el análisis, las posibilidades que evalúa, las al-

ternativas que presenta.

“...En el nivel secundario había preparado para mi última clase una ac-

tividad en la que tenían que elaborar un CV para uno de los avisos de

empleos creados en la clase anterior. Aplicaríamos así lo realizado en

la clase anterior, ya que cada uno había elaborado su CV. Pero cuando

mi profesora me vino a ver me dijo que por qué no llevaba yo unos

CV que interpelaran la producción de los alumnos, ya que, como experta

en el contenido, yo podía anticipar variables que ellos no, y que además,

es relevante contrastar con un contexto real. Esto me llevó a reflexionar

acerca de lo importante que es no solo lograr que los alumnos puedan

realizar la actividad ‘escolar’, sino generar un espacio propicio para la

reflexión, pensando en el valor que tiene el contenido enseñado para

los estudiantes y para la sociedad (Doyle, 1995). ¿Qué ocurre hoy cuando

una persona discapacitada busca empleo? ¿Cuántas personas son exclui-

das hoy del mundo laboral por tener determinada edad o por su con-

dición sexual? Esto me llevó a revisar la planificación de la siguiente

clase, que pasó de tener asignado un contenido lineal, procedimental y

sin complejidad a revisarla proponiendo la problemática social inherente

a esta actividad...” (Relato reflexivo nro. 1).

Consideramos, como hemos mencionado, que un aspecto a fortalecer

en el trabajo en los trayectos de formación docente es el que favorezca

el análisis profundo y reflexivo crítico de diferentes situaciones y prácticas

de enseñanza, en este punto, el análisis reflexivo de las planificaciones

que se realizan.

V.B. Acerca de los relatos reflexivos y del análisis de las planifi-

caciones realizadas para el nivel secundario

Intentaremos referirnos al análisis de las planificaciones que corres-

ponden a clases del nivel secundario. La primera mención debe referir

a que el 66% de las reflexiones sobre el proceso de planificación corres-

ponden al nivel secundario. Del mismo modo que se presenta en las

conclusiones del trabajo de investigación anterior, los mayores interro-

gantes surgen para la actuación profesional de este nivel educativo. En

el caso particular de la formación pedagógica en Ciencias Jurídicas, la

hipótesis empírica que el equipo de investigación viene construyendo a
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partir del trabajo cotidiano y el análisis de la práctica de formación de

docentes en la asignatura Residencia, considera los siguientes aspectos.

El nivel secundario resulta complejo para los docentes noveles en general

porque:

– La planificación de las clases requiere de la selección, de la reelabo-

ración del contenido y de la definición de sus alcances. Esto significa

que, más allá de la rigurosa formación disciplinar que han recibido

en su carrera de base, los procesos de enseñanza en escuela se-

cundaria (y más aún en los primeros años de escolaridad) requieren

de la transformación del contenido: no tienen que enseñar lo que

ellos aprendieron en la facultad (los códigos y las prácticas profe-

sionales, aun a riesgo de banalizar la afirmación) sino que se trata

de un contenido específico, objeto de enseñanza de asignaturas

como Educación Cívica, Formación Ética y Ciudadana, Construc-

ción de Ciudadanía. Los abogados entonces, ahora en su función

docente, deben poner sus saberes a disposición de una transfor-

mación, de la reelaboración de un nuevo contenido que se proponen

enseñar.12 Esta situación no es sencilla para ser transitada: además

del desafío de la enseñanza tienen que reelaborar el contenido,

tomando como fuente su formación académica en la universidad,

entre otras. La tensión que se produce entre “enseñar lo que resulta

correcto epistemológicamente, desde la mirada del Derecho”, y “lo

que resulta relevante para los destinatarios (alumnos de escuela

12 En ocasiones esto puede entenderse como parte de la operación de transposición
didáctica, entendida como la transformación del saber científico en un saber posible
de ser enseñado. La importancia de este concepto reside en el quiebre de la ilusión
de correspondencia entre el saber que se enseña y el conocimiento específico de la
disciplina en el ámbito académico. El saber que forma parte del sistema didáctico
no es idéntico al saber científico. Esta distancia entre el saber a enseñar y el saber
científico es negada porque de dicha negación depende, en parte, la legitimación. La
transformación de los conocimientos en su proceso de adaptación supone la delimi-
tación de conocimientos parciales y su descontextualización y, finalmente, una des-
personalización (Chevallard [1991], La transposición didáctica: del saber sabio al saber
enseñado, Buenos Aires, Aique). Sin embargo, consideramos que no se trata de esto.
Esa operación de transposición se produce en todos los casos de la enseñanza. Lo
que estamos mencionando es específico del caso de las Ciencias Jurídicas y del De-
recho. Se trata de casos de asignaturas escolares creadas para el dispositivo de esco-
laridad, que no tienen una referencia única a un campo disciplinar de base.

La planificación de la enseñanza en la formación de profesores en Ciencias

Jurídicas

Rebeca Anijovich – Graciela Cappelletti

110



secundaria)” muchas veces se resuelve por la primera opción. Y

en ocasiones, los enfrenta a situaciones críticas en sus prácticas de

enseñanza.

– Los modelos de formación en la enseñanza del Derecho por los

que atraviesan en sus carreras, priorizan la memorización de los

códigos.13 La construcción del conocimiento que los abogados rea-

lizan para su práctica profesional como abogados, el significado

que construyen para ello, es la sobrevaloración de los códigos (per-

tinente con su desempeño profesional). Sin embargo, cabe pregun-

tarse si esto se corresponde también con la enseñanza de nivel

secundario. Es decir, ¿enseñar exclusivamente los códigos en la

escuela secundaria? En numerosas ocasiones, hemos observado que

los abogados estudiantes del profesorado naturalizan esta situación

y resulta complejo promover la reflexión sobre este aspecto.

V.C. ¿Sobre qué se reflexiona en el análisis de las planificaciones

de nivel secundario?

Sobre lo académico:

Del análisis de las narraciones que realizan los residentes y de las

planificaciones que presentan en relación con lo académico aparecen:

– Sobre el valor de la planificación y el valor que tiene para el diálogo

entre quien planifica y quien la lee.

“...Me pedían cambios en las planificaciones: el contenido no estaba bien

delimitado, no se sabía bien qué iba a enseñar en clase. Tampoco estaban

explicitadas las preguntas que iba a formular en clase. Yo primero me

ofusqué: ¿cómo que el contenido no estaba bien definido? Y además,

¿no era ridículo que me pidieran las preguntas escritas en la planifica-

ción? ¿Si yo no sabía qué iba a preguntar? Y en ese mismo momento me

di cuenta. Si yo no sabía (...) Y me apareció el texto de Schön y la formación

de profesionales reflexivos (...) Y Jackson y el momento preactivo de la

enseñanza (...) Claro que sí. Tenía que pensar preguntas, algunas para

mí, que después vería si las jugaba en la clase. Eso me ayudaría a que

se entienda para que la profesora sepa qué es lo que quiero lograr. Yo

13 Se puede profundizar esta idea en Böhmer, Martín (comp.), La enseñanza del derecho
y el ejercicio de la abogacía, Barcelona, Gedisa, 1999.
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era de los que al principio pensaba que la planificación era como un

papeleo (...) Ahora sé que sin eso no hay modo de comunicar a otros

qué espero de la clase. Mi tutor necesita tanto como yo que la planifi-

cación exprese lo que anticipo hacer en clase...” (Relato reflexivo nro. 14).

En  este fragmento, como en otros, se pone  en evidencia  distintas

cuestiones recurrentes en el marco del proceso de planificación de las

clases: las incomodidades que trae el hecho de que los tutores soliciten

explicitaciones (y en ocasiones cambios) a lo previsto por los residentes,

la percepción de la planificación como instancia burocrática, la función

comunicativa de la planificación como un intento de visibilizar el código

currículum y pedagogía (Bernstein, 1995).

– Sobre las características de las actividades.

Tanto desde el análisis realizado sobre las planificaciones como a

partir de las narraciones, los residentes focalizan su análisis en el tipo

de actividades que van a realizar, independientemente de las estrategias

de enseñanza que se propongan llevar adelante en sus prácticas. Puede

ser  acerca  de las  preguntas que van  a formular en el marco de una

exposición o del caso que van a proponer para que los estudiantes re-

flexionen.

“...Los alumnos responderán las preguntas formuladas por el docente,

decía la planificación que yo misma escribí. Cuando leí lo que escribí

no me hizo ruido porque así fue como yo aprendí, pero debo decir que

algo me hizo ruido. Y obviamente la planificación volvió con los co-

mentarios de mi tutora: ¿Qué preguntas? ¿Podés anticiparlas? Creo que eso

te ayudaría a tener claro qué es lo que querés enseñar y cómo lo vas a hacer.

Pero además..., ¿exponer y hacer preguntas es la única manera posible? Y eso

fue, aunque suene exagerado, un momento de quiebre para mí. ¡Se me

cayó todo el profesorado encima! Claro que de eso se trataba (...) De

pensar cuáles son los mejores modos de enseñar para que los alumnos

puedan aprender...” (Relato reflexivo nro. 9).

Consideramos que este relato muestra el tono de las reflexiones pro-

piciadas y esperadas. La función de planificar en términos de prever la

enseñanza, como habitualmente, pero también la posibilidad de que se

transforme en un ejercicio reflexivo en el marco de los dispositivos de

formación.
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– Sobre la formulación de las consignas de actividades.

Si bien este aspecto se relaciona con el anterior, tiene cierta especifi-

cidad. La formulación de consignas de trabajo tienen una especificidad

relevante, dado que presenta y propone las tareas que visibilizan las

estrategias de enseñanza definidas por el profesor, a la vez que consti-

tuyen un modo de comunicar. En las planificaciones, en ocasiones las

consignas de trabajo no se presentan “escritas” en la primera versión y

aparecen de este modo:

“...Los alumnos escucharán la exposición y responderán a las preguntas

formuladas por el docente...” (Primera versión de la planificación/R. nro. 3).

“...Les repartiré un caso para el análisis y lo resolverán en grupos de 4

o 5...” (Primera versión de la planificación/R. nro. 23).

Los profesores tutores de los residentes enfatizan en la necesidad de

explicitar las consignas en las planificaciones, anticipar preguntas, mos-

trar las actividades: si la tarea es “pensar con el residente”, resulta ne-

cesario que se visibilice la tarea planeada para que los estudiantes la

realicen. Este aspecto aparece también referido en las narraciones refle-

xivas realizadas.

“...Cuando recibí la primera devolución de la planificación lo más im-

portante era que me pedían que ¡enviara los casos! No le di demasiada

importancia al comentario, pensé que era una exigencia desmedida. Pero

como era lo pactado, escanée y envié los artículos de diario que había

seleccionado y escribí las preguntas (...) Quiero confesar que me dio

vergüenza de mí misma la nueva devolución. M. me corrigió las pre-

guntas (que yo había escrito hasta con errores ortográficos) y el tipo de

redacción que realizó, el pedido de contextualización del caso, me enseñó

no solo para esa vez. Ni qué hablar de que por suerte me pidió que

adaptara las noticias, dado que no iban a llegar a leer el material en el

tiempo previsto. (...) a veces pienso que esas ‘ayudas’ que te dan son

más valiosas para aprender que muchísimas clases en las que estuve

sentada escuchando...” (Relato reflexivo nro. 17).

– Sobre las adecuaciones y definiciones que hay que considerar a la

hora de definir el contenido a enseñar.

En el marco de trabajo de la cátedra, como se ha mencionado en este

mismo trabajo de investigación, uno de los problemas que se presentan

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 87-128. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

113



en el nivel secundario para los residentes, es comprender que el contenido

es parte de una construcción que ellos tienen que realizar. El trabajo con

la realización de la planificación, esas “idas y vueltas” colaboran con esa

comprensión que se ve potenciada cuando se proponen ejercicios refle-

xivos sobre ello.

“...Pero mi intención no era solo que lo supieran, porque en ese caso

les podría haber llevado un texto de diario que hablara de ese tema. La

idea de esta clase era ir más allá del conocimiento superficial (Litwin,

2008), no era solo conocer sino dimensionar y valorar este problema, y

para ello se partía de los CV que llevé, de los que armaron ellos y de

una guía de preguntas que los invitaba a reflexionar y en la que se

preguntaba, por ejemplo: ‘Siguiendo con la actividad planteada ante-

riormente, si tuvieran que hacer una selección entre el postulante Juan

Lacace y los postulantes de los CV entregados por sus compañeros, ¿a

quién elegirían y por qué?’ Pero claro, al plantear este tipo de actividad

el propósito de la clase también se modificaba y entonces el nuevo fue:

‘Promover la concientización de los alumnos sobre las diversas proble-

máticas actuales en relación con la búsqueda de empleo’...” (Relato re-

flexivo nro. 1).

– Sobre lo organizativo.

Del análisis de las narraciones que realizan los residentes y de las

planificaciones que presentan en relación con lo organizativo, las preo-

cupaciones tienen que ver con aspectos propios con la gestión de la clase.

Cabe señalar que aparecen cuestiones acerca del tipo de la organización

de la clase desde sus aspectos más evidentes y observables (como el

armado de grupos o distribución de tareas) y la preocupación por la

organización de los tiempos en la clase. Como se ha referido en el trabajo

de investigación anterior (UBACyT 20020090200239), estas preocupacio-

nes deben dimensionarse en el marco del proceso de formación de los

estudiantes del profesorado. Resulta relevante esta aclaración, porque

sin esta contextualización, las preocupaciones expresadas pueden enten-

derse como poco relevantes. En función de analizar los procesos forma-

tivos, estas preocupaciones pueden potenciar el trabajo en el marco del

Profesorado en Ciencias Jurídicas.

En relación con el tema de la previsión de los tiempos, cabe señalar

que, en las planificaciones relevadas, más allá del formato elegido por
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los alumnos para la presentación de esta, siempre los tiempos están in-

dicados, con un grado de precisión y de anticipación que, en ocasiones,

está más ligado –desde la percepción de los tutores– con una necesidad

de “tener todo bajo control” que con una interpretación realista de lo

que sucede en las clases (por ejemplo: 3 minutos para la presentación

del residente, 10 minutos de exposición, 5 minutos de preguntas o dudas

de los estudiantes...).

A continuación, presentamos algunos ejemplos que dan cuenta de

las reflexiones sobre los procesos de planificación:

“...En mi planificación yo había puesto ‘trabajo en grupos’ para la activi-

dad del análisis del caso, y había destinado 5 minutos para eso. Me doy

cuenta de que L. realmente miró los minutos y me preguntó: ‘¿Tan poco

tiempo para el trabajo en grupo?’. Yo le respondí: ‘Es una actividad corta

y sencilla, ¿viste?’. Y ella me repreguntó: ‘¿Y ya están ubicados en grupo?’.

Me incomodé (...) ¿Cómo se me había pasado ese ‘detalle’? No era un de-

talle (...) Recordé a los chicos, lo que costaba que se sienten en sus bancos,

como vi en la observación previa. Y por supuesto reformulé los tiempos.

Hecho que me hizo además reformular las cuatro clases que había plani-

ficado, porque la distribución sería otra...” (Relato reflexivo nro. 5).

“...Una cuestión que valoro del proceso de planificar es esa tranquilidad

que me da pensar en Plan A, Plan B y Plan C, como dice G. en las

clases. Mi principal miedo es que me sobre tiempo. Y me preocupaba

que eso pasara, porque en la práctica simulada de observación me había

pasado. Prever y planificar más actividades me tranquilizó. Si no fun-

cionaba el video previsto, tenía otra cosa; si algo sucedía que me hacía

dudar de lo que iba a realizar, tenía otras opciones ya previstas. El tema

de los tiempos es una preocupación, una ansiedad que planificar te ayuda

a minimizar...” (Relato reflexivo nro. 19).

“...[A]unque parezca un hecho menor, lo que más me preocupaba era

que quería hacer un trabajo grupal pero los bancos eran fijos en el aula.

No quería caer en la exposición y las actividades individuales (...) El

hecho de comunicarlo en la planificación hizo que pudiera resolverlo...”

(Relato reflexivo nro. 2).

– Sobre la socialización.

Cabe señalar que las reflexiones acerca de la planificación referidas

centralmente a la socialización son solamente dos. Ambas se refieren a

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 87-128. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

115



cómo resolver las situaciones del “comportamiento de los estudiantes

en clase”. Resulta relevante considerar cómo este aspecto es abordado

desde la planificación de la enseñanza. Ambas referencias muestran ade-

más modalidades de abordaje del problema que son diferentes. Y que,

puntualmente, los vinculan con el “tipo de profesor que quieren ser”.

Nuevamente en esta investigación valoramos el potencial de los ejercicios

reflexivos.

“...[L]as actividades planificadas no eran casuales. G. (tutora) me pre-

guntaba por qué solo exponía en un grupo de segundo año, si no había

otra forma (...) Y lo tuve que blanquear: tenía miedo de que se desor-

denaran (...) Yo veía cómo le había costado a la profesora de los chicos

mantenerlos quietos y me preguntaba qué iba a hacer si eso me pasaba

a mí. Fue bueno poder conversar sobre eso y pensar las alternativas. A

la hora de pensar mis planificaciones, sobre todo para secundaria, lo

que más me preocupa es la disciplina. Sobre el contenido y el modo de

enseñar me siento segura. Pero me da miedo que no me escuchen, se-

guramente con los años de práctica se me va a pasar...” (Relato reflexivo

nro. 16).

“...Dado que cuando observé la clase estuvieron muy inquietos, y algunos

no escuchaban o estaban atentos al profesor, me pregunté qué podía

hacer para que no me pasara eso. Y decidí hacer una propuesta de pla-

nificación que los hiciera buscar imágenes sobre el tema de la clase en

los celulares y que justificaran en grupos la elección. Por supuesto ya

había visto que todos tenían celulares. La actividad tenía el propósito

de comenzar el tema y de convocarlos a una tarea que les interesaba.

Pero mi principal preocupación era que me escucharan a mí, que no

estén distraídos y en cualquiera como yo había visto. No quiero ser un

docente al que no le importa lo que los alumnos hacen. Me sorprendió

que en la devolución de la planificación valoraran la actividad. Creo

que de todos modos la valoración se vinculaba con la estrategia de en-

señanza, pero para mí, lo importante era, además, que estuvieran aten-

tos...” (Relato reflexivo nro. 26).

V.D. Acerca de los relatos reflexivos y del análisis de las planifi-

caciones realizadas para el nivel superior

Como mencionamos anteriormente, solo 11 de los 32 casos relevados

corresponden al nivel superior (el 34% de los casos). Esto nos lleva a
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pensar que probablemente la enseñanza universitaria para estos docentes

en formación es percibida como menos problemática dada la cercanía

con el espacio de la propia formación profesional. Consideramos que es

posible que adviertan ese carácter complejo una vez que efectivamente

comiencen a trabajar como docentes. Es necesario señalar que el marco

en el que se lleva a cabo el Profesorado en Ciencias Jurídicas es el de

la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, mismo espacio

en el que los docentes en formación realizaron su carrera de Abogacía.

Este no es un dato menor: conocen el lugar y están familiarizados con

el modo en que se enseña allí. Alicia Camilloni (2007) sostiene, al referirse

a la enseñanza en el nivel superior, que existen una serie de creencias

compartidas por docentes y alumnos en general, que dar clase en este

nivel no reviste mayor complejidad dado que se cree que basta con saber

de la asignatura para saber cómo enseñar. La autora sostiene que es

necesaria una didáctica científica propia del nivel que se aleje del sentido

común, desde la cual los docentes puedan dar sentido a sus prácticas,

comprendiendo la complejidad de estas y encontrando diversidad de

alternativas para pensar sus clases.

Si bien los futuros docentes a lo largo del trayecto de formación en

el Profesorado abordan en profundidad contenidos propios de la didác-

tica, es posible que algunas ideas ligadas a las representaciones sociales

mencionadas anteriormente requieran mayor tiempo de trabajo, que no

se limita a la instancia de la formación sistemática brindada por el Pro-

fesorado.

V.E. ¿Sobre qué se reflexiona en el análisis de las planificaciones

de nivel superior?

– Sobre lo académico.

Cabe señalar que los aspectos sobre los cuales se reflexiona en el

marco de las planificaciones son los siguientes:

– Sobre el valor de la planificación y el valor que tiene para el diálogo

entre quien planifica y quien la lee.

– Sobre las características de las actividades.

No aparecen reflexiones acerca de las consignas de las actividades,

ni sobre las adecuaciones y definiciones que hay que considerar a la
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hora de definir el contenido a enseñar, categorías construidas respecto

de las referidas al nivel secundario. Creemos que esto pone en evidencia

la creencia construida acerca de la innecesariedad del trabajo específico

con consignas o con la definición del alcance del contenido, al menos

en el caso del grupo relevado.

Para ilustrar el primer aspecto: “Sobre el valor de la planificación y

el valor que tiene para el diálogo entre quien planifica y quien la lee”,

transcribimos el siguiente relato:

“...Me di cuenta, por las preguntas y comentarios de la profesora de

Residencia, de que no estaba dejando claro en la planificación qué me

proponía enseñar en la clase. Yo vengo de un formato donde los temas

son los artículos del código que tengo que enseñar (...) Pero claramente

eso no alcanzaba. Al principio pensé que era porque ella no conocía el

tema. Pero los  comentarios eran de  una colega que era parte de mi

equipo de tutores. Creo que ahí me di cuenta de que tenía que hacer

un esfuerzo por explicar pero que ese mismo esfuerzo me hacía pensar

en la clase que iba a dar de un modo diferente. La lectura que hicieron

de mi planificación me ayudó a ver eso...” (Relato reflexivo nro. 32).

Para ilustrar las características de las actividades presentamos los si-

guientes fragmentos:

“...Los alumnos escucharán la exposición y responderán a las preguntas

formuladas por el docente...” (Primera versión de la planificación/R.

nros. 32 y 29).

“...Les pediré que busquen en la CN los artículos mencionados en clase

y que los apliquen a las situaciones reales...” (Primera versión de la

planificación/R. nro. 30).

Referencias a las actividades como  las que anteceden son las que

aparecen en las planificaciones. Pero a diferencia de los relatos corres-

pondientes al nivel secundario, las reflexiones no siempre ayudan a re-

visar las concepciones de lo que se pretende abordar:

“...La tutora me solicita que no base mi clase en la exposición. Entiendo lo

que dice, pero en la Facultad, las clases los profesores las dan así. Yo ya

aprendí que ese no es el único modo ni el mejor. Pero tengo que hacer eso.

Cuando tenga mi grupo podré pensar y llevar adelante otros modos. Acá
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el profesor me dijo que diera esos temas porque son temas para el parcial.

Es por eso que seguí adelante con la exposición...” (Relato reflexivo nro. 26).

Este relato permite preguntarse no solamente acerca de la flexibilidad

de los residentes para la definición de las actividades en sus clases, sino

también acerca del impacto de sus propias construcciones biográficas

acerca de qué es enseñar en el nivel superior y, más aún, esa situación

que es percibida como “clase prestada” que les ofrece el dispositivo de

Residencia, sobre todo con el peso que conlleva dar clases en su propia

casa de estudios. Una referencia más a considerar es que, de acuerdo

con las creencias conformadas, exponer “garantiza” que los temas “estén

dados para el parcial”.

– Sobre lo organizativo.

Respecto de lo organizativo, solamente dos relatos refieren al tema:

uno de ellos menciona la cuestión espacial y otro, los tiempos destinados

a las actividades planificadas:

“...La planificación que realicé tuvo en cuenta el espacio donde iba a

dar la clase. Eso me reconfortó: los bancos fijos no me afectaron, decidí

sacrificar los grupos y realizar la propuesta en parejas. Luego, dárselas

a la pareja de atrás para que les contestaran y formularan objeciones.

Eso los ponía un poco en el lugar profesional...” (Relato reflexivo nro. 31).

El otro relato da cuenta de los aspectos considerados a la hora de

decidir los tiempos de clase planificados:

“...Un tema importante en la primera versión de la planificación fue

definir los tiempos. No es algo menor anticipar cuánto tiempo estará

destinado a cada propuesta. Para mí estaba claro que la clase tendría

los tres grandes momentos: presentación, desarrollo y cierre. Y que lo

más importante tenía que ser el desarrollo en cuanto a tiempos. Con

ese esquema armé los tiempos de clase. En el desarrollo calculé cuánto

tiempo para exposición y preguntas y cuánto a la actividad de aplicación

de la norma...” (Relato reflexivo nro. 26).

En este relato se muestra una cuestión casi administrativa para la

definición de los tiempos, pero más allá de eso, se hace presente el tipo

de saberes que pone en juego este residente para realizar la planificación.
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Queda pendiente (dado que no ha sido propósito de esta investigación)

analizar “lo que sucede” a partir de la instancia interactiva y posactiva

de la enseñanza.

– Sobre la socialización.

Si bien son pocas las referencias a esta categoría en el marco del

proceso de planificación y el análisis reflexivo sobre ellas, cabe señalar

que en todos los relatos analizados aparece algún “matiz” de análisis

sobre este aspecto, focalizado específicamente sobre dos temas: el vínculo

y articulación con el docente a cargo del curso, problematizando la cons-

trucción de su rol; y el otro tema: los saberes previos de los estudiantes

a los que van a ofrecer la clase (¿sabrán menos que yo?, ¿les aportará

algo mi clase?, son preguntas que aparecen en este punto):

“...Cuando hice la planificación destiné el tiempo que el profesor a cargo

del curso me pidió para introducir el tema. Pero eso me preocupó: varios

de mis compañeros de cursos anteriores me hablaron de cuando el pro-

fesor a cargo te interrumpe la clase. No quería pasar por eso, pero no

podía evitarlo, él es el que está a cargo realmente de la clase. Para bajar

mi ansiedad me planifiqué la clase pensando qué me había pasado a

mí cuando fui alumna de ese curso [...] Algo también no menor es que

en la primera versión de la planificación pensé si los alumnos ya sabrían

del tema. Porque para mí la única vez que lo vi fue en ese mismo curso,

no me dedico a eso en mi profesión. Ahí fue cuando me puse a estudiar

para dar la clase sin miedo...” (Relato reflexivo nro. 30).

VI. Conclusiones

Los dos objetivos propuestos en esta investigación están referidos a

relevar y sistematizar las planificaciones de la primera práctica que en-

tregan los practicantes que cursan la Asignatura de Residencia Docente

del Profesorado en Ciencias Jurídicas de la Facultad de Derecho y relevar

y sistematizar las modificaciones que los practicantes realizan a la primera

planificación luego de finalizar su período de prácticas y los motivos

que atribuyen a dichas modificaciones.

Desarrollaremos, en este apartado, las conclusiones a las que el equipo

de investigación ha arribado.

En principio, deseamos hacer referencia a que las categorías cons-

truidas para el análisis en el marco del proyecto de investigación anterior

La planificación de la enseñanza en la formación de profesores en Ciencias

Jurídicas

Rebeca Anijovich – Graciela Cappelletti

120



(UBACyT 20020090200239) fueron esclarecedoras para realizar el análisis.

Creemos en este sentido que la construcción de conocimiento de este

grupo de investigación resulta funcional a los avances realizados. Esto

resulta coherente con los aspectos que se identifican como problemáticos

en la formación docente, en relación con la planificación que es justamente

el tema abordado.

Cruz, Pozo  y Scheuer (2006) coinciden en el supuesto de que las

concepciones previas de los docentes ciertamente orientan la acción do-

cente, la interpretación y la toma de decisiones con relación a la práctica

de la enseñanza. Al comparar las concepciones de enseñanza de univer-

sitarios con otros niveles educativos, Boulton-Lewis y otros (2001) señalan

que no todos los profesores se asumen como profesores sino como exper-

tos de su disciplina, de lo cual podemos inferir que el modo de pensarse

en el rol docente podría configurar los modos de enseñar y de planificar.

En el caso de los profesionales que se forman como docentes, se definen

como expertos en su disciplina y eligen a la docencia como segunda

profesión; en ellos prevalece su formación anterior (profesión de origen

y su biografía escolar) a la formación pedagógica del profesorado.

Generar las condiciones para que los residentes puedan indagar sobre

sus propias concepciones y trabajen sobre ellas resulta central para fa-

cilitar cambios en la práctica educativa y en mejorar la enseñanza. Poder

explicitar y contrastar las concepciones que subyacen a las prácticas de

la enseñanza y a los procesos de planificación brinda la posibilidad de

comenzar el camino hacia la transformación. Ya que un paso es conocer

lo que concebimos, otro es transformar esas concepciones y el último es

llevar esos cambios a una dimensión práctica.

En investigaciones anteriores hemos referido la potencia del trabajo

con dispositivos narrativos para la formación de futuros profesores de

Nivel Secundario y Superior. Del mismo modo, la construcción de relatos,

tanto se trate de diarios de formación, de autobiografías, de relatos sobre

incidentes críticos o de narraciones reflexivas acerca del proceso de pla-

nificación, se comparten las siguientes ideas:14

14 Aspectos semejantes a los señalados en este punteo fueron presentados como parte de
los resultadosde las investigaciones anteriores:UBACyTD411yUBACyT20020090200239.
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– Propician que sus autores reflexionen porque el solo hecho de na-

rrar implica reconstruir y revisar lo sucedido.

– Habitúan a sus autores a escribir y documentar sus prácticas.

– Proporcionan una retroalimentación inmediata y permanente al au-

tor que, dada su naturaleza narrativa, se convierte en lector de su

propia experiencia.

– La narración escrita de estas situaciones vividas que son relevantes

para quien las narra permite compartir experiencias con pares y

docentes.

El relato narrativo sobre las planificaciones y sus modificaciones ofre-

cen oportunidades valiosas para el trabajo sobre las diferencias entre las

teorías implícitas y las adoptadas (Argyris y Schön, 1974). Los relatos

que se construyen consideran preocupaciones concretas y reales, ligadas

a su práctica profesional, que los interpela en la construcción de la po-

sición docente. La escritura de las planificaciones previas a la clase, las

reformulaciones que se realizan y la narración y escritura de las dife-

rencias entre las planificaciones ofrecen descripciones, reflexiones, datos,

narraciones sobre hechos, hipótesis, anticipaciones y conexiones entre

teoría y práctica. De este modo, constituyen un material rico y variado

para el análisis e interpretación. Al mismo tiempo requiere un abordaje

desde la complejidad.

Un aspecto no señalado hasta el momento es el referido acerca del

modo en el que los residentes fundamentan las modificaciones en las

planificaciones: si bien en todos los relatos se hace referencia a los diálogos

e intercambios con los tutores, en algunos de ellos (9 relatos de los 32

relevados) aparecen reflexiones que hemos categorizado como “autoge-

neradas”. Esto nos lleva a conjeturar algunas hipótesis:

1. La centralidad de la intervención del tutor como mentor en el

proceso de Residencia. Por supuesto no es posible soslayar que,

dado que los residentes “quieren y tienen” que aprobar este pro-

ceso de prácticas, habitualmente valoran las retroalimentaciones

ofrecidas y esto impacta en sus tareas.

2. La confirmación empírica de que la puesta en juego de dispositivos

reflexivos en la formación docente promueve ir más allá de la

actividad  propuesta, y favorece la construcción de habilidades
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metacognitivas que promueven análisis propios e interpelan al

sujeto que lleva adelante esa reflexión y, en ocasiones, lo ubican

en un lugar de proactividad. Esto significa que el dispositivo re-

flexivo previsto (la narración de los cambios observados en las

planificaciones) promueve no solo reflexiones a partir de las re-

troalimentaciones ofrecidas por los tutores, sino que funcionan

como ventana y, en ocasiones, potencian los procesos de cada

sujeto.

Llegar al final de este trabajo nos vuelve a ubicar en el lugar de un

principio. Nuevamente la investigación nos ha permitido como equi-

po de trabajo construir conocimiento sobre aspectos del trayecto de for-

mación docente. Como venimos afirmando, la información relevada y

analizada a partir de dispositivos narrativos brinda evidencias que co-

laboran en la construcción de una formación docente que decididamente

no se afirma de manera exclusiva en saberes técnicos. Los saberes téc-

nicos necesariamente dialogan con aspectos profundos de las historias

de vida de cada uno de los futuros formadores, y resultan altamente

impactantes los sucesos producidos en sus primeros años de socializa-

ción profesional.

Este dispositivo se entiende en términos de experiencias subjetivas

que pueden considerarse como conocimiento situado. Los conocimientos

situados conforman “visiones” en las que la posición desde la cual se

“mira” define las posibilidades de lectura y acción. Es decir, permite

posicionamientos que hacen posible establecer conexiones parciales con

otros agentes para construir conocimiento. Conexiones, porque hay len-

guajes y experiencias compartidas, y parciales, porque todas las posi-

ciones difieren entre sí y no se conectan a partir de su identidad sino

de la tensión entre semejanza y diferencia entre ellas. Es a partir de

narrar, de construir los relatos, que resulta posible reflexionar sobre el

posicionamiento desde el que se toman decisiones sobre la enseñan-

za, sobre los contenidos, sobre las estrategias, sobre la relación con los

alumnos.

Finalmente, resulta relevante referir al análisis de los cambios en las

planificaciones como instrumento poderoso en la formación de docentes.

Al  mismo tiempo que se ponen en juego saberes prácticos y que se

dialoga en torno a ellos, se favorece la construcción de la identidad
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profesional de los futuros docentes y profundizan el conocimiento sobre

sí mismos. Este dispositivo produce una “toma de conciencia” acerca

de los obstáculos y de los aprendizajes construidos, y tiene la potencia

de iluminar respecto de la construcción del futuro rol como docente.

Este hallazgo nos permite decir, con la fuerza empírica que brinda la

sistematización realizada, que resulta valioso considerar en la formación

docente no solamente aspectos teóricos, referencias técnicas, sino tam-

bién brindar la posibilidad de referirse a los procesos reflexivos sobre

“sí mismos”.
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Exploración de planes de estudios de
escuelas de Derecho y el desafío de

cambio al enfoque por competencias

Rosalba Georgina González Ramos1

Resumen

Se realizó el mapeo de 196 planes de estudios de la licenciatura en

Derecho en Instituciones de Educación Superior de 18 estados de la

República Mexicana con los siguientes objetivos: a) conocer las carac-

terísticas de los planes de estudios; b) identificar diferencias y similitu-

des; c) explorar si poseían y sustentaban en sus planes y programas

algún modelo pedagógico. Se encontró que el 84% tiene un plan de

estudios  diseñado  por  objetivos  y el  15%  por  competencias, sin  una

explicitación del modelo pedagógico que sustente su plan en la mayoría

de ellas. Estas y otras evidencias plantean la necesidad de cambio en

el diseño de los planes y programas de estudios a escuelas de Derecho,

que requieren nuevas formas de enseñanza en las que el estudiante,

como un todo cognitivo, es guiado por profesores facilitadores del cono-

cimiento a partir de un modelo pedagógico por competencias, que den

paso a un rol más activo del estudiante con el uso de otras técnicas

didácticas, además de la cátedra, y con formatos de evaluación del de-

sempeño que resulten de la teoría-práctica, del aprender haciendo, de

la experiencia y los retos. La responsabilidad y necesidad de profesores

capacitados que genere una transformación institucional al interior de

las escuelas de Derecho y al exterior en el ámbito laboral es el desafío

para el cambio.

1 Investigadora y pedagoga en el Centro de Estudios sobre la Enseñanza y el Apren-
dizaje del Derecho (CEEAD), México. Correo electrónico: rosalbagr@ceead.org.mx.
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Palabras clave

Planes de estudio - Escuelas de Derecho - Enseñanza por competen-

cias - Transformación institucional - Capacitación de profesores.

Exploration of the law degree curricula’s
and the challenge to change towards

an approach to competences

Abstract

Throughout the development of the study, 196 law degree curricula’s,

belonging to the same number of law schools from 18 Mexican states,

were analyzed with the following objectives: a) To know the features

of the curricula’s; b) Identify similarities and differences between the

law curricula’s; c) Explore if the curricula’s are based on a pedagogical

model. During the study it was found that 84% of the law schools has

a curricula based on objectives and 15% based on competencies, in most

of the cases there were no explanation over the pedagogical model in

which the curricula’s are based. These and other evidences suggest the

necessity of a change on the design of the law school curricula’s, this

change requires new teaching techniques in which the student, seen as

a cognitive being, is guided by professors which are knowledge facilitators

and are based on a pedagogical model by competencies which give the

student a more active role with the use of other teaching techniques,

besides the lecture and with performance evaluation formats which result

from the theory-practice, learning by doing, experiences and challenges.

The responsibility and necessity of qualified professors which generate

an institutional transformation from inside the law schools and on the

outside in the work field it’s the challenge for the change.

Keywords

Law degree curricula’s - Pedagogical model by competencies -

Institutional transformation - Qualified professors.
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Introducción: entre el discurso y la realidad

El diseño de un plan de estudios es una actividad compleja, que invo-

lucra diferentes disciplinas y materias. Construirlo es pensar en un perfil

de ingreso como input, seguido de todo un proceso de varios años, que

incluye un determinado número de materias, o asignaturas con valores de

crédito y frecuencias, todo ello enmarcado en un modelo pedagógico que

finaliza con el output –perfil de egreso– y así la titulación del estudiante.

Los planes de estudios que forman a los estudiantes de Derecho los

caracterizan disparidades y/o singularidades, entre las que se enume-

ran: a) el número de créditos y materias; b) la duración del programa;

c) contenidos programáticos no actualizados o parcialmente actualizados;

d) la orientación filosófica de la institución; e) la multiplicidad de prácticas

de enseñanza-aprendizaje, con o sin modelos pedagógicos que sustenten

el currículo; f) con requisitos de titulación diversos; g) docentes con es-

caso o nulo conocimiento del saber pedagógico que propicie la acción

formativa de un desempeño competente; h) docentes que no cumplen

con el perfil docente de la materia; i) docentes que imparten cada período

académico un sinnúmero de materias diferentes; j) perfil de ingreso del

estudiante que solamente está en el discurso (en papel) y no se evalúa

como requisito de entrada; k) perfil de egreso del estudiante muy similar

en los planes de estudios, independientemente de los contenidos pro-

gramáticos con los que aspiran egresar sus estudiantes.

A esta enumeración de particularidades, resultado de la evidencia

empírica y de aportes de investigaciones, se suma a los planes de estudios

en México la reciente implementación del Código Nacional de Procedi-

mientos Penales (16 de junio de 2016), de observancia general en toda

la República Mexicana.2

Por tanto, los conocimientos emergentes que las escuelas de Dere-

cho (ED) debían tomar en cuenta en la actualización de sus planes y

programas de estudios consideraban la aprobación y publicación de la

reforma constitucional en materia penal en 2008, en la que se reformaron

y adicionaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos.

2 Inició con el Decreto Presidencial de la Reforma Constitucional de Seguridad y Justicia
en 2008, en el que se reforman los arts. 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y
XXIII del art. 73; la fracción VII del art. 115 y la fracción XIII del apartado B del art. 123.
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Este decreto impactó en el ámbito de los operadores de justicia, a

quienes se les empezó a capacitar a través de un organismo federal creado

exprofeso y nombrado Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación

para la Implementación del Sistema de Justicia Penal, mejor conocido

como SETEC, y que operó en los estados hasta 2016. Solo que más allá

de estos actores, estaban las Instituciones de Educación Superior (IES)

que mantenían sus planes y programas de estudios desactualizados y

con  ello la consecuencia natural de egresados(as) que desconocían la

operación del sistema de justicia penal adversarial.

Es así que el reto en el horizonte más cercano era inaplazable. Lo

que ocurrió fue una lenta reacción al cambio, resistencias de un buen

número de directores de ED que no pensaban que las reformas fuesen

a llevarse a la práctica y sobre todo que dio cuenta de las grandes de-

ficiencias de los procesos de enseñanza-aprendizaje, desconocimiento de

los docentes acerca del sistema penal, inexistencia de modelos pedagó-

gicos y de estrategias didácticas, entre otros.

Estos factores insertos en un marco institucional plantearon una pro-

blemática: propiciar cambios paradigmáticos en los binomios de ense-

ñar-aprender, estudiante-profesor, abogado-sociedad, sociedad-contextos

globalizados; de ahí la exigencia de incidir en la transformación y mejora

en las ED.

El Centro de Estudios sobre la Enseñanza y el Aprendizaje del De-

recho (CEEAD) trabaja desde el 2010 con las IES y diseñó materiales

didácticos para la capacitación de los profesores de las ED, en los temas

del sistema de justicia penal  y en la actualización de los contenidos

programáticos. Trabajó en un modelo pedagógico basado en el cons-

tructivismo y orientado en la formación de los estudiantes por compe-

tencias.

Es por tanto prioridad de las instituciones educativas reflexionar cómo

es  que podrían  moverse  a un  paradigma de competencias en el que

vayan implícitas nuevas formas de enseñar, aprender, evaluar y conducir

la práctica docente; en las que el estudiante construya e integre su for-

mación curricular con una salida de egreso más realista.

El objetivo general de esta investigación fue mapear los planes de

estudios de algunas escuelas de Derecho mexicanas a fin de  tener
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información de la estructura conceptual de los mismos. Los objetivos

específicos en el mapeo de los planes de estudios fueron: a) conocer las

características de los planes de estudios; b) identificar diferencias y si-

militudes; c) explorar si poseían y sustentaban en sus planes y programas

algún modelo pedagógico.

Las interrogantes que sustentaron la investigación fueron: ¿cómo es-

tán diseñados los planes de estudios en algunas escuelas de Derecho?,

¿qué características los distinguen?, ¿qué diferencias y similitudes hay?,

¿proponen algún modelo pedagógico?, ¿están diseñados por competen-

cias o por objetivos?

El marco conceptual se sustentó en el valor de un currículo diseñado

por competencias bajo un modelo constructivista que atiende a un rol

activo del alumno y a la formación didáctica del profesor para desarrollar

las competencias del estudiante.3

I. Los planes de estudios de algunas escuelas de Derecho
en México: una aproximación formal

La delimitación y objeto de esta investigación fueron los planes de

estudios de algunas escuelas de Derecho, pues al tener una radiografía

aproximada de las materias que incluyen, el tiempo de formación, el

diseño y modelo  del mapa curricular, entre otros aspectos, se tienen

bases para proponer una mejora en el proceso formativo del estudiante

de Derecho, que incluya los requisitos mínimos de un plan de estudios

y las competencias necesarias para incorporarse al contexto productivo

social que elijan los futuros profesionales.

La experiencia de capacitar durante varios años (cinco) a profeso-

res de Derecho (1.762 profesores) a lo largo de la República Mexicana

en talleres de materias en el área penal, sustentada en un modelo pe-

dagógico,4 lleva a una reflexión profunda del porqué es prioridad el

cambio de los “cómo” se enseña. Sensibilizar a la comunidad educativa,

3 Véase en González, Rosalba, �Libro guía del profesor para el desarrollo de compe-
tencias pedagógicas�, en Colección Manuales para el estudio y la práctica del sistema penal
acusatorio, 2ª ed., México, CEEAD/ABA ROLI, 2016, disponible [en línea]: <http://
www.ceead.org.mx/manuales.html>.

4 Los talleres siguieron el modelo pedagógico de la obra citada.
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que incluye a los abogados(as) en su rol de docentes, directivos, la alta

dirección –léase Consejo y Claustro Académico–, de la renovación del

proceso de la enseñanza y el aprendizaje.

Propongo en la siguiente tabla (1) algunas diferencias entre planes

de estudios tradicionales, es decir “por objetivos”, versus “por compe-

tencias”, que facilitan la comprensión de la premisa al cambio:

Tabla 1

Por objetivos Por competencias

Orientado a contenidos teórico-concep-

tuales.

Se suman a los contenidos teórico-con-

ceptuales, los contenidos procedimen-

tales y actitudinales.

Basado en el conocimiento (saber). Basado en el desarrollo de competen-

cias que integra conocimientos, habili-

dades, actitudes y valores, puestos en

práctica en un contexto real (saber, sa-

ber hacer y ser).

Énfasis en la evaluación sumativa. Énfasis en varios tipos de evaluación

formativa que miden el desempeño de

las competencias en situación.

El diseño es por objetivos basados en

una taxonomía (Bloom), que integra

solo contenidos teórico-conceptuales,

sin llegar a la puesta en común de co-

nocimientos procedimentales y actitu-

dinales.

El diseño es con la planeación de una

competencia genérica, competencias

específicas e indicadores de evalua-

ción de contenidos teóricos, procedi-

mentales y actitudinales.

La enseñanza es preponderantemente

basada en la cátedra.

La enseñanza utiliza diversas estrate-

gias y técnicas didácticas.

El rol del profesor se caracteriza por:

–  Didáctica basada en la exposición.

Es unidireccional.

–  Se privilegia la enseñanza.

El rol del profesor se caracteriza por:

–  Didáctica basada en la investiga-

ción, el análisis crítico. Es bidirec-

cional.
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Por objetivos Por competencias

–  La tecnología es un recurso poco

usado.

–  La evaluación mide solo conoci-

mientos.

–  Se privilegia el aprendizaje del estu-

diante y sus procesos cognitivos.

–  Se privilegia el uso de la tecnología

y las redes.

–  La evaluación mide las competen-

cias más el desempeño competente.

I.A. Justificación

La evidencia empírica en el ámbito de la asesoría curricular a las ED

motivó una serie de cuestionamientos. Buscaba saber más acerca de de-

terminadas características de los planes de estudios, incluida la actuali-

zación de aquellos conocimientos emergentes, como fue el caso de la

puesta en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales (junio

de 2016). Otra preocupación fue si las ED tenían planes de estudios que

respondiesen a las tendencias de innovación en materia de enseñanza-

aprendizaje y de diseño curricular. Es así que se explica la selección de

los indicadores/variables del estudio.

I.B. La metodología

Se realizó un estudio exploratorio con una muestra no probabilística,

con los planes de estudios de 196 escuelas de Derecho (ED) de Institu-

ciones de Educación Superior (IES) de 18 estados de los 32 que integran

la República Mexicana, participantes dentro de un Programa de fortale-

cimiento de las escuelas de Derecho para el nuevo sistema de justicia

penal ofrecido por el CEEAD y auspiciado por la Agencia de los Estados

Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) en el período de 2013-

2016.

Los estados participantes fueron: Aguascalientes, Baja California, Coa-

huila, Colima, Distrito Federal (a partir del 29 de enero del 2016 se llama

Ciudad de México CDMX), Estado de México, Guanajuato Guerrero, Ja-

lisco, Querétaro, Michoacán, Nayarit, Puebla, San Luis Potosí, Tamauli-

pas, Sinaloa, Tlaxcala y Veracruz (Diagrama 1).
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Los criterios de inclusión fueron los siguientes:

1. Instituciones educativas que a invitación del CEEAD participaron

en un programa de fortalecimiento de las escuelas de Derecho

para el nuevo sistema de justicia penal y que enviaron el plan de

estudios de Derecho vigente.

2. Escuelas de Derecho que participaron en el programa de fortale-

cimiento y que recibieron asesoría curricular para la actualización

de su plan de estudios en el área de Derecho Penal acusatorio y

que firmaron un “Protocolo de Colaboración”.

El criterio de exclusión fue todas aquellas ED que no participaron

en el programa de fortalecimiento mencionado o bien que habiendo par-

ticipado no enviaron su plan de estudios.

Las variables estudiadas en el mapeo de los planes de estudios de

las ED como unidad de análisis fueron:

1. Diseño del plan de estudios: se buscó saber si el plan de estudios fue

diseñado por objetivos o por competencias. Este dato se interpretó

Diagrama 1. Mapa de la República Mexicana

de los estados participantes
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y obtuvo de tres formas: a) la explicitación gramatical contenida

en la carta descriptiva del plan de estudios; b) la información

recabada por directores y/o profesores de la escuela en cuestión,

ya por vía de e-mail o telefónicamente, y c) el dato recopilado

durante la asesoría curricular.

2. Actualización del plan de estudios: se evaluó en función de los siguien-

tes datos: a) plan de estudios con el nombre de materias relaciona-

das con la actualización del sistema de justicia penal; b) explicitado

con el dato del año de su más reciente actualización; c) información

recabada por los directores/profesores de la ED en cuestión y d)

aquellas ED que realizaron la asesoría curricular dentro del progra-

ma de fortalecimiento para las ED en el sistema penal acusatorio.

3. Materias de tronco común/materias sello: se discriminó a partir de

aquellas materias diferentes a la disciplina del Derecho y que las

ED señalaban como materias que proporcionaban identidad y/o

sustentaban la misión y/o la filosofía institucional.

4. Duración del programa: se refirió al tiempo de formación del estu-

diante.

5. Modalidad del programa: se refirió a la manera de estudiar la licen-

ciatura. Las variantes fueron: presencial, en línea y/o mixta. El

dato de esta variable se obtuvo de dos formas: estaba incluida en el

plan de estudios que la institución envió o bien fue obtenida a tra-

vés de la búsqueda por internet de la página web de la institución.

6. Número de créditos: se codificó en función de su inclusión en el

mapa curricular o bien en la búsqueda por internet de la página

web de la institución.

7. Número de materias.

8. Materias para titulación: se codificó en función de la explicitación

que aparecía en el plan de estudios, en donde se nombraba(n)

la(s) materia(s) cuyo(s) título(s) sugería(n) el proceso que conduce

al término de la licenciatura.

Como primera exploración a los planes de estudios, no se incluyeron

variables relacionadas con los contenidos programáticos, tales como: mé-

todos y actividades de aprendizaje, apoyos o recursos, evaluación y datos

de la bibliografía.
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I.C. Los hallazgos

Las limitaciones más destacadas en la recopilación de los datos están

relacionadas con la diversidad de cómo cada ED envío su plan de es-

tudios, proceso que generó una inversión de tiempo importante para la

codificación de cada una de las variables. Esta variedad incluyó: a) for-

mato completo con el mapa curricular, los datos de los créditos y materias;

b) en copia escaneada solamente el plan de estudios, sin incluir créditos

y objetivos de la licenciatura; c) como copia sustraída de la página de

internet de la institución educativa; d) en versión de documento que

formaba parte de la información oficial para su acreditación ante la se-

cretaría correspondiente (Secretaría de Educación Pública, SEP);5 e) como

un documento en formato de fotografía del folleto de promoción; f) en

un documento que contenía solo las materias relacionadas con el área

de proceso penal, sin incluir el plan de estudios.

Otra limitante fue la lentitud para responder al envío del plan de

estudio o bien a aclaraciones relacionadas con la información de alguna

de las variables, así como a la falta de respuesta en general.

I.C.1. Resultados

En la tabla 1 se concentran los resultados de cada variable del mapeo

de los 196 planes de estudios de los 18 estados.

Variables Resultados

1. Diseño del plan de estudios. El 3% (30) de las ED tiene un plan de estu-

dios por competencias y el 84.7% (166) por

objetivos.

Los estados en los que se concentraron los

cambios del diseño del plan de estudios a

competencias son: Coahuila (5), Jalisco (5),

Puebla (4) y Aguascalientes (3), Baja Cali-

fornia (2), Tamaulipas (2), estado de México

5 La SEP es el organismo rector de educación en México. Cada estado de la República
Mexicana tiene una sede. Las ED pueden operar con el otorgamiento de un Reco-
nocimiento de Validez de Estudios, ya sea federal o estatal.
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Variables Resultados

(2), Michoacán (2), Distrito Federal (CDMX)

(1), Colima (1), Querétaro (1), San Luis Po-

tosí (1), Sinaloa (1). Véase (Gráfica 1).

2. Actualización del plan de estu-

dios.

De las 196 ED que conformaron la mues-

tra, 105 firmaron el “Protocolo de colabora-

ción”6 con el CEEAD, por lo que realizaron

una actualización parcial en su plan de es-

tudios, 90 tienen actualizado su plan de es-

tudios y una (1) reportó estar en proceso

de actualización.

3. Materias de tronco común/

materias sello.

El 61.2% (120) incluye en su plan de estu-

dios una gama de materias que definen el

currículo y/o el ethos institucional de la li-

cenciatura. Se encontró que el mapa curri-

cular ofrece una diversidad de categorías

para identificar aquellas materias que no

pertenecen a la disciplina del Derecho y

que son nombradas como: “Materias se-

llo”, “Núcleo básico”, “Núcleo sustantivo,

integral”, “Optativas”. Entre la oferta de

materias insertas en estas categorías enu-

mero algunas: Inglés, Computación, Infor-

mática, Comunicación Oral y Escrita, Lide-

razgo, Humanismo, Desarrollo Humano,

Inteligencia, Desarrollo de Emprendedo-

res, Compromiso Social, Psicología Positi-

va, Taller de Planeación y Decisiones,

6 El Protocolo de colaboración para el fortalecimiento de las ED para el nuevo sistema
de justicia penal constituyó un documento que las ED firmaban al concluir la asesoría
curricular y que incluía la actualización de los planes de estudios de materias corres-
pondientes al área penal y el automonitoreo de las estrategias de fortalecimiento,
definidas por cada institución. Las materias propuestas por el CEEAD fueron Proceso
Penal Acusatorio, Técnicas de Litigación Oral y Métodos Alternos a la Solución de
Controversias y Salidas Alternas.
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Variables Resultados

Herramientas de Conocimiento, entre

otras. Algunos de los planes de estudios

incluyen la materia de Inglés, entre cinco y

seis de sus períodos académicos (semes-

tres, cuatrimestres o tetramestres).

El otro 38.7% de las ED no tiene en su plan

de estudios materias de esta naturaleza y

su plan de estudios está integrado única-

mente por materias de la disciplina del De-

recho.

4. Duración del programa. La duración de los planes de estudios varía

de 3 años a 5 años y la periodicidad de la

formación del estudiante está distribuida

en tetramestres, cuatrimestres, semestres,

ciclos, períodos y módulos.

5. Modalidad del programa. Se encontró que el 88% ofrece la licenciatu-

ra en forma escolarizada, el 11% mixta, es

decir, escolarizada y en línea, y el 1% úni-

camente en línea.

6. Número de créditos. Se obtuvieron los datos del 54% de las ED,

dado que el resto no los integró en la infor-

mación solicitada durante la asesoría y ca-

pacitación del proyecto y tampoco se logró

obtener por e-mail, o bien no estaba en la

página web de la institución. No obstante,

de las ED que sí reportaron los datos se en-

contró:

–  En el rango de 300 a 400 créditos se ubi-

caron 68 ED.

– En el rango de 400 a 500 créditos, 19 ED.

–  En el rango de 500 a 600 créditos, 4 ED.

7. Número de materias. El número de materias en los planes de es-

tudios varió de un rango mínimo de 32 a
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Variables Resultados

un máximo de 82 materias. El promedio

aproximado fue de 50 materias.

8. Materias para titulación. El 39% de los planes de estudios no inclu-

yen materia(s) que exprese(n) el inicio o

término de un proceso de titulación de sus

estudiantes; en tanto que en el otro 61% sí

existe(n) materia(s) cuyo contenido progra-

mático incluye este proceso. Las materias

están programadas en el penúltimo y últi-

mo períodos escolares y suelen nombrarse

así: Seminario de Titulación, Seminario de

Tesis, Seminario de Investigación, Taller

de Recepción Profesional, entre otros.

Gráfica 1. Distribución del tipo de diseño curricular por estado
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Estos hallazgos muestran que

– Existe una gama de posibilidades de cómo las ED conceptualizan,

presentan y ofertan sus planes de estudios.

– En el caso de aquellas ED en las que se requería aclaración acerca

de sus planes de estudios y se les solicitaban los datos por e-mail,

la respuesta fue lenta, en algunos casos, y nula, en otros.

– Un alto porcentaje de planes de estudios están diseñados por ob-

jetivos.

– Existen planes de estudios que ofrecen la materia de Inglés (Lengua

Extranjera) hasta en seis períodos escolares de los ocho, nueve o

diez que conforman el programa. De los 196 planes, 58 de ellos lo

incluyen. El caso de la materia de Computación y/o Herramientas

Tecnológicas está incluido en 21 planes.

– Se encontraron disparidades importantes entre el número de ma-

terias y créditos y la duración de la formación académica, factores

a los que se suma la falta de modelos pedagógicos que sustente

una enseñanza-aprendizaje de calidad.

– Existencia de un alto porcentaje (61%) de planes de estudios que

ofrecen dos materias orientadas al proceso de titulación.

II.  Paradigma de la enseñanza-aprendizaje de objetivos a
competencias: desafío complejo

Ante los hallazgos de esta exploración, nos damos cuenta de que el

discurso que aún predomina es el paradigma de la enseñanza-aprendizaje

con el enfoque basado en la planeación por objetivos y desarrollados a

partir de la taxonomía de Bloom (1956, citado en Jonnaert, Philippe, Jo-

hanne Barrette, Domenico Masciotra et al., en “Revisión de la competencia

como organizadora de los programas de formación: hacia un desempeño

competente”, en Publicación de Observatorio de Reformas Educativas, Gine-

bra, de julio de 2006, p. 6).

El contexto de la educación ha cambiado y es la confluencia de va-

rios factores la que definen tanto al currículo como a las formas de en-

señar. Si  bien, como lo apuntan Jonnaert y Ettayebi (2006, p. 6),7 un

7 Jonnaert, Philippe, Johanne Barrette, Domenico Masciotra et al., en �Revisión
de la competencia como organizadora de los programas de formación: hacia un
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“currículo” define las grandes orientaciones de un sistema educativo, no

obstante son claras sus limitaciones, dado que enfatiza la fragmentación

del conocimiento sin una comprensión del significado y de la experiencia

cognitiva en donde la realidad es otra en el “cómo” se enseña, el “qué”

se enseña y “cuándo y cómo” se evalúan los conocimientos.

Por otro lado, existe suficiente literatura crítica y articulada acerca

de la enseñanza en las ED y de la organización de mapas curriculares

(Betina Gamba, Silvia, 2010; Böhmer, Martín, 2005; Cáceres Nieto, Enri-

que, 2015; Fix-Zamudio, Héctor, 2006; Duce, Mauricio, 2008; González,

Rosalba, 2015; Pérez, Luis, 2009)8 para que se den cambios de mejora en

el ámbito de la enseñanza del Derecho.

El desafío de mudar a un modelo por competencias requiere de cam-

bios radicales en la práctica de la enseñanza, no únicamente en el diseño

curricular. Sigue siendo la cátedra el método usado por los docentes y,

frente a ellos, un estudiante receptor, proceso que enfatiza la tradición

frente al cambio.

Los datos empíricos continúan mostrando  que en su mayoría las

ED poco se preocupan por el proceso pedagógico de sus profesores de

desempeño competente�, en Publicación del Observatorio de Reformas Educativas, Gi-
nebra, julio de 2006.

8 Gamba, Silvia Betina, �Nuevos paradigmas metodológicos en la enseñanza del proceso
penal�, en VII Jornadas Nacionales de la Asociación Argentina de Profesores de Derecho
Procesal Penal, Buenos Aires, 2010.
Böhmer, Martín,Metas comunes: la enseñanza y la construcción del Derecho en la Argentina,
Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), 2005.
Cáceres Nieto, Enrique, Aprendizaje formal en el Derecho: hacia un modelo integral en la
formación jurídica, México, Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, 2015.
Fix-Zamudio, Héctor, Algunas reflexiones sobre la enseñanza del Derecho en México y La-
tinoamérica, [en línea]: <https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/
247/5.pdf>, México, s/f.
Duce, Mauricio, �La experiencia chilena en la enseñanza del litigio oral�, en Inter
Criminis, Revista de Ciencias Penales, nro. 5, Santiago de Chile, Cuarta Época, sept.-dic.
de 2008.
González, Rosalba, �Libro Guía del Profesor para el desarrollo de competencias pe-
dagógicas para el estudio y práctica del sistema penal acusatorio de las escuelas de
Derecho en México�, en Colección Manuales, México, CEEAD, 2016.
Pérez, Luis, La futura generación de abogados mexicanos. Estudio de las escuelas y los
estudiantes de Derecho en México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto
de Investigaciones Jurídicas, 2009.
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manera integral. El cambio de sistema de justicia penal en México re-

quirió, además, de la aplicación de otras formas de enseñanza, por ejem-

plo, con la litigación oral, el docente debiese usar nuevas formas de

enseñanza con la integración de técnicas didácticas tales como el mé-

todo de caso, la simulación, el juego de roles, la retroalimentación; no

obstante, los docentes que enseñan las nuevas materias aprendieron a

partir del otro sistema de justicia inquisitivo, por lo que tienen a cuestas:

aprender y conocer bien el nuevo sistema, enseñar con técnicas didácticas

y bajo un  modelo  pedagógico, reconocer que  tienen  estudiantes que

son nativos digitales,9 utilizar herramientas de evaluación formativa de

los aprendizajes y con ello el desempeño en situación de las compe-

tencias.

Plantea Braslawski en el tema de reformas educativas (2001:13, to-

mado de Jonnaert, Barrette, Masciotra, Yaya, 2006)10 cuatro orientaciones,

dos de ellas relacionadas con el currículo; otra, con cambios estructurales

que regulen los cursos y, otra, que tiene que ver con los cambios en

los contenidos y en los métodos de enseñanza. Se apoya en cuatro dis-

tintos pilares en los que se requiere atender: 1) una lógica de compe-

tencias; 2) una perspectiva socioconstructivista; 3) una atención centrada

en los alumnos y 4) una importancia creciente de las situaciones de

formación.

Como vemos, se espera que con el modelo por competencias el es-

tudiante lleve un rol activo en la construcción de lo que aprende y sea

el profesor(a) quien organice las actividades de los contenidos progra-

máticos vinculados con una realidad. Además de subrayar que el cono-

cimiento de las materias no se quede en el nivel de la teoría, sino que

la práctica sea la experiencia-vivencia que modele las habilidades y ac-

titudes de los estudiantes. De ahí que el proceso de enseñanza-aprendizaje

9 Marc Prensky, educador norteamericano, introduce este término en 2001 para referirse
a �las generaciones que han crecido rodeadas de smartphones, ordenadores, tabletas
y consolas de videojuegos�. También introduce el término de �inmigrantes digitales�
al referirse a los profesores [en línea]: (<http://one.abc.es/como-debemos-educar-
los-nativos-digitales/>).

10 Jonnaert, Philippe, Johanne Barrette, Domenico Masciotra et al., en �Revisión de
la competencia como organizadora de los programas de formación: hacia un desem-
peño competente�, en Publicación del Observatorio de Reformas Educativas, Ginebra, julio
de 2006.
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deberá orientarse a un aprender haciendo, combinando teoría-práctica,

con la inclusión de retos y experiencias didácticas en las que se modele

ese todo cognitivo del estudiante.

La meta de este proceso en el modelo por competencias es una eva-

luación en situación de la práctica. El uso de una evaluación formativa

gradual, observada, medida, retroalimentada en cada sesión de clase o

después de cada unidad temática. Con la posibilidad de incluir escalas

de rango para medir actividades de aprendizaje en clase con indicadores

que los alumnos conozcan con claridad para que les ayude a modelar

progresivamente sus competencias en situación y rúbricas para evaluar

otros aspectos del conocimiento.

En este modelo está cada vez más presente el rol del pedagogo o

psicopedagogo porque su interés es facilitar a los docentes la comprensión

de que el proceso de enseñanza-aprendizaje requiere de algo más que

el conocimiento de la disciplina del Derecho. Plantea la necesidad de

comprender e integrar otros procesos fundamentales de las habilidades

ejecutivas que debe adquirir el estudiante, como el pensamiento crítico,

la toma de decisiones, el desarrollo del lenguaje y demás funciones cog-

nitivas ligadas a la parte afectiva de los estudiantes.

Entonces se observa con claridad que el reto de la formación de los

estudiantes, con un modelo por competencias, reviste una complejidad

en la que cabe la frase coloquial de “no sé por dónde empezar”.

Visualizo que en el modelo por competencias, el (la) profesor(a) que

se integra como docente se plantee varias interrogantes en relación con

la(s) materia(s) que enseñará; entre las más importantes:

– ¿Cuál es el modelo pedagógico que tiene la institución y que sus-

tenta el plan de estudios?

– ¿Qué competencias espero que el estudiante adquiera al término

del ciclo académico?

– ¿Cuáles son los contenidos del programa y qué interrelaciones dis-

ciplinarias existen con otros cursos?

– En función del tipo de conocimientos, ¿con qué técnicas didácti-

cas enseñaré a los estudiantes la adquisición de estas competen-

cias?
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– ¿Qué situaciones-problema son retadoras para la adquisición de

habilidades y el desarrollo del pensamiento crítico?

– ¿Cómo evaluaré las competencias?

Estos planteamientos traen consigo cambios en cómo los estudiantes

adquirirán los conocimientos, habilidades y actitudes en su rol que se

modifica de receptores-pasivos a actores de la construcción de sus co-

nocimientos y formación.

Algunos supuestos, a manera de reflexión y con miras a proponer

cambios en este paradigma de enseñanza, son:

A) El escenario educativo requiere ya de la imperiosa necesidad de

reaccionar  a  un  formato educativo  desactualizado. En  este su-

puesto, docentes y estudiantes son los ejes centrales insertos en

un contexto institucional de planes y programas de estudios, en

el que conviven generaciones no pensadas y comprendidas de la

misma forma. Las generaciones “Y” o “Net” tienen profesores

baby boomers o de la generación “X” que no siempre están prepa-

rados para una práctica docente en donde las conexiones y formas

de enseñar y aprender han cambiado.

B) Moverse al enfoque por competencias es el paradigma esperado

para que el estudiante desarrolle los conocimientos, habilidades,

actitudes y valores necesarios para enfrentarse a los diversos es-

cenarios de su vida laboral. El cambio a una educación por com-

petencias integra recursos didácticos y pedagógicos que favorecen

la construcción de saberes y conexiones con la realidad de la dis-

ciplina. La organización de un plan de estudios en donde cada

materia especifique la competencia genérica y las competencias

específicas, atendiendo siempre al perfil de egreso dentro de un

contexto real del futuro abogado. Por otra parte, un plan de es-

tudios por objetivos no identifica ni especifica con claridad las

competencias, indicadores de competencia y estrategias didácticas

que medirán el conocimiento vinculado siempre a la realidad con-

textual de las necesidades del futuro abogado. De ahí que persiste

la  fragmentación  de las disciplinas  y  no favorece un desarro-

llo gradual de los aprendizajes. Este enfoque mantiene prácticas

de aprendizaje que no facilitan el desarrollo de competencias y
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perpetúan el modelo tradicional, que impactan tanto en la forma-

ción de los estudiantes como en el proceso de enseñanza-apren-

dizaje.

C) La diferencia entre un modelo tradicional y uno por competencias

tiene implicaciones importantes en el tema del rol del docente y

de los estudiantes, las técnicas y estrategias didácticas que se uti-

lizan para la enseñanza, así como no menos importantes en cómo

se evalúan los conocimientos.

D) El uso de técnicas didácticas, además de la exposición magistral

deberá ser parte del marco curricular y pedagógico de las ED.

E) El desarrollo y puesta en marcha de una enseñanza basada en

competencias favorece la congruencia en el saber, saber hacer algo,

y lo más importante saber ser. “Ser alguien” implica procesos cog-

nitivos y afectivos. Estos últimos no han sido realmente valorados

y enfocados conscientemente en el proceso de enseñanza.

F) Reaprender y dar cuenta de que el rol del docente mude de ser

“la autoridad” a convertirse en un rol de tutor, facilitador, crítico

e inspirador del aprendizaje.

G) Aprovechar las tecnologías de la información y comunicación

(TIC) como una oportunidad de intercambio académico, social y

psicológico.

H) Explorar nuevas formas de evaluación de los conocimientos: de

estar basada en objetivos que han privilegiado la memoria como

proceso cognitivo, a una evaluación deliberada cuyo objetivo sea

evaluar el desempeño en situación, es decir, en la práctica, a partir

de conocimientos teóricos.

I) El diseño curricular del programa de Derecho debiese organizar e

incluir transversalmente los conocimientos y habilidades necesa-

rias para que el estudiante sea capaz de realizar una tesis, y no in-

cluir dos materias en el plan de estudios. O bien, que el estudiante

se titule vía el EGEL,11 que “permite identificar si los egresados

11 �Es una prueba de cobertura nacional que evalúa el nivel de conocimientos y habi-
lidades académicas de los recién egresados de la licenciatura en Derecho�. Más in-
formación, [en línea]: <http://www.ceneval.edu.mx/web/guest/derecho>.
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de la licenciatura cuentan con los conocimientos y las habilidades

necesarias para iniciarse eficazmente en el ejercicio profesional”.

El sustento  de una enseñanza-aprendizaje que favorezca procesos

afectivos, en los que las emociones forman un valioso sustrato, tiene

referente en las investigaciones emergentes de la neurodidáctica y los tra-

bajos de investigación del Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT,

2010).12 Se suma a este eco de investigaciones Gamo (2006),13 que sostiene

que “el cerebro necesita emocionarse para aprender”; esta tesis tiene an-

tecedentes en la psicología evolutiva, la psicología cognitiva y la neuro-

ciencia, que contribuyeron para explicar cómo ocurre el aprendizaje y

el desarrollo intelectual (Branford y cols., 2003, p. 115).14 Hoy más estudios

robustecen cómo “los sentimientos y las emociones intensifican la acti-

vidad de las redes neuronales y por ende las conexiones sinápticas” y

así el aprendizaje (De la Barrera y Donolo, 2009).15 El apoyo de la ima-

ginología/imagenología constituye un valioso soporte para evidenciar

estas conexiones que se establecen durante el proceso del aprendizaje y

que, tratándose del tema del desarrollo de competencias, apunta a iden-

tificar y evidenciar los mecanismos de transmisión del conocimiento, es

decir, cómo llega al alumno la información y se deposita en una memoria

que repasa lo aprendido, para luego ser capaz de expresarlo. A estos

procesos se suma la motivación, dado que el alumno tiene la posibilidad

de reconstruir las experiencias de aprendizaje y darse cuenta de sus nue-

vas habilidades. A ello lo llamo la formación de círculos virtuosos del

aprendizaje.

12 Un experimento con un estudiante universitario de 19 años al que colocaron un sensor
electrodérmico en la muñeca para medir la actividad eléctrica de su cerebro las 24
horas durante siete días; arrojó datos relevadores: �la actividad cerebral del estudiante
cuando atendía en una clase magistral era la misma que cuando veía la televisión;
prácticamente nula. Los científicos pudieron probar así que el modelo pedagógico
basado en un alumno como receptor pasivo no funciona�.

13 José Ramón Gamo diseñó y dirige el máster de Neurodidáctica en la Universidad
Rey Juan Carlos, en Barcelona, España. <http://www.centrocade.com/master-en-neu-
rodidactica/>.

14 Branford, John, Ann Brown y Rodney Cocking, How people learn.
15 De la Barrera, María Laura y Danilo Donolo, �Neurociencias y su importancia en

contextos de aprendizaje�, en Revista digital universitaria, UNAM, vol. 10, nro. 4, Mé-
xico, 2009.
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III. La transformación institucional de las escuelas de
Derecho a partir de la capacitación de los profesores
para enseñar por competencias

Los hallazgos, propuestas y reflexiones planteadas hasta ahora ex-

ponen la exigencia para que las escuelas de Derecho generen y busquen

una mejora profunda de sus planes y programas de estudios y atiendan

la formación y capacitación de sus docentes. Ello llevaría a egresar abo-

gados con un perfil que refleje una formación académica renovada, con-

temporánea y visionaria.

El escenario de la educación en las ED tiene un factor común en las

aulas: estudiantes que saben navegar en las redes y se conectan todo el

tiempo, son rápidos en la búsqueda de información, son susceptibles y

se motivan con los retos, cuando son bien guiados y retroalimentados

eficientemente. ¿Cómo estamos aprovechando las instituciones educati-

vas estas competencias? Y, ¿con qué velocidad respondemos a los nuevos

escenarios educativos?

El desarrollo de las organizaciones educativas es complejo, como ya

lo enunciaba en párrafos anteriores al mencionar el tema de planes de

estudios y de la enseñanza por competencias. La transformación insti-

tucional requiere de una sensibilidad y “necesidad sentida” para el cam-

bio de los “tomadores de decisiones”. Sabido es que las IES, en su gran

mayoría, están adscritas a organismos de certificación de la disciplina

del Derecho, solo que no es suficiente. En este contexto externo cambiante,

los ciclos de vida de los programas requieren más que una certificación,

o una revisión, o un visto bueno de un Reconocimiento de Validez Oficial

de Estudios de las autoridades educativas, necesitan más que eso: una

mirada visionaria de transformación educativa.

En gran medida son los profesores los primeros agentes de cambio,

sobre todo estos docentes motivados en el cómo enseñar. Se identifican

con claridad por que experimentan y producen cambios en el aula, aun

y cuando no exista modelo pedagógico o líneas sobre qué tipo de prácticas

docentes debiesen seguir. Investigan y son creativos.

Los datos más recientes de la intervención del CEEAD en las escue-

las de Derecho con el programa antes mencionado, aportan informa-

ción valiosa que nos hace pensar en el valor de los profesores(as) como
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agentes de cambio dentro de las ED de las IES.16 Por citar algunos ha-

llazgos: el 94.3% comenta que los cursos, talleres y asesorías del CEEAD

le ayudaron a actualizar el material de sus cursos, el 92.7% comenta

que incorporaron a sus cursos prácticas retadoras, en tanto que el 93%

refiere que el apoyo del CEEAD fue necesario para desarrollar activi-

dades de aprendizaje donde los estudiantes se sintieran motivados; el

94% considera que el CEEAD desarrolló estrategias que le apoyaron

como docente.

La transformación de la enseñanza por competencias, con un diseño

curricular innovador y con la riqueza de experimentación en el tema

pedagógico, me lleva a pensar que, sin dejar de lado todas las fortalezas

que ya poseen las escuelas de Derecho, será fundamental que la mirada

de planeación, organización, cambios, capacitación y transformación ins-

titucional busque nuevas avenidas tal como las plantea Riesbeck (2014).17

El paradigma revolucionario que propone este autor apunta a una vi-

sión de la educación diferente en el 2025, en donde en lugar de depar-

tamentos disciplinares haya avenidas, con un currículo elaborado con

base en los roles prácticos y no en los conocimientos (teoría-práctica),

en salones donde coexistan estudiantes de varios programas fundados

en multihabilidades y con tecnologías basadas en la inmersión de es-

cenarios.

En consecuencia, la aspiración transformacional de una escuela de

Derecho es que su plan de estudios esté actualizado con apoyo en un

modelo pedagógico  en  el  que  la  función del  profesor  sea  la  de  una

enseñanza centrada en el estudiante y que propicie la adquisición de

las competencias necesarias en su proceso de formación como abogado.

Imaginen, en esta transformación, aulas diseñadas para que las expe-

riencias de aprendizaje sean provocadoras, reflexivas, motivantes y re-

tadoras.

16 Los datos fueron recabados por un consultor externo, que midió la evaluación de
impacto del Programa de Fortalecimiento de las ED para el nuevo sistema de justicia
penal e incluyó 18 estados visitados, 391 instituciones o escuelas educativas partici-
pantes y 1.073 profesores capacitados.

17 Riesbeck, Chris, A Curricular Vision from 2025, Northwestern University, 2016, [en
línea]: <http://cs.northwestern.edu/~riesbeck/curriculum-revolution.pdf>.
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Conclusiones

El mapeo a 196 planes de estudios plantea una realidad preocupante

de cómo se están formando los abogados en nuestro país. La correspon-

sabilidad de mejora y transformación de la enseñanza del derecho está

en las propias IES, en los directores, coordinadores, docentes, alumnos,

empleadores, que son los actores sociales involucrados en este enorme

y complejo desafío de la educación. Pero también el organismo rector

del país, quien otorga el reconocimiento oficial para que las ED abran

su oferta educativa.

El Estado de Derecho de un país, si bien tiene un depositario impor-

tante en los abogados que apoyan el ejercicio y procuración de justicia,

requiere de egresados con un perfil capaz de responder a la complejidad

de nuestra sociedad, sustentado en planes y programas de estudios equi-

librados en número de materias, basados en metodologías, con modelos

pedagógicos y disciplinares que generen consistencia en su discurso entre

qué ofrecen, para quién y cómo lo llevan a la práctica.

Uno de los retos más importantes es que la formación de los estu-

diantes de las escuelas de Derecho requiere de profesores comprometidos

y capacitados en prácticas docentes interactivas a través de un modelo

pedagógico del que egresen abogados competentes de su disciplina y

con ética en su desempeño laboral.
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La formación jurídica: una mirada desde
una didáctica analítica y reflexiva

Anahí Mastache1 y Roald Devetac2

Resumen

Este artículo busca compartir algunas reflexiones y propuestas para

la acción en el marco de una formación jurídica basada en una didáctica

analítica y reflexiva (Mastache y Devetac, 2016b).

Didáctica General es la primera asignatura del área en el Profesorado

en Ciencias Jurídicas, por lo cual constituye el primer acercamiento a

las teorías de la enseñanza. Nuestro propósito central es la formación

inicial o de base para el ejercicio del rol profesional docente en el nivel

medio y superior en asignaturas vinculadas tanto al derecho como a la

formación ciudadana, incluyendo el desarrollo de los conocimientos, ha-

bilidades, capacidades y actitudes considerados necesarios para el ejer-

cicio del rol.

En primer término, presentaremos nuestra postura sobre la formación

y la enseñanza en general, y sobre la formación jurídica en particular:

las distintas perspectivas sobre las ciencias jurídicas (Gordon, 2004; Wi-

tker, 1987), sobre las propuestas curriculares para la formación de pro-

fesionales del derecho (Casey, 2014; Zaikoski, 2015) y sobre la enseñanza

y la evaluación en dichos espacios (Abdelnour Granado, 2014).

Intentaremos interpelar (teórica y prácticamente) las principales ca-

tegorías didácticas pensando en las competencias requeridas para la do-

cencia en ciencias jurídicas.

1 Profesora Titular Regular de la asignatura Didáctica General en la carrera de Profe-
sorado para la Enseñanza Media y Superior en Ciencias Jurídicas de la Facultad de
Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Correo electrónico: didacticageneral@de-
recho.uba.ar.

2 Profesor Adjunto Regular de la asignatura Didáctica General en la carrera de Profe-
sorado para la Enseñanza Media y Superior en Ciencias Jurídicas de la Facultad de
Derecho de la Universidad de Buenos Aires.
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Esperamos contribuir al debate sobre la formación jurídica y sus en-

foques didácticos.

Palabras clave

Formación jurídica - Formación docente - Didáctica analítica y reflexiva.

Legal training: a look from an analytical
and reflexive didactic

Abstract

This article seeks to share some reflections and proposals for action

within the framework of legal training based on an analytical and refle-

xive didactics (Mastache and Devetac, 2016b).

General Didactics is the first subject of the area in the Faculty of

Legal Sciences, so it is the first approach to theories of teaching. Our

central purpose is  the initial  or  basic  training for the exercise of the

professional teaching role at the middle and higher levels in subjects

related to both law and citizen education, including the development of

the knowledge, skills, abilities and attitudes considered necessary for

the exercise of the role.

First, we will present our position on training and education in ge-

neral, and on legal training in particular: the different perspectives on

legal sciences (Gordon, 2004; Witker, 1987), on curricular proposals for

the training of professionals (Casey, 2014, Zaikoski, 2015) and on teaching

and assessment in these spaces (Abdelnour Granado, 2014).

We will try to interpellate (theoretically and practically) the main

didactic categories thinking about the competencies required for teaching

in the legal sciences.

We hope to contribute to the debate on legal training and its didactic

approaches.

Keywords

Legal training - Teacher training - Analytical and reflexive didactic.
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I. Introducción

Este artículo se basa en la presentación que los autores efectuaron

en el marco del III Congreso Internacional de Pedagogía Universitaria

y Didáctica del Derecho, que tuvo lugar en esta Facultad en el mes de

octubre de 2016. Su finalidad es compartir algunas reflexiones teóricas

y propuestas para la acción en el marco de un planteo de formación

jurídica basado en un enfoque de la didáctica que denominamos analítica

y reflexiva (Mastache y Devetac, 2016b).

Didáctica General es la primera asignatura del área en el Profesorado

en Ciencias Jurídicas, por lo cual constituye el primer acercamiento a

las teorías de la enseñanza, las cuales serán luego retomadas en materias

posteriores. Nuestro propósito central es la formación inicial o de base

de nuestros estudiantes para el ejercicio del rol profesional docente en

el nivel medio y superior en asignaturas vinculadas no solo al derecho

sino también a la formación ciudadana. Podría decirse que el propósito

es el desarrollo de los conocimientos, habilidades, capacidades y actitudes

considerados necesarios para el ejercicio del rol.

En primer término, presentaremos nuestra postura con relación a la

formación y a la enseñanza en general, y con referencias a la formación

jurídica en particular. En este marco, incluiremos algunas reflexiones en

torno a las distintas perspectivas sobre las ciencias jurídicas (Gordon,

2004; Witker, 1987), sobre  las propuestas curriculares destinadas a la

formación de profesionales del área (Casey, 2014; Zaikoski, 2015) y sobre

la enseñanza y la evaluación en dichos espacios (Abdelnour Granado,

2014).

Intentaremos interpelar (teórica y prácticamente) las principales ca-

tegorías didácticas pensando en las competencias requeridas por los pro-

fesionales en ciencias jurídicas para el ejercicio de la docencia. Con este

fin, haremos hincapié en cuestiones tales como los propósitos de la for-

mación, los contenidos de la enseñanza, las estrategias de enseñanza y

evaluación. Para ello recurriremos a referencias provenientes de la en-

señanza de las ciencias jurídicas y de la formación ciudadana, así como

a nuestra experiencia en la formación de abogados para el desempeño

del rol docente.
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Esperamos contribuir con este trabajo al debate sobre la formación

jurídica y sus enfoques didácticos.

II.  Nuestra perspectiva didáctica

Concebimos a la docencia como una profesión que requiere una forma-

ción específica para su desempeño. El profesor debe ser capaz, no solo

de enseñar su asignatura de acuerdo con el posicionamiento que adopte

en torno a las distintas posturas epistemológicas, metodológicas y di-

dácticas, sino, a la vez, de atender a la situación educativa en su conjunto,

en sus aspectos relacionales y de desarrollo de la personalidad. La ca-

pacidad de analizar el contexto (social, institucional) en el cual se desa-

rrolla la clase, así como las características que asume el grupo-clase (las

formaciones que construye, las articulaciones que produce) (Souto, 2000)

y de adaptar las estrategias pedagógico-didácticas en función del diag-

nóstico realizado, constituyen competencias centrales para un ejercicio

“situado” de la docencia. Por lo tanto, la formación inicial para la docencia

ha de incluir no solo una buena formación disciplinar y teórico-técnica

en el campo de la didáctica (sin duda, imprescindibles), sino también el

desarrollo de habilidades personales e interpersonales y un proceso de

reflexión personal  en torno a los sentidos atribuidos al derecho, a la

ciudadanía y a su enseñanza y evaluación. En esta línea, consideramos

que el proceso de “devenir docente” no se produce solo a través de la

apropiación de los conocimientos científicos y tecnológicos necesarios ni

de la adquisición de las capacidades y competencias propias del hacer

experto, sino que además se requiere de la internalización de un habitus

específico o, en otros términos, de un proceso de socialización que supone

ciertas transformaciones identitarias con vistas a la adquisición de de-

terminados “gestos” profesionales. En este sentido, toda formación inicial

supone de manera más o menos explícita o implícita el desarrollo de los

aspectos personales involucrados en la tarea.

En consecuencia, esperamos ofrecer a nuestros estudiantes oportuni-

dades para su perfeccionamiento en estas diversas dimensiones, de modo

que puedan ir construyendo una mirada que integre el interjuego de

fenómenos cognitivos, afectivos, relacionales, grupales, institucionales y

sociales que afectan la calidad de la enseñanza y de los aprendizajes.
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Ello  requiere, sin  dudas, de perspectivas teórico-epistemológicas que

reconozcan esta diversidad y permitan su tratamiento didáctico. A con-

tinuación, trataremos de caracterizar esta postura en sus diversos ele-

mentos componentes.

Nos posicionamos  en una concepción de didáctica que prioriza su

capacidad analítica y reflexiva (Mastache y Devetac, 2016b); esto es, que

trata de dar cuenta de las situaciones de enseñanza a partir de un pen-

samiento que busca comprender y reflexionar críticamente sobre lo que

sucede, más que prescribir modos de actuación (Souto, 1987). En este

sentido, nos alejamos de las corrientes que proponen una didáctica me-

ramente instrumentalista en términos normativos o prescriptivos así

como de quienes sostienen una propuesta crítica sin ofrecer herramientas

para la acción. En discusión con ambos enfoques, buscamos que nuestros

estudiantes puedan construir esquemas de acción profesional a partir

del reconocimiento del campo de operación.

En segundo lugar, sostenemos que la efectividad de toda intervención

pedagógica se vincula con la posibilidad de adecuar el propio estilo do-

cente a las necesidades y demandas que plantea cada situación particular.

Ello supone, en línea con lo mencionado previamente, trabajar sobre la

base de que cada docente desarrolle un estilo personal, en un reencuentro

consigo mismo y con las condiciones reales del contexto institucional y

áulico en el cual trabaja. Nos posicionamos, pues, en una perspectiva

didáctica situada y contextualizada, que trabaja en torno a situaciones con-

cretas, singulares, que se desarrollan en un entrecruzamiento de variables

de distinto nivel; esto es, una concepción de la didáctica que busca poner

en articulación los conceptos generales con las situaciones particulares,

que busca dar cuenta de lo singular con ayuda de marcos teóricos de

carácter más universal (Mastache, 2013a).

En este sentido, pensamos nuestra propuesta como un proceso de

formación clínica (Filloux, 1996; Ferry, 1990, 1997) más que de enseñan-

za, en tanto nos centramos en la situación personal de cada sujeto en

formación (sus competencias, dificultades, estilo) e incluimos la autorre-

flexión como herramienta central. Para ello, hemos de ofrecer a los par-

ticipantes la posibilidad de un involucramiento personal que los interpele

en su subjetividad y que les permita entrar en relación con los saberes

teóricos y técnicos, pero también con saberes sobre la práctica y sobre
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los aspectos personales del rol. La teoría y sus modalidades de utilización,

la elucidación de la realidad, el uso de herramientas metodológicas e

intelectuales, el develamiento de la propia implicación, constituyen dis-

tintos tipos de “saberes en juego” (Mastache, 2012). De esta manera, en

la medida de sus posibilidades y deseos, los asistentes pueden implicarse

en un desarrollo personal y de construcción de la identidad profesional

para la que se están formando. Ello requiere tratar de que los estudiantes

se apropien de lo aprendido, de manera que puedan sentirse “creadores”

(en sentido antropológico amplio), “autores” de aquello que enseñan,

porque pueden “autorizarse” a hacer propio lo que han aprendido y a

transmitirlo desde su propio lugar, en sus propios términos (Ardoino,

1993).

Otro aspecto a considerar es la complejidad de los ámbitos de de-

sempeño docentes. Tanto la clase como la facultad o la escuela constituyen

espacios de problemáticas que presentan atravesamientos múltiples, di-

versos, heterogéneos; son lugares de entrecruzamiento y sobredetermi-

nación, donde se juegan y articulan a la manera de una trama lo subjetivo,

lo grupal, lo institucional, lo social (Morin, 1990, 1997; Souto, 2000; Fer-

nández, 1989). Ello supone el tratamiento de las cuestiones didácticas,

pero también la inclusión de otras dimensiones que inciden en la tarea

docente, tales como las problemáticas del aprendizaje, la gestión de los

grupos de alumnos, las cuestiones normativas, la organización de la es-

cuela y las características de las dificultades que se suceden en su seno,

el contexto social y su incidencia en el aula.

De allí que pensemos la propuesta de formación en términos de estra-

tegia más que de programa. Morin sostiene que mientras este último

corresponde a “una secuencia de acciones predeterminadas que debe

funcionar en circunstancias que permitan el logro de los objetivos” (Mo-

rin, 1990:126), la estrategia “elabora uno o varios escenarios posibles.

Desde el comienzo se prepara, si sucede algo nuevo o inesperado, a

integrarlo para modificar o enriquecer su acción” (Morin, 1990:127). La

estrategia implica un conjunto de criterios o directrices que orienta la

acción para el logro de ciertos objetivos pero deja márgenes de libertad

para modificarla y ajustarla a las necesidades y emergentes. De este modo,

incorpora lo aleatorio, el azar, lo imprevisto, lo incierto, lo no planificado

ni anticipado.
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III. Una mirada a las ciencias jurídicas y la formación
ciudadana

III.A. Las ciencias jurídicas

De manera harto esquemática y retomando desarrollos como los pro-

puestos por Witker (1987) o Gordon (2004), es posible distinguir dos

grandes grupos de concepciones “típicas” (en el sentido weberiano) res-

pecto del derecho:

1) El derecho como la norma jurídica. Si bien existen distintas formas

de entender a la “norma jurídica”, lo más “típico” de esta concepción

es la imagen del código como contenido único a enseñar. Puede aludir

a la letra de la norma, a su espíritu (los motivos por los que esta fue

sancionada, los problemas que intentó resolver) o a su interpretación

doctrinaria. Pese a sus diferencias, esta perspectiva tiende a suponer una

concepción del conocimiento jurídico como un saber ya dado, cerrado,

cosificado, en tanto el objeto del derecho está preestablecido en la norma

escrita. La relación entre teoría y práctica suele responder a la raciona-

lidad técnica; la práctica es pensada como aplicación de la teoría.

El objetivo de enseñanza predominante en estos casos es que los

alumnos “sepan”  la norma; saber  que se limita, en el extremo, a su

memorización. Por consiguiente, desde lo pedagógico, esta concepción

privilegiaría el método expositivo de enseñanza, la memorización como

paradigma del aprendizaje y la repetición como constancia de lo apren-

dido.

2) El derecho como el análisis jurídico de la realidad. Lo típico de

esta concepción es el “caso” como situación a resolver, lo cual supone

una concepción del conocimiento jurídico como un saber a construir a

partir de las normas jurídicas (las fuentes del derecho) y de las situaciones

concretas (casos). Saber que, por lo tanto, no está preestablecido, pu-

diendo dar lugar, incluso, a construcciones distintas. La relación entre

teoría y práctica responde predominantemente a una racionalidad que

comprende los beneficios de la regulación; es decir que la práctica es

considerada como una instancia de validación y reconstrucción de la

teoría.

El objetivo de aprendizaje tiende a ser que los alumnos puedan re-

solver conflictos jurídicos, lo cual implicaría el análisis de las distintas
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variables que componen el caso, su encuadre jurídico, la interpretación

de la norma, etcétera. Desde lo pedagógico, esta concepción privilegia

el método de casos, entendido en términos de resolución de problemas.

Gordon (2004) presenta una distinción similar al proponer la reorga-

nización de los distintos modelos en tres grandes grupos: a) los tradi-

cionales; b) el derecho como política, que incorpora una mirada sobre

los aspectos políticos involucrados en el surgimiento, expansión y con-

solidación de las normas jurídicas, aun cuando no se hace cargo de la

multiplicidad y heterogeneidad de lo político, y c) los modelos de en-

señanza del derecho que incluyen el estudio desinteresado del derecho

científico y social, las perspectivas críticas y la educación para el cambio

social.

En lo que respecta a la formación de profesores en ciencias jurídicas,

consideramos importante la creación de espacios para identificar, refle-

xionar y poner en debate las concepciones jurídicas y de enseñanza con

las cuales se han formado como abogados. El propósito no es solo generar

prácticas docentes más conscientes y reflexivas, sino también poner en

discusión el lugar del derecho positivo en la formación básica. En tanto

futuros docentes en escuelas medias o carreras terciarias que no forman

especialistas en derecho, consideramos central que puedan poner en cues-

tión la perspectiva del derecho centrada en el litigio y la judicialización

para incluir una percepción más amplia de los procesos sociales (Zaikoski,

2015) y además abrir a una concepción de la ciudadanía que pueda ir

más allá de lo jurídico (Mastache y Devetac, 2014).

Por otra parte, es posible reconocer propuestas más centradas en las

estrategias de enseñanza del derecho, con relativa independencia de la

concepción en torno a la disciplina. En esta línea, se ubican los desarrollos

en torno a las mejores prácticas para la enseñanza del derecho, que tien-

den a enfatizar la educación a través de la experiencia, en reemplazo de

la enseñanza predominantemente discursiva más habitual en las univer-

sidades. Así, por ejemplo, Abdelnour Granados señala que es imperioso

pasar de un modelo tradicional, verbalista, discursivo y de requerimientos me-

morísticos mecanicistas, a un modelo activo, centrado en el estudiante, que le

permita desenvolverse de forma competente en el ejercicio profesional y en la

vida, y que su docente sea su “coach” o mediador de ese aprendizaje (Abdelnour

Granados, 2014:53).
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Las propuestas de enseñanza del derecho más actuales tienden a in-

cluir prácticas laborales reales (cuyo principal exponente es el practicum),

pero también cursos basados en la simulación, en el estudio de casos o

en experiencias de laboratorio. Casey (2014), por ejemplo, hace hincapié

en la diferencia entre “aprendizaje experiencial” y “educación experien-

cial”, señalando que en esta última no se trata solo de generar aprendi-

zajes a través de la experiencia sino de un método de enseñanza activo que

integra teoría y práctica mediante la combinación de la investigación académica

con la experiencia real (Adcock et al., citando a Barnhizer, 2011, y Stuckey

et al., 2007, en Casey, 2014:77). En la misma línea, Maharg (2014) enfatiza

la importancia de la creación de ambientes de aprendizaje que incluyan

la interdisciplinariedad y la simulación profesional en el marco de una

comunidad de práctica.

III.B. Ciudadanía y formación ciudadana

Suele pensarse a la ciudadanía en términos legales o políticos, vin-

culada a los derechos al sufragio y a la organización política.

Se denomina ciudadanía a la relación de carácter político que existe entre

una persona y el Estado, y que le otorga a esa persona derechos y deberes de

carácter especialmente políticos, como por ejemplo el derecho a elegir, ser elegidos

y ocupar cargos públicos. Es un vínculo jurídico-político que une al individuo

con el Estado y lo habilita a participar en su vida política, otorgándoles derechos

e imponiéndoles obligaciones (Leoni, 2009).

No obstante, no es este su único sentido. Es ya clásica la trilogía

establecida por Marshall: ciudadanía civil, política y social. Mientras la

ciudadanía política es propia de las sociedades burguesas, en los inicios

de la Modernidad ya se había introducido la idea de ciudadanía civil,

vinculada al ejercicio de los derechos económicos. En 1950, el mismo

Marshall introduce la noción de ciudadanía social, que permitiría a los

más desfavorecidos integrarse a la corriente principal de la sociedad y

ejercer efectivamente sus derechos civiles y políticos. Esta última incluye

desde  el derecho  a un mínimo de bienestar y seguridad  económica hasta el

derecho a participar del patrimonio social y a vivir la vida de un ser civilizado

de acuerdo con las pautas vigentes en la sociedad (Marshall y Bottomore,

1998:302). En una crítica a la trilogía de Marshall, Giddens (1982:171)
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incluye un cuarto nivel: la ciudadanía económica, reflejada en los derechos

civiles económicos de los trabajadores.

La ciudadanía, tal como se la conceptualiza en los textos más actuales

(ver, por ej.: la recopilación efectuada por Benedicto y Moran, 2003),

tendría una vertiente hacia los derechos individuales y otra hacia la per-

tenencia a la comunidad.

El concepto de ciudadanía está íntimamente ligado, por un lado, a la idea

de derechos individuales y, por el otro, a la noción de vínculo con una comunidad

particular (Kymlicka y Norman, 1997:5).

Incluso, el Diccionario de la Real Academia Española define a la ciu-

dadanía como: Cualidad y derecho de ciudadano./Conjunto de los ciudadanos

de un pueblo o nación. /Comportamiento propio de un buen ciudadano. La

tercera acepción daría cuenta de la necesidad de formación para la ciu-

dadanía, en tanto que para ser parte del “conjunto de un pueblo” se

requerirían determinadas características que harían al “buen” ciudadano.

El ejercicio efectivo de la ciudadanía exigiría el desarrollo de un con-

junto de habilidades personales e interpersonales vinculadas con las ca-

pacidades para la comunicación, la resolución de conflictos, la tolerancia

a la frustración, entre otras. Por ende, la formación ciudadana no podría

quedar limitada a los derechos, deberes y obligaciones, rebasa lo jurídico

y lo político, para incluir lo ético, lo interpersonal, lo social, lo institu-

cional, lo histórico. En esta tarea, la escuela tendría un lugar central.

A nivel internacional, el denominado “Informe Delors” (Delors, 1996)

plantea como primer pilar de la educación “aprender a vivir juntos”, al

que acompañan “aprender a conocer”, “aprender a hacer” y “aprender

a ser”. La conjunción de los cuatro genera, a nuestro entender, las bases

de la formación ciudadana.

En Argentina, según la Ley 26.206 de Educación Nacional (2006), la

formación ciudadana constituye una de las finalidades centrales explícitas

del nivel medio junto con la formación académica (preparación para los

estudios superiores) y para el trabajo. En su artículo 30 establece que la

Educación Secundaria tiene la finalidad de habilitar a los/las adolescentes y

jóvenes para el ejercicio pleno de la ciudadanía, e incluye entre sus objetivos:

Brindar una formación ética que permita a los/las estudiantes desempeñar-

se como sujetos conscientes de sus derechos y obligaciones, que practican el
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pluralismo, la cooperación y la solidaridad, que respetan los derechos humanos,

rechazan todo tipo de discriminación, se preparan para el ejercicio de la ciuda-

danía democrática...

Lo dicho supone el reconocimiento de los estudiantes como ciuda-

danos, esto es, sujetos de derecho y miembros plenos de diversas comu-

nidades –entre ellas, la educativa–, lo cual requeriría habilitar el ejercicio

de sus derechos, promover el reconocimiento y el respeto por las dife-

rencias, el crecimiento con autonomía y la construcción de legalidades.

En este sentido, si bien formar para la ciudadanía es objeto de algunos

espacios curriculares, es una tarea que involucra toda experiencia escolar.

La escuela (y la vida social) constituye una trama compleja en la que se

juegan de manera inevitable múltiples conflictos de intereses, deseos,

expectativas, que pueden considerarse oportunidades para la formación

ciudadana y el aprendizaje de la convivencia pacífica. Gestionar ese vivir

juntos implica intervenir en el juego de las posibles interrelaciones de

los actores que actúan dentro de la escuela y desde afuera en su relación

con ella.

A nivel institucional, se han ido desarrollando diversas propuestas:

el trabajo con los estudiantes para la construcción de la normativa de

convivencia, los Consejos de Convivencia con participación de alumnos,

los Centros de Estudiantes y cuerpos de delegados de curso, por citar

algunos.

Por otra parte, los aprendizajes vinculados a la ciudadanía no pueden

definirse en términos sustanciales o discursivos. De hecho, más que las

palabras, inciden en estos procesos las acciones de los docentes, sus mo-

dos de relacionarse con los otros, sus maneras de encarar los conflictos.

En la formación ciudadana importan las habilitaciones a las palabras y

al pensamiento, los valores en acción, lo que requiere de una lógica pro-

cedimental que incluya el ejercicio efectivo de los valores involucrados,

lo cual exige –además– de condiciones contextuales.

Pero también es preciso señalar que no es suficiente contar con un desarrollo

de capacidades adecuado, sino que es preciso disponer de contextos institucio-

nales, de acción colectiva o grupal, donde la intersubjetividad dispare la sufi-

ciente motivación para que el comportamiento personal responda a impulsos de
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integración y por lo tanto propicie que las perspectivas ética y política coincidan

(Pereira, 2013:45).

Hacer explícita la enseñanza de la ciudadanía supone pensarla, es-

tablecer propósitos y objetivos y diseñar las estrategias para su logro.

Todo ello supone un desafío a la formación de docentes.

IV. Los diseños curriculares: la formación profesional
en ciencias jurídicas y su enseñanza

Con vistas a caracterizar las distintas lógicas que subyacen a los di-

seños curriculares, presentaremos brevemente la distinción planteada por

J. M. Barbier (1999) entre los mundos de la enseñanza, la formación y

la profesión. Cada uno de ellos es diferente de los otros y trabaja sobre

una hipótesis distinta (parcialmente falsa pero más o menos eficaz):

– Mundo de la profesión (propio del trabajo): se trata de formar a través

del trabajo mismo, del entrenamiento y de la ejercitación en las

competencias que surgen a partir de los desempeños concretos.

– Mundo de la enseñanza (propio del sistema educativo formal): trabaja

sobre la hipótesis de la transmisión y la comunicación del saber y

el conocimiento para su apropiación por el estudiante.

– Mundo de la formación (propio de los espacios de formación profesional):

la hipótesis de base es el desarrollo de capacidades que luego pue-

dan ser actualizadas en estudios posteriores, en la vida cotidiana

o en el mundo laboral.

La universidad, la formación docente o las escuelas técnicas, que pro-

ponen una formación orientada a una determinada profesión o campo

laboral, oscilan habitualmente entre el mundo de la enseñanza y el de

la formación.

Presentaremos a continuación de manera simplificada (y casi carica-

turesca) el funcionamiento de los diseños curriculares y de la enseñanza

según la hipótesis de base se ubique en la lógica de la enseñanza y/o

de la formación.

La lógica de la enseñanza es propia de una perspectiva positivista tra-

dicional, aun vigente –e incluso predominante– en muchas carreras de

Derecho. Los planes de estudios se piensan en función de los saberes

disciplinares, con asignaturas independientes que suelen ordenarse según
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una lógica aplicacionista y tecnicista (primero las materias básicas; luego,

las aplicadas, y recién hacia el final –cuando las hay–, las actividades

de simulación y las prácticas). El resultado es una organización curricular

de tipo mosaico o currículum agregado (Bernstein, 1985).

En las materias prevalece la lógica del contenido conceptual con pre-

dominio de clases magistrales o de resolución de ejercicios acotados a

las temáticas del programa. El supuesto es que los estudiantes podrán

recurrir a lo aprendido en otros contextos. No obstante, en la práctica,

esta transferencia (tanto entre asignaturas como hacia el campo laboral)

presenta dificultades y muchos de los saberes aprendidos permanecen

como “conocimientos inertes” (Perkins, 2010).

Por otra parte, tampoco suele quedar resuelta la formación en com-

petencias transversales o de orden práctico (Rojas y otros, 1997), que no

se corresponden con las disciplinas académicas que constituyen el eje

del plan de estudios. Capacidades tales como comunicación, negociación,

liderazgo, manejo de la incertidumbre, no suelen encararse de manera

explícita, aun cuando muchas veces se desarrollan de manera implícita

junto con los modelos profesionales que se transmiten de forma incons-

ciente a través de procesos de identificación, conformando el “currículum

oculto” (Jackson, 1992).

En las carreras que responden a la lógica de la formación, el eje pasa

de los saberes disciplinares hacia el desarrollo del conjunto de saberes,

habilidades y capacidades requeridos para el ejercicio profesional. En

estos casos, los planes de estudios de Derecho tienden a adoptar una

organización centrada en aprendizaje a partir de casos, sea como orga-

nización curricular o bien en situaciones intermedias (y más habituales),

a partir de la inclusión de espacios curriculares destinados al desarrollo

de las capacidades propias de la práctica profesional a lo largo del tiempo,

incorporando materias integradoras o instancias de aprendizaje-servicio

como requisito del plan de estudios. Un cambio importante es la ruptura

con la lógica secuencial entre conocimientos básicos, aplicados y práctica

preprofesional, en tanto tienden a ofrecer instancias curriculares que re-

quieren de conocimientos aplicados, e incluso de prácticas, desde mo-

mentos  más cercanos  al inicio de las  carreras. En  cualquier caso, los

planes de estudios tienden a acercarse a la lógica de los currículum in-

tegrados (Bernstein, 1985).
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A nivel del aula, las metodologías de enseñanza suelen incluir en

mayor medida simulaciones o trabajo con casos, con mayores grados de

artificiosidad (Souto, 2007) en los momentos iniciales de la carrera. Ello

supone la inclusión de saberes de distinto tipo: disciplinares, pero tam-

bién sobre los casos o situaciones y sus contextos, y sobre las caracte-

rísticas de los campos de desempeño y sus exigencias, articulando los

conocimientos teóricos con las habilidades prácticas. En consecuencia,

los saberes experienciales y del oficio suelen ocupar un lugar central, lo

cual lleva al desarrollo explícito de diversas capacidades (análisis de si-

tuaciones, evaluación de alternativas, trabajo en grupos, gestión de equi-

pos, toma de decisiones).

Al enfrentarse a una situación desconocida a la cual debe dar una

respuesta profesional o preprofesional, el estudiante necesita movilizar

todo lo que sabe (saberes teóricos pero también habilidades procedimen-

tales diversas, capacidades de análisis de la realidad, capacidades de

comunicación e intercambio con otras personas, perspectivas éticas, so-

ciales y políticas) así como buscar nuevos saberes que permitan mejorar

la comprensión de la situación y la realización de las tareas solicitadas.

Otra característica a señalar –y que agrega dificultad– es que toda pro-

puesta de práctica profesional real (o que la reproduce adecuadamente)

incluye incertidumbres, aspectos difusos, situaciones complejas, ambi-

guas o contradictorias, lo cual lleva al desarrollo de distintos cursos de

acción y requiere la consiguiente generación de criterios para evaluar

alternativas. Estas operaciones suelen exigir la utilización de diferentes

enfoques y teorías e, incluso, de distintas disciplinas; de allí que sea

habitual el trabajo conjunto desde varias asignaturas o la conformación

de un espacio integrador. Al entrar en contacto con diversidad de pa-

radigmas y posiciones teóricas (y, por ende, también con variedad de

modelos de desempeño profesional), los estudiantes tienen la posibilidad

de conocer las distintas perspectivas, analizarlas y elegir entre ellas. Ade-

más, en tanto estas propuestas pedagógicas requieren que la tarea sea

encarada por varias personas, se propicia el trabajo colaborativo y cons-

tructivo y se facilita el desarrollo de las capacidades interpersonales que

todo trabajo profesional requiere.

Por otra parte, la cercanía con la realidad profesional contribuye a

que los contenidos tengan tanto significatividad social (dada  por su
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vinculación con los requerimientos propios del mundo de la profesión,

y por su rigurosidad teórica y su importancia al interior de la disciplina)

como subjetiva (por la posibilidad de otorgarles sentido en función de

sus conocimientos previos, así como por el interés y el desafío que re-

presentan los nuevos).

V.  Nuestra propuesta

V.A. El dispositivo de formación

Aun en el marco de una propuesta curricular agregada (Bernstein,

1985) y basada en la lógica de la enseñanza (Barbier, 1999), pensamos

nuestra tarea docente en términos de construcción de dispositivos (Souto

y otros, 1998) adecuados para que los estudiantes puedan desarrollar

las capacidades requeridas para el ejercicio de la docencia.

Basándose en las conceptualizaciones de Morin (1990), Souto (1998)

define al dispositivo como un espacio estratégico en una red de relaciones

y como combinatoria de componentes complejos que trabaja desde un pensamiento

de estrategia y no de programa, respondiendo a las situaciones cambiantes en

las que opera (Souto y otros, 1998:39).

El dispositivo se plantea como un organizador de condiciones (es-

pacios, tiempos, materiales, tareas) y de acciones (de docentes y alumnos)

en función de la intencionalidad pedagógica, en un pensamiento de es-

trategia que orienta las actividades pero deja libertad para ajustarlas a

los cambios e imprevistos y acepta la multiplicidad de recorridos que

pueden darse y de resultados que pueden alcanzarse. La autora piensa

al dispositivo como un “provocador de transformaciones” (de relaciones

interpersonales, aprendizajes sociales, conocimientos, reflexiones, etc.) y

como un “organizador” que se propone desde lo técnico, pero que no des-

conoce (sino que, por el contrario, integra) las otras dimensiones en juego.

El dispositivo de formación que proponemos pretende colocar en el

centro de la escena el rol profesional  futuro, convirtiendo a la tarea,

el desempeño y las condiciones en las que este se desarrolla en objetos de

análisis y reflexión permanente. En consecuencia, nuestro propósito cen-

tral es facilitar una formación para el desarrollo profesional y personal de nuestros

estudiantes que contribuya al afianzamiento de la construcción del rol docente –en

un sentido básico pero sólido– en sus distintas dimensiones (Mastache, 2013b).
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Para el logro de este propósito incluimos a lo largo de la cursada una

variedad de saberes: los estrictamente pedagógico-didácticos, los que per-

miten poner en práctica los saberes teóricos en relación con las situaciones

de enseñanza de las ciencias jurídicas y la ciudadanía en variados campos

de desempeño, los vinculados a la formación social, institucional y grupal,

y los referidos a la formación de orden personal.

A modo de síntesis, buscamos que nuestra propuesta didáctica:

– Posicione a los abogados asistentes en el rol de Profesores en Cien-

cias Jurídicas que se desempeñan en una escuela y curso concretos

donde dictan la asignatura correspondiente a formación para la

ciudadanía.

– Reproduzca de manera verosímil situaciones reales, de manera de

contemplar la variedad de aspectos involucrados en la tarea do-

cente.

– Tenga tanto significatividad social como subjetiva.

– Permita el trabajo articulado entre la teoría y la práctica.

– Incorpore la consideración de la complejidad, las incertidumbres,

ambigüedades y contradicciones como aspectos naturales de las

situaciones a resolver.

– Exija la integración disciplinar y de las distintas capacidades pro-

fesionales.

– Tenga en cuenta la diversidad de paradigmas y posiciones teóricas

existentes en el campo profesional y ayude a los futuros profesio-

nales a encontrar su propio lugar.

– Propicie el trabajo colaborativo y constructivo con los docentes y

otros estudiantes.

– Ponga el acento en la dimensión formativa de la evaluación, de

manera que favorezca instancias de análisis y reflexión con la fi-

nalidad de ir mejorando el proceso de apropiación de los distintos

saberes.

V.B. Las actividades y estrategias didácticas

El eje de la tarea se encuentra en la producción didáctica de los es-

tudiantes, pensada de manera que permita la aparición de la singularidad
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y favorezca que cada uno pueda realizar un recorrido personal. Estas

producciones constituyen, además, instancias de evaluación.

En esta línea, la primera actividad es el acompañamiento a un grupo

escolar en una jornada completa. La tarea les permite un primer acer-

camiento a la escuela con ojos de docentes, a la vez que les ofrece un

contexto real que servirá de referencia en las siguientes tareas. A conti-

nuación, les proponemos una secuencia de actividades de planificación

como si fueran los docentes a cargo de ese curso en la asignatura más

cercana a su formación (derecho, formación para la ciudadanía). La pla-

nificación anual se desarrolla en pequeños de grupos de 2-4 personas.

La consigna les plantea que son profesores que trabajan de manera coo-

perativa (como sería lo deseable en toda institución escolar) y que acaban de

recibir el nuevo diseño curricular. Ni bien entregan la planificación anual,

les solicitamos pensar –en el mismo grupo– un proyecto que integre

algún tema de la asignatura (seleccionado de la Planificación Anual) con

algún contenido vinculado a la formación para la convivencia. Por último,

y tal como se haría en la realidad de una escuela, cada uno debe realizar

individualmente un plan de clase, focalizando en algún momento del

proyecto o en cualquier otro tema de la Planificación Anual.

Toda esta tarea es acompañada desde la enseñanza a través de la

implementación de distintas estrategias didácticas que cumplen funciones

diferenciadas  y se articulan entre sí. Las  asignaturas del Profesorado

están organizadas en clases semanales teóricas (de noventa minutos) y

prácticas (de tres horas).

a) Espacios teóricos: buscan introducir a los participantes en la incor-

poración y utilización de perspectivas teóricas que permitan comprender

la simultaneidad de procesos y la multiplicidad de fenómenos y situa-

ciones propias de los campos de desempeño que configuran todo acto

de enseñanza, desde una perspectiva de la complejidad.

b) Taller de producción didáctica: un tiempo significativo de las clases

prácticas se destina al trabajo con las producciones mencionadas.

c) Laboratorios psicosociales: se proponen para favorecer el entrena-

miento técnico a través del ensayo de estrategias didácticas variadas

en situaciones controladas, así como también para facilitar el desarro-

llo de microhabilidades indispensables en el ejercicio del rol docente
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(observación y percepción, comunicación, coordinación, dar y recibir

feedback, dar y recibir ayuda).

d) Espacios para la reflexión personal: en distintos momentos del curso

se proponen consignas para que cada uno se constituya como objeto de

análisis y reflexión con vistas a favorecer la formación personal y refle-

xiva. Para esta tarea cuentan con dos recursos didácticos de uso exclusivo

de los estudiantes y que acompañan todo el proceso:

– Diario Personal de Itinerancia: se proponen diversas consignas que

promueven la reconstrucción de la propia historia de formación,

así como el impacto que van teniendo las distintas actividades aca-

démicas. Lo escrito facilita la generación de la distancia requerida

para la reflexión sobre la propia práctica, a la vez que permite

contar con un registro sobre el que es posible volver con nuevos

análisis.

– Guías de evaluación y autoevaluación: si bien algunas guías facilitan

el conocimiento de los aspectos en los que serán evaluados y, en

ese sentido, constituyen una guía orientadora de la tarea y permiten

contrastar la propia percepción con  la que devuelve el docente

desde su saber experto, no es esta su principal función. Estas están

pensadas especialmente para favorecer el entrenamiento en la au-

toevaluación como un medio central para el autoconocimiento y

para el reconocimiento de los avances y de las dificultades que

subsisten. También hemos generado guías que les permiten auto-

evaluarse en diversas competencias de orden personal e interper-

sonal que los docentes no evaluamos; estas buscan ayudarlos a

reconocerse y pensarse sobre aspectos tales como los aprendizajes

logrados sobre el rol profesional docente, el desarrollo de habili-

dades metacognitivas, el conocimiento de sí mismo (toma de con-

ciencia de las características del propio rol de aprendiz y del modelo

docente interiorizado) y la participación en el grupo de trabajo

(habilidades psicosociales de negociación, escucha, participación

colaborativa).

Mientras las clases teóricas tienden a organizarse como espacios de

exposición de teorías, las clases prácticas suelen organizarse de manera

variable con vistas a cubrir el resto de las tareas señaladas. No obstante,
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esta división entre teóricos y prácticos no es siempre tan tajante, pudiendo

reconocerse espacios teóricos al interior de las clases prácticas y realiza-

ción de laboratorios o instancias de producción diversas en las clases

teóricas.

La perspectiva grupal con la que trabajamos permite que tanto los

equipos como la comisión de trabajos prácticos en su totalidad se con-

formen como espacios de contención, favorecedores de la tolerancia a la

frustración que implica conocer y descentrarse para permitir repensarse.

Además, el grupo cumple un papel central en la posibilidad de análisis,

en tanto permite incorporar diferentes sentidos que cuestionan las inter-

pretaciones personales.

Amerita también unas palabras el tratamiento de los contenidos con-

ceptuales, en tanto la asignatura se organiza en torno a la secuencia de

actividades. Como las producciones propuestas requieren abordajes in-

tegrales, la secuenciación temática se aleja de la lógica lineal; por el con-

trario, se  desarrolla de manera holística y recursiva, con  focalización

sucesiva en distintos aspectos de acuerdo con la lógica de la actividad,

sin perder de vista la totalidad. Podríamos decir que se trata de una

secuenciación según las etapas de un procedimiento propio de la práctica pro-

fesional (Mazza, 2013:353).

Nuestra tarea como docentes es la de generar las condiciones para

los aprendizajes y coordinar las actividades. Tutorizamos las produc-

ciones, estimulamos los desarrollos, recomendamos recursos, ayudamos

en la organización, hacemos señalamientos ante los obstáculos, damos

feedback, compartimos nuestras decisiones didácticas. En este sentido,

nuestra tarea docente se acerca al rol del formador más que al de en-

señante.

V.C. La evaluación

La evaluación se desarrolla durante todo el proceso y tiende perma-

nentemente a lograr mejoras en los procesos de enseñanza del equipo

de cátedra y de aprendizaje de los estudiantes, en situaciones grupales e

individuales. En este sentido, predomina la evaluación formativa (Litwin,

2008; Camilloni, 2004) y lo que denominamos “una evaluación integrada
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a la enseñanza” (Mastache y Devetac, 2016a). Hemos ido avanzando en

una propuesta de evaluación que combina:

– Las entregas de las producciones ya mencionadas, algunas grupales

y otras individuales,

– y un coloquio final individual para el cual cuentan con consignas

previas.

En las tres producciones mencionadas más arriba se consideran para

la evaluación, no solo la corrección, pertinencia y precisión del plan pre-

sentado, sino también otros dos elementos:

– La fundamentación de las decisiones tomadas, la cual debe tener

al menos tres vertientes, aun cuando el peso relativo de cada una

pueda ser variable: los rasgos del grupo observado, las posturas

teórico-epistemológicas sobre los contenidos a enseñar (la perspec-

tiva en torno a las ciencias jurídicas, la formación ciudadana) y las

posturas teórico-conceptuales en torno a la didáctica (criterios uti-

lizados para seleccionar contenidos, actividades). También acepta-

mos la inclusión de otros factores en la justificación, tales como la

factibilidad, los recursos disponibles, etc.

– Una breve reflexión individual sobre la experiencia realizada en

la cual puedan retomar aquello que cada uno considere más útil

para dar cuenta del camino recorrido a lo largo del trabajo en su

proceso de desarrollo como profesional de la docencia (cuestiones

que aprendieron sobre sus habilidades para el rol docente, desa-

rrollos logrados, limitaciones percibidas).

El coloquio final, por su parte, busca que los participantes puedan

dar cuenta: (1) de la fundamentación teórica, metodológica y epistemo-

lógica que sustenta las decisiones tomadas en los trabajos previamente

mencionados, y (2) de su desarrollo personal en la construcción del rol

profesional a partir de una reflexión crítica sobre su participación en las

actividades de la cursada.

Los instrumentos de evaluación diseñados y puestos en juego per-

miten triangular entre las distintas fuentes informativas (producciones

escritas individuales y grupales, resolución de guías de autoevaluación,

intercambios en procesos de coevaluación, presentaciones orales), lo cual

enriquece las instancias de análisis y toma de decisiones que son de vital
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importancia en los procesos de evaluación formativa. Favorecen también

una triangulación entre las miradas de los distintos actores intervinientes

en las diferentes instancias evaluativas: autoevaluaciones (en los procesos

de reflexión de cada producción y en el coloquio final), coevaluaciones

(durante el trabajo grupal) y heteroevaluación (por parte del equipo docente

en las tutorías de los trabajos grupales e individuales y en la instancia

del coloquio final) (Devetac, 2002).

No podemos dejar de mencionar que la propuesta nos permite realizar

en forma continua (a lo largo y al final de cada cuatrimestre) no solo la

evaluación de los aprendizajes de los estudiantes, sino también la eva-

luación de la enseñanza por parte del equipo de cátedra. Esto se da en las

instancias de retroalimentación con los estudiantes a lo largo del cuatri-

mestre y en las encuestas realizadas al final de este, que sirven como

base para el trabajo en los espacios de análisis y reflexión de las reuniones

de cátedra.

V.D. Las respuestas de los estudiantes: logros y dificultades

En el período de tiempo en que venimos implementando esta pro-

puesta pedagógica nos hemos encontrado con distintas reacciones por

parte de los estudiantes.

En primer término, podríamos decir que existe una “sorpresa acadé-

mica” frente a la propuesta, por encontrarse con una situación de for-

mación muy disruptiva con referencia a su carrera de abogados y aun

a las primeras materias del profesorado. Entre las cuestiones que les

resultan “novedosas” podemos mencionar:

– La exigencia del desarrollo de trabajos prácticos en grupo y la con-

siguiente generación de nuevas formas de vincularse con sus pares;

– un rol diferente de los docentes (esencialmente de las clases prác-

ticas) que actúan como tutores del trabajo grupal;

– la incorporación explícita de “otros” saberes que les resultan ex-

traños y difícil de abordar (como  los vinculados al autoconoci-

miento);

– una propuesta de evaluación integrada a la enseñanza (sin parcia-

les, sin tener que dar cuenta de la lectura y de la teoría de manera

tradicional).
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A poco de iniciar el cuatrimestre, los estudiantes valoran especial-

mente la jornada de inmersión en una escuela secundaria que les permite

entrar en contacto con una situación concreta de vida escolar. Esta tarea

los moviliza, les posibilita desnaturalizar algunas ideas bastante ideali-

zadas de la escuela y, esencialmente, les facilita una toma de conciencia

sobre lo que sucede efectivamente en una escuela y en un aula particular,

permitiéndoles reconocer sus reacciones reales y potenciales como futuros

docentes y su posicionamiento en el proceso de formación para un nuevo

rol (el ser docentes).

Otro aspecto que los estudiantes resaltan como positivo, una vez que

logran entender la lógica, es el dispositivo de tutoría que se implementa

en las clases prácticas.

Una de las dificultades más notorias y reiteradas es el trabajo en grupo.

Si bien se valora la tarea en el pequeño equipo por tratarse de una realidad

laboral concreta en la organización escolar, nuestros estudiantes están más

bien acostumbrados a un trabajo de tipo individual y cuentan con escasa

experiencia en la conformación de grupos de estudio y producción. La

formación individualista de la carrera de derecho es un obstáculo para estos

propósitos y es uno de nuestros mayores desafíos lograr que todos los

equipos de trabajo puedan trabajar armoniosamente y generar productos

con los que se sientan satisfechos. En este proceso prestamos especial

atención al desarrollo de las habilidades de escucha activa y de negociación.

Otro importante desafío es la formación personal de cada uno de los

miembros de la cátedra en tanto, desde nuestros distintos roles, debemos

poder demostrarles la importancia de la formación personal para el rol

docente, no solo compartiendo marcos teóricos y/o coordinando acciones

concretas, sino también demostrando con nuestro posicionamiento epis-

temológico, de acción y axiológico, el valor de la formación personal de

un educador. Nuestras distintas trayectorias de formación y profesionales

así como nuestras diferentes personalidades se ponen en juego en este

desafío permanente.

VI. Para abrir el debate

Hemos intentado compartir nuestro posicionamiento y nuestras elec-

ciones como profesionales de la docencia en la formación de profesores
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universitarios en ciencias jurídicas, con el propósito de abrir el debate

sobre los modelos de formación en el campo del derecho.

Partimos de explicitar nuestra concepción del profesor como un pro-

fesional que debe actuar en contextos complejos (Morin, 1990, 1997; Souto,

2000; Fernández, 1989) para lo cual requiere del desarrollo de un conjunto

de competencias. Por lo tanto, consideramos que la formación inicial

para la docencia ha de incluir no solo una buena formación didáctica,

sino también el desarrollo de habilidades personales e interpersonales y

un proceso de reflexión personal en torno a los sentidos atribuidos al

derecho, a la ciudadanía y a su enseñanza y evaluación. De allí que

pensemos la propuesta de formación en términos de estrategia más que

de programa (Morin, 1990:126/7).

Aclaramos también nuestra perspectiva en torno a la didáctica, ha-

ciendo especial hincapié en su capacidad analítica y reflexiva (Mastache

y Devetac, 2016b) y en una mirada situada y contextualizada (Mastache,

2013a), lo cual nos llevó a considerar nuestra propuesta como un proceso

de formación clínica (Filloux, 1996; Ferry, 1990, 1997).

Señalamos también la importancia de que quienes se forman como

profesores  en ciencias jurídicas cuenten con  espacios para identificar,

reflexionar y poner en debate las concepciones jurídicas (Witker, 1987 o

Gordon, 2004) con las cuales se han formado. Por un lado, es importante

que puedan poner en cuestión la perspectiva del derecho centrada en el

litigio y la judicialización para incluir una percepción más amplia de los

procesos sociales (Zaikoski, 2015). En igual sentido, creemos importante

abrir a una concepción de la ciudadanía que pueda ir más allá de lo

jurídico (Mastache y Devetac, 2014), incluyendo una vertiente hacia los

derechos individuales y otra hacia la pertenencia a la comunidad (Be-

nedicto y Moran, 2003; Kymlicka y Norman, 1997), lo cual supone hacer

lugar a lo ético, lo interpersonal, lo social, lo institucional, lo histórico.

Por otra parte, y en igual sentido, sostenemos la necesidad de que

nuestros estudiantes puedan reflexionar sobre sus concepciones didác-

ticas. Los aprendizajes vinculados a la ciudadanía no pueden definirse

en términos sustanciales o discursivos; importan las habilitaciones a las

palabras y al pensamiento, los valores en acción, lo que requiere de

una lógica procedimental que incluya el ejercicio efectivo de los valores
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involucrados, lo cual requiere –además– de condiciones contextuales.

Ello exige que los futuros profesores desarrollen habilidades para incluir

estrategias didácticas no tradicionales (Casey, 2014; Maharg, 2014), don-

de han de desempeñar un rol de mediadores de los aprendizajes (Ab-

delnour Granados, 2014:53).

Con vistas a caracterizar nuestra propuesta didáctica, presentamos

la distinción planteada por Barbier (1999) entre los mundos de la ense-

ñanza, la formación y la profesión, y el funcionamiento “típico” de los

diseños curriculares y de la enseñanza según la hipótesis de base se

ubique en la lógica de la enseñanza y/o de la formación. En este marco,

presentamos el dispositivo (Souto y otros, 1998) de enseñanza que cons-

truimos con vistas a que los estudiantes puedan desarrollar las capaci-

dades requeridas para el ejercicio de la docencia. Este pretende facilitar

el desarrollo profesional y personal de los estudiantes con el propósito

de contribuir a la construcción de su rol docente (Mastache, 2013b), razón

por la cual privilegiamos la formación por sobre la enseñanza. Para ello

recurrimos a variedad de saberes y propuestas didácticas que hemos

presentado de manera condensada. El eje de la tarea se encuentra en la

producción didáctica de los estudiantes. La evaluación, predominante-

mente formativa (Litwin, 2008; Camilloni, 2004), se desarrolla de manera

integrada a la enseñanza (Mastache y Devetac, 2016a) a cargo tanto de

los docentes como de los propios participantes. En este proceso, el grupo

de pares cumple un papel central, en tanto permite incorporar diferentes

sentidos que cuestionan las interpretaciones personales. Los docentes,

por nuestra parte, ocupamos el rol de formadores: generamos las con-

diciones para los aprendizajes, coordinamos las actividades y facilitamos

el desarrollo de la tarea.

Por último, hicimos algunas referencias a los resultados obtenidos.

Señalamos la “sorpresa académica” que manifiestan los participantes al

conocer la propuesta, los aspectos particularmente valorados (como la

jornada de inmersión en una escuela secundaria y el ejercicio de un rol

docente diferente por parte de los integrantes del equipo). Por otra parte,

el trabajo en grupo constituye una de las dificultades más notorias y

reiteradas, pese a ser ampliamente valorado.

La enseñanza es una tarea sin dudas compleja que nos proporciona

satisfacciones pero también nos genera desafíos permanentes. Por un
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lado, sostener nuestra formación personal. Por otro lado, perseverar en

la búsqueda de un dispositivo de enseñanza suficientemente bueno para

el desarrollo de las capacidades de orden personal e interpersonal en

el marco de un profesorado. Si bien creemos que hemos ido generan-

do estrategias valiosas en esta línea, esperamos poder seguir constru-

yendo propuestas cada vez más ajustadas a las necesidades, tanto de

nuestros estudiantes como de la sociedad en la cual se insertarán como

docentes.

Es nuestro deseo que este trabajo nos permita abrir un intercambio

con los lectores que nos enriquezca en términos personales y profesio-

nales, en especial porque la labor docente nos interpela no solo en tér-

minos profesionales sino también éticos y políticos.
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Tópicos acerca de los planes
de estudios jurídicos en Chile

(y un nuevo currículum posible)

Enzo Solari, John Charney y Laura Mayer*

Resumen

Los autores identifican algunos tópicos subyacentes en el enciclopé-

dico plan de estudios de Derecho de universidades chilenas complejas

y selectivas, intentan someterlos a crítica y refutación por su escaso en-

tendimiento, tanto de la autonomía con que ha de tratarse y que debe

educarse y esperarse del estudiante universitario como de los criterios

que hay que emplear contemporáneamente en la docencia superior, y

terminan añadiendo y comentando una propuesta de currículum jurídico

para tales universidades.

Palabras clave

Educación jurídica - Academización - Enciclopedismo - Universidad

selectiva - Autonomía.

Topics about the study of law in Chile
(and a new possible curriculum)

Abstract

The authors identify some topics underlying the encyclopedic curricu-

lum in law schools of selective and research oriented chilean universities.

* Escuela de Derecho, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. Los autores agra-
decen los comentarios y críticas del profesor Pablo Arellano, quien en modo alguno
es responsable de la argumentación aquí desarrollada, así como de los evaluadores
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Based on a precarious understanding of autonomy as a principle required,

not only in academic practices, but also as something that students are

expected to develop, these topics are criticized and refuted. They are also

examined under a set of criteria that are necessary to employ in higher

education. Lastly, the article presents and explains a curriculum proposal

for these schools of law.

Keywords

Legal education - Academic turn - Encyclopedism - Selective univer-

sity - Autonomy.

En el último tiempo, las escuelas de Derecho complejas y selectivas

han experimentado en Chile importantes cambios en la composición de

sus cuerpos docentes. Si hace unos pocos años ellos se componían casi

exclusivamente de abogados practicantes que dedicaban parte de su tiem-

po a la docencia (profesionales docentes), hoy se componen de un número

importante y creciente de académicos a tiempo completo (docentes pro-

fesionales y además investigadores).1 La envergadura de las transforma-

ciones experimentadas a nivel de los profesionales de la enseñanza del

Derecho no ha estado, sin embargo, al nivel de los cambios que se han

efectuado en los instrumentos utilizados por algunas escuelas de Derecho

para su enseñanza. En efecto, muchos de los planes de estudios acadé-

micos utilizados siguen siendo muy parecidos a los implementados du-

rante la época de predominio del profesional docente. Esta situación nos

anónimos de Academia, cuyas observaciones nos fueron útiles para mejorar aspectos
poco claros o insuficientemente justificados del texto original. Asimismo agradecen
el trabajo de edición de los ayudantes Gonzalo Agliati y Marcelo Espinosa.

1 Vid. Agencia Acreditadora de Chile, Acuerdo de Acreditación nro. 447, Carrera de
Derecho, Pontificia Universidad Católica de Chile, 2016, p. 16; Qualitas, Acuerdo de
Acreditación nro. 155, Carrera de Derecho, Pontificia Universidad Católica de Val-
paraíso, 2012, p. 7; Agencia Acreditadora de Chile, Acuerdo de Acreditación nro. 61,
Carrera de Derecho, Universidad Diego Portales, 2011, p. 7. Ver además Muñoz,
Fernando, �¿Hacia la academización de las facultades de derecho en Chile? Un análisis
teórico y comparado del conflicto de las profesiones�, en Revista de Derecho (Valdivia),
vol. XXVII, nro. 1, 2014, pp. 9-25. Seguimos la nomenclatura que usa Bernasconi,
Andrés, �La apoteosis del investigador y la institucionalización de la profesión aca-
démica en Chile�, en Estudios sobre educación, nro. 19, 2010, pp. 141-142.
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lleva a preguntarnos cuáles pueden ser, en Chile, las pretensiones curri-

culares de pregrado en una escuela de Derecho crecientemente acade-

mizada, selectiva y dentro de una universidad compleja, tanto desde un

punto de vista académico como desde uno profesional.2 Uno de nosotros

ha propuesto algunos cambios nada copernicanos3 que ahora quisiéramos

detallar algo más. Tales modificaciones conservadoras ya se aprecian en

algunos planes de estudios de universidades chilenas (nos referimos a

las propiamente tales, es decir, a instituciones en cuyo núcleo se hallan

los ideales de la docencia libre y de la libre investigación),4 como en los

2 Esta idea de universidades complejas y selectivas (y de escuelas de Derecho carac-
terizables del mismo modo) es hoy moneda común en el ámbito de los estudios de
educación superior. Las universidades complejas (y, por ende, las escuelas de Derecho
complejas) combinan de buena forma las variables docencia e investigación; mientras
que las universidades selectivas (y las escuelas de Derecho catalogables de la misma
forma) son aquellas a las que accederían los mejores talentos académicos, lo que se
sustenta en procesos de admisión que hoy por hoy consisten en la obtención de
determinados puntajes en exámenes estandarizados, como la actualmente vigente
Prueba de Selección Universitaria (PSU), así como en rankings de notas escolares.
Nosotros, pues, nos referimos a universidades y a escuelas de Derecho que son tanto
complejas como selectivas en el sentido recién expuesto. A título ejemplar, vid. el
último de los rankings (de 2016) de Universitas. Grupo de estudios avanzados en
educación superior; allí, sobre un total de 61 universidades chilenas, se dejaba sin
clasificar a universidades (4) que solo tras ese ranking recibieron acreditación o bien
cambiaron de acreditación, y se distinguía entre universidades puramente docentes
(8), universidades docentes con proyección en investigación (15), universidades de
investigación y doctorado en áreas selectivas (16) y universidades de investigación
y doctorado (6), agregando a esas 49 universidades, clasificadas o clasificables, aun
12 �universidades� sin siquiera acreditación (disponible [en línea]: <http://rankin-
guniversidades.emol.com/category/rankings/2016/> [Consulta: 29-5-2017]).

3 Vid. Solari, Enzo, �El currículum jurídico chileno�, en Sobre la filosofía jurídica de Jorge
Millas y otros ensayos iusfilosóficos, de teoría política y constitucional, Valparaíso, Ediciones
Universitarias de Valparaíso-Fondo del Libro, 2015, pp. 317-346, especialmente pp.
335-340.

4 Uno de nosotros justifica esta idea, en relación con las anomalías del agregado uni-
versitario chileno actualmente existente, en Solari, Enzo, �Antítesis chilenas sobre
universidad, libertad y pluralismo�, en Revista Estudios Públicos, nro. 143, 2016, pp.
35-76. Ahora bien, el problema es mayúsculo, porque en Chile ya existen dificultades
para reconocer jurídicamente que no hay universidades sin libre docencia e investi-
gación, y además �como en otros contextos donde aquello está claro y resuelto� se
presenta la dificultad añadida de las presiones económicas y político-administrativas
que reciben las universidades para volcarse en la formación profesional, los merca-
dos laborales, la interacción con las empresas y en una investigación cada vez más
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casos de la Universidad Austral,5 la Universidad Adolfo Ibáñez6 y la

Universidad Diego Portales.7 Sin embargo, estas novedades conviven aún

con mallas curriculares más tradicionales, como las de la Pontificia Uni-

versidad Católica de Valparaíso,8 la Pontificia Universidad Católica de

Santiago,9 la Universidad de Chile10 y la Universidad de los Andes.11

Aquí pretendemos impugnar, pues, algunos de los tópicos sobre el

currículum jurídico vigentes en Chile y esbozar, en fin, un posible plan

de estudios que, sin nada de revolucionario, creemos que mejora el estado

actual de las cosas.12 Conviene empezar, como es obvio, precisando los

tópicos curriculares chilenos, aquellas creencias o ideas al uso que suelen

oponerse a las pretensiones de aggiornamento que, se dice, estarían basadas

en un mal diagnóstico del plan de estudios jurídico predominante. Todo

lo cual se hará admitiendo de entrada que este es un terreno poco ex-

plorado entre nosotros, pues en Chile una reflexión acerca de la educación

jurídica prácticamente brilla por su ausencia.13

sometida a parámetros instrumentales de medición de la eficiencia intelectual (que
suponen, entre otras cosas, la valoración de la cantidad de papers que el académico
es capaz de �colocar� en revistas incluidas en ciertos índices internacionales).

5 Vid. [en línea]: <http://www.uach.cl/dw/admision/plandeestudio.php?car=1782>
[Consulta: 20-5-2017].

6 Vid. [en línea]: <http://www.uai.cl/carreras/derecho> [Consulta: 20-5-2017].
7 Vid. [en línea]: <http://www.udp.cl/descargas/facultades_carreras/derecho/malla/

MallaCurricular_derecho.pdf> [Consulta: 20-5-2017].
8 Vid. [en línea]: <http://ucv.altavoz.net/prontus_unidacad/site/artic/20120823/

asocfile/20120823100631/malla_derecho_pucv_pdf.pdf> [Consulta: 20-5-2017].
9 Vid. [en línea]: <http://derecho.uc.cl/Malla-academica-Menu/malla-academica.html>

[Consulta: 20-5-2017].
10 Vid. [en línea]: <http://www.derecho.uchile.cl/carreras/4997/derecho> [Consulta:

20-5-2017].
11 Vid. [en línea]: <http://admision.uandes.cl/wp-content/uploads/2015/06/Folleto-

Derecho-1.pdf> [Consulta: 20-5-2017].
12 Una cuestión importante en sí misma y para la estructuración del currículo, aquí solo

insinuada pero que merecería una atención más detallada, es la de las condiciones
sociales que determinan distintos modos de enseñanza jurídica; al respecto, vid. Gordon,
Robert, �Distintos modelos de educación jurídica y las condiciones sociales en las
que se apoyan�, en Academia. Revista sobre enseñanza del Derecho de Buenos Aires, año
2, nro. 3, 2004, pp. 91-116.

13 Hace poco ya existe en Chile una Revista de Pedagogía Universitaria y Didáctica del
Derecho. Mientras, en otros lugares, la reflexión acerca de la docencia en Derecho
es sostenida en el tiempo y cultivada académicamente; solo por ejemplificar, con
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Primer tópico: el currículum jurídico chileno debe ser enciclopédico, esto es,

extenso, exhaustivo y compuesto casi enteramente por asignaturas obligatorias,

pues así se asegura una mejor formación jurídica. Los currículos aligerados, en

cambio, son incompletos, ya que no solo ofrecen una formación jurídica con

lagunas dogmáticas, sino que suelen asociarse con universidades simples, sin

investigación, puramente docentes y técnico-profesionales.

La impugnación de este tópico se debe a la falacia lógica de tomar la

especie por el género. En efecto, siendo el género “malla curricular dogmáti-

camente descargada”, una especie es la “malla curricular dogmáticamente

descargada de maneras y con propósitos gobernados por criterios mercan-

tiles y, en cualquier caso, nada universitarios”. Otra especie es la “malla

curricular dogmáticamente descargada de maneras y con propósitos go-

bernados, en cambio, por criterios estrictamente universitarios”. Lo ante-

rior implica afirmar que es posible un currículum dogmáticamente más

ligero que el usual en Chile, pero diseñado de forma rigurosa con miras

fundamentalmente académicas, esto es, en el seno de una universidad

propiamente tal y al servicio de la mejor formación jurídica posible de los

estudiantes. El problema del “enciclopedismo a la chilena” es que piensa

que siempre more is more, cuando en nuestro contexto habría que decir

justo a la inversa: more is less, en la medida que la estructura de estudios

fomenta comportamientos altamente heterónomos, receptivos, incluso re-

productivos. Contra esa tentación, aquí se afirma: less is more. Todas estas

son posibilidades que pueden ser identificadas de manera precisa dentro

y fuera de Chile. La ejemplificación de la especie “malla curricular ligera y

poco exigente” la ofrece cualquiera de esas “universidades” chilenas, esto

es, aquellas que más bien son centros de formación técnica o, en el mejor

de los casos, institutos profesionales. Numerosas son las manifestacio-

nes de la especie “malla curricular ligera pero rigurosa”, como, por ejemplo,

publicaciones periódicas �dejando de lado libros�, considérense los norteamericanos
Journal of Legal Education y Journal of Lawyering and Legal Education, la australiana
Legal Education Review, en Alemania: las revistas Rechtslehre. Jahrbuch der Rechtsdidaktik
y Zeitschrift für Didaktik der Rechtswissenschaften, en Argentina: Academia. Revista sobre
la enseñanza del Derecho de la Universidad de Buenos Aires, en Cataluña: la Revista
de Educación y Derecho de la Universitat de Barcelona, los internacionales The Law
Teacher. The International Journal of Legal Education y el European Journal of Legal Edu-
cation, y un largo etc.
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el plan de estudios (muy orientado profesionalmente) que organiza la

enseñanza del Derecho en Alemania.14

Un corolario de este tópico es que en los planes de estudios de escuelas

de Derecho “en serio”, las asignaturas optativas por fuerza habrían de

ser pocas, y que las posibilidades de especializarse durante el pregrado

tendrían que ser escasas y marginales. Contra ello, debe decirse que una

significativa cantidad de asignaturas a elegir puede ser algo valioso y

deseable. ¿Por qué no serían compatibles, en un buen plan de estudios

de pregrado, una rama de asignaturas obligatorias con  otra rama de

asignaturas opcionales, sea que estas se constituyan solo como una línea

de especialización, sea que además algunas de estas se cursen incluso

14 �Los estudios mismos suelen imponer pocas estructuras a los estudiantes, lo cual
recién en la actualidad se está modificando. Tradicionalmente, había solo seis cursos
obligatorios con examen y algunos seminarios opcionales, lo que solía convertir los
estudios de Derecho en un desafío con respecto a la autodisciplina. Aún hoy las
exigencias varían solo levemente de una facultad a otra. Paralelamente a las primeras
clases magistrales se comienza con los tres cursos básicos referidos a las llamadas
asignaturas dogmáticas en Derecho Civil, Penal y Público. Estos cursos incluyen la
práctica, es decir, la resolución de casos concretos, los cuales son examinados por
escrito. Salvo alguna excepción, no se toman exámenes orales durante los estudios.
Dependiendo de la Facultad, se agregan solo pocos cursos adicionales. Los más im-
portantes son las tres grandes prácticas (otra vez en Derecho Civil, Penal y Público),
en las cuales se tratan las áreas centrales de los campos más grandes del Derecho,
con exámenes escritos de dos horas y la tarea de redactar un trabajo domiciliario
(Hausarbeit), realizando un dictamen detallado sobre un caso complejo, en el plazo
de cuatro semanas, que requiere, por lo general, trabajo en la biblioteca y/o en casa.
Lógicamente existen cursos y clases adicionales en todas las materias de Derecho
(tales como Derecho Comercial, del Trabajo, Procesal, Propiedad Intelectual, Crimi-
nología, entre otras) y algunos también exigen exámenes escritos. Pero no están en
el centro de gravedad de la formación ni representan un requisito obligatorio para
llevar adelante los estudios con éxito, sino que cada uno de los estudiantes puede
elegirlos según sus preferencias. Incluso existe la posibilidad de profundizar la for-
mación asistiendo a clases de materias como Historia o Filosofía del Derecho, con el
formato de seminarios o clases magistrales. Sin embargo, este no suele ser el caso
del estudiante promedio en Derecho, y esto repercute, a su vez, en que dichas materias
tengan menor presencia en la oferta de cursos�. Liebrecht, Johannes, �Formando
juristas en Alemania: estructuras, método e ideales�, en Academia. Revista sobre ense-
ñanza del Derecho de Buenos Aires, año 13, nro. 25, 2015, pp. 40-41; un ejemplo de
Studienpläne �con sus seis primeros semestres de ramos básicamente obligatorios� es
el de Heidelberg, consultable [en línea]: <https://jura.urz.uni-heidelberg.de/mat/
materialien/uni_hd_jura_material_11835.pdf> [Consulta: 20-5-2017].
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sin tener que conformar una ruta disciplinaria coherente y cerrada? Tal

es el caso francés, donde conviven una Unité d’Enseignement fundamental,

otra Unité d’Enseignement complementaria y aun otra Unité d’Enseignement

libre.15 En el sistema francés –que, a diferencia del alemán, no se aleja

sino  que ha adoptado los  lineamientos del proceso  de Bolonia y del

Espacio Europeo de Educación Superior–, la licenciatura profesional en

Derecho (la cual significa que se es jurista, mas no necesariamente abo-

gado) supone tres años de estudios, en los cuales el estudiante puede

elegir entre menciones como Derecho, Ciencia Política, Derecho francés

y extranjero, Administración Pública y otras, y entre especialidades como

Derecho Público o Privado, siendo la mention la precisión de una disci-

plina, y la spécialité, la concreción de “los conocimientos y las compe-

tencias que se pretenden conseguir o las salidas profesionales”.16

En el caso británico ocurre algo parecido, pues los tres o cuatro años

que dura una licenciatura en Derecho (LD = Law Degree, LL.B = Bachelor

of Laws, o bien, como en Oxford o Cambridge, BA = Bachelor of Arts

degree) incluyen, junto a las asignaturas básicas obligatorias (Derecho

Público, Derecho de la Unión Europea, Derecho Penal, Propiedad, Obli-

gaciones, y Equity y Trusts),17 una cantidad importante de asignaturas

15 �La formación en la licenciatura se encuentra organizada permitiendo a cada alumno,
siguiendo una coherencia, establecerse un itinerario personalizado teniendo en cuenta
la formación lograda y sus objetivos. Para ello, las asignaturas o materias (denomi-
nadas unité d�enseignement) se clasifican en tres tipos: a) Unité d�Enseignement funda-
mental, integrada por las enseñanzas que se consideran indispensables para obtener
el diploma en una disciplina determinada. Existen dos o tres por semestre. b) Unité
d�Enseignement complementaria, integrada por las enseñanzas que refuerzan los es-
tudios ya adquiridos, permitiendo elegir una segunda disciplina, adquirir métodos,
el dominio de un idioma extranjero o técnicas de información y comunicación. c)
Unité d�Enseignement libre, integrada por las enseñanzas o actividades que pueden
ser escogidas libremente por el alumno, pudiendo no tener ninguna relación con la
formación fundamental o complementaria�. Salcedo, Carmen, �Los estudios de de-
recho en Francia�, en García Añón, José (ed.), Los estudios de derecho en Europa: Ale-
mania, Francia, Italia, Reino Unido e Irlanda, Valencia, Publicaciones de la Universidad
de Valencia, 2008, p. 72.

16 Ibid., p. 69.
17 Vid. Palao, Guillermo, �Los estudios de Derecho en los estados europeos de habla

inglesa: Reino Unido e Irlanda�, en García Añón, José (ed.), Los estudios de derecho
en Europa: Alemania, Francia, Italia, Reino Unido e Irlanda, Valencia, Publicaciones de
la Universidad de Valencia, 2008, p. 193.
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optativas.18 De los muchos ejemplos de currículum que pueden aducirse,19

Oxford es uno de los más sobresalientes, pues allí el plan obligatorio es

sumamente escuálido.20 En efecto, en los trimestres 1º y 2º del primer

año hay cuatro asignaturas: Introducción romana al Derecho Privado,

Derecho Constitucional, Derecho Penal y la primera etapa de un pro-

grama tanto de Investigación jurídica (Legal research) como de Habilidades

de debate (Mooting skills). Desde el 3er trimestre del primer año hasta el

fin del tercer año hay Derecho Administrativo, Derecho de Contratos,

Derecho de la Unión Europea, Teoría del Derecho (Jurisprudence), Derecho

del suelo (Land law), Derecho de daños, Derecho de trusts y la segunda

etapa de Investigación jurídica y Habilidades de debate.

Otro ejemplo es el de London School of Economics, en el que las

asignaturas obligatorias del primer año son Propiedad I, Obligaciones,

Derecho Penal, Derecho Público e Introducción al Sistema Jurídico, y

todo el resto del currículum, durante los dos siguientes años –salvo el

curso obligatorio de Jurisprudence del tercer año–, está constituido por

asignaturas optativas.21

En la Argentina, el caso de la Universidad de Buenos Aires también

es interesante. Allí, tras un ciclo básico común, hay un ciclo profesional,

que se subdivide en ciclo profesional común y luego ciclo profesional

18 �Varían de una a otra Universidad, no solo las asignaturas ofertadas, sino cuáles van
a contar con un carácter obligatorio (reducidas en número, para otorgar una mayor
flexibilidad al Plan y facilitar la opción del estudiante) u optativo (la mayor parte);
otro tanto cabe afirmar de las optativas ofertadas por cada Centro [...] Por lo que,
en definitiva, el número y variedad de optativas es muy elevado, contemplándose
también la posibilidad de que los alumnos cursen materias de otras Licenciaturas, o
que sustituyan alguna por la realización de un ensayo jurídico. Todo ello le otorga
al sistema un elevado grado de flexibilidad, permitiendo al estudiante conformar su
currículum según sus propios intereses�. Ibid., pp. 192 y 194. Ejemplos de ramos op-
tativos en algunas universidades británicas importantes se hallan en ibid., pp. 194-197.

19 Ibid., pp. 197-200.
20 Vid. [en línea]: <https://www.law.ox.ac.uk/admissions/undergraduate/ba-jurispru-

dence> [Consulta: 21-5-2017].
21 Vid. [en línea]: <https://www.lse.ac.uk/collections/law/programmes/llb/llb-pro-

gramme.htm> [Consulta: 21-5-2017]. Véase el extenso listado de optativos [en línea]:
<https://www.lse.ac.uk/collections/law/programmes/llb/llb-courses.htm> [Con-
sulta: 21-5-2017]. Esta flexibilidad británica se aprecia también en el hecho de que
en muchas universidades es posible combinar el Derecho con otras titulaciones, así
como en la existencia de dobles titulaciones. Vid. Palao, op. cit., pp. 200-202.
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orientado. En el ciclo profesional común, nótese, hay solamente catorce

asignaturas, solo dos de ellas anuales, mientras que todas las restantes

son cuatrimestrales. En tanto que en el ciclo profesional orientado, preci-

samente hacia las distintas posibilidades de la práctica profesional de la

abogacía, existen, por una parte, cinco asignaturas obligatorias cuatri-

mestrales y, por la otra, una numerosa cantidad de asignaturas adscri-

bibles a siete posibles especializaciones profesionales. La carga horaria

total de esta licenciatura es de 2650 horas, de las cuales el ciclo básico

común comprende solamente 384 horas, el ciclo profesional común 1042

horas y el ciclo profesional orientado 1032 horas, mientras que las res-

tantes 192 están dedicadas a idiomas extranjeros.22

A la base de todas estas posibilidades, como es ostensible, se halla

una peculiar valoración de la autonomía, puesto que, ¿no es precisamente

de la índole de la universidad que la autonomía sea supuesta, aunque

a la vez exigida y educada? En el tópico que comentamos, por el contrario,

yace –si bien de forma implícita– una intuición diferente: “no se confíe

en las capacidades autónomas del estudiante, sino que, como ellas aún

no existen, postérguese el trato autónomo, y bríndesele, mejor, lo que

se estima tiene que aprender, limitándose sus márgenes de acción para

que no elija mal ni desvíe o frustre su propia formación, sin avergonzarse

de que la dirección y buena parte de los momentos de reflexión y crítica

que acarrea su aprendizaje hayan sido ya decididos y elaborados hete-

rónomamente”. Por ello, esta impugnación del tópico descansa precisa-

mente en una idea clara y distinta, la de que el estudiante universitario

ya es, siquiera in nuce, un sujeto autónomo, y que el proceso de su for-

mación jurídica ha de consistir en desplegar de manera disciplinada y

responsable tal autonomía, en educarla y afianzarla progresivamente,

previniendo y reprimiendo, cuando sea necesario, cómodas recaídas en

el comportamiento heterónomo. Por cierto, el estudiante universitario es

un adolescente durante casi todo el tiempo que toma su pregrado, pero

tal cosa no obsta a su educación en la senda de la autonomía, pues si

se lo educa en el nivel superior, es para hacer de él alguien capaz de pen-

sar y desempeñarse de forma autónoma, o bien en la esfera profesional,

22 Véase el plan de estudios vigente [en línea]: <http://www.derecho.uba.ar/academi-
ca/carreras_grado/nuevo_plan.pdf> [Consulta: 21-5-2017].
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o bien eventualmente en la académica y, en todo caso, en la vida pro-

ductiva, cultural y política de su comunidad, siempre de las maneras

más sofisticadas y autorresponsables que sean posibles. Y tanto actuar

como pensar de manera compleja y disciplinada son cosas que no se

pueden lograr, como resulta obvio, de manera heterónoma. De ahí que

haya que encarar la enseñanza universitaria no con moldes intensamente

paternalistas, sino que con estilos, métodos y actividades que vayan re-

forzando –en un movimiento cada vez más acusado– la autonomía y la

disciplina intelectual y moral del universitario. Después de todo, si en

la universidad no se le rinde homenaje real y efectivo al lema ilustrado

sapere aude! y a lo que sabemos acerca del sentido autonomizante del

desarrollo moral individual –en especial del niño y del adolescente–,

¿cuándo y dónde se lo hará?23

Segundo tópico: el currículum debe estar diseñado de manera que los estu-

diantes pasen tanto, o más, tiempo aprendiendo en aula que trabajando fuera

23 Para esto, por supuesto, sería necesario volver con cuidado sobre la obra de L. Kohl-
berg �con su antecedente inmediato en Piaget y, más allá, en la filosofía de Kant, así
como con su influjo posterior en actuales teorías de la justicia como las de Rawls y
Habermas� acerca del desarrollo ontogenético de la autonomíamoral posconvencional
a partir de los estadios previos (y cada vez más heterónomos) de la moralidad con-
vencional y preconvencional. Un buen resumen de estos planteamientos en Lapsley,
Daniel, �Moral Stage Theory�, en Killen, Melanie y Judith Smetana (eds.), Handbook
of Moral Development, Nueva Jersey-Londres, Lawrence Erlbaum Associates, 2006, pp.
37-66. Acerca de sus implicaciones educativas, vid. Nucci, Larry, �Education for Moral
Development�, en Killen, Melanie y Judith Smetana (eds.), Handbook of Moral Deve-
lopment, Nueva Jersey-Londres, Lawrence Erlbaum Associates, 2006, pp. 657-681. Re-
sulta interesante que, cuando se habla de la práctica de la educación moral, el énfasis
esté en el establecimiento de un �ambiente moral de la verdad� (establishing a moral
climate of trust, pp. 664-665), o en el cultivo de una �disciplina del desarrollo� (deve-
lopmental discipline, pp. 665-667: �the basic goal of developmental discipline is to enlist
children�s intrinsic motivations for autonomy and social connection to help students
engage in moral conduct for their own reasons (...) In these approaches there is an
appreciation that moral development requires student�s construction of their own
understandings of fairness and not simply the appropriation of adult norms and
values�, p. 665) o, en fin, en la publicación y el empleo de las reglas de la institución
educadora con especial atención a las peculiaridades de la adolescencia �tan extendida
actualmente� (pp. 667-669), en todo lo cual se ha de asumir que la educación moral
en la autonomía se basa en la capacidad del estudiante de cuestionar reflexivamente
el statu quo (�moral education needs to include opportunities for students to question
the status quo�, p. 673).
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de ella, porque lo que el profesor dice en la sala de clases es decisivo, imprescindible

y aun prioritario en comparación con lo que el estudiante puede recabar de

otras fuentes por su propia cuenta.

Por cierto, este tópico no hace más que rematar la tendencia hetero-

nomizante implícita en el anterior, de manera que, en principio, la misma

impugnación precedente tendría que plantearse aquí. Y es que el aprecio

universitario por  la autonomía inteligente, ¿con  qué razón podría no

alcanzar a la educación jurídica? Pareja distinción entre heteronomía y

autonomía se halla en el cultivo de la dogmática  jurídica y de otras

disciplinas que le son próximas, como la histórico-jurídica y otros saberes

sobre el Derecho. Piénsese solo en las consecuencias pedagógicas que

tienen las ideas de Jhering acerca de la posibilidad y la necesidad de

distinguir, en la dogmática y en otros saberes jurídicos, entre un método

receptivo y otro productivo:

[E]n todas nuestras búsquedas y aspiraciones, por muy diversas que

sean en todo lo demás, se eleva una fuerza motriz, una idea, según la

cual la ciencia no está llamada a adoptar una mera conducta receptiva

frente al material histórico, sino que debe llevar al derecho y a la profesión

jurídica a una configuración productiva del mismo. Si tuviera que traducir

en una fórmula la dicotomía que, a mi juicio, caracterizaraì de ahora en

adelante nuestro trabajo, no podría hacerlo sino como una oposición

entre la ciencia jurídica receptiva y la productiva (...) Por expresarlo de

forma paradójica, si antes se tendía a juzgar el valor de las descripciones

y los descubrimientos histórico-jurídicos en función de su adecuación a

las fuentes, los logros de la nueva orientación deberán medirse, al con-

trario, sobre la base de su no adecuación a las fuentes. Así mismo, los

descubrimientos histórico-jurídicos más importantes del futuro consis-

tirán en principios e ideas que ningún jurista romano emitió jamás. En

este sentido, también en la historia del derecho se puede hablar de una

actividad productiva. Porque, si lo que buscamos es algo objetivamente

histórico, su descubrimiento equivale a una obra, a una producción del

sujeto. En efecto, ni las abstracciones que este se siente impelido a ela-

borar, ni las tendencias y las ideas rectoras que este identifica en el

desenvolvimiento de la historia, ni las grandes concepciones nacionales

a las que este reconduce las proposiciones jurídicas individuales, ni toda

esa materia abstracta que acompaña al historiador, en síntesis, es per-

ceptible como tal en la tradición. A través de un método de este género,
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llámese como se llame, la ciencia no busca rehuir el material concreto,

sino que, al contrario, lo conduce a un grado mucho más elevado de lo

que era posible con el método meramente receptivo. Y es que muchas

cosas que, para este último método, resultaban baladíes y no merecían

ser destacadas, adquieren un valor inesperado para el método produc-

tivo, pues en ellas se refleja algo más alto y en apariencia invisible.24

Ahora bien, aquí conviene agregar que, aunque el profesor sea im-

prescindible para el aprendizaje del estudiante universitario, tal cosa no

tiene por qué llevarnos a subrayar y a privilegiar la cantidad de horas

que este y aquel pasan juntos en la sala de clases, sino que a enfatizar

a toda costa la calidad y la cantidad total de trabajo intelectual que el

profesor despierta y dirige en el estudiante. Un plan de estudios que,

invirtiendo las cosas y disponiendo más horas en aula que fuera del

aula, ¿no es acaso un currículum que, por escolar, resulta inapropiado

para encarar la actividad universitaria? Bien visto, se trata de algo tri-

vialmente verdadero: el currículum que hace que el estudiante pase más

tiempo trabajando  fuera del aula que dentro de ella –con los límites

biológicos y psicológicos del caso (sin invadir las horas de sueño y las

otras que un ser humano necesita para regenerarse, vivir, cuidar y dis-

frutar su propia vida y con sus semejantes)– puede ser mejor precisamente

porque homenajea de forma más adecuada la pretensión de cualquier

relación educativa y en especial de la universitaria: la de capacitar al

estudiante para aprender a pensar (en Derecho, a razonar jurídicamente,

el thinking like a lawyer), cosa que solo se alcanza cuando el aprendizaje

del sujeto –si bien estimulado y guiado por un buen pedagogo– llega a

un nivel tal que incluso se libera de la tutela ajena para ser encarado

en condiciones de creciente autonomía, responsabilidad, crítica y refle-

xividad.

Siendo más precisos, lo anterior vuelve necesario, durante los estudios

universitarios de Derecho (y esto vale para cualquier carrera universita-

ria), no equilibrar sino más bien distribuir de manera apropiada las horas

de estudio y trabajo en aula en relación con las horas de estudio y trabajo

fuera del aula, privilegiando netamente estas últimas. La proporción, en

24 Von Jhering, Rudolf, �Nuestra tarea (1857). En torno a la jurisprudencia de conceptos:
surgimiento, auge y declive�, trad. de Luis Lloredo, en Eunomía. Revista en Cultura
de la legalidad, nro. 4, 2013, pp. 252-253.
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una estimación conservadora, no debería ser nunca menor que de una

hora en aula por dos fuera de ella, y, en una estimación más universitaria

y aplicable de manera paulatina según se avanza en el currículum, de

tres o aún más horas de dedicación fuera del aula por cada hora dentro

de ella. Corolario de ello es que, en general, las asignaturas universitarias

debieran contar con  una o dos clases semanales (solo muy excepcio-

nalmente con tres), para hacer posible una racional distribución del tiem-

po en aula y fuera del aula.25

¿Es esto inconcebible? El sentido en que lo sería, y en que el tópico

se volvería plausible, es el de una reductio ad absurdum por la que se

transformara la exigencia de trabajo autónomo fuera del aula en algo

así como el reclamo de un estudio completamente autodirigido del es-

tudiante, quien decidiría de forma soberana y discrecional –por sí y solo

ante sí– qué, cuánto y cómo debe estudiar, con completa prescindencia

de instrucciones de profesor alguno, y por ende bajo formas carentes de

disciplina  y responsabilidad. Esto no es más que una caricatura, por

supuesto. La autonomía que universitariamente aquí se reivindica es, en

el pregrado, una autonomía suscitada y orientada por los docentes, quie-

nes han de velar por que el trabajo autónomo del estudiante sea intenso,

exigente, constante, cuantitativamente suficiente, cualitativamente valio-

so y fructífero desde el punto de vista del aprendizaje de una disciplina

como la jurídica.

A lo anterior, tres breves observaciones adicionales. Primera: el trabajo

en aula ha de ser diferenciado, ya que obviamente no es lo mismo una

conferencia o clase magistral que una ayudantía, un taller, un seminario

o una tutoría. De interés, solo por ejemplo, es la distinción entre trabajo

magistral en cursos numerosos y trabajo dirigido en grupos más peque-

ños que es usual en los estudios de derecho en Francia,26 o la distinción

25 Como puede verse en el Anexo de este artículo, es perfectamente posible lograr esta
distribución del tiempo.

26 �En la formación francesa, un gran número de las asignaturas se estructuran en
Clases Magistrales (CM) y en Trabajos Dirigidos (TD); otras, en CM o TD únicamente.
Los TD se imparten reuniendo en una clase aproximadamente a treinta estudiantes.
Estas clases permiten repasar algunos puntos tratados en las CM con la ayuda de
exposiciones, ejercicios o fichas de lectura. La asistencia a estas clases es obligatoria.
El creditaje depende de cada materia, teniendo también atribuido un coeficiente. En
consecuencia, de no asistir un determinado número de veces se pierde el derecho a
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de lectures masivas y magistrales y de tutorials individualizados en Ox-

ford27 y en el Reino Unido en general, y para qué decir la conocida

distinción alemana entre Vorlesungen y Seminare.

Segunda: el trabajo fuera del aula también ha de diferenciarse. Hay

trabajo de biblioteca, así como lo hay de observación, de simulación, de

redacción de informes, ensayos, etc. Sin embargo, ¿cómo argumentar en

contra de que la mayor parte del trabajo intelectual al margen de la sala

de clases haya de consistir en la lectura y discusión y aun escritura de

textos (en biblioteca o donde sea que se realice)?

Y tercera: el profesor universitario debe estar capacitado –capacitación

para la que, como veremos, tendrá que contar con la colaboración ne-

cesaria  de  doctorandos, magistrantes  o  simplemente de  licenciados y

aun alumnos de pregrado– para planificar, llevar a cabo y evaluar sus

clases, sabiendo que estas son, en medida importante y creciente, el es-

tímulo para un trabajo autónomo del estudiante a la vez permanente,

riguroso y provechoso para su formación universitaria y jurídica.

Tercer tópico: los dos primeros tópicos están basados de manera explícita o

implícita en una suerte de tesis cultural, según la cual el estudiante chileno de

Derecho no está históricamente capacitado para un trabajo sustantivo fuera de

la sala de clases ni tampoco estaría en condiciones –otra vez, por consideraciones

históricas– para unos currículos de estudios jurídicos aligerados de numerosas

asignaturas dogmáticas obligatorias.

Este tópico podría apelar a que en Chile se ha constituido histórica-

mente un canon enciclopedista de los estudios jurídicos28 que convendría

examinarse en la primera convocatoria (ej.: Universidad de París X). En las asignaturas
en las que hay que realizar un trabajo dirigido, la asistencia es obligatoria pues la
evaluación es continua. En la evaluación del TD se tiene en cuenta el trabajo realizado
y defendido en clase, la participación y el examen común final que se ha realizado.
Si se trata de una asignatura en la que no hay que realizar trabajo dirigido, se realiza
un examen final escrito u oral. En el caso de la Universidad de París X, la duración de
la primera convocatoria es de tres horas, con dos temas a elegir. En la convocatoria de
recuperación de septiembre la duración es de dos horas�. Vid. Salcedo, op. cit., p. 73.

27 Para una primera información respecto de tutorials, vid. [en línea]: <https://www.lear-
ning.ox.ac.uk/support/teaching/resources/teaching/> [Consulta: 21-5-2017]. Un
ejemplo, vídeo incluido, aquí [en línea]: <http://www.ox.ac.uk/admissions/under-
graduate/why-oxford/studying-at-oxford/tutorials> [Consulta: 21-5-2017].

28 Cfr. Guzmán, Alejandro, �La enseñanza del derecho. Historia y perspectivas�, en
Anales del Instituto de Chile, nro. II, vol. XXV, 2005-2006, pp. 273-382.
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defender y que, entre otras cosas, se sustentaría en unos moldes básica-

mente heterónomos de aprender Derecho. También, este tópico suele

asentarse en la experiencia personal de docentes universitarios, que con

frecuencia lamentan el poco éxito de los cursos que, por el contrario,

han pretendido exigir lectura previa de parte de los estudiantes.

Empero ¿no resulta más convincente decir que el talento académico

puede –y por ende debe– ser cultivado de maneras que rompan inercias

culturales indeseables? Por decirlo de forma tímida: no son pocos los

profesores universitarios que pueden reconocer que, en condiciones mí-

nimamente propicias, el estudiante dotado desde un punto de vista aca-

démico –aun con déficits de otro tipo– es capaz de un entrenamiento

que lo habilitará para el ejercicio de la autonomía intelectual. En otras

palabras, que el talento académico estaría en condiciones de sobreponerse

a una cultura floja e imprecisa si fuese estimulado de manera adecuada

y guiado por una cultura jurídica y universitaria razonante y exigente.

Pero, todo esto tiene a la base una presuposición que en Chile, por

desgracia, no es el caso. Porque entre nosotros no se trata siempre del

estudiante académicamente talentoso, y esto tanto porque a “universi-

dades” chilenas ingresan estudiantes sin dicho talento, como porque a

ellas no entran estudiantes que sí tienen ese talento (no son todos los

que están, y no están todos los que son). La obviedad salta a la vista:

el estudiante universitario tendría que ser seleccionado de acuerdo con

criterios no solo objetivables sino también complejos, que hagan probable

que los talentos académicos constituyan el factor principal de su selección.

Por eso, todo lo que se diga en contra de la exclusiva o preponderante

utilización de una prueba estandarizada como la PSU será, en este sen-

tido, insuficiente y se vuelve necesario y urgente todo lo que se haga

por introducir otras variables de selección (rankings, ensayos, entrevistas,

etc.).29 La moraleja es que la universidad no es para todos, sino solo para

29 Véase, por ejemplo, esta carta al director de cierto periódico chileno capitalino: �Señor
Director: La directora de Estudios de Pedagogía Media de la Universidad de los
Andes, M. Solange Favereau C. (El Mercurio, 31-12-2015), teme que quienes se en-
frentan en la educación media a �condiciones menos favorables, una vez dentro de
la universidad�, seguirán arrastrando las deficiencias de aprendizaje, las habilidades
superiores no desarrolladas y los hábitos intelectuales no adquiridos. La buena noticia
es que dicho temor es equivocado. En efecto, �la deserción�, los �desempeños insufi-
cientes�, las �causales de eliminación� y �las fugas� son inferiores entre los estudiantes
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los mejores talentos académicos. O, si se prefiere, que la universidad es

para todos, pero en el entendido de que “todos” incluye siempre y solo

a los mejores talentos académicos.30

universitarios que en la educación media alcanzaron altos rendimientos (puntajes
ranking de notas mayor o igual a 733) y de contextos menos favorecidos (quintil 1),
que entre los estudiantes de inferior rendimiento escolar (puntajes ranking de notas
menor a 733) de contextos más favorecidos (quintil 2, 3, 4 y 5), aun cuando los
puntajes PSU de los primeros sean inferiores (Ref.: �El ranking de las notas: inclusión
con excelencia�, en Centro de Políticas Públicas. UC, 2013). Esto ocurre porque los talentos
académicos, y otros talentos, se encuentran igualmente distribuidos en todos los sectores so-
ciales, por lo que normalmente quienes se destacan en la educación secundaria por
una mayor motivación, facilidad y gusto por el estudio continúan haciéndolo en la
educación terciaria�: Gil, Francisco Javier, Director de la Cátedra Unesco sobre In-
clusión en la Educación Superior, en El Mercurio, 2-1-2016, p. A 2 (cursivas agregadas).
En este sentido, el Programa PACE del Ministerio de Educación chileno es un paso
(no sin dificultades) en la dirección correcta: vid. [en línea]: <http://psu.demre.cl/por-
tales/portal-pace> [Consulta: 21-5-2017]. En cambio, persisten investigaciones que,
estudiando si las condiciones socioeconómicas permiten explicar y predecir el rendi-
miento académico (lo que, claro, no resulta ser el caso), no aíslan los resultados en
las pruebas estandarizadas del rendimiento escolar de alumnos académicamente ta-
lentosos: vid., por ejemplo, Catalán, Ximena y María Verónica Santelices, �Rendi-
miento académico de estudiantes de distinto nivel socioeconómico en universidades:
el caso de la Pontificia Universidad Católica de Chile�, en Calidad de la educación, nro.
40, 2014, pp. 40 y 42-43.

30 Esta moraleja, sin embargo, tendría que ser debidamente calificada. En efecto, los
talentos académicos solo pueden desarrollarse de forma adecuada en la medida en
que ciertas condiciones económicas, sociales y culturales sean satisfechas de manera
debida. Es por ello que su satisfacción debe ser una condición necesaria para evitar
discriminaciones arbitrarias. Mientras en Chile subsistan sectores de la población mar-
ginados del acceso a bienes fundamentales para su desarrollo, o en agudo estado de
precarización, y la universidad continúe siendo un instrumento de movilidad social
(de modo que, injustificablemente, el profesional universitario chileno tiene expecta-
tivas de ingresos varias veces superiores a las del técnico-profesional), algo como la
PSU seguirá siendo un modo de reproducción de privilegios y desigualdad, e incluso
unos instrumentos más afinados de selección universitaria allende la PSU que pre-
tendan identificar mejor el talento académico desgraciadamente seguirán operando
sobre bases materiales y escolares presididas por la segregación. Una revisión y dis-
cusión acerca del concepto de talent academic en Schroth, Stephen y Jason Helfer,
�Practitioners conceptions of academic talent and giftedness: Essential factors in de-
ciding classroom and school composition�, en Journal of Advanced Academics, nro. 20,
2009, pp. 386-390. Una sugerente presentación del mismo concepto en relación con
problemas socioculturales, políticos y económicos de acceso a la educación superior,
ilustrado con el análisis del caso de la Sudáfrica post-apartheid, que alguna analogía
presenta con el chileno, es la de Richards, Zena, �Conceptions of Academic Talent:
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Cuarto tópico: el tópico recién mencionado tiene una variante bélica: el es-

tudiante que sobrevive a un régimen de estudios superpoblado será un estupendo

abogado, porque el sometimiento a un proceso de enseñanza enciclopédico, frontal

y sin mayores posibilidades de opción entre asignaturas es la mejor garantía

de que el abogado así formado –¡entrenado en el trabajo duro de asimilar las

enseñanzas suministradas en aula por el maestro, no en la labor blanda e in-

controlable que los defensores de la autonomía fuera del aula ingenuamente

propician!– dispondrá de exhaustivos, detallados y, a la vez, panorámicos co-

nocimientos de todas o, al menos, de la mayor parte de las disciplinas jurídicas.

Esta variante bélica solo podría aceptarse a condición de reformularla,

y de hacerlo de forma tan radical que se la transforme en la tesis pre-

cisamente contraria: el esfuerzo al que es arrojado el estudiante talentoso

será tanto más valioso cuanto más intensa y sostenidamente lo fuerce a

trabajar por su propia cuenta, ya sea solo o de manera colaborativa. Se

trata, en otras palabras, más que de resistir a un trato heterónomo sin

morir en el intento, de admitir que el trato autonomizante permite trabajar

de maneras calificadas y productivas, capacitándose progresivamente en

“aprender a aprender”. Y esto porque los sujetos autónomos son los que,

sin despreciar enseñanzas ajenas ni menos las lecciones de los maestros,

están en condiciones de seguir aprendiendo por su propia cuenta, de pen-

sar por sí mismos, de autoeducarse.31 Si bien alguna tensión entre discentes

Perspectives inHigher Education�, en Salzburg Global Seminars (Salzburg, 2/7-10-2012),
disponible [en línea]: <http://www.salzburgglobal.org/fileadmin/user_upload/Do-
cuments/2010-2019/2012/495/Session_Document_ConceptionsofAcademicTalent_
495.pdf> [Consulta: 21-5-2017]. Un reciente estudio chileno de caso es el de Riveros,
Carolina y Paola Loyola, �Estudio exploratorio de las características del trabajo au-
tónomo en estudiantes universitarios de la carrera de derecho�, en Revista de Pedagogía
Universitaria y Didáctica del Derecho, vol. 3, nro. 1, 2016, pp. 88-104. Como sea, Kant
ya decía en una Vorlesung sobre antropología del Wintersemester de 1788-1789 algo
de interés al respecto: que �las ciencias pueden adquirirse mediante un esfuerzo con-
tinuo, suponiendo que se dispone del término medio de talento que se necesita para
estas�. Vid. Kant, Immanuel, �Antropología Busolt�, en Lecciones de antropología. Frag-
mentos de estética y antropología, trad. de Manuel Sánchez, Granada, Comares, 2015,
p. 237.

31 Kant, siglos atrás, condensaba estupendamente la vocación ilustrada de enseñar a
los estudiantes a pensar por su propia cuenta cuando �en una Nachricht a sus Lecciones
de 1765-1766� dijera que el estudiante �no debe aprender pensamientos, sino a pensar�
(vid. Akademie Ausgabe, vol. II, 303-313, citado por Del Río, �Introducción�, pp. 12-13).
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y docentes puede ser necesaria, la batalla académica decisiva es la que

el docente desencadena en la persona que estudia, y que es la que tiene

que librar el estudiante consigo mismo. Lo que es tanto como decir que

el trabajo duro no es incompatible sino que en realidad promueve grados

crecientes de autonomía estudiantil, así como la inversa, es decir, que la

autonomía estudiantil propicia un trabajo intelectivo cada vez más exi-

gente.

Nota bene: la “guerra” que el estudiante de Derecho debe emprender

no es la de él con sus profesores o compañeros de estudio, aunque res-

pecto de ambos haya reales fricciones que tomar en cuenta, ni tampoco

es la de él con un régimen de estudios sobrepoblado, sino la que ha de

librar intelectualmente consigo mismo. En este sentido, como el univer-

sitario tiene que llegar a ser a radice alguien autónomamente responsable

por su propia educación, para todo aquel que es de la universidad –es-

tudiante o profesor, y aun para el más revolucionario– vale el consejo

de Slavoj �i�ek: “Don’t act. Just think”.32

Quinto tópico: los dos últimos tópicos se ven ratificados por el perfil de

ingreso del estudiante de Derecho: el sistema escolar chileno –tal como actual-

mente existe– permite augurar, también en selectos estudiantes de Derecho,

significativas carencias no solo disciplinarias, sino también y, sobre todo, lin-

güísticas, idiomáticas y culturales, las cuales exigen unos estilos de enseñan-

za-aprendizaje más bien magistrales y unos planes de estudios que, antes que

educar una autonomía inexistente, ante todo llenen vacíos y así permitan en

el futuro unos desempeños cada vez más autónomos.

En el perfil de ingreso del estudiante chileno de Derecho habría que

incluir algunas consideraciones que reconozcan las peculiaridades de las

generaciones universitarias recientes, las llamadas generación Y (los mi-

llennials, es decir, los nacidos, aproximadamente, entre 1980 y la primera

mitad de los años 90) y generación Z (los plurals, nacidos, aproximada-

mente, a partir de la segunda mitad de los años 90), las cuales comparten

una total (o altísima) familiaridad con la tecnología digital y electrónica,

y que, se dice, manifiestan dificultades particulares con el aprendizaje

lineal, en serie, frontal y letrado, tendiendo a abordar sus estudios con

32 Un vídeo con la argumentación de este lema está disponible [en línea]: <http://des-
mesura.org/nubes/no-actues-solo-piensa> [Consulta: 21-5-2017].
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motivaciones  extrínsecas e instrumentales.33 Pero esto no  es todo. En

Chile, además de reconocer tales peculiaridades de las últimas genera-

ciones universitarias, también habría que incluir en el perfil de ingreso

del estudiante universitario las agudas desigualdades socioeconómicas,

culturales y territoriales que han determinado la vida y la experiencia

intelectual durante la etapa escolar, en especial manifiestas en el segre-

gado sistema educativo primario y secundario chileno, a lo largo y ancho

del cual se aprecian, si se lo compara con otros sistemas escolares con

mayor integración y prestigio, unos rendimientos académicos bastante

pobres. Combinando dichos factores, este tópico confía en que tales es-

tudiantes, sometidos a cursos organizados de forma escolar, básicamente

obligatorios, encarados de manera magistral y, además, esperando poco

de lo que puedan hacer fuera del aula, rendirán más y mejor que si se

los pretendiese educar según los moldes de la autonomía.

Empero ¿no habría que hacer precisamente lo contrario en las uni-

versidades chilenas, sobre todo en las más complejas? Dadas sus carac-

terísticas generacionales y el (desequilibrado) contexto chileno, este perfil

de ingreso más bien requiere –en vez de currículos interminablemente

dogmáticos y pobres en asignaturas opcionales– descargar tales planes

de su rigidez, introducir opciones de formación tanto académica como

directamente profesional y, en particular, diseñar, implementar y evaluar

con rigor estudios propedéuticos que permitan remediar de forma pau-

latina las carencias que arrastran los estudiantes universitarios talentosos

desde su etapa escolar. Y esto sobre todo al inicio de los estudios de

Derecho, pues ese es el momento en que un propedéutico puede dar

mejores frutos. Podría pensarse, así, en un propedéutico más intenso

que extenso, con un semestre (o un año) no de asignaturas puramente

estratégicas (de escritura, o de lectura, o de oralidad, etc.), sino de sus-

tantivas disciplinas básicas (a través de las cuales, por lo demás, es posible

adquirir por añadidura tales habilidades estratégicas). A nuestro modo

33 Vid. para los millennials: Winograd, Morley y Michael Hais, Millennial Momentum:
How a New Generation is remaking America, Rutgers University Press, 2011, y para los
plurals: Pandit, Vivek, We Are Generation Z: How Identity, Attitudes, and Perspectives
are shaping our Future, Dallas, Brown Books Publishing Group, 2015, así como Seemi-
ller, Corey y Meghan Grace, Generation Z goes to College, San Francisco, Jossey-Bass,
2016.
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de ver, una alternativa plausible –por sofisticada pero a la vez practicable

con estudiantes recién salidos del sistema escolar, especialmente de uno

como el chileno– sería la de un semestre propedéutico integrado con

cursos de historia, economía, sociología (o antropología), lógica y argu-

mentación, más la lectura de una obra clásica antigua o moderna y una

lengua extranjera.

De todos modos, el perfil de ingreso, aun con las peculiaridades y

handicaps del estudiante chileno actual, ha de explicitar que tal estudiante

ha de ser el que posea especiales talentos académicos, con las dificultades

y calificaciones ya analizadas.

Sexto tópico: aunque las carencias idiomáticas son en principio un problema

para cualquier universitario, en el caso del estudiante de Derecho cabría rela-

tivizar su importancia, ya que el dominio de una lengua extranjera no es algo

necesario sino solo contingente para el abogado chileno. Su utilidad se reduce,

fundamentalmente, a los casos en que un abogado tiene, por razones laborales,

que comunicarse con otros en una lengua distinta del castellano. En último

término, el dominio de algún idioma extranjero es una cuestión de la que una

universidad no puede ni debe hacerse cargo.

Para rebatir este tópico –el que, por cierto, hemos desgajado tanto

del perfil de ingreso como del de egreso– debe partirse de la base de

que la “utilidad” de aquello que el estudiante de Derecho aprende en

la universidad no puede medirse en términos solo cuantitativos. En ese

orden de ideas, no se trata de valorar de manera exclusiva cuánto de

todo aquello que se estudió en una escuela de Derecho será directa y

constantemente empleado en el mercado laboral de las profesiones jurí-

dicas más usuales, sino de qué manera aquello que se estudió permitirá

que todo egresado de Derecho se inserte de forma adecuada en un mundo

(profesional la mayoría de las veces, académico en otras, y siempre en

un contexto político, cultural y económico) altamente sofisticado, com-

petitivo y globalizado. En este sentido, el dominio de otro idioma resulta

útil –y  necesario– no solo para el abogado que trabaja en una firma

extranjera, sino en general para el que se desarrolla en cualquier ámbito

de la profesión jurídica.

Asimismo, respecto del estudiante de Derecho y aun del futuro ejer-

cicio profesional que la mayoría emprende, ¿será necesario recordar que
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el dominio de una segunda lengua abre un mundo nuevo?34 En relación

con este punto, no parece razonable que una universidad asuma que el

acceso a gran parte del conocimiento, hoy disponible en otros idiomas,

solo será posible para una pequeña élite, que tuvo la fortuna de estudiar

en colegios bilingües. Lo mismo puede decirse del abogado practicante,

cuya formación no debe limitarlo a ser un mero exégeta de leyes internas.

Antes bien, su paso por la universidad debe habilitarlo, en alguna medida,

a comparar diversas realidades jurídicas, lo que incluirá, por cierto, aná-

lisis de normativa, jurisprudencia y doctrina en lenguas extranjeras. Como

podrá advertirse, entre las diversas ventajas que ofrece el dominio de

otro idioma, la comunicación verbal o escrita que este posibilita con po-

tenciales clientes es solo una más, y no necesariamente la de mayor re-

levancia.

Aunque el aprendizaje de otro idioma será tanto más intenso y exitoso

cuanto más temprano sea llevado a cabo, las universidades no pueden

darse el lujo de no hacer nada al respecto. El estudiante, pues, debe vivir

universitariamente la experiencia de abrirse a nuevos mundos posibles

desde un punto de vista lingüístico. Cosa que habría que hacer seria-

mente, acreditándose la enseñanza-aprendizaje de tal o cual idioma de

modo que el universitario quede en condiciones de poder –o, mejor, de

tener que– aprobar algún examen estandarizado y tomado fuera de la

universidad, incluso por agencias extranjeras.

En suma, y aun con todas las dificultades del caso (como que la gran

mayoría de los estudiantes chilenos no dominan siquiera una segunda

lengua tras su paso por el sistema escolar), un buen currículum debería

contemplar un cierto dominio de al menos un idioma extranjero, sea el

inglés u otro.

34 �Lejos de ser un castigo, Babel es tal vez una bendición misteriosa e inmensa. Las
ventanas que abre una lengua dan a un paisaje único. Aprender nuevas lenguas es
entrar en otros tantos mundos nuevos. Hay una especie de ventaja contradarwiniana
en la multiplicidad de las lenguas: es la riqueza adaptativa de la humanidad. Asi-
mismo, planteo la hipótesis de que ahí donde la vida material es muy pobre, las
lenguas son de una riqueza prodigiosa, como la de los bosquimanos de África del
Sur que cuenta con 25 subjuntivos�. Steiner, George, �No hemos sabido dar a los
jóvenes el error de la esperanza�, en El Cultural (13-7-2006), disponible [en línea]:
<http://www.elcultural.com/revista/letras/George-Steiner/18393> [Consulta: 21-5-
2017].
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Séptimo tópico: el perfil de egreso del estudiante de Derecho ha de ser el de

un jurista bien formado y, a la vez, un abogado básicamente competente en, si

no todas, la mayor parte de las disciplinas dogmáticas, mas no el de alguien

solo competente y especializado en una o en pocas áreas determinadas (pues tal

especialización es lo que se espera recién de un posgrado).

Aquí hay que comenzar con algunas distinciones. No solo no es lo

mismo perfil de egreso que perfil de ingreso, sino que tampoco el del

egresado es lo mismo que el perfil profesional. El perfil del egresado

solo es equivalente al perfil del profesional básico o inicial y no más.

No se trata del profesional maestro o experto ni menos del profesional

especialista o virtuoso. En este sentido, el perfil del egresado se define

como el perfil del “profesional básico, que representa a quien acaba de

egresar del proceso formativo, recién premunido de su certificación e

intentando incorporarse al mundo laboral, complejo y competitivo”, o

también como el perfil de “un egresado calificado para desempeñarse

en las competencias centrales de la profesión, con un grado de eficiencia

razonable, que se traduce (positivamente) en el cumplimiento de las ta-

reas propias y típicas de la profesión y (negativamente) en la evitación

de errores que pudieran perjudicar a las personas o a las organizacio-

nes”.35 Por ello, el perfil profesional es “la declaración institucional acerca

de los rasgos que caracterizarán a sus egresados, expresados en térmi-

nos de competencias en diferentes dominios de la acción profesional, las

que pueden serle demandadas legítimamente por la sociedad en cuanto

miembro acreditado de tal o cual profesión”.36

Este (ubicuo) vocabulario de las competencias contiene dosis de ver-

dad entremezcladas con exageraciones.37 No cabe duda de que un

35 Hawes, Gustavo y Oscar Corvalán, �Construcción de un perfil profesional�, en U.
de Talca. Instituto de Investigación y Desarrollo Educacional. Proyecto Mecesup Tal0101.
Documento de Trabajo, nro. 1/2004, pp. 11 y 13.

36 Ibid., p. 14. Sobre la noción de perfil de egreso y su relación con la malla curricular,
véase, del mismo autor, Hawes, Gustavo, Perfil de egreso, 2010, 18 pp., disponible [en
línea]: <http://www.gustavohawes.com/Educacion%20Superior/2010Perfil%20de%20
egreso.pdf> [Consulta: 21-5-2017], y Hawes, Gustavo, Del perfil de egreso a la malla
curricular. Propuesta general metodológica para el diseño de un plan de formación profesional
universitaria, 2010, disponible [en línea]: <http://www.gustavohawes.com/Educacion
%20Superior/Hawes%20Del%20perfil%20a%20la%20malla.pdf> [Consulta: 21-5-2017].

37 Sobre la noción de competencias, y siguiendo el informe Tuning, se ha dicho que �las
competencias representan una combinación de atributos (con respecto al conocimiento
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estudiante de Derecho, al cabo de cinco años de estudios, debería exhibir

tanto algunos conocimientos característicos como ciertas destrezas téc-

nicas y conceptuales comprobables. Aún más: habría que partir por ase-

gurar tras la educación jurídica en la universidad algo tan básico (y tan

deficitario entre nosotros) como las suficientes habilidades en lectoes-

critura, las cuales, como insinuamos, mejor se forman en el contacto

con disciplinas básicas, obras desafiantes en el campo de las humani-

dades, aprendizaje  de idiomas,  etc. Se  diría que ser un jurista y un

abogado principiante puede formar parte del perfil de egreso, mas solo

en el sentido de brindar una formación jurídica básica en las disciplinas

del Derecho Público y Privado, y del Derecho sustantivo y procesal,

pero no esperar una formación que lo haga profesional ni académica-

mente competente en todas las áreas dogmáticas, sino solo en algunas

(con seguridad en unas pocas) de ellas. Esto puede ser dicho de otros

modos, por cierto, como que un buen plan de estudios de Derecho

debería pretender que el egresado exhiba un balance entre una desa-

rrollada enseñanza argumentativa (conceptual y político-moral) y un,

más bien, básico entrenamiento profesional.

Ahora bien, que ciertos conocimientos y destrezas sean los pilares en

que se asienta una buena educación universitaria de Derecho parece casi

evidente. Tales son, por ejemplo, los criterios al uso en el Reino Unido,

donde los contenidos mínimos (las foundation subjects) se desdoblan pre-

cisamente en conocimiento (knowledge) y en destrezas legales (skills).38

y sus aplicaciones, aptitudes, destrezas y responsabilidades) que describen el nivel
o grado de suficiencia con que una persona es capaz de desempeñarlos�, y que �en
este contexto, el poseer una competencia o conjunto de competencias significa que
una persona, al manifestar una cierta capacidad o destreza o al desempeñar una
tarea, puede demostrar que la realiza de forma tal que permita evaluar el grado de
realización de la misma. Las competencias pueden ser verificadas y evaluadas, esto
quiere decir que una persona corriente ni posee ni carece de una competencia en
términos absolutos, pero la domina en cierto grado, de modo que las competencias
pueden situarse en un continuo�. Estas pueden ser bien cognitivas, procedimentales
e interpersonales, o bien fundamentales, general-disciplinarias y específico-profesio-
nales. En todo caso, el proceso de validación de un perfil de egreso es complejo,
pues involucra a numerosos actores y demanda considerables cantidades de tiempo.
Hawes y Corvalán, op. cit., pp. 18-21 y 23-33.

38 Vid. Palao, op. cit., pp. 188 y 192. Véase esta descripción de uno y otras extraída
de un document británico oficial: �a) Knowledge: Students should have acquired:

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 181-222. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

203



Asimismo, un buen currículum ha de tener la pretensión de fomentar

razonables grados de especialización elegidos de forma autónoma, para

lo cual habrá de existir la posibilidad de escoger ramos optativos (cosa

que, nuevamente, el estudiante chileno apenas ha conocido en el sistema

escolar). Sobre cursos optativos, es notable la rigidez de los planes chi-

lenos de estudios del Derecho, salvo excepciones que poco a poco se

hacen notar y que abren posibilidades de especialización profesional o

académica, y también la de formación básica a lo largo de la carrera a

través de un minor.

En todo caso, todavía habría que añadir que del ámbito directamente

profesional del perfil de egreso puede hacerse cargo la educación uni-

versitaria con modestia y hasta cierto punto, solo en un inicio, porque

–como ocurre nítidamente en el Reino Unido y en otros lugares, y debiera

llegar a suceder en Chile tarde o temprano– resulta preferible suponer

que la educación propiamente profesional no sea de entera responsabi-

lidad universitaria, sino también del Estado y del correspondiente colegio

profesional y aun de asociaciones académicas, como veremos.

i) Knowledge and understanding of the fundamental doctrines and principles which
underpin the law of England and Wales, particularly in the Foundations of Legal
Knowledge; ii) A basic knowledge of the sources of that law and how it is made
and developed; of the institutions within which that law is administered and the
personnel who practice law; iii) The ability to demonstrate knowledge and under-
standing of a wide range of legal concepts, values, principles and rules of English
law and to explain the relationship between them in a number of particular areas;
iv) The intellectual and practical skills needed to research and to analyse the law
from primary resources on specific matters; and to apply the findings of such work
to the solution of legal problems; v) The ability to communicate these, both orally
and in writing, appropriately to the needs of a variety of audiences. b) General Trans-
ferable Skills: Students should be able: i) To apply knowledge to complex situations;
ii) To recognise potential alternative conclusions for particular situations and to pro-
vide supporting reasons for them; iii) To select key relevant issues for research and
to formulate them with clarity; iv) To use standard paper and electronic resources
to produce up-to-date information; v) To make a personal and reasoned judgement
based on an informed understanding of standard arguments in the area of law in
question; vi) To use the English language and legal terminology with care and ac-
curacy; vii) To conduct efficient searches of websites to locate relevant information;
to exchange documents by email and to manage information exchanges by email;
viii) To produce word-processed text and to present it in an appropriate form�. Palao,
op. cit., pp. 188-189.
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Octavo tópico: en una carrera como la de Derecho, cuya finalidad es prin-

cipalmente de habilitación profesional y cuyo contexto (también en universidades

complejas y selectivas) es el de una enseñanza universitaria masificada y aun

universalizada ya de manera irresistible, el profesor debe ser con frecuencia un

abogado practicante, ojalá con entrenamiento docente, pero no necesariamente

un investigador.

Esto requiere precisar el perfil del académico de Derecho. En uni-

versidades con aspiraciones propiamente universitarias y no solo –ni si-

quiera directamente– profesionales (como hemos dicho, las de desarrollar

una docencia superior vinculada de forma interna con una investigación

sofisticada) y que educan a estudiantes con considerables y selectos ta-

lentos académicos, es difícil admitir que el estudio de Derecho (aun con

la tendencia profesionalizante de este) pueda sustentarse de manera ma-

yoritaria en profesionales docentes, como antes era el caso en Chile, sin

una planta académica estable, sino principalmente de profesionales con-

tratados por horas, como aún es en parte el caso en Chile. Claro que es

posible que estos prácticos del Derecho tengan su lugar en escuelas tan

profesionales como las de Derecho (mediante clínicas, ejercitaciones, si-

mulaciones, ramos de habilidades profesionales y de litigación, etc.), pero

no que los prácticos copen su staff académico, puesto que precisamente

no son académicos profesionales. Por esto es que se requieren, en vez,

suficientes docentes profesionales e investigadores. Incluso más, cabría

preguntar si no ha de haber espacio para investigadores puros en las

escuelas universitarias de Derecho en Chile.

Sea de esto lo que fuere, conviene añadir una trivialidad con fre-

cuencia olvidada en la práctica: que, para que los académicos profesio-

nales y los investigadores del Derecho se desempeñen de forma adecuada,

han de estar bien entrenados en la pedagogía universitaria. Los mismos

estudios de posgrado necesarios para llegar a ser profesor universitario

asegurarán que este sea un docente auténticamente profesional del De-

recho, uno en posesión de conocimiento de –y que goza de familiaridad

con– prácticas pedagógicas diversas y sofisticadas, de manera que incluso

quien sufrió en el pregrado estilos de enseñanza arcaicos estará en con-

diciones de elaborar de manera reflexiva el “trauma” y disponerse a

practicar formas educativas más apropiadas y socráticas. Para ello, dicho

sea de paso, es elemental que el docente no esté saturado de horas directas
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en aula, como, además, que cuente con la colaboración de posgraduados

y en general de ayudantes competentes. Nada de esto, claro está, ha de

ser interpretado como una defensa corporativa del profesor universitario,

el cual ha de estar sometido a controles académicos razonables y rigu-

rosos, cosa que aconseja la evaluación de su docencia por sus propios

estudiantes y por sus pares, así como la evaluación de su investigación

por sus pares (más que por administradores universitarios, a veces lejanos

a la práctica de la investigación y por ende tentados de aplicar criterios

torpes y aun contraproducentes). Bajo tales presupuestos (y solo bajo

ellos), el académico del Derecho debería –como todo profesor universi-

tario– tener un estatuto jurídico especial que le brinde estabilidad para

ejercitar la docencia y llevar a cabo la investigación.39

Noveno tópico: la educación jurídica tiene que componerse de metodologías

de planificación, enseñanza y evaluación acordes con alumnos aún no autónomos

y que además forman parte de cursos numerosos (tales son todos o casi todos

los que se imparten en escuelas de Derecho de universidades como las chilenas),

por lo cual la clase ha de ser sobre todo la magistral y normativista, mientras

la evaluación tiene que consistir preferiblemente en la aplicación de test estan-

darizados de carácter objetivo o en pruebas orales muy centrados en las normas

generales autoritativamente formuladas en vez de en la resolución de casos com-

plejos y exigentes.

Esto simplemente no se sostiene. El rechazo de la minusvaloración de

la autonomía del estudiante universitario encuentra ahora un argumento

educativo específico en su favor. Taxonomías de objetivos educacionales

como la de B. Bloom y la de R. Marzano/J. Kendall muestran que apren-

der no es solo recordar, recuperar y reconocer (retrieval), sino además

comprender (comprehension), analizar (analysis) y utilizar el conocimiento

(knowledge utilization), ejecutando incluso actos metacognitivos (actos de

monitoreo de metas, procesos, claridad y precisión) a partir de un fun-

damental compromiso motivacional del sistema interno de pensamiento

39 Tal estatuto, por supuesto, no se encuentra ni en la legislación laboral común ni en
el Estatuto Administrativo común del funcionario público. En ambos casos, en el
entendido de que los regímenes actuales indeseables son tanto el del contrato inde-
finido del Código del Trabajo como el del Derecho Administrativo y sus variedades
de planta y a contrata, para no hablar en ambos casos de los trabajos inestables
contra boleta de honorarios.
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(self), en el cual interactúan emociones, creencias y actitudes y por medio

del cual se examinan las respuestas emocionales, la eficacia, la impor-

tancia y la propia motivación.40 De lo que se deriva una nueva obviedad:

que sobre todo en instituciones como las universitarias deben practicarse

métodos de enseñanza y de evaluación que no solo estimulen la memoria

y la comprensión, sino que impliquen análisis y utilización del conoci-

miento y aun la actividad de los sistemas metacognitivos e interno.41

Habría que partir, claro, por atender al momento, habitualmente tan

descuidado, de la planificación docente. Desde la conveniencia de adoptar

syllabus, hasta la de posibilitar procesos reflexivos que permitan mejorar

la planificación de los diversos cursos y disponer de un repositorio pú-

blico para comparar prácticas de planificación, entre otras cosas. Ense-

guida, cómo no ver la necesidad de desafiar el dominio incontestable que

en las escuelas de Derecho chilenas aún ostentan las clases magistrales,

la altísima presencia en ellas de test puramente objetivos de evaluación,

el descuido de la indagación socrática y las sempiternas discusiones acer-

ca de la practicabilidad universitaria del método del caso en un sistema

de civil law como el chileno (cuyo disminuido recurso corre a parejas

con la preponderancia de una forma de enseñanza que podría calificarse

como poco “realista” y en cambio tan “normativista”). Claro es que el

desafío de los cursos numerosos está siempre ahí, sobre todo en condi-

ciones de universidades masificadas como las actuales. Pero, si es posible,

como creemos, que haya hasta centenares de alumnos por clase en al-

gunos cursos, en cambio no es apropiado que un estudiante universitario

tenga siempre y solo experiencia de tales cursos numerosos, y nada de

seminarios y en general de grupos más pequeños, más que nada teniendo

en cuenta que los (diversos) métodos de enseñanza deben ser funcionales

40 Vid. Marzano, Robert y John Kendall, The new taxonomy of educational objectives,
California, Corwnin Press, 2007.

41 Estas son consideraciones usuales en la pedagogía universitaria del Derecho, de la
cual se dice que no debe perder de vista ni la existencia de diversos niveles cognos-
citivos (cognitive levels) ni la necesidad de posibilitar experiencias de aprendizaje pro-
fundo (deep learning). Vid. Varnava, Tracey y Julian Webb, �Key aspects of teaching
and learning. Enhancing learning in legal education�, en Fry, Heather, Steve Kette-
ridge y Stephanie Marshall (eds.), A Handbook for Teaching and Learning in Higher
Education. Enhancing Academic Practice, Nueva York-Londres, Routledge, [1999] 2009,
pp. 374-377.
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a los (distintos) objetivos de aprendizaje perseguidos. ¿Cómo es que un

estudiante universitario no va a tener ninguna experiencia de trabajo en

seminario y, ojalá también, de alguna tutoría individual con un experto?

Todo lo cual hace ver la conveniencia de financiar algo que cuesta mucho

dinero, pero que a la vez resulta indispensable para la existencia misma

de las universidades y, por ende, de una formación jurídica que pueda

ser llamada universitaria: seminarios y (aunque solo fuera en un futuro

no tan lejano) tutorías, no solo masivas clases magistrales, lectures o Vor-

lesungen; además de una correcta combinación de actividades presenciales

y virtuales (que aprovechen la cercanía que nuestros estudiantes tienen

con el uso de las TIC).

En  cuanto  a las  evaluaciones y a la habilitación profesional, solo

algunos comentarios, varios de ellos puramente hipotéticos. Si los pro-

fesores universitarios recibieran la colaboración de ayudantes, posgra-

duados y profesores más jóvenes, y si la estructura de los planes de

estudios lo permitiera, ¿quién negaría que es posible y deseable que se

evalúe al estudiante de Derecho mediante ensayos y en general a través

de trabajos escritos, en los cuales la resolución de casos de alta com-

plejidad debiese ser moneda común?,42 ¿o que en tal caso la tradicional

42 Mucho habría que decir acerca de los beneficios de una bien pensada enseñanza
jurídica orientada por el método del caso, la que en forma alguna es exclusiva del
sistema norteamericano. Para esto, que merecería atención detallada por su impor-
tancia docente, véase una vez más cómo en Alemania se enseña Derecho con una
orientación bastante profesionalizante y a través de casos: �desde el extranjero, la
situación alemana es, en varios aspectos, particular y poco común. Se constata una
fuerte relación entre las necesidades de la práctica judicial y la formación jurídica,
las cuales están engranadas la una con la otra. Ello no solo es cierto con respecto al
Referendariat (lo que no sorprendería a nadie) sino también en los estudios académi-
cos y la formación en su totalidad. Por supuesto, la Universidad es el lugar de la
reflexión libre e intelectual. Pero ya durante los estudios, en las mencionadas prácticas,
siempre se trata de soluciones de casos y sobre todo de organización del tiempo.
Hasta cierto grado se puede detectar una reticencia a la observación de conceptos y
doctrinas escolásticas en Alemania. Por ejemplo, largas discusiones sobre la esencia
y el núcleo conceptual de la noción del acto jurídico no tienen nada que ver en la
formación de juristas alemanes, tampoco en la Universidad. Al mismo tiempo sí se
realiza la formación completamente en el plano teórico-conceptual de la dogmática
jurídica. Se la puede imaginar como una forma de Law in action; sin embargo, no
como la de los sociólogos del Derecho (que se encuentran, desde luego, estrictamente
opuestos a los ideales predominantes) sino como un tipo de Legal dogmatics in action.
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tesis o memoria de grado bien pueda desaparecer del pregrado, o por

último transformarse en solo un artículo publicado (o publicable) en

una revista jurídica con sistema de arbitraje? Por lo mismo, es difícil

defender un examen de grado como el que es usual en Chile. Cuando

menos, habría que quitarle sus innecesarias rigideces; por ejemplo, que

en vez de tener que aprobar en un mismo acto oral varias materias

disciplinares, estas se examinaran por escrito e independientemente unas

de otras. Por otro lado, una alternativa más ambiciosa (y, creemos, más

deseable) sería la de abandonar este examen incluyendo en su reemplazo

durante los últimos semestres asignaturas de integración en las disci-

plinas que se estimen básicas o troncales para la entera formación ju-

rídica, por ejemplo: tres cursos, uno de Derecho Privado, sobre todo de

algunas temáticas de Derecho Civil; otro de Derecho Público, sobre todo

de algunas cuestiones de Derecho Constitucional, Administrativo y Pe-

nal, y aun otro más de Derecho Procesal general (bajo el supuesto de

que las variedades específicas del Procesal Civil, Penal, Laboral, etc.,

ya son asuntos de especialización profesional posterior al pregrado uni-

versitario). Y es que solo al cabo de la formación jurídica de pregrado

en  la  universidad podría  justificarse e implementarse una formación

Por ende, en el centro de la formación alemana de juristas no está la reflexión crítica
al conjunto normativo desde un punto de vista externo (como critical legal studies,
feminist or gender theory, race and law, por ej.). Se parece más bien a una ciencia apli-
cada, como la medicina: el estudiante de derecho en Alemania debe orientarse en el
estudio de nuevas estructuras normativas, de manera eficiente y sin ayuda de nadie;
hacer uso razonable de las técnicas de la interpretación y llegar a aplicar normas
desconocidas de manera sólida en casos nuevos. De hecho, comparándolo con estu-
diantes de otros países, posee un nivel de análisis sistemático curiosamente alto, por
un lado, pero deficitario en cuestiones de conocimiento general, por el otro�: vid.
Liebrecht, op. cit., pp. 46-48. Es interesante cómo describe un alemán los sistemas
hispanoamericanos y español: �en vez de la técnica eficiente para la resolución de
casos, domina aquí una tarea educativa con el fin de cultura y conocimiento general.
En las materias dogmáticas todavía se vive un fuerte tradicionalismo: se explican las
leyes extensivamente, pero no se ilustra tanto la relevancia práctica de las normas.
Los exámenes se basan en el uso de la memoria, frecuentemente se toman exámenes
orales y el procedimiento es exclusivamente universitario. La meta parece ser un
conocimiento enciclopédico, lo cual ha producido vivos y didácticos debates en la
actualidad, no solo en España, sino también en otros países [sobre su abuso de la
clase magistral, su visión fraccionada de las disciplinas jurídicas y su tratamiento
formalista del derecho]�: vid. Liebrecht, op. cit., p. 56.
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jurídica según moldes rigurosamente profesionales más una prueba de

habilitación –coorganizada de forma estatal, colegial y académica– para

la abogacía, para la judicatura, para el ministerio público, etc., además

de contar con la existencia de posgrados específicos que sofistiquen el

cultivo profesional de la abogacía desde tal o cual perspectiva dogmática

y procesal.43

Décimo tópico: cada escuela de Derecho debe fijar su currículum, así como

todas sus prácticas académicas (sus metodologías de planificación, de enseñan-

za-aprendizaje, de evaluación, sus códigos de honor), básicamente de acuerdo

con su propia historia, con sus formas idiosincráticas de entender el estudio y

la docencia del Derecho.

Esto es en parte cierto y homenajea lo que las tradiciones han en-

contrado académicamente valioso y probado como útil, sobre todo en

países con amplias y añosas historias universitarias. En tales casos, por

lo demás, se han planteado dificultades con pretensiones estatales o aun

supraestatales de regulación y estandarización de los sistemas universi-

tarios, como en el último tiempo lo muestran las críticas académicas que

ha merecido en universidades europeas el proceso de Bolonia.

Pero, el tópico es solo parcialmente cierto. Pues allí donde la tradición

universitaria es reciente, donde no hay casi “sistema” universitario sino

un agregado caótico, desregulado y altamente mercantilizado de insti-

tuciones que reclaman ser tratadas como universidades y donde por ende

las escuelas de Derecho solventes desde un punto de vista académico

conviven con una mayoría de escuelas de Derecho cuasi técnico-profe-

sionales, como en Chile, ¿no convendría que las instituciones y escuelas

de Derecho auténtica, paradigmáticamente universitarias –justo, como

hemos venido diciendo, las que vinculan a la docencia con la investiga-

ción en libertad– dispongan y sean medidas de acuerdo con ciertos cri-

terios comunes? No cabe duda de que algunos de tales criterios bien

43 Una vezmásAlemania puede ofrecernos pistas de utilidad acerca de la evaluación: �los
exámenes [sobre todo los dos estatales, no tomados por los profesores universita-
rios] son muy exigentes, siendo casi en su totalidad exámenes escritos. Los exámenes
orales no tienen mucha importancia. Nunca se pregunta lo que dice textualmente la
ley, como así tampoco el conocimiento dogmático. Esto se presupone como sabido y
por ello no se evalúa. La forma dominante para tomar exámenes es la resolución
escrita de casos complicados en poco tiempo. Ymuy importante: el que enseña no suele
ser el que examina�: vid. Liebrecht, op. cit., p. 37.
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podrían decidirse mediante una alianza de escuelas de Derecho, mientras

otros cabría fijarlos de consuno con el colegio de la profesión y por la

deliberación de asociaciones académicas de profesores universitarios, y

aun otros ser establecidos de manera oficial por órganos estatales o pa-

raestatales suficientemente complejos y enterados de la especificidad de

la institución universitaria y de la educación jurídica. Lo cual, en las

condiciones chilenas actuales, volvería recomendable una alianza de las

mejores escuelas de Derecho chilenas –y de una posible y deseable aso-

ciación de profesores universitarios chilenos– para tratar y tomar algunas

decisiones comunes en estas (así como en otras) cuestiones. Tampoco es

difícil ver que un colegio de abogados de afiliación obligatoria y con

poderes de tutela ética del ejercicio profesional podría contribuir a una

mejor enseñanza primero universitaria y luego propiamente profesional

del Derecho. Es en una enseñanza posuniversitaria y ya profesional donde

deben incluirse, por antonomasia, ejercitaciones, prácticas, clínicas o ta-

lleres, así como cursos que enseñen a redactar contratos, escritos proce-

sales, a mediar y negociar; todo ello, en vez de una práctica profesional

tan mal organizada como la chilena. Lo mismo cabría decir, más en ge-

neral, de academias judiciales o de la magistratura, de academias de

funcionarios públicos, de fiscales y defensores, etc. Además, órganos pú-

blicos especializados en educación superior, así como el mismo poder

judicial, estarían también en condiciones de ayudar a la mejora de la

enseñanza jurídica y de las posteriores prácticas y exámenes profesionales

habilitantes.44

44 Véase una vez más el caso del Reino Unido, donde cada institución universitaria
tiene amplios márgenes de acción en consonancia con su historia y sus tradiciones,
lo que no ha impedido la emergencia, desde la creación durante los años 90 del
siglo XX de la Quality Assurance Agency (QAA), de unos criterios comunes para la
educación superior, de la cual forma parte la enseñanza jurídica. Además de aquella
agencia, los colegios profesionales �así como las asociaciones de profesores univer-
sitarios� influyen en la salida profesional �la de solicitor y la de barrister� que tanto
tienen en cuenta las distintas universidades donde se estudia Derecho. Es cierto que
se puede llegar a ambas profesiones jurídicas desde estudios que no son jurídicos,
incluso sin la posesión de una licenciatura universitaria. Pero, en todo caso, en las
universidades británicas se obedece a una serie de criterios que permiten hablar de
una formación fundamental, como vimos, asentada en la obtención de unos conte-
nidos mínimos.
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Anexo: un nuevo plan de estudios para la licenciatura

en Derecho

Para terminar, nos atrevemos a esbozar (esto, en efecto, es mero bo-

ceto) un plan de estudios que, diríamos, encara de manera más inteligente

la educación jurídica, precisamente por su carácter menos enciclopédico

y a la vez más compacto, riguroso y universitario, en tanto que pretende

propiciar y evaluar más y mejores comportamientos autónomos. Empezar

a diseñar, que es lo que hacemos aquí, este currículum alternativo es

importante, porque concreta varias de las reflexiones de todo el artículo,

incluso asignando sesiones y tiempos a los cursos de una mejor malla.

Tal alternativa, faltaba más, es una posibilidad entre otras, y varias de

sus opciones son discutibles, aunque dicha discusión, del todo necesaria,

ya ha sido articulada al menos inicialmente en estas páginas, quedan-

do sus pormenores para futuros desarrollos. Por supuesto, este nuevo

currículum, como se ha sugerido en el artículo, tendría que ser comple-

mentado con multitud de precisiones y novedades tanto en la planifi-

cación, la enseñanza y la evaluación jurídicas como en el entero estilo

de trabajo intelectual –por parte de docentes y de discentes– de una

escuela de Derecho chilena compleja y selectiva.45 Y tendría que fundarse,

45 Solo un ejemplo: que la brevedad pueda ser excelente es algo que también vale para
la literatura jurídica en la que se soporta toda enseñanza universitaria del Derecho.
Hay extensos volúmenes cuya calidad empalidece con la de otros más breves y sucin-
tos, pero tanto o más enjundiosos y formativos. Por supuesto que hay textos breves de
baja calidad y extensos de estupenda factura, pero otra vez el punto, obvio por lo
demás, es que resulta relativamente fácil indicar ejemplos de textos jurídicos tan breves
como excelentes para servir de compañeros de estudio (companions) en cursos de
pregrado. Para una asignatura de Filosofía política y teoría constitucional evalúese la
pertinencia pedagógica de la extensa y excelente de Sabine, George, Historia de la teoría
política, trad. de V. Herrero, México, Fondo de Cultura Económica, [1937] 1994, en
comparación con una también excelente, pero mucho más breve, manejable y además
sistemática obra deWolff, Jonathan, Introduction to Political Philosophy, Oxford, Oxford
University Press, 2016. En otro campo, compárese, por ejemplo, la larguísima, tradi-
cional e imprecisa Pacheco, Máximo, Teoría del Derecho, Editorial Jurídica, [1976] 2009,
con libros más breves, pero también más actuales y rigurosos, como Atienza, Ma-
nuel, El sentido del derecho, Barcelona, Ariel, 2001; Moreso, José Juan y Joseph María
Vilajosana, Introducción a la teoría del derecho, Madrid-Barcelona, Marcial Pons, 2004;
Barberis, Mauro, Introducción al estudio del derecho, Lima, Palestra, 2015, y �aunque de
extensión bastante mayor� el magnífico trabajo de Nino, Carlos, Introducción al análisis
del derecho, Barcelona, Ariel, [1973] 1994. Dicho sea de paso, la existencia de uno o
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además, en unos perfiles de ingreso y egreso adecuadamente validados

(y no, como aquí, fundados de manera impresionista e intuitiva).

Dicho lo cual, véase a continuación este otro currículum posible, el

que no es más que un nuevo plan de estudios transformado de forma

moderada y, por eso, perfectamente practicable en el corto plazo, incluso

sin modificaciones del entorno legal y universitario chileno:

Figura 1: Currículum de estudio universitario del Derecho

Primer semestre46
(900 minutos en aula semanales = 15

horas):

Lógica y argumentación (2 clases)

Lectura de un clásico (2 clases)

Fundamentos de historia (2 clases)

Fundamentos de economía (2 clases)

Fundamentos de sociología (2 clases)

Inglés (2 clases)

Segundo semestre

(900 minutos en aula semanales = 15

horas):

Teoría del Derecho (2 clases)

Filosofía política y teoría

constitucional (2 clases)

Derecho Romano (2 clases)

Historia del Derecho (2 clases)

Derecho Civil: personas, ley, acto

jurídico (2 clases)

Inglés (2 clases)

Tercer semestre

(825 minutos en aula semanales =

13,75 horas):

Teoría de la justicia (2 clases)

Cuarto semestre

(825 minutos en aula semanales =

13,75 horas):

Argumentación jurídica (2 clases)

varios libros, de partes de libros o de artículos o materiales, parece a estas alturas una
exigencia elemental de cualquier curso universitario de Derecho. Piénsese que ya en
pleno siglo XVIII esto era obligado por el propio Estado cuando Kant enseñaba en
Königsberg: �el uso de compendios durante las lecciones era una prescripción oficial.
Se quería evitar de este modo que los docentes impartieran las enseñanzas al dictado,
sin seguir un texto de referencia. Pero estos eran libres de elegir los textos y, llegado
el caso, de enmendar o contradecir a su autor�. Del Río, Alejandro, �Introducción�,
en Kant, Immanuel, Lecciones sobre la filosofía de la religión, trad. de A. del Río y E.
Romerales, Madrid, Akal, 2000, p. 12. Ya que ejemplificamos con materiales del área
de uno de nosotros, remitimos a lo que uno dijera acerca de textos guía o aunmanuales
al interior de formas más deseables de la enseñanza de la filosofía jurídica en Chile,
vid. Solari, Enzo, �La filosofía jurídica y su enseñanza�, en Sobre la filosofía jurídica de
Jorge Millas y otros ensayos iusfilosóficos, de teoría política y constitucional, Valparaíso,
Ediciones Universitarias de Valparaíso-Fondo del Libro, 2015, pp. 364-371.

46 El cual es prerrequisito para toda asignatura de los semestres posteriores.

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 181-222. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

213



Derecho civil: bienes y derechos reales

(2 clases)

Historia política y constitucional chile-

na (2 clases)

Derecho Procesal: teoría de la acción,

la jurisdicción y el proceso, y organiza-

ción de tribunales (2 clases)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Derecho Civil: obligaciones (2 clases)

Derecho Público: constitucional orgá-

nico (2 clases)

Derecho Procesal: procedimiento civil

declarativo ordinario (2 clases)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Quinto semestre

(900 minutos en aula semanales = 15

horas):

Derecho Civil: contratos en general

y algunos contratos en particular

(2 clases)

Derecho Público: constitucional dog-

mático: derechos fundamentales

(2 clases)

Derecho Procesal: procedimiento civil

sumario y recursos (2 clases)

Derecho Penal: potestad punitiva y

teoría del delito (2 clases)

Taller: habilidades de debate y destre-

zas profesionales (litigación, negocia-

ción y mediación) (1 clase)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Sexto semestre

(900 minutos en aula semanales = 15

horas):

Ética profesional (1 clase)

Derecho Civil: responsabilidad con-

tractual y extracontractual (2 clases)

Derecho Público: administrativo: ac-

tuación de la administración del Esta-

do (2 clases)

Derecho Procesal: ejecución y tutela

cautelar (2 clases)

Derecho Penal: responsabilidad penal

(2 clases)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Séptimo semestre

(825 minutos en aula semanales =

13,75 horas):

Derecho Civil: derecho de familia (2

clases)

Derecho Público: administrativo: con-

trol y responsabilidad de la adminis-

tración del Estado (2 clases)

Derecho Penal: algunos delitos en par-

ticular (2 clases)

Octavo semestre

(975 minutos en aula semanales =

16,25 horas):

Derecho Civil: Derecho sucesorio (2

clases)

Derecho Público: internacional públi-

co (2 clases)

Derecho Comercial: sujetos de la acti-

vidad mercantil y títulos de crédito y

de valores (2 clases)
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Derecho Económico: mercado y merca-

dos financieros (2 clases)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Derecho del Trabajo: parte colectiva

(2 clases)

Derecho Procesal Penal: bases

(2 clases)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Noveno semestre

(900 minutos en aula semanales = 15

horas):

Filosofía del Derecho (2 clases)

Derecho Comercial: seguros e insol-

vencia (2 clases)

Derecho del Trabajo: parte individual

(2 clases)

Derecho Tributario (2 clases)

Clínica jurídica (1 clase)

Inglés (2 clases)

Optativo (1 clase)

Décimo semestre47
(450 minutos en aula semanales = 7,5

horas):

Integración de Derecho público

(2 clases)

Integración de Derecho privado

(2 clases)

Integración de Derecho procesal

(2 clases)

Un par de precisiones finales. Hemos incluido algunos detalles que

demuestran que los cambios introducidos por esta malla no son nada

del otro mundo, sino bastante conservadores. Mientras, por ejemplo, es-

timamos preferibles que los cursos de Derecho Procesal fuesen bastante

generales, enfocados en aspectos epistemológicos, argumentativos y pro-

batorios que no entren en el detalle del proceso civil (y no digamos

penal, laboral, etc.), en el plan propuesto se ha mantenido una presencia

bastante extensa del procesal civil. Otro ejemplo del que habíamos ade-

lantado juicio: el examen de grado bien podría eliminarse en beneficio

de la inclusión de tres asignaturas troncales de integración en el décimo

y último semestre de la carrera (y a las que solo se podría acceder tras

aprobar todos los cursos de todos los semestres anteriores), pero en el

plan esto no queda resuelto. Estas y otras cuestiones ameritarían cambios

más significativos, creemos. También, se ve que en esta malla se mantiene

una profusa formación en Derecho Civil, con espacio para un semestre

47 Para el cual es prerrequisito toda asignatura de los semestres anteriores.
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de Derecho Romano (el que en algunas innovaciones curriculares, inde-

seablemente, y sin mayores justificaciones, desaparece). Por el contrario,

en ella hay una novedad de importancia debida a las peculiaridades

del sistema escolar chileno: la de un primer semestre propedéutico pero

rigurosamente universitario y a cargo de docentes calificados, el cual

tendría que ser en su integridad condición de posibilidad para cursar

cualquier otro ramo de los siguientes semestres (cosa parecida habría de

ocurrir al final, en el décimo semestre de asignaturas de integración,

cuyo sentido solo se asegura –sobre todo de eliminarse el tradicional

examen de grado– si fuesen requisitos para ellas todas las asignaturas

de todos los semestres anteriores). Todos los cursos debieran tener una

o dos clases a la semana en aula, siempre cuidando que la proporción

en aula y fuera de ella sea universitaria y vaya privilegiando cada vez

más la labor intelectiva autónoma e independiente del estudiante; en

tales cursos, por lo mismo, cuando menos en algunos, debiera alternarse

la clase magistral con seminarios o grupos de trabajo más pequeños (para

qué decir, si fuera posible, con tutorías). Además, habría que prohibir

reglamentariamente que la carga académica semestral de un estudiante

supere determinado margen, siendo este margen en términos normales

de 40-45 horas semanales (sumando las horas dentro y las horas fuera

del aula), lo que podría escalar de manera marginal en algunos semestres,

pero nunca –y solo por motivos muy excepcionales– yendo más allá de

las 50 horas semanales en total (calculando, como es habitual, que es

admisible, aunque de forma extraordinaria, una carga académica superior

solo hasta en un 10% al total que es corriente y normal). Asimismo, la

reglamentación de la interacción entre cursos de esta malla –con sus

requisitos específicos– habría de ser tan latitudinaria como sea razonable

y posible, aunque esto es algo sobre lo que en este momento no nos

hemos formado juicios sólidos. En cuanto a la conveniencia de incluir

algo como una clínica jurídica, creemos que esto debería ser concebido

como una actividad de vinculación con el medio y complementaria de

un previo taller de habilidades de debate y destrezas profesionales, con-

siderando que muchos de los estudiantes que se forman jurídicamente

llegarán a ser abogados. Al mismo tiempo, si bien ha de tratarse de una

asignatura obligatoria, la actividad concreta a realizar debería ser elegida

por el alumno, quien podría optar entre una clínica jurídica en sentido
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tradicional (en relación con cuestiones civiles, laborales, etc.), o una clínica

en el sentido del patrocinio de acciones de interés público (en relación

con derechos fundamentales), o incluso una pasantía profesional (en una

oficina de abogados, un órgano jurisdiccional o administrativo, etc.). Es

algo que, como  ya dijimos, llevaría asimismo a abordar las (severas)

deficiencias  y (amplias)  posibilidades de mejora de la actual práctica

profesional que el licenciado en Derecho hace en Chile tras sus estudios

universitarios. En cuanto al idioma extranjero, bien pudiera ser otro que

el inglés, por cierto, pero en cualquier caso debiera enseñárselo en pe-

queños grupos de estudiantes con el objetivo de alcanzar un dominio

suficiente de este, como ya se ha dicho, y tendiendo hacia los últimos

semestres a incluir unidades específicas de inglés jurídico. Por fin, la

existencia de optativos se garantiza en este plan, pero de forma muy

mínima: solo uno por semestre durante la mayor parte de la carrera, lo

que podría permitir tanto una formación caleidoscópica entregada de

manera discrecional a elección del estudiante, como el seguir una deter-

minada línea de especialización profesional o, por qué no, puramente

académica.

Nótese, en último término, esta particularidad: si el estudio del De-

recho debiera implicar un total de trabajo de entre 40 y 45 horas semanales

(o en cantidades solo marginalmente superiores), eso exigiría que un

estudiante nunca cuente con más de 20-22,5 horas semanales en aula

(siendo entonces la proporción casi escolar: de una hora en aula por una

fuera de ella), más aún que es deseable que sus horas en sala lleguen a

ser por semana 13,3-15 (siendo entonces la proporción de una hora en

aula por dos fuera de ella), 10-11,25 (en proporción de una hora en aula

por tres fuera de aula) y aun 6,6-7,5 (cuando la proporción, al final de

la carrera, llegue a ser de una por cinco). De hecho, en la malla propuesta

se emplean solamente proporciones de una hora en aula por dos fuera

de ella (y superiores), criterio que además se aplica de forma muy gruesa,

sin distinguir (como es posible y deseable) entre proporciones diferen-

ciadas con mayor finura por asignatura. Pero nunca, como ya se dijo,

un estudiante ha de sobrepasar en un semestre el total de 45 (excepcio-

nalmente hasta 50) horas semanales de trabajo; permitir tales excesos no

alentaría sino que atentaría contra la autonomía intelectual –el hombre
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reflexivo (der nachdenkende Mensch), la mente examinadora (der prüfende

Kopf) de que hablaba Kant–48 que este tipo de plan de estudios fomenta.49
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Estrategias para la enseñanza de
lectocomprensión de textos jurídicos
en inglés en la carrera de Abogacía

Jorge Christian Curto*

Resumen

El objetivo de este ensayo es reflexionar sobre la lengua extranjera
como asignatura en la carrera de Abogacía. ¿Qué tipo de dificultades
enfrentan los alumnos cuando deben leer un texto jurídico en inglés?
¿Qué estrategias pedagógicas pueden utilizar los docentes para ayudarlos
a vencer dichas dificultades? ¿Qué herramientas pueden ser usadas por
los estudiantes? El presente ensayo intenta responder esos interrogantes.
El concepto de lectocomprensión, ciertas características de la jerga jurí-
dica, las necesidades de los estudiantes y la metodología de enseñanza
son algunos de los aspectos considerados.
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Abstract

The aim of this essay is to reflect about the foreign language as a
subject in the Law degree course. What kind of difficulties do students
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face when they have to read a legal text written in English? What pe-
dagogic strategies may teachers use to help them overcome such diffi-
culties? What tools may students use? This essay tries to answer those
questions. The concept of reading comprehension, certain characteristics
of the legal jargon, students’ needs and teaching methodology are some
of the aspects considered.

Keywords

Teaching - Reading Comprehension - Subject - University - Law.

I. Introducción

Se puede apreciar que en los planes de estudios de determinadas
carreras universitarias en las diversas casas de estudios superiores ge-
neralmente se incluye como materia al menos un idioma extranjero. La
carrera de Abogacía no es ajena a dicha cuestión. El plan de estudios
de la carrera de Abogacía en la Facultad de Derecho de la Universidad
de Buenos Aires incluye la asignatura denominada “Lectocomprensión
nivel único”. Su objetivo básico es que los alumnos adquieran las herra-
mientas necesarias para poder comprender material jurídico redactado
en una lengua extranjera. Los alumnos deben leer diferentes textos en
el idioma foráneo y responder determinadas preguntas expresándose en
español. De este modo, el docente corrobora si los han comprendido
correctamente. Pero leer material con contenido jurídico en una lengua
extranjera es una tarea compleja por diversos factores que se vinculan
a aspectos lingüísticos y jurídicos. Ese es uno de los motivos por los
cuales lograr el objetivo básico mencionado requiere cierta metodología
de enseñanza. La interrelación entre el mundo lingüístico y jurídico es
una razón suficiente para considerar otros objetivos que se intentan cum-
plir con el dictado de la asignatura y que coadyuvan en la formación
del estudiante.

nivel único (idioma inglés) y Ayudante de Segunda de Teoría General del Derecho,
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Profesor Ordinario Auxiliar
de Inglés I y II, Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad del Salvador. Correo
electrónico: jchriscurto@hotmail.com.
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El propósito de este trabajo es analizar la situación del estudiante de
Abogacía y reflexionar sobre sus dificultades al momento de tener que
leer un texto jurídico en idioma inglés y las estrategias pedagógicas que
el docente podría poner en práctica para que el alumno logre vencer los
obstáculos que puedan aparecer en el proceso de lectocomprensión.

Cada institución diagrama su plan de estudios. Las características de
un plan de estudios puede tener cierta influencia en la forma en la que
el docente debe encarar el dictado de una materia porque dicho plan
establece las asignaturas que los alumnos deben aprobar para obtener
un título universitario, las correlatividades y la carga horaria. Un docente,
cuando fija los objetivos de su curso, debe pensar en esos aspectos. Por
ejemplo, debe considerar qué formación previa tienen los alumnos te-
niendo en cuenta en qué parte del plan de estudios está ubicada la materia
que dicta y la carga horaria. Desde luego que cada curso tiene sus par-
ticularidades y el docente deberá además observar cuestiones como la
dinámica del grupo, inquietudes planteadas por los alumnos, etc.

La cuestión propuesta en el párrafo anterior me lleva a tener que
concentrarme en un contexto bien determinado. Me limitaré a reflexionar
sobre el dictado de la materia en la Facultad de Derecho de Universidad
de Buenos Aires. No obstante, más allá de las diferencias existentes entre
los planes de estudios correspondientes a diferentes universidades, ciertas
consideraciones aquí vertidas podrían resultar útiles para aquellos do-
centes y alumnos que perteneciendo a otras instituciones se encuentren
en un proceso similar de enseñanza-aprendizaje.

La asignatura “Lectocompresión” en la carrera de Abogacía en la
Universidad de Buenos Aires, como su nombre lo indica, fue concebida
como una materia cuyo objetivo básico es lograr que los alumnos desa-
rrollen sus habilidades para poder comprender textos jurídicos redacta-
dos en una lengua extranjera. El Departamento de Idiomas de la Facultad
de Derecho no se limita al idioma inglés sino que contempla otras lenguas
extranjeras. Desde luego que este trabajo versa sobre la lectocomprensión
en inglés porque en esa lengua me he especializado y desarrollado aca-
démicamente. Quisiera  destacar que la interacción  con  mis  colegas y
alumnos me ha enriquecido. Asimismo, ha despertado en mí el interés
de reflexionar sobre el tema aquí analizado.
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II. Idioma extranjero en la carrera de Abogacía: objetivos

El Departamento de Idiomas de la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad de Buenos Aires fijó determinados objetivos de la asignatura
“Lectocomprensión  nivel  único”.  Consideraré  los  establecidos para el
idioma inglés y posteriormente procederé a realizar un breve análisis.
El Departamento de Idiomas estableció los siguientes objetivos generales

de la materia:
– Favorecer la actualización mediante el acceso a fuentes de infor-

mación en idioma  inglés sobre contenidos  relacionados directa-
mente con los centros de interés del estudiante universitario de la
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y su futuro
desempeño profesional.

– Alentar la investigación autónoma en fuentes originales en lengua
inglesa.

– Lograr una comprensión autónoma de textos jurídicos específicos
para su posterior utilización en ensayos o trabajos elaborados en
lengua materna.

– Identificar las diferencias culturales que impactan en el lenguaje
jurídico en la lengua inglesa.

– Construir significados a partir de la integración de estrategias es-
pecíficas de comprensión lectora.

– Internalizar los procesos de comprensión lectora en una segunda
lengua.1

Asimismo estableció los siguientes objetivos específicos:
– Aplicar de manera correcta herramientas y técnicas para la lecto-

comprensión de textos en lengua inglesa.
– Identificar la articulación básica del idioma inglés (Campos sintác-

tico y morfológico).
– Reconocer el léxico y la terminología propios del ámbito jurídico

en la lengua inglesa (Campo léxico).

1 Programa de la asignatura Lectocomprensión en lengua extranjera nivel único (idioma
inglés), plan 2004, carrera de Abogacía (año lectivo 2014), Departamento de Idiomas,
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, disponible [en línea]: <http://
www.derecho.uba.ar/academica/carreras_grado/2014_programa-nivel-unico-ingles.
pdf> [Consulta: 24-2-2017].
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– Reconocer sentidos a partir del abordaje sistematizado de textos
con temáticas propias de la carrera de Abogacía que se cursa en
la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (Campo
semántico).

– Integrar significativamente conocimientos lingüísticos propios del
discurso jurídico redactados en lengua inglesa sobre temas rela-
cionados con las principales áreas de las ciencias jurídicas.

– Analizar en contexto los diferentes institutos jurídicos que hacen
al derecho, la cultura, la historia y/o la terminología del ordena-
miento jurídico anglosajón partiendo de inferencias o deducciones
del alumno en base a sus conocimientos del ordenamiento roma-
no-latino.

– Utilizar bases de datos jurídicas en inglés para encontrar informa-
ción y poder sintetizarla en castellano.2

Como puede apreciarse, se trata de objetivos muy interesantes porque
establecen varias metas para alcanzar. La primera es capacitar al alumno

para que pueda interpretar textos jurídicos redactados en inglés.
Como consecuencia, se desprenden dos aspectos:
– Es necesario que el alumno trabaje con textos jurídicos.
– Se orienta a la lectocomprensión.

II.A. Textos jurídicos redactados en idioma extranjero

Es fundamental que el alumno incorpore la jerga jurídica en la lengua
extranjera para poder comprender jurisprudencia, artículos de doctrina,
contratos, escritos judiciales y artículos periodísticos con contenido jurí-
dico. Tener conocimientos generales de inglés no implica conocer la jerga
jurídica empleada habitualmente por los angloparlantes. Por ese motivo,
es común encontrar alumnos que sienten que sus conocimientos generales
de inglés no les alcanzan para comprender cabalmente la información
jurídica proveniente de distintas fuentes anglosajonas.

En los textos jurídicos redactados en inglés se pueden encontrar ciertos
rasgos propios que los diferencian de los demás textos. Esos rasgos ca-
racterísticos pueden presentar cierto grado de dificultad a aquellos que

2 Ibid.
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no están familiarizados con la jerga. Trataré esta cuestión más adelante
cuando aborde los obstáculos y estrategias.

II.B. El enfoque de la lectocomprensión

El estudio completo de una lengua extranjera implica siempre desa-
rrollar las siguientes habilidades:

a) Producción oral.

b) Producción escrita.

c) Compresión oral.

d) Comprensión escrita.

Dominar un idioma implica desarrollar cabalmente esas cuatro ha-
bilidades. Para la producción oral como para la escrita es relevante ad-
quirir vocabulario. En la producción escrita la redacción es un aspecto
fundamental mientras que la producción oral incluye la pronunciación.
La fonética es la disciplina que estudia los sonidos de las palabras. La
lectocomprensión tiene el siguiente objetivo: desarrollar la comprensión escrita

(punto d).

La adquisición de la jerga jurídica es la consecuencia lógica del uso
de material que versa sobre cuestiones legales. Se logra por las reiteradas
lecturas. Así el alumno logra acostumbrarse a la terminología específica.

La lectocomprensión es una habilidad específica. La incorporación de
un idioma extranjero como asignatura en una carrera universitaria debe
estar orientada al  desarrollo  de  esa habilidad  mediante la lectura de
material que contenga la jerga específica de la disciplina. El  objetivo
principal debe ser capacitar al alumno para que pueda acceder a biblio-
grafía extranjera ligada al área del saber en la cual desea desarrollarse.

III. Posibles  dificultades  en  el  proceso  de  enseñanza-
aprendizaje

Los alumnos que cursan la asignatura “Lectocomprensión nivel único
(idioma inglés)” podrían presentar ciertas dificultades para comprender
un texto jurídico en la lengua extranjera, para expresar sus ideas en es-
pañol o para buscar información jurídica en el idioma foráneo. Por lo
general, son esos tres tipos de dificultades las que pueden presentar.
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Desde luego dependerá del perfil de cada alumno en qué aspecto en-
cuentra más dificultad. A continuación analizaré cada una de esas situa-
ciones.

La correcta comprensión de un texto jurídico en inglés por parte del
alumno puede a veces verse obstaculizada por:

– La existencia de transparencias y falsos cognados.

– La existencia de términos que pueden tener una acepción en inglés
general y otra en inglés jurídico.

– La presencia de términos que en el mismo campo jurídico admiten
dos acepciones.

– La aparición de expresiones formales propias del ámbito jurídico.

– La gramática.

– Las diferencias entre los sistemas jurídicos en cuestión.

En otras ocasiones, la dificultad radica en que el alumno no puede
expresarse claramente en español. Esto puede ocurrir porque elige vo-
cabulario impreciso. Podría ser el caso de cierta “contaminación” del
lenguaje jurídico. También puede ocurrir que el estudiante confunda el
concepto de traducción con el de lectocomprensión y que por dicho mo-
tivo cometa un error de metodología.

Finalmente, el alumno puede encontrarse un tanto desconcertado si
tuviera que buscar información jurídica en inglés, posiblemente porque
nunca antes ha buscado bibliografía extranjera.

En el proceso de enseñanza-aprendizaje, docentes y alumnos deben
seguir un camino previamente trazado para llegar al objetivo más básico:
que el alumno incorpore herramientas para poder comprender textos
jurídicos en inglés. Si surgiera alguna de las dificultades anteriormente
mencionadas, o incluso antes de que pudiera surgir, el docente debe
poner en práctica una estrategia pedagógica que permita a los alumnos
seguir progresando sin trastabillar para lograr los objetivos pautados.

IV. Posibles estrategias pedagógicas

Identificar las posibles dificultades que pueden surgir en el proceso
de enseñanza-aprendizaje es el primer paso. Luego es necesario anali-
zar cada situación para después poder proponer estrategias pedagógicas
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orientadas a remover los obstáculos que impiden que el alumno pueda
progresar y así cumplir con los diferentes objetivos de la asignatura.
Procederé a continuación a explicar cada dificultad que puede presentarse
y a formular una estrategia pedagógica.

IV.A. La existencia de transparencias y falsos cognados

Las clases de “Lectocomprensión” se basan en el análisis de textos.
Las explicaciones por parte del docente suelen darse en ese contexto. Es
decir, las expresiones que se analizan surgen de un texto determinado,
no en forma abstracta. Desde luego que el análisis de una expresión
puede ser un disparador que invita a establecer relaciones y compara-
ciones terminológicas.

Si en un documento determinado aparecieran los vocablos ingleses
contract, administrative y legal, el estudiante no encontraría dificultad algu-
na para entenderlos. En forma automática pensaría en “contrato”, “admi-
nistrativo” y “legal”, respectivamente. Para un hispanoparlante, se trata
de casos de transparencias por ser términos que se escriben de una manera
parecida al español (en el caso de contract y administrative) o igual (en el
caso de “legal”). El idioma inglés tiene una gran cantidad de palabras que
derivan del latín. Contribuyó la invasión normanda, ocurrida en el siglo
XI, porque dejó una cierta cantidad de palabras francesas en el idioma
inglés. Por ende, es habitual encontrar transparencias.3

Ahora bien, ¿cómo reaccionaría un alumno poco avezado en el manejo
de la jerga jurídica en inglés si encontrara el vocablo “sentence”? “Sentence”
significa “condena”, no “sentencia”,4 y es un típico caso de falso cognado

porque engaña al lector. Lo invita a pensar que es una transparencia y
en realidad no lo es. Es decir, un falso cognado es lo opuesto a transparencia.
En la lengua inglesa conviven transparencias y falsos cognados. La expe-
riencia me indica que una de las dificultades que encuentra el alumno es
no poder reconocer los falsos cognados. Al no poder reconocerlos, comete

3 Curto, Jorge Christian, �Reflexiones sobre las características del inglés jurídico�, en
Æquitas, vol. 9, nro. 24, Buenos Aires, Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad
del Salvador, 2015, p. 4, disponible [en línea]: <http://p3.usal.edu.ar/index.php/
æquitasvirtual/article/view/3732/4642> [Consulta: 24-2-2017].

4 Ibid., p. 5.
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errores que lo desvían del camino apropiado para llegar a una correc-
ta comprensión del texto.

¿Qué estrategia docente podría llegar a servir para que los alumnos
sean conscientes de que no siempre que vean un término inglés parecido
al español se tratará de una transparencia? Estimo que atraer la atención
del alumno y sorprender es una buena estrategia.

Alejandro Parini al abordar el tema de falsos cognados alude a una
anécdota sumamente interesante. Cuenta Parini que en un vuelo que
había tomado tras llegar al destino mientras el avión se deslizaba sobre
la pista de aterrizaje la auxiliar de abordo usó una expresión inadecuada
por el contexto. Parini al respecto dice: “...a voice over the loudspeaker
said: ‘Welcome to Buenos Aires. Please make sure you take all your
personal effects with you when you leave the plane.’ ‘Blimey!’, I thought.
‘We are all dead already! When did the crash happen? I did not notice
anything…’”.5

La anécdota es sumamente interesante. Incorpora cierta ironía que
actúa como una especie de provocación al pensamiento. Atrapa al lector
con una especie de acertijo: ¿en qué se equivocó la auxiliar de abordo? Al
desarrollar el tema de falsos cognados, Parini aclara que “...personal effects,
similar in spelling to Spanish efectos personales, is not exactly the same as
personal belongings as the former is a rather formal phrase which is used to
mean ‘the things belonging to a person, usually a deceased person’”.6

De la anécdota surge que la auxiliar de abordo debería haber dicho
“personal belongings”. Desde el punto de vista pedagógico, esa anécdota
capta la atención del lector. Despierta curiosidad. Esa debe ser la estra-
tegia para concientizar a los alumnos de los falsos cognados.

Un ejercicio que puede atraer la atención de los alumnos es justamente
uno que mezcle falsos cognados con transparencias. El docente podría es-
cribir en el pizarrón términos formando tres columnas. En cada línea
horizontal ubicar dos transparencias y un término que pueda llegar a ser
engañoso en su significado teniendo el alumno que identificar el falso

cognado.

5 Parini, Alejandro, Short Essays on Language, 2ª ed., Buenos Aires, Departamento de
Publicaciones, Facultad de Derecho, Universidad de Buenos Aires, 2003, p. 43.

6 Ibid.
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Ejercicio:
Administrative Legal Assault
Injury Constitution Decision
Allegation Commercial Congress
Cheque Null Statute

Respuesta (en negrita las palabras que no son transparencias):
Administrative Legal Assault

Injury Constitution Decision
Allegation Commercial Congress
Cheque Null Statute

Los alumnos suelen asociar “assault” con “asalto”, “robo”, lo cual es
erróneo. Guillermo Cabanellas de las Cuevas y Eleanor C. Hoague de-
finen “assault” como: “Violencia o agresión física contra las personas,
intentada o amenazada”.7

El vocablo “Injury” no significa “injuria”, sino “daño”. Muchos alum-
nos cuando ven “allegation” automáticamente piensan en “alegatos”. Esa
asociación es errónea. “Closing arguments” es equivalente al concepto de
“alegatos”. Finalmente, “statute” no es el documento que regula la vida
interna de una sociedad. “Statute” en la mayoría de los casos significa
“ley escrita”.

IV.B. La existencia de términos que pueden tener una acepción en

inglés general y otra en inglés jurídico

Hay palabras que pueden llegar a tener un significado en inglés ge-
neral y otro en inglés jurídico. La mayoría de los alumnos que suelo
tener en los cursos de “Lectocomprensión” tienen el primer contacto con
el inglés jurídico cuando empiezan a cursar la materia. No vienen con
conocimientos previos de la jerga jurídica en inglés. Desde luego que
puede haber alumnos que antes de cursar la asignatura han tenido la
posibilidad de estudiar inglés general durante varios años, pero en lo

7 Cabanellas de las Cuevas, Guillermo y Eleanor C. Hoague, Diccionario Jurídico, t. 1
(inglés-español), Buenos Aires, Heliasta, 2008, p. 68.
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que respecta al inglés jurídico la mayoría asegura nunca antes haber
leído un texto en inglés que verse sobre cuestiones legales. Como he
mencionado anteriormente, los conocimientos de inglés general resultan
insuficientes para poder comprender un texto jurídico. Para poder en-
tenderlo cabalmente es necesario conocer las características específicas
de la jerga.

El docente puede despertar la curiosidad de los alumnos mediante
preguntas que surgen de los textos trabajados en clase. La dinámica de
la clase, estilo taller, favorece la interacción entre docente y alumnos.

Las siguientes palabras, por ejemplo, pueden variar sus significados
si se emplean en un sentido jurídico o no: “act”, “consideration”, “dismiss”,
“complaint”, “will”, “municipal”.

Si  en  un texto trabajado en clase aparecieran  esos términos en el
sentido jurídico, seguramente el alumno, poco avezado en la lectura de
material jurídico en inglés pero que pueda tener ciertos conocimientos
generales de la lengua, no va a poder ver más que el significado general
de cada uno de ellos. Reitero que las discusiones terminológicas que
tienen lugar en las clases no suelen ocurrir en forma abstracta sino que
se trata de expresiones que surgen de un texto determinado. Es posible
que los alumnos al ser preguntados sobre el significado de cada una de
esas palabras digan respectivamente: “acto”, “consideración”, “despedir”
(de un trabajo), “queja”, “voluntad” y “municipal”.

Entiendo que ciertas preguntas dirigidas a los estudiantes los harán
dudar de esa falsa seguridad que pueden llegar a tener. El docente debe
indagar haciendo dudar al alumno, como si estuviera aplicando la dia-
léctica socrática, es decir, debe aplicar la técnica del diálogo para de-
mostrar a los alumnos que un término no siempre va a significar lo
mismo. Así, un docente ante las respuestas anteriormente mencionadas
podría contestar: ¿“Act” siempre significa “acto”? ¿“Consideration” remite
sólo a “consideración”? ¿“Complaint” es meramente “queja”? ¿“Munici-

pal” es simplemente una transparencia? ¿“Will” siempre se traduce como
“voluntad”? ¿“Dismiss” siempre es “despedir”?

Esas preguntas pueden estimular la reflexión del alumno, promover
el debate necesario para enriquecer la clase y servir para resaltar que
comprender un texto no implica una labor mecánica, automática, sino
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una labor intelectual que implica relacionar, comparar y hacer analogías
en un contexto determinado.

Todos los interrogantes planteados tienen la siguiente respuesta: No.
“Act” puede además significar “ley”. “Consideration” en materia contrac-
tual puede significar “contraprestación”8 y “municipal law” puede usarse
en el sentido de “derecho interno”, es decir, no siempre “municipal” se
comporta como transparencia.9 “Will” también se emplea para decir “tes-
tamento”, no solo remite al concepto de “voluntad”. “Complaint” en sen-
tido jurídico puede significar “demanda”10 y “dismiss” no solo significa
“despedir”.  En  el ámbito procesal  implica “desestimar”. Este tipo de
términos con más de una acepción constituyen buenos ejemplos para
afirmar que el contexto es el que en definitiva determina el alcance de
una palabra.

IV.C. La presencia de términos que en el mismo campo jurídico

admiten dos acepciones

Estos términos son más complejos que los mencionados en el anterior
apartado porque la división no es tan nítida. Si por ejemplo se sabe de
antemano que “act” puede significar “acto” y “ley”, no será muy difícil
para el lector darse cuenta en el contexto del significado del vocablo.
Ahora bien, hay expresiones que pueden tener alcances diferentes dentro
del mismo campo jurídico. Así, “bankruptcy”, “civil law”, “bill”, “justice”,
“custody”, etc.

Si de un texto surgieran esas expresiones, al ser consultados por el
docente, los alumnos automáticamente dirían que “bankruptcy” es “ban-
carrota/quiebra”, que “civil law” es “derecho civil” y que “justice” es
“justicia”. Podrían llegar a dudar quizá sobre el alcance de “bill” y “cus-

tody”. Una vez más apelando a esa dialéctica mencionada anteriormente
el docente puede hacer dudar y sorprender a los alumnos.

8 Curto, Jorge Christian, �Reflexiones sobre las características del inglés jurídico�, op.
cit., p. 5

9 Ibid.
10 Curto, Jorge Christian, �Vocabulario jurídico en idioma inglés: breve análisis de tér-

minos relacionados con el proceso civil en los Estados Unidos�, en supl. La Ley,
Buenos Aires, Universidad del Salvador, 25 de septiembre de 2015, p. 1.
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Recuerdo que en una oportunidad, ante un texto que versaba sobre
un bankruptcy case, muchos alumnos señalaron que se trataba de la ban-
carrota de una sociedad. Si bien nuestra ley adopta el vocablo “quiebra”,
varios se dejaron tentar por la transparencia a tal punto que entre dos
sinónimos optaron por la palabra que en forma más parecida se escribía
en español, es decir, “bancarrota”. Pero la cuestión no se limitaba a tener
que decidir entre “quiebra” o “bancarrota”. Del texto surgía claramente
que no se trataba de una “quiebra”. No había una liquidación de una
sociedad. Era una especie de concurso de acreedores. Ello surgía del
contexto. “Bankruptcy” no significa únicamente “quiebra”, puede implicar
solo un “concurso”. Es un concepto más amplio que en español.

“Civil law” es otra expresión compleja porque puede tener al menos
cuatro acepciones diferentes dentro del mismo campo jurídico. El lector
deberá analizar detenidamente el contexto para determinar el significado
correcto.11 Los alcances del sustantivo “justice” pueden ser explicados
por el docente en una forma muy clara. Si algún alumno afirma que
“justice” solo puede significar “justicia”, habría que preguntarle cómo
traduciría la siguiente oración: “He is a justice of the Supreme Court”. Así
se demuestra que “justice” no siempre significa “justicia”, también puede
significar “juez”, pero no cualquier juez. Por lo general se denomina
como “justice” a un juez de un máximo tribunal. Los jueces de primera
instancia, por ejemplo, no reciben esa denominación.12

“Custody” puede tener diferentes alcances en el mismo campo jurídico
según el contexto. El Collins Cobuild Dictionary en la primera entrada de
“custody” señala que es “the legal right to keep and look after a child,
especially the right given to a child’s mother or father when they get
divorced”.13 Es decir, esa definición está ligada al ámbito del derecho
de familia. Remite al concepto de tenencia.  De hecho en los Estados

11 Curto, Jorge Christian, �Comentarios sobre terminología en idioma inglés relativa
al derecho civil�, en Revista de Derecho Civil, Facultad de Ciencias Jurídicas, Univer-
sidad del Salvador, IJ Editores, Argentina, nro. 5, disponible [en línea]: <http://www.
ijeditores.com.ar/pop.php?option=articulo&Hash=7f8a5a5a77c07270efd033b128dc70
20> [Consulta: 24-2-2017].

12 Curto, Jorge Christian, �Reflexiones sobre las características del inglés jurídico�, op.
cit., p. 5.

13 Collins Cobuild English Dictionary, London, HarperCollins Publishers, 1995, p. 403.

Academia

año 15, número 30, 2017, pp. 225-249. Buenos Aires, Argentina (ISSN 1667-4154)

237



Unidos se suele diferenciar la “physical custody” (la tenencia) de la “legal

custody” (“patria potestad”).
“Bill” tiene varias acepciones en el campo del inglés general. En el

inglés jurídico tiene como mínimo dos. El Collins Cobuild Dictionary en
la entrada quinta de “bill” dice: “In parliament, a bill is a formal statement
of a proposed new law that is discussed and then voted on”.14

Es decir, en ese contexto remite al concepto de proyecto de ley. Pero
la expresión “bill  of rights” remite a un concepto diferente. El Collins

Cobuild Dictionary indica: “A ‘Bill of Rights is a written list of citizens’
rights which is usually part of the constitution of a country”.15 Cabanellas
de las Cuevas y Hoague definen “bill of rights” de la siguiente manera:
“Carta o declaración de derechos. Declaración constitucional de derechos
civiles”.16

Todos los ejemplos mencionados dan herramientas al docente para
mostrar a los alumnos que una palabra puede tener varias acepciones
y que dichas acepciones pueden cambiar de acuerdo al contexto. Desde
luego que el docente podría usar los ejemplos analizados anteriormente
para provocar cierta duda al estudiante que a su vez le despierte su
curiosidad para luego pasar a la reflexión final que arriba a una conclu-
sión que pone fin a la duda. La secuencia sería: duda-curiosidad-reflexión-

conclusión.

IV.D. La aparición de expresiones formales propias del ámbito jurí-

dico

El Macmillan English Dictionary for Advanced Learners define “legalese”
como “formal language used by lawyers and in legal documents that
ordinary people find difficult to understand”.17 Existe una corriente de-
nominada plain English que busca reemplazar el legalese por una termi-
nología simple y clara que pueda ser entendida por todos. Ello implicaría
remover ciertas estructuras formales propias de la jerga.

14 Ibid., p. 153.
15 Ibid.
16 Cabanellas de las Cuevas, Guillermo y Eleanor C. Hoague, Diccionario Jurídico, op.

cit., p. 95.
17 Macmillan English Dictionary for Advanced Learners (2ª ed.), Oxford, Macmillan, 2007,

p. 860.
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El empleo del latín en el ámbito jurídico es una de las maneras en
que la formalidad se manifiesta. Las expresiones en latín están presen-
tes en la jerga jurídica en los países hispanoparlantes y en los anglopar-
lantes.18

Ciertas expresiones redactadas en latín que pueden aparecer en el
lenguaje jurídico en inglés no suelen ofrecer mucha dificultad a los alum-
nos porque el estudiante que cursa la asignatura Lectocomprensión, por
una cuestión de correlatividades, se encuentra en la etapa final de sus
estudios. Es decir, son alumnos que ya tienen cierta formación jurídica.
Algunas de las expresiones redactadas en latín ya las han visto en las
diferentes materias que han cursado dado que los términos en latín for-
man parte del lenguaje jurídico que se emplea en la Argentina.

No obstante, estimo necesario que los alumnos puedan identificar
esos términos para que puedan entender cómo el lenguaje jurídico en
inglés se nutre de otras lenguas. Es una buena técnica advertir a los
alumnos que determinada  expresión  no es anglosajona sino  que está
redactada en latín o que proviene del latín.

La formalidad del lenguaje jurídico se refleja en la gramática, la cual
tiende a ser más compleja. Con respecto a las expresiones típicas de la
jerga, los textos jurídicos además se destacan por la existencia de doublets

y triplets, la aparición de palabras que comienzan con here- y there- y la
presencia de fórmulas típicas incluidas en documentos.19

Es importante hacer hincapié en la importancia de reconocer los rasgos
típicos del inglés jurídico. Al trabajar un texto, el alumno debe identifi-
carlos.  En  la medida que el estudiante avanza en las  lecturas  de los
textos va entendiendo la mecánica del lenguaje jurídico porque ciertas ex-
presiones y determinadas estructuras gramaticales se empiezan a repetir.

IV.E. La gramática

La gramática sin duda constituye un aspecto fundamental para poder
producir en forma oral y escrita en un idioma determinado. No es posible
escribir o hablar con propiedad sin conocerla. Pero la lectocomprensión

18 Curto, Jorge Christian, �Reflexiones sobre las características del inglés jurídico�, op.
cit., p. 6.

19 Ibid., p. 3.
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persigue otro fin, no busca la producción escrita y oral. A efectos de la lecto-

comprensión, la gramática debe ser un mero instrumento que sirva para guiar

al lector. Así, el lector actúa en forma pasiva dado que debe limitarse a reconocer

estructuras, no tiene que producir.
El reconocimiento de casos de voz pasiva, condicionales y verbos

modales constituye un aspecto relevante para poder lograr una correcta
comprensión de textos jurídicos redactados en inglés. El uso de la voz
pasiva es más frecuente en inglés que en español. Con respecto a su uso
en la lengua inglesa, Michael Vince advierte: “The uses of the passive
in English and in other languages are not necessarily the same. Some
languages may use passive forms where English uses active ones, and
vice versa”.20 Asimismo, B. D. Graver manifiesta: “The passive is fre-
quently used in English to express ideas that require a reflexive or im-
personal construction in other languages, and in many cases is also used
where other languages use the active”.21 La voz pasiva es una estructura
formal. Por este motivo es frecuente encontrarla en documentos jurídicos.

Los condicionales podrían hacer referencia a una relación causa-con-
secuencia. El análisis de la relación causa-consecuencia es un tema re-
currente en el ámbito jurídico, por ende, oraciones condicionales podrían
aparecer en los textos jurídicos. Se reconocen cinco tipos de condiciona-
les. En algunos casos se puede construir un condicional con una inver-
sión para hacer la oración más formal. Por tal motivo es posible que
esta estructura aparezca en cualquier texto jurídico. Los verbos moda-
les generalmente indican derechos, recomendaciones y obligaciones. Por
ende, es un tema gramatical relevante para poder comprender textos
jurídicos.

En un contexto donde la meta es lograr el desarrollo de la lectocom-

prensión, se podrán abordar los aspectos gramaticales reconociendo las
estructuras en contexto a medida que surjan de los textos o bien con
antelación (antes de la lectura de un texto).

a) Reconociendo estructuras en contexto. Se identifican estructuras gra-
maticales en la medida que aparecen en el texto.

20 Vince, Michael, Advanced Language Practice, Oxford, Heinemann, 1994, p. 30.
21 Graver, B. D., Advanced English Practice (3ª ed.), Oxford, Oxford University Press,

1996, p. 105.

Estrategias para la enseñanza de lectocomprensión de textos jurídicos en inglés

en la carrera de Abogacía

Jorge Christian Curto

240



Por ejemplo:

“The contract was signed by the parties”.

Esta oración podría ser útil para reconocer la voz pasiva en pasado.
Está subrayada la estructura de la voz pasiva: verbo “to be” (en este caso
“was” porque la oración remite al tiempo pasado) + past participle.

Otro ejemplo podría ser la aparición de un condicional:

“If the parties reach an agreement, they will sign the contract”.

Aquí se puede observar que un condicional tipo 1 implica una “cau-
sa/consecuencia”. Los elementos de la estructura están subrayados: if +
verbo en present simple + future (will).

Con relación a la inversión dentro de una oración condicional, B. D.
Graver proporciona ejemplos para mostrar la estructura gramatical. En
el primer ejemplo que menciona utiliza una estructura, marcada por el
autor en cursiva, que puede aparecer en un texto jurídico:

“Should you need my help again, just give me a ring”.22

Me parece una oración interesante por el uso del verbo modal
“should”. “Should” suele tener el alcance de “debería/s” para indicar una
recomendación. No tiene ese significado en este caso. Aquí forma parte
de un condicional reemplazando a “if”. La oración es sumamente formal
y su estructura (“should” con inversión) podría ser encontrada, por ejem-
plo, en un contrato. A efectos de la lectocomprensión, lo importante es
simplemente reconocer la estructura, actitud pasiva del lector.

En el campo jurídico, los modal auxiliaries adquieren cierta importancia
dado que pueden hacer referencias, según el contexto, a una obligación,
una recomendación, una facultad o una probabilidad. Es importante que
el alumno logre identificar la función que cumplen. He observado en
algunos casos que determinados alumnos pueden llegar a confundirlos
cambiando el sentido de una oración. Un alumno que en un texto jurí-
dico no logra entender las funciones de los modal auxiliaries podría tener

22 Ibid., p. 99.
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dificultades para identificar la existencia de derechos, obligaciones y re-
comendaciones y eso podría llevarlo a confundir, por ejemplo, una re-
comendación con una obligación o viceversa.

Cada vez que del texto surja una estructura gramatical relevante se
debe proceder a analizarla con el objetivo de que el estudiante logre
identificarla. A medida que el alumno sume horas leyendo textos y fa-
miliarizándose con la jerga logrará reconocer las estructuras y vencer
los obstáculos que le puedan llegar a impedir una correcta comprensión
del material.

b) Antes de empezar con las lecturas se procede a enseñar las estructuras

gramaticales básicas para que el alumno pueda reconocerlas cuando tenga que

leer los textos. El plan de estudios de la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad de Buenos Aires contempla un nivel de lengua extranjera. El
docente debe determinar qué estrategia pedagógica convendrá aplicar
teniendo en cuenta las necesidades de los alumnos. Es decir, debe decidir
si es preferible ver gramática en contexto (a medida que aparezca en el
texto) o dar un panorama de gramática general antes de comenzar con
los ejercicios de lectocomprensión a fin de proporcionarles a los alumnos
herramientas básicas para que puedan leer los textos. Este último caso
podría darse en el supuesto de que haya textos con estructuras grama-
ticales complejas que imposibiliten a los estudiantes la lectura.

La complejidad de un texto se mide de acuerdo a las estructuras
gramaticales incluidas, al tema desarrollado (dificultad desde el punto
de vista jurídico), la extensión y el vocabulario utilizado.

IV.F. Las diferencias entre los sistemas jurídicos en cuestión

A los aspectos propios del área lingüística hay que agregar la difi-
cultad que implica trabajar con conceptos que pertenecen a ordenamien-
tos jurídicos diferentes. Raúl Narváez al explicar la labor del traductor
especializado en traducir textos jurídicos del español al inglés o viceversa
manifiesta que la tarea más compleja que debe llevar a cabo es tener
que contrastar dos ordenamientos jurídicos muy diferentes. Por ende, la
dificultad no se limita al campo lingüístico sino que se extiende al campo
jurídico. Al respecto Narváez dice: “No doubt, this is the most serious
difficulty encountered when translating legal documents from English
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into Spanish or from Spanish into English (the overt disparity of the
two legal systems involved)”.23

Narváez se refiere específicamente al traductor, no a aquel que solo
desea leer un texto jurídico para comprenderlo. No obstante, sus consi-
deraciones también podrían aplicarse a todo aquel que intente leer ma-
terial jurídico en inglés. Es menester aclarar que la traducción es una
actividad diferente a la lectocomprensión. Muchos alumnos incurren en
el error de confundir ambos conceptos. Sobre este aspecto me referiré
en el apartado h.

El alumno debe estar advertido de que cuando encuentra un término
propio de un ordenamiento jurídico de algún país angloparlante, no ne-
cesariamente encontrará un concepto similar en el ordenamiento jurídico
argentino y viceversa. En una oportunidad observé que un alumno quiso
traducir “state” como “provincia”, lo cual es un error jurídico dado que
Estados Unidos no está dividido en provincias, sino en estados.

Estimo que hay ejemplos que ayudan a los alumnos a darse cuenta de
que cuando se relacionan conceptos correspondientes a dos ordenamien-
tos jurídicos hay ciertos límites que no se pueden pasar. Hay preguntas
que el docente puede formular para invitar a los alumnos a reflexionar
sobre esta cuestión: ¿puede “state” traducirse como “provincia”?, ¿“par-

liament” como “congreso”?, ¿“Prime Minister” como “presidente”?, ¿“Hou-

se of Lords” como “senado”? Claramente la respuesta es la misma para
todas esas preguntas: No. “State of California” debe ser traducido como
“Estado de California”, un “parliament” no es un “congress”, “Prime Mi-

nister” debe ser traducido como “primer ministro” y “presidente” como
“president”. “House of Lords”, la cámara alta del Parlamento del Reino
Unido, debe traducirse como “Cámara de los Lores”. El límite en esos
casos lo impone la naturaleza jurídica de las instituciones. Estimo que
los ejemplos mencionados resultan muy ilustrativos para que los alumnos
puedan tomar conciencia de que observar terminología jurídica en una
lengua extranjera implica analizar aspectos ligados a dos lenguas distintas
y considerar conceptos vinculados a dos ordenamientos jurídicos dife-
rentes.

23 Narváez, Raúl Eduardo, The Act of Translating: Linguistic and Hermeneutic Approaches
(1ª ed.), Buenos Aires, Departamento de Publicaciones, Facultad de Derecho, Univer-
sidad de Buenos Aires, 2005, p. 162.
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IV.G. Empleo de vocabulario impreciso en español

En la asignatura Lectocomprensión nivel único (idioma inglés), los alum-
nos deben leer material jurídico en inglés y luego responder con sus
propias palabras (en español) determinadas preguntas. Una dificultad
que suelen tener algunos estudiantes es que al momento de tener que
redactar no utilizan el vocabulario jurídico aprendido en las demás ma-
terias. Es decir, no logran vincular contenidos. Es como si se tratara de
compartimentos estancos.

Un típico ejemplo lo constituye el sustantivo “crime”. Al momento
de tener que explicar su alcance en un texto ligado al derecho penal,
una cantidad significativa de alumnos suele pensar automáticamente en
“crimen”, seguramente intentando buscar una posible transparencia. De
acuerdo al Diccionario de la lengua española (versión on-line), el vocablo
“crimen” puede tener las siguientes acepciones:

“1. m. Delito grave.
”2. m. Acción indebida o reprensible.
”3. m. Acción voluntaria de matar o herir gravemente a alguien”.24

Los medios de comunicación argentinos, en especial noticieros y pe-
riódicos, cuando se refieren a un homicidio suelen emplear el sustantivo
“crimen” (contemplado en la tercera acepción que proporciona el Dic-

cionario de la lengua española). Estimo que podría ser un factor que puede
contribuir a que los alumnos asocien “crime” con “crimen”. Lo cierto es
que nuestro Código Penal utiliza el vocablo “homicidio”. Del mismo
modo, en los tratados y manuales de derecho penal se usa la palabra
“homicidio”. Cuando un alumno traduce “crime” como “crimen” genera
cierta ambigüedad. ¿Cómo debería ser interpretado? ¿En el sentido de
“delito grave” (acepción 1 del Diccionario de la lengua española) o en el
sentido de “homicidio”? En la mayoría de los casos el alumno lo interpreta
en este último sentido.

“Crime” en inglés admite dos acepciones. Collins Cobuild Dictionary

en su primera entrada lo define como “an illegal action or activity for
which a person can be punished by law”.25 Como se puede observar

24 Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, disponible [en línea]: <http:
//dle.rae.es/?id=BGTge4F> [Consulta: 4-3-2017].

25 Collins Cobuild English Dictionary, op. cit., p. 387.
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tiene un alcance amplio. “Crime” implica delito. “Derecho penal” en inglés
se dice “criminal law”. Es decir, “crime” no se limita al concepto de “ho-
micidio”. La segunda entrada del Collins Cobuild Dictionary contempla
un uso más informal. Señala un acto que es “...very wrong or a serious
mistake”.26

En el ámbito jurídico en Argentina, la palabra “crimen” suele aparecer
en contextos determinados. Por ejemplo, la expresión “crímenes de lesa
humanidad”. El vocablo “criminal” puede aparecer en la expresión “po-
lítica criminal” (en el sentido de “medidas para combatir el delito”) o
cuando a efectos de clasificar los delitos se utilizan los términos “correc-
cional” (para los delitos menos graves) y “criminal” (para los más graves).

Es menester que el estudiante considere esta cuestión. Debe incorporar
el vocabulario aprendido en las diferentes materias de la carrera, consi-
derar la terminología utilizada en el ordenamiento jurídico argentino y
ser  preciso en su redacción. Es  recomendable el uso de diccionarios,
tanto bilingües como monolingües. Pero los alumnos no deben olvidar
que la ley, la doctrina y la jurisprudencia constituyen herramientas no
solo desde el punto de vista jurídico sino también desde el punto de
vista lingüístico si se observa detenidamente el lenguaje empleado.

IV.H. ¿Traducción o lectocomprensión?

El concepto de lectocomprensión no siempre es entendido. Quienes no
logran comprenderlo pueden llegar a asociarlo con una actividad mucho
más sofisticada, más compleja, más ardua: la traducción.

El objetivo de la lectocomprensión no debe ser capacitar al alumno de
la carrera de Abogacía para convertirlo en traductor de documentos ju-
rídicos. La carrera de Traductor Público persigue ese fin. Desde luego
que un abogado puede capacitarse jurídica y lingüísticamente para poder
traducir textos especializados ligados a su área de interés, pero el objetivo
primordial de la incorporación de un idioma extranjero como asignatura
en la carrera de Abogacía es el de capacitar al alumno en la lectura de
textos jurídicos y, de esta manera, familiarizarlo con la jerga en el idioma
foráneo.

26 Ibid.
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El traductor busca reproducir un documento. Su objetivo es convertir
un texto de un idioma a otro. Debe ser preciso. No puede dejar partes
del texto sin traducir. En el área jurídica los conceptos no suelen ser uni-
versales, por ende, debe comparar, analizar y traducir institutos jurídicos
vinculando dos ordenamientos jurídicos diferentes. La lectocompresión no
es exactamente traducción. Tiene otro enfoque. Implica solamente com-
prender un texto. Si el lector debe comunicar su contenido, deberá recurrir
a sus propias palabras. Un lector que requiera explicar el contenido de
un documento sin tener que traducirlo, podrá realizarlo inclusive sin
analizar aquellas partes del texto que a su criterio resulten irrelevantes
a efectos de la comprensión.

Confundir traducción con lectocomprensión es uno de los errores en
los que algunos alumnos pueden incurrir. Me ha ocurrido en más de
una oportunidad que doy una consigna para la elaboración de un trabajo
práctico en el cual el objetivo es que los estudiantes lean un texto y que
lo expliquen con sus propias palabras y que algún alumno me pregunte
si debe traducir todo el documento. El docente debe recalcar la diferencia
entre ambos conceptos porque si algún alumno los confunde cometerá
un error metodológico que podría terminar interfiriendo en el proceso
de aprendizaje.

IV.I. Búsqueda de material jurídico en inglés

La incorporación de un idioma extranjero como asignatura en la ca-
rrera de Abogacía persigue un objetivo adicional: familiarizar al alumno
con la búsqueda de material redactado en idioma extranjero. Se puede
apreciar en los objetivos generales del programa de la asignatura Lecto-

comprensión nivel único (idioma inglés) de la carrera de Abogacía esta-
blecidos por el Departamento de Idiomas de la Facultad de Derecho de
la Universidad de Buenos Aires que hay metas de suma importancia:
preparar al alumno para que pueda acceder a fuentes de información
con contenido jurídico redactadas en inglés como necesidad para actua-
lizarse, capacitarlo para que pueda comprender esas fuentes y motivarlo
para la investigación.

Los alumnos deben ser incentivados para que busquen informa-
ción jurídica proveniente de fuentes redactadas en lengua extranjera en
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bibliotecas, hemerotecas y mediante el uso de Internet. Es relevante esta
práctica porque es necesario entrenar al estudiante para que esté capa-
citado al momento de tener que buscar y citar bibliografía para la ela-
boración de una monografía en la carrera de grado o de una tesis en
una maestría o doctorado.

La realización de un trabajo práctico que implique la búsqueda de
material jurídico en inglés es sin duda un aspecto interesante. Estimo
que la dificultad mayor que pueden encontrar los alumnos es el desco-
nocimiento de cómo llevar a cabo la búsqueda en Internet, principalmente
porque muchos aseguran nunca antes haber buscado material jurídico
en otra lengua. Deben ser conscientes de que para un trabajo académico
deben realizar la búsqueda de información en sitios confiables, por ejem-
plo, en sitios web de universidades y organismos oficiales.

Para aquellos alumnos que tienen ciertas limitaciones en inglés y que
nunca antes han leído material jurídico en dicha lengua, lo recomendable
es la búsqueda de información en medios de comunicación confiables.
Los medios manejan información con contenido jurídico, por ende, no
deberían ser ignorados como fuentes valiosas de información. Un artículo
con información jurídica incluido en un periódico no va a tener las es-
tructuras complejas que sí pueden aparecer en un fallo, en un artículo
académico o en un documento jurídico, por ende, es material útil para
introducir al alumno en el mundo de la terminología jurídica en el idioma
extranjero.

V.  Consideraciones finales

Un cierto nivel de lectocomprensión en una lengua extranjera posibilita
al lector acceder a bibliografía que sin esa habilidad no podría usar. No
implica producir en un idioma extranjero ni traducir documentos. No
son esos los objetivos. Simplemente implica entender textos. Se trata de
una actividad pasiva. La tendencia a la especialización obliga al estu-
diante a explorar áreas en el ámbito jurídico que quizá no están tan
desarrolladas en Argentina. Así surge la necesidad de acceder a biblio-
grafía extranjera. El efecto de la globalización es otro factor para tener
en cuenta.
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El universo bibliográfico se amplía cuando se tiene una llave para
abrir puertas que estaban cerradas. Una  vez abiertas, el lector podrá
acceder a bibliografía extranjera que constituye una fuente valiosa de
información. El objetivo de la lengua extranjera en el plan de estudios
de la carrera de Abogacía es en definitiva proporcionar al estudiante
una llave para abrir esas puertas. Las estrategias aquí analizadas apuntan
a capacitarlo para que pueda bucear libremente en bibliografía redactada
en lengua inglesa.
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Resolución del Ministerio de Educación
3401-E/2017: Incorporación del título de

Abogado como carrera de interés público
en los términos del artículo 43 de

la Ley de Educación Superior1

Visto el Expediente nro. 19.980/15 del Registro del Ministerio de Edu-
cación, lo dispuesto por los artículos 43 y 46 inciso b) de la Ley nro.
24.521, la Resolución Ministerial nro. 3246 de fecha 2 de diciembre de
2015, los Acuerdos Plenarios nros. 140 de fecha 20 de octubre de 2015,
y 146 de fecha 29 de mayo de 2017 del Consejo de Universidades, y

Considerando:
Que el artículo 43 de la Ley de Educación Superior establece que los

planes de estudio de carreras correspondientes a profesiones reguladas
por el Estado, cuyo ejercicio pudiera comprometer el interés público,
poniendo en riesgo de modo directo la salud, la seguridad o los bienes
de los habitantes, deben tener en cuenta la carga horaria mínima, los
contenidos curriculares básicos y los criterios sobre intensidad de la for-
mación práctica que establezca el Ministerio de Educación y Deportes
en acuerdo con el Consejo de Universidades.

Que además, el Ministerio de Educación y Deportes debe fijar, con
acuerdo del Consejo de Universidades, las actividades profesionales re-
servadas a quienes hayan obtenido un título comprendido en la nómina
del artículo 43.

Que de acuerdo a lo previsto por el mismo artículo en su inciso b),
tales  carreras  deben ser acreditadas periódicamente por la  Comisión
Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU) o por
entidades  privadas  constituidas con ese fin, de  conformidad con los
estándares que establezca el Ministerio de Educación y  Deportes en

1 Resolución aprobada el 8-9-2017, publicada en el B. O. el 13-9-2017.
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consulta con el Consejo de Universidades según lo dispone el artículo
46, inciso b, de la Ley de Educación Superior.

Que mediante el Acuerdo Plenario nro. 140 del Consejo de Univer-
sidades de fecha 20 de octubre de 2015 y la Resolución Ministerial nro.
3246 de fecha 2 de diciembre de 2015, se incluyó al título de Abogado
en el régimen del artículo 43 de la Ley de Educación Superior.

Que por Acuerdo Plenario nro. 146 de fecha 29 de mayo de 2017 el
Consejo de Universidades prestó acuerdo a las propuestas de contenidos
curriculares básicos, carga horaria mínima y criterios sobre intensidad
de la formación práctica para las respectivas carreras, así como a las
actividades reservadas para quienes hayan obtenido el correspondiente
título y también manifestó su conformidad con la propuesta de estándares
para la acreditación de las carreras de mención, documentos todos ellos
que obran como Anexos I, II, III, IV y V –respectivamente– del Acuerdo
de marras.

Que dicha propuesta había sido aprobada por el Consejo Interuni-
versitario Nacional, mediante Resoluciones CE nro. 954 de fecha 17 de
junio de 2014, 1091 de fecha 12 de agosto de 2015 y 1131 de fecha 15
de marzo de  2016  a partir de  los trabajos realizados  por el Consejo
Permanente de Decanos de Facultades de Derecho de Universidades
Nacionales; así como los aportados por el Consejo de Rectores de Uni-
versidades Privadas (CRUP), mediante Nota Ext. nro. 010384/16, a los
que se sumaron aportes del equipo técnico de la Secretaría de Políticas
Universitarias (SPU) y de especialistas expresamente designados para
actuar en el grupo de trabajo respectivo y en las sucesivas reuniones
que se desarrollaron en el ámbito de la Comisión de Asuntos Académicos
del Consejo de Universidades.

Que en cuanto a la definición de los Contenidos Curriculares Básicos
cuya aprobación se aconseja –entendidos como aquellos que las carreras
deberán cumplir por ser considerados esenciales para que el título sea
reconocido con vistas a la validez nacional–, se adoptó una matriz de
la cual derivan lineamientos curriculares y planes de estudios diversos,
en la que los contenidos integran la información conceptual y teórica
considerada imprescindible y las actividades para las cuales se desea
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formar; dejándose espacio para que cada institución elabore el perfil
del profesional deseado.

Que a partir del análisis de los antecedentes traídos a estudio en
relación con esta cuestión, los miembros de la Comisión estiman que la
distribución de la carga horaria mínima en campos (Formación General
e Interdisciplinaria, Formación Disciplinar y Formación Práctica Profe-
sional) se justifica en función de criterios formativos, académicos, psico-
lógicos y pedagógicos. La intensidad de la formación práctica al igual
que la carga horaria, deben ser criteriosamente establecidas, teniendo en
cuenta cuánto puede aprender adecuadamente un alumno por la perio-
dización de los procesos de enseñanza-aprendizaje que se pretenda es-
tablecer. El tiempo de desarrollo de las competencias requiere que se
fijen (paulatina y sistemáticamente) esquemas cognitivos y prácticos.

Que frente a la necesidad de definir las actividades profesionales que
deben quedar reservadas al título de Abogado y, considerando la situa-
ción de otras titulaciones ya incluidas en el régimen del artículo 43 de
la Ley de Educación Superior o que pudieran serlo en el futuro con las
cuales pudiera existir –eventualmente– una superposición de actividades,
corresponde aplicar el criterio general adoptado por este Consejo respecto
del tema, declarando que la nómina de actividades reservadas a quienes
obtengan el título respectivo se fija sin perjuicio de que otros títulos
puedan compartir algunas de las mismas.

Que tal lo establecido en el Acuerdo Plenario del Consejo de Uni-
versidades nro. 18 de fecha 28 de noviembre de 2002 corresponderá con-
siderar también la situación del título de Notario; así como el de Escribano
a efectos de determinar la procedencia de su inclusión en el régimen del
artículo 43, LES, teniendo en cuenta para ello el nivel de las carreras
conducentes a tales titulaciones.

Que tratándose de una experiencia sin precedentes para la carrera,
el Consejo de Universidades recomienda someter lo que se aprueba en
esta instancia a una necesaria revisión una vez concluida la primera con-
vocatoria obligatoria de acreditación de carreras existentes y propone su
aplicación con un criterio de gradualidad y flexibilidad, prestando es-
pecial atención a los principios de autonomía y libertad de enseñanza.
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Que del mismo modo tal y como lo propone el Consejo, corresponde
tener presentes los avances que puedan lograrse en el proceso de inte-
gración regional, los que podrían hacer necesaria una revisión de los
documentos que se aprueben en esta instancia, a fin de hacerlos com-
patibles con los acuerdos que se alcancen en el ámbito del Mercosur
Educativo.

Que por tratarse de la primera aplicación del nuevo régimen a esta
carrera, la misma debe realizarse gradualmente, especialmente durante
un período de transición en el que puedan contemplarse situaciones even-
tualmente excepcionales.

Que también recomienda establecer un plazo máximo de doce (12)
meses para que las instituciones universitarias adecuen sus carreras a
las nuevas pautas que se fijen y propone que dicho período de gracia
no sea de aplicación a las solicitudes de reconocimiento oficial y conse-
cuente validez nacional que se presenten en el futuro para las nuevas
carreras de Abogacía.

Que atendiendo al interés público que reviste el ejercicio de la pro-
fesión correspondiente al referido título, resulta procedente que la oferta
de cursos completos o parciales de la carrera incluida en la presente que
estuviera destinada a implementarse total o parcialmente fuera de la
sede principal de la institución universitaria, sea considerada como una
nueva carrera.

Que corresponde dar carácter normativo a los documentos aprobados
en los Anexos I, II, III, IV y V del Acuerdo Plenario nro. 146 del Consejo
de Universidades, así como recoger y contemplar las recomendaciones
formuladas en el mismo.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos ha emitido el dictamen
de su competencia.

Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas
por los artículos 43 y 46, inciso b) de la Ley nro. 24.521.

Por ello,
El Ministro de Educación
Resuelve:
Artículo 1º. Aprobar los contenidos curriculares básicos, la carga ho-

raria mínima, los criterios de intensidad de la formación práctica y los

Resolución del Ministerio de Educación 3401-E/2017: Incorporación del título

de Abogado como carrera de interés público en los términos del artículo 43 de

la Ley de Educación Superior

254



estándares para la acreditación de la carrera correspondiente al título de
Abogado, así como la nómina de actividades reservadas para quienes
hayan obtenido el respectivo título, que obran como Anexos I –Conte-
nidos Curriculares Básicos–; II –Carga Horaria Mínima–; III –Criterios
de Intensidad de la Formación Práctica–; IV –Estándares para la Acre-
ditación– y V –Actividades Profesionales Reservadas– de la presente re-
solución (IF-2017-11636265-APN-SECPU#ME).

Artículo 2º. La fijación de las actividades reservadas profesionales
que deban quedar reservadas a quienes obtengan el referido título, lo
es sin perjuicio de que otros títulos incorporados o que se incorporen a
la nómina del artículo 43 de la Ley nro. 24.521 puedan compartir par-
cialmente las mismas.

Artículo 3º. Lo establecido en los Anexos aprobados por el artículo
1º de la presente deberá ser aplicado con un criterio de flexibilidad y
gradualidad, correspondiendo su revisión en forma periódica.

Artículo 4º. Establecer un plazo máximo de doce (12) meses para
que los establecimientos universitarios adecuen sus carreras de grado
de Abogacía a las disposiciones precedentes. Durante dicho período solo
se podrán realizar convocatorias de presentación voluntaria para la acre-
ditación de dichas carreras. Vencido el mismo, se realizarán las convo-
catorias de presentación obligatoria.

Artículo 5º. Una vez completado el primer ciclo de acreditación obli-
gatoria de las carreras existentes al 29 de mayo de 2017, se propondrá
al Consejo de Universidades la revisión de los Anexos aprobados por
el artículo 1º de la presente.

Artículo 6º. Los documentos aprobados por la presente deberán ser
revisados a fin de introducir las modificaciones que resulten necesarias
de acuerdo a los avances que se produzcan en la materia en el ámbito
del Mercosur Educativo.

Artículo 7º. En la aplicación que se realice de los documentos apro-
bados deberá tenerse especialmente en cuenta las situaciones excepcio-
nales que pudieran derivarse de la participación de algunas de las carreras
o instituciones que las imparten en procesos experimentales de compa-
tibilización curricular, en el ámbito internacional.
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Artículo 8º. Sin perjuicio del cumplimiento de otras normas legales
o reglamentarias aplicables al caso, la oferta de cursos completos o par-
ciales de alguna carrera correspondiente al título mencionado en el ar-
tículo 1º que estuviere destinada a instrumentarse total o parcialmente
fuera de la sede principal de la institución universitaria, será considerada
como una nueva carrera.

Artículo 9º. Disponer que se continúe estudiando la procedencia de
inclusión en el régimen del artículo 43, LES de los títulos de Notario y
Escribano, teniendo en cuenta para ello el nivel de las carreras condu-
centes a tales titulaciones.

Norma transitoria

Artículo 10. Los Anexos aprobados por el artículo 1º serán de apli-
cación estricta a partir de la fecha a todas las solicitudes de reconocimiento
oficial y consecuente validez nacional que se presenten para nuevas ca-
rreras correspondientes al título de mención. Dicho reconocimiento oficial
se otorgará previa acreditación por parte del organismo acreditador, no
pudiendo iniciarse las actividades académicas hasta que ello ocurra.

Artículo 11. Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional
del Registro Oficial y cumplido, archívese. Alejandro Finocchiaro.

ANEXOS

ANEXO I

CONTENIDOS CURRICULARES BÁSICOS

Los contenidos curriculares abarcan información teórica, conceptual
y práctica, de acuerdo con el perfil establecido en este documento, de-
jando espacio para que cada Institución elabore el propio. Toda carrera
debe asegurar que los contenidos específicos sean adecuados para ga-
rantizar la formación correspondiente al perfil definido.

La definición de los contenidos curriculares básicos que las carreras
deberán cubrir obligatoriamente, resultan esenciales para que el título
de Abogado sea acreditado y a la vez obtenga el reconocimiento oficial
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a efectos de obtener la validez nacional. De todos modos, ellos constituyen
una matriz básica y sintética de la que se pueden derivar lineamientos
curriculares y planes de estudios diversos.

Los contenidos básicos curriculares deben asegurar la adquisición de
los conocimientos, habilidades y actitudes que permitan un desempeño
profesional idóneo.

Los ejes temáticos que constituyen y atraviesan los contenidos curri-
culares básicos deben contemplar la formación en:

A. Jurídico político-histórico y sociológico.
B. Jurídico político-económico.
C. Jurídico-filosófico.
D. Jurídico-argumentativo.
E. Formación complementaria en otras disciplinas.
Estos ejes temáticos permiten delimitar contenidos que podrían agru-

parse en áreas centrales de formación en ciencias jurídicas de las cuales,
a su vez, se derivan diferentes núcleos temáticos:

1. Formación general e interdisciplinaria:
1.1. Área Teoría del derecho y Filosofía.
1.2. Área Bases generales del derecho.

2. Formación Disciplinar específica:
2.1. Área Derecho Público:

Derechos humanos.
Derecho Constitucional.
Derecho Administrativo.
Finanzas públicas y Derecho Tributario.
Derecho Internacional Público y Derecho de la Integración.
Derecho Penal.

2.2 Área Derecho Privado:
Nociones elementales del Derecho Privado.
Derecho de las Obligaciones.
Personas Jurídicas civiles y comerciales.
Contratos civiles y comerciales.
Derechos Reales.
Derecho de Familia.
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Derecho Sucesorio.
Derecho Comercial.
Derecho Internacional Privado.

2.3. Área Derecho Procesal:
Derecho Procesal Civil y Comercial.
Derecho Procesal Penal.

2.4. Área Convergencia entre Derecho Público y Privado:
Derecho Laboral y de la Seguridad Social.
Derecho de los recursos naturales y protección del medio
ambiente.
Derecho del Consumidor y del Usuario.

A continuación se presenta un listado que sintetiza los contenidos
curriculares básicos de acuerdo con las diferentes instancias de formación
anteriormente definidas. Los contenidos son obligatorios no así la es-
tructura que se presenta, que no es prescriptiva.

CONTENIDOS CURRICULARES DE LA FORMACIÓN

GENERAL E INTERDISCIPLINARIA

Área Teoría del Derecho y Filosofía

– Problemática del conocimiento científico.
– Enfoques de la Teoría General del Derecho.
– Conceptos jurídicos fundamentales.
– Norma y sistema jurídico.
– Lógica y argumentación.
– Interpretación del derecho.
– Valoración de los contenidos del derecho.
– Ética profesional.
– Metodología de la investigación científica.

Área Bases y conceptos generales de las Ciencias Jurídi-
cas y Sociales

– Historia del Derecho.
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– Sistemas jurídicos.
– Nociones de Ciencia Política.
– Conformación del Estado en la Argentina.
– Nociones de Sociología.
– Nociones de Ciencias Económicas.

CONTENIDOS CURRICULARES DE LA

FORMACIÓN DISCIPLINAR ESPECÍFICA

Área Público

Derechos humanos

– Concepto, fundamento y principios básicos, de los derechos hu-
manos.

– Instrumentos internacionales de derechos humanos.
– Derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales en el

derecho argentino.
– Derecho de las personas con discapacidad.
– Género.
– Sistemas y medios de protección.

Derecho Constitucional

– Teoría constitucional.
– Supremacía constitucional y control de constitucionalidad.
– Estructura y contenido de la Constitución Nacional Argentina:

• a) Declaraciones, derechos y garantías.
• b) Organización de los poderes nacionales y provinciales. Auto-

nomía municipal.

Derecho Administrativo

– La función y organización administrativa.
– Situaciones jurídicas subjetivas.
– Acto administrativo.
– Contratos de la Administración.
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– Servicios públicos.
– Dominio público y privado del Estado.
– Poder de policía.
– Responsabilidad del Estado.
– Procedimiento administrativo.
– Control judicial de la Administración.

Finanzas públicas y Derecho Tributario

– Bases constitucionales del Derecho Financiero y Tributario.
– Nociones de finanzas públicas. El presupuesto público.
– Derecho Tributario.

Derecho Internacional Público y Derecho de la Integración

– Bases del Derecho Internacional Público.
– Sujetos y ámbitos de validez y aplicación del Derecho Internacional

Público.
– Responsabilidad internacional.
– Derecho y procesos de integración.
– Métodos de resolución de controversias y conflictos.
– Organizaciones internacionales.

Derecho Penal

– Garantías constitucionales del Derecho Penal.
– Teorías del delito y de la pena.
– Delitos en particular.

Área Privado

Nociones elementales de Derecho Privado

– Fuentes del Derecho.
– Principios Generales del Derecho Privado.
– Personas. Tipos.
– Hecho, acto y relación jurídica.
– Bienes.
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– Nociones elementales del Derecho Privado.
– Impacto del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en

el Derecho Privado.

Derecho de las Obligaciones

– Régimen jurídico de las obligaciones civiles y comerciales.
– Responsabilidad.
– Derecho de Daños.

Personas Jurídicas civiles y comerciales

– Sociedades.
– Asociaciones civiles y fundaciones.
– Cooperativas y mutuales.

Contratos civiles y comerciales

– Teoría general de los contratos.
– Contratos en particular.

Derechos Reales

– Teoría general de los Derechos Reales.
– Posesión. Tenencia. Protección posesoria.
– Tipos de Derechos Reales.
– Publicidad de los Derechos Reales.
– Tipos de defensa real.

Derecho de Familia

– Derecho de Familia: estado de familia. Acciones. Parentesco. Ten-
dencias actuales.

– Matrimonio.
– Uniones convivenciales.
– Filiación.
– Adopción.
– Responsabilidad parental.
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– Alimentos.
– Violencia doméstica.

Derecho Sucesorio

– Derecho de Sucesiones.
– Posesión hereditaria.
– Indivisión hereditaria y partición.
– Sucesión intestada y testamentaria.

Derecho Comercial

– Fuentes del Derecho Comercial.
– Títulos de crédito y valores.
– Concursos y quiebras.
– Derecho de la competencia.
– Derecho de la propiedad industrial.

Derecho Internacional Privado

– Conflicto de leyes y jurisdicción.
– Reconocimiento de ejecución de sentencias y laudos.
– El Derecho Privado en su perspectiva internacional.
– El Derecho Tributario, Administrativo y Penal en su perspectiva

internacional.

Área Derecho Procesal

Derecho Procesal Civil y Comercial

– Teoría del proceso.
– Etapas en el proceso judicial.
– Procesos especiales.
– Métodos alternativos de resolución de conflictos.

Derecho Procesal Penal

– Garantías constitucionales en el proceso penal.
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– Proceso penal.
– Ministerio Público.

Área Convergencia entre Derecho Público y Privado

Derecho Laboral y de la Seguridad Social

– Teoría general del Derecho del Trabajo.
– Contrato de trabajo.
– Derecho colectivo del trabajo.
– Procedimiento laboral.
– Derecho de la Seguridad Social.

Derecho de los recursos naturales y protección del medio ambiente

– Régimen básico de los recursos naturales.
– Derecho ambiental y la protección del ambiente.

Derecho del Consumidor y del Usuario

– Tutela constitucional del consumidor.
– Contrato de consumo.
– Daños al consumidor.
– Procedimiento administrativo y tutela procesal.

CONTENIDOS CURRICULARES PARA

LA FORMACIÓN PRÁCTICA

Abordaje de las diferentes prácticas profesionales tales como las que
incorporan los Métodos Alternativos de Resolución de Conflictos, judi-
cial, procesal, el asesoramiento jurídico y legislativo, la alfabetización
jurídica, a través de:

– El reconocimiento de la cuestión jurídica. Identificación y uso de
herramientas jurídicas: doctrina y jurisprudencia. Reconocimiento
de las normas legales, para la resolución de la situación conflictiva.
Interpretación jurídica de la consulta del cliente. Su recepción. Re-
conocimiento y utilización de documentos judiciales. El asesora-
miento. Uso efectivo de diversos procedimientos de prevención y
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resolución de conflictos. Participación en clínicas  o consultorios
jurídicos o servicios de consultorio y patrocinio jurídico gratuito.

– La identificación de la situación de hecho. Encuadre jurídico. Pautas
para la interrogación. Solución de un caso referido a una rama
especial del Derecho, de competencia  ordinaria  y/o  federal se-
gún corresponda, redactando los escritos judiciales que componen
el trámite del expediente y produciendo los actos procesales ade-
cuados.

– La promoción de una actitud de conciencia, compromiso, respon-
sabilidad social y una práctica jurídica orientada éticamente en todo
el proceso de aprendizaje.

– La utilización de metodologías tales como: análisis de fallos, estudio
técnico de casos, simulación de situaciones de litigio, etc.

ANEXO II

CARGA HORARIA MÍNIMA

CATEGORÍAS DE ASIGNATURAS
DISTRIBUCIÓN HORARIA

(HORAS)

Formación general e interdisciplinaria
Formación disciplinar
Formación práctica profesional

Total

390 horas (mínimo)
1560 horas (mínimo)
260 horas (mínimo)

2600 horas*

* Las 390 horas restantes se deben dis-

tribuir entre las áreas

El total de la carga horaria mínima es de 2600 horas. La formación
general e interdisciplinaria debe tener un mínimo de 390 horas. La for-
mación disciplinar, un mínimo 1560 horas. La formación práctica profe-
sional, un mínimo de 260 horas. Las 390 horas restantes para completar
el total de 2600 horas se deben distribuir entre las áreas antes mencio-
nadas.
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ANEXO III

CRITERIOS DE INTENSIDAD DE

LA FORMACIÓN PRÁCTICA

Fundamentación

Los criterios de intensidad de formación práctica constituyen uno de
los requisitos para la acreditación de carreras de grado, de acuerdo a lo
establecido por la en el inciso a) del artículo 43 de la ley 24.521. En
consecuencia, las carreras de grado deben ofrecer ámbitos y modalidades
de formación teórico-prácticas orientadas al desarrollo de competencias
profesionales acordes con esa intencionalidad formativa. Este proceso
incluye no solo el capital de conocimientos disponibles, sino también la
ampliación y desarrollo de ese conocimiento profesional, su flexibilidad,
profundidad y las actitudes que generan sensibilidad y responsabilidad
en los graduados.

Estas instancias de formación estarán destinadas a la adquisición de
habilidades y conocimientos metodológicos específicos de la práctica pro-
fesional de la Abogacía.

Las horas correspondientes a la formación práctica profesional ten-
drán una carga horaria mínima.

Los objetivos y características principales de estas prácticas son la
vinculación del mundo académico con el mundo profesional, a través
de la integración de los conocimientos teórico-prácticos, que garanticen
el aprendizaje de los contenidos procedimentales y de las reglas de fun-
cionamiento profesional.

Pueden ser desarrolladas a través de distintas instancias formativas:
1) A lo largo de las unidades curriculares de la formación disciplinar,

general e interdisciplinaria;
2) en un trayecto formativo específico, cuando el alumno esté en con-

diciones de contar con los conocimientos que las posibilitan. Para
ello, los estudiantes se incorporan a proyectos o programas de la
propia unidad académica o de instituciones u organizaciones en
las que se desempeñan profesionales de la disciplina en posiciones
laborales específicas, incluidas las actividades de investigación.
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Desde esta perspectiva, la teoría y la práctica aparecen como ámbi-
tos mutuamente constitutivos que definen una dinámica específica para
la enseñanza y el aprendizaje. Por esta razón, los criterios de intensi-
dad de la formación práctica deberían contemplar este aspecto, de ma-
nera de evitar interpretaciones fragmentarias o reduccionistas de la
práctica profesional. Sin perjuicio de lo anterior, es posible formular
algunos criterios que permitan evaluar la intensidad de la formación
práctica:

Gradualidad y complejidad: este criterio responde al supuesto de que
el aprendizaje constituye un proceso de reestructuraciones continuas, que
posibilita de manera progresiva alcanzar niveles cada vez más profundos
y complejos de comprensión e interpretación de la realidad. Se refiere
a los aportes que los distintos espacios curriculares, desde el inicio de
la carrera, realizan a la formación práctica, vinculados directamente o
no con la práctica profesional y las consecuencias sociales de la inter-
vención de los abogados.

Integración de teoría y práctica: el proceso de formación de competencias
profesionales que posibiliten la intervención en las cuestiones problemá-
ticas específicas de la realidad de los campos de desarrollo profesional
de los abogados. Por lo que se deben contemplar ámbitos o modalidades
curriculares de articulación entre la teoría y la práctica que recuperen el
aporte de diferentes enfoques disciplinarios para la formación integral
de un profesional.

Resolución de situaciones problemáticas: el proceso de apropiación del
conocimiento y método científico requiere el desarrollo de la capacidad
de resolución de situaciones problemáticas complejas con metodologías
profesionales y científicas propias del Derecho. Dadas las condiciones
de producción académica en el mundo científico actual y las demandas
de la sociedad, resulta deseable la implementación de estrategias didác-
ticas que promuevan no solo el aprendizaje individual, sino también el
trabajo en equipos interdisciplinarios.

La intensidad de la formación práctica marca un distintivo de la
calidad de un plan de estudios. Ante la diversidad de créditos de las
distintas carreras de Abogacía, esos mínimos pueden resultar insufi-
cientes, y en el proceso de acreditación se juzgará su adecuación. Una
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mayor dedicación a actividades de formación práctica, sin descuidar la
profundidad y rigurosidad de la fundamentación teórica, se valora po-
sitivamente y debe ser adecuadamente estimulada y promovida.

En este sentido, se ha fijado un mínimo de 260 horas de la carga
horaria, que se desagrega –a solo título ejemplificativo– entre estas po-
sibles concreciones:

1) Consultorios jurídicos;

2) seminarios de prácticas supervisadas;

3) pasantías supervisadas;

4) talleres de práctica profesional;

5) clínicas jurídicas;

6) prácticas profesionales supervisadas en convenio con diversas ins-
tituciones públicas y privadas;

7) horas prácticas que formarán parte de las asignaturas con indica-
dores visibles en los respectivos programas y que proporcionarán
productos tangibles tales como: monografías, informes escritos,
observaciones, entrevistas, investigación, trabajos de campo.

ANEXO IV

ESTÁNDARES PARA LA ACREDITACIÓN

DE LAS CARRERAS DE ABOGACÍA

Cuando una misma Universidad dicte la carrera de Abogacía en di-
versas sedes o extensiones áulicas u otros ámbitos, debe asegurarse el
cumplimiento de los siguientes estándares para cada una de ellas.

I. Contexto institucional

1) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, se-
gún se trate) debe tener definidas y desarrollar políticas en los siguien-
tes campos: a) investigación, b) actualización y perfeccionamiento del
personal docente y de apoyo, c) extensión, cooperación intra e interins-
titucional, difusión  del conocimiento producido y vinculación  con el
medio.
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2) La misión institucional de la Institución (Universidad o Facultad o
Unidad Académica, según se trate) sede de la carrera, el plan de estudios,
sus objetivos, funcionamiento y reglamentaciones, deben estar explícita-
mente definidos y deben ser de conocimiento público.

3) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, se-
gún se trate) debe contar con una organización académica, administra-
tiva y de apoyo para la carrera que permita alcanzar los objetivos, en
función de la matrícula prevista y los requerimientos del plan de estu-
dios.

4) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, según
se trate) debe contar con planes de autoevaluación periódica y de desa-
rrollo que atiendan tanto al mantenimiento como al mejoramiento de la
calidad.

5) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, según
se trate) debe contar con reglamentos que definan con claridad su es-
tructura organizativa, como así también las competencias de cada uno
de los órganos de gobierno, órganos académicos y dependencias admi-
nistrativas.

6) El responsable de la gestión académica de la carrera debe poseer
antecedentes acordes con la naturaleza del cargo que desempeña.

7) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, según
se trate) debe contar con instancias institucionalizadas responsables del
diseño y seguimiento de la implementación del plan de estudios y su
revisión periódica.

8) La  información institucional debe  estar  resguardada por siste-
mas que aseguren su eficacia, disponibilidad, actualidad, y confiabili-
dad.

9) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, según
se trate) debe promover la relación con otras instituciones que posibiliten
el intercambio y la movilidad estudiantil.

II.  Formación y Plan de estudios

1) Los objetivos de la carrera, el perfil del egresado y los contenidos
deben estar definidos y ser coherentes entre sí.
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2) El plan de estudios de la carrera de Abogacía debe establecer con
precisión fundamentos, objetivos, contenidos curriculares básicos, carga
horaria mínima, intensidad de la formación práctica, estructura, sistema
de evaluación de los aprendizajes y perfil del egresado.

3) Las asignaturas deben contar con un programa que contenga ob-
jetivos, contenidos, carga horaria, descripción de las actividades teóricas
y prácticas, bibliografía, metodología con la cual se desarrollará y sistema
de evaluación acorde a los objetivos y a la metodología.

4) Deben estar especificados los requisitos para acceder al cursado y
promoción de cada asignatura.

5) Los contenidos de los programas y la metodología de enseñanza
deben ser actualizados y evaluados periódicamente por la Institución
(Universidad o Facultad o Unidad Académica, según se trate).

III. Cuerpo académico

1) La carrera debe contar con un cuerpo académico con antecedentes
adecuados.

2) La  carrera  debe contar  con un  cuerpo  académico  adecuado en
número, composición y dedicación para garantizar las actividades de
docencia, investigación y extensión programadas, conforme a los prin-
cipios y prioridades delineadas en el plan institucional.

3) El ingreso y permanencia en la docencia deben regirse por meca-
nismos que garanticen la idoneidad del cuerpo académico.

4) Las unidades académicas deben establecer y mantener pautas de
evaluación inicial y permanente de los docentes de conformidad con las
normas de cada institución.

5) La trayectoria académica y la formación profesional de los inte-
grantes del cuerpo académico deben estar documentadas.

6) La Institución debe brindar posibilidades de formación continua
y de perfeccionamiento a sus docentes.

7) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, según
se trate) debe promover la relación con otras instituciones que posibiliten
el desarrollo de las tareas docentes en espacio de contacto entre el mundo
académico y el medio laboral o profesional.
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IV. Estudiantes y graduados

1) Los requisitos de ingreso, permanencia y titulación deben ser ex-
plícitos y públicos para los estudiantes y la universidad debe realizar
acciones para difundir, orientar y ayudar al ingresante.

2) Deben existir mecanismos de seguimiento y análisis de la infor-
mación sobre las trayectorias de los estudiantes.

3) Debe asegurarse el resguardo de la documentación que contenga
los legajos y actas de exámenes de los estudiantes en soporte papel o
electrónico.

4) Debe promoverse la participación de los estudiantes en actividades
de investigación, transferencia y/o extensión, en la medida que lo per-
mitan las normas que regulan el ejercicio profesional.

5) Deben preverse mecanismos para posibilitar el seguimiento, la ac-
tualización, formación continua y perfeccionamiento profesional de los
graduados.

V.  Recursos e infraestructura

1) La Institución (Universidad o Facultad o Unidad Académica, según
se trate) debe disponer de la infraestructura y equipamiento necesarios
y suficientes para el desarrollo de las funciones de docencia, investigación
y extensión que se realicen en el marco de la carrera.

2) La Unidad Académica debe contar con equipamiento informático
y acceso a redes, que posibiliten la actividad académica, las actividades
de investigación, de extensión, administrativas-organizacionales.

3) Se debe contar con planes de cumplimiento de normas de higiene
y seguridad.

4) La carrera debe tener acceso a bibliotecas o centros de información
equipados y actualizados que dispongan de un acervo bibliográfico per-
tinente para satisfacer de forma adecuada las necesidades que provengan
de la docencia, la investigación y la extensión.

5) La biblioteca debe estar incluida en una red de bibliotecas en co-
operación con otras Instituciones de Educación Superior.

Resolución del Ministerio de Educación 3401-E/2017: Incorporación del título
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6) La dirección y administración de las bibliotecas y centros de do-
cumentación a los que tenga acceso la carrera deben estar a cargo de
personal idóneo.

ANEXO V

ACTIVIDADES PROFESIONALES RESERVADAS

AL TÍTULO DE ABOGADO

1) Prestar asistencia jurídica a toda persona física o jurídica que lo
requiera, cuando estén involucradas decisiones de riesgo directo sobre
personas o bienes, tanto en sede judicial como extrajudicial.

2) Patrocinar y representar a las partes (incluido el Estado en sus
diversos niveles y formas de organización) en procedimientos adminis-
trativos, contravencionales, judiciales o arbitrales, sean voluntarios o con-
tenciosos.

3) Ejercer la función jurisdiccional en sede judicial y administrativa.
4) Emitir dictámenes e informes jurídicos.
5) Realizar los procesos de sindicatura en sociedades.
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Reseña bibliográfica: Peripecias
de los derechos humanos en el

currículo escolar de Argentina*

Camila Fernández Meijide1

I. Introducción

En Peripecias de los derechos humanos en Argentina, Isabelino A. Siede
desarrolla una historia del debate político y social contemporáneo sobre
los derechos humanos en la Argentina entrecruzada con una genealogía
del proceso de inserción de los derechos humanos en el currículo de
enseñanza escolar, durante el período 1949-2012. El libro recupera una
parte de la tesis con la que el autor obtuvo el título de doctor en Ciencias
de la Educación (UBA), Los derechos humanos en las escuelas argentinas:

una genealogía curricular. Siede es docente e investigador en la Universidad
Nacional de La Plata, en la Universidad de Moreno y en la Universidad
Nacional de la Patagonia Austral, formador docente, y participó en la
elaboración de numerosos diseños curriculares en diversas provincias
del país.

En la tesis de doctorado en la que se basa este libro, el autor se pregunta
cómo ha sido la enseñanza escolar de los derechos humanos en la Argen-
tina desde 1948 hasta 2012 a través del análisis de la introducción de los
derechos humanos como contenido de enseñanza escolar. Siede recurre a
un análisis histórico y genealógico para abordar la articulación de la
educación y los derechos humanos en clave de lo que él denomina la
educación en el derecho. Es decir, la enseñanza de los derechos humanos en
el marco de formación ciudadana escolar. Esta articulación entre educa-
ción y derechos humanos le permite plantear y analizar los desafíos que

* Isabelino A. Siede, Buenos Aires, Eudeba, 2016.
1 Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Correo electrónico: cami-

la.fmeijide@gmail.com.
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implica la inclusión de los derechos humanos como contenido de la ense-
ñanza escolar, tanto en la actualidad como a lo largo de la historia.

Se trata de un estudio genealógico, en la medida en la que Siede no
parte de una definición actual o atemporal de derechos humanos que lue-
go utiliza para valorar el proceso de construcción de los derechos huma-
nos y su inclusión en el currículo escolar en la Argentina. Por el contrario,
el análisis que plantea el libro rastrea el concepto de derechos humanos en
las políticas educativas de gobierno, las prescripciones curriculares y las
prácticas escolares en la Argentina desde 1949 hasta 2012 a fin de desple-
gar las capas de sentidos que la expresión ha tenido en cada período, para
diferentes sectores, y las tensiones que estos sentidos han suscitado.

II.  La estructura del libro

El análisis comienza en 1949, que se corresponde con el primer ciclo
lectivo en el que estuvo vigente la Declaración Universal de Derechos
Humanos, aprobada en 1948 y que define, por primera vez en el plano
internacional y de manera institucionalizada, el concepto de derechos
humanos. Los recortes temporales que dividen el estudio entre 1949 y
el presente y que definen los capítulos II a VII del libro se sustentan, de
acuerdo con el autor, en diversas modificaciones institucionales ocurridas
en la Argentina, tales como cambios de gobierno y golpes militares, mu-
chas veces traumáticos, y que implicaron vueltas de página en un derrotero

atravesado por rupturas y continuidades. Estos subperíodos se corresponden
con cambios en los lineamientos de los distintos gobiernos en su posición
frente a los derechos humanos y con la redefinición de programas de la
escuela media. En este sentido, el rol de la historia reciente y el fuerte
impacto de la dictadura cívico-militar en la enseñanza de los derechos
humanos es un aspecto central de libro, y que Siede utiliza como la
principal forma de dividir el período de tiempo que analiza, creando
así dos períodos de prescripciones curriculares.

De 1948 a 1983, transcurre lo que él denomina el período de la inclu-

sión intermitente. Le otorga esta denominación porque durante este perío-
do, los derechos humanos ingresaron y egresaron repetidas veces de los
currículos escolares. Divide este tramo en cuatro subperíodos: desde 1949
a 1955 (primer peronismo), desde 1956 a 1973 (peronismo proscripto),
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desde 1973 a 1976 (retorno del peronismo) y desde 1976 a 1983 (dictadura
cívico-militar). El segundo período de prescripción curricular que identi-
fica Siede abarca desde 1984 hasta 2012. Él lo llama período de inclusión

reactiva, porque los derechos humanos y su inclusión curricular aparecen
sesgados por la experiencia del terrorismo de Estado. Divide este tramo en
tres subperíodos: de 1984 a 1989 (la transición democrática), de 1989 a 2001
(la experiencia neoliberal) y de 2002 a 2012.

Para cada uno de estos períodos, Siede analiza los programas de la
escuela media y las prescripciones curriculares para intentar comprender
los sentidos que diferentes actores sociales y las políticas educativas asig-
nan, en cada época, al concepto de los “derechos humanos” y cuáles son
las tensiones ideológicas, políticas, teóricas y prácticas que estos diversos
significados suscitan. Rastrea qué se entiende por “derechos humanos” en
cada momento de inserción curricular, así como las formas en la que estos
ingresan al plan de estudios escolar. Busca identificar qué factores favore-
cen u obstaculizan su ingreso y operan sobre la definición curricular de los
derechos humanos y la puesta en práctica de estos currículos. Todo ello,
bajo la hipótesis de que la inserción curricular de los derechos humanos ha
estado sesgada en cada etapa de inserción curricular por significados
locales particulares, por intereses de diversos sectores y actores, y por
diferentes formas y grados de enunciación legal nacional e internacional
de los derechos humanos y el mandato de enseñarlos.

Con este propósito, Siede analiza exhaustivamente programas oficia-
les, legislación nacional e internacional, textos escolares y entrevistas he-
chas a los autores de programas de enseñanza y a grupos de docentes
en distintas provincias. Y repasa críticamente bibliografía sobre funda-
mentos críticos de los derechos humanos, fundamentos críticos de la
educación en derechos humanos, teorías del currículo, teorías de análisis
del discurso, la historia de la educación argentina y la historia del pen-
samiento argentino.

III. Los derechos humanos como una construcción histó-
rica y las prescripciones curriculares: algunas paradojas

El libro comienza con una presentación, un Prólogo a cargo de Myriam
Southwell y un primer capítulo, “Derechos humanos y compromisos de
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la educación”, que, a modo de introducción, recorre sucintamente la his-
toria, construcción, codificación  e institucionalización  de los derechos
humanos. Siede narra la formación transnacional de los derechos huma-
nos como una construcción teórica, jurídica y política que admite dife-
rentes lecturas y valoraciones contradictorias y disímiles. De esta manera,
desafía la concepción de los derechos humanos como una expresión de
valores universales y neutrales. Además, este capítulo describe los com-
promisos asumidos internacionalmente por los Estados de difundir y
enseñar los derechos humanos, así como su alcance y el desarrollo de
estos mandatos en foros internacionales e intergubernamentales. El libro,
en sus diversos capítulos, analiza informes elaborados por diferentes or-
ganismos e investigadores que dan cuenta de la forma en la que el sistema
educativo argentino asumió el compromiso internacional de enseñar los
derechos humanos. A través de este análisis de la construcción histórica
de los derechos humanos y de las obligaciones internacionales asumidas
por los Estados, y de un repaso por el estado del conocimiento sobre
los currículos escolares, Siede explora las expectativas se han generado
respecto de los sistemas educativos, así como las pugnas políticas curri-
culares en el ámbito escolar.

En este capítulo el autor reflexiona acerca de lo que implica realizar
un estudio genealógico de la inclusión de un contenido particular, como
son los derechos humanos, al currículo escolar. Incluye, asimismo, una
exposición acerca de la relevancia del análisis y las consideraciones me-
todológicas y recortes conceptuales que guían la investigación, y un re-
paso general sobre algunas de las tensiones políticas y las modificaciones
curriculares más relevantes de los distintos períodos de prescripción cu-
rricular, teniendo en cuenta el quiebre que produjo la caída de la dicta-
dura y la vuelta a la democracia: 1982-1983.

Luego del capítulo introductorio, los capítulos II a IX abordan los
diferentes períodos de prescripción curricular que identifica Siede. El
título de cada capítulo vincula la materia de enseñanza secundaria con
el tratamiento que tuvieron los derechos humanos en cada período.

De esta forma, el segundo capítulo, “Una cultura ciudadana que no
menciona los derechos humanos (1949-1955)”, analiza la relación, tensa
y teñida de las disputas ideológicas de la posguerra, entre el primer
peronismo y la categoría de los derechos humanos. ¿Por qué el plan de
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estudios propiciado por el gobierno peronista de 1953 no incluye la ca-
tegoría “derechos humanos”? Es una de las preguntas que se plantea
Siede en este capítulo. ¿Por qué sí la incluye el programa propiciado
por el gobierno militar  de 1955?  Es  una  pregunta que guía el tercer
capítulo, “Derechos humanos en una rara educación democrática (1956-
1973)”. Aquí, Siede relata el ingreso (paradójico), en el contexto de un
gobierno militar precedido por un golpe de Estado, de los derechos hu-
manos como contenido a un plan de estudios que enfatizaba la demo-
cracia.

En el cuarto capítulo, “Cambiar la realidad social argentina sin los
derechos humanos (1973-1976)”, también se pregunta por qué el gobierno
peronista de 1973 no incluye la categoría “derechos humanos” dentro
del plan de estudios que propicia. A través de esta pregunta, el autor
registra las tensiones de este peronismo renovado y preocupado por la
dinámica antiimperialista, que desdeña las grises expectativas de esos de-

rechos demasiado opacos en el contraste con las ilusiones revolucionarias. El
programa de estudios propiciado por el gobierno militar de 1976 sí in-
cluye la categoría de “derechos humanos”. En el quinto capítulo, “Te-
rrorismo de Estado con argentinos ‘derechos y humanos’ (1976-1983)”,
Siede analiza esta paradoja, y rastrea las tensiones y los debates que
despertó la expresión “derechos humanos” en un abanico ideológico que
abarcaba desde la derecha reaccionaria hasta los movimientos populares
y revolucionarios en el contexto de un gobierno militar y del terrorismo
de Estado.

Los últimos capítulos abordan la compleja tarea de analizar progra-
mas de estudios surgidos de políticas educativas vinculadas de manera
conflictiva a proyectos de gobierno en períodos marcados por mayor
estabilidad institucional, pero también por crisis económicas y de repre-
sentación del sistema político y de las ideas aglutinantes de cada sector
político y en un contexto de federalización de los servicios de educación.
El autor analiza las transformaciones en los vínculos (ahora menos pa-
tentes y más sutiles) entre los programas de formación ciudadana y las
ideas de cada gestión. De esta forma, en el sexto capítulo, “Democracia
y/o derechos humanos (1984-1989)”, relata un período de transición, en
el que los derechos humanos tuvieron un fuerte protagonismo político.
Siede analiza cómo la categoría “derechos humanos”, que inicialmente
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acompañó y ofreció sustento a la nueva democracia, se transformaría pronto

en la prenda a entregar para garantizar la continuidad de la transición. En
este capítulo, señala cómo la presencia de los derechos humanos en la
agenda política y el discurso público contrasta con su menguado ingreso
en el currículo escolar.

El capítulo séptimo, “Derechos humanos en una ética universal (1989-
2001)”, abarca desde la experiencia menemista hasta la crisis económica,
política e institucional del 2001. Aquí, rastrea cómo el abandono de los
derechos humanos en la agenda de prioridades del Estado implicó la
apertura de nuevos espacios para los derechos humanos en el currículo
escolar. Las nuevas demandas sociales y las críticas al neoliberalismo,
señala, se entrelazan en esta época con una aspiración a una ética uni-
versal y con la memoria del terrorismo de Estado. Para Siede, este proceso
se extiende y cobra mayor fuerza en el período que aborda el octavo
capítulo, “Memoria y derechos humanos (2002-2012)”. En este capítulo,
relata cómo, a la par del desmantelamiento de las leyes de punto final
y obediencia debida y la puesta en marcha de los nuevos juicios de lesa
humanidad, la enseñanza de los derechos humanos se adoptó como po-
lítica estatal prioritaria.

El libro también se propone identificar algunas de las distancias, trans-
formaciones y distorsiones que hay entre las prescripciones curriculares
y las prácticas escolares. De esta forma, en el capítulo IX, “Entre el papel
y el aula: licuaciones de los derechos humanos en el currículo”, Siede
analiza testimonios de profesores, contrastándolos con las prescripciones
curriculares y las políticas educativas de diferentes proyectos de gobierno.
El análisis muestra los significados que las docentes asignan a los dere-
chos humanos, las tensiones en la enseñanza de los derechos humanos,
y los corrimientos y las resistencias de los profesores y maestros frente
a las políticas estatales que buscaron intervenir la enseñanza de los de-
rechos humanos.

“Al andar se hace camino: hacia una didáctica de los derechos hu-
manos” es el último capítulo del libro. Se trata de un capítulo que, a
diferencia de los precedentes, adopta un tono propositivo. Aquí, sobre
la base de su investigación, Siede avanza sobre sugerencias, criterios y
apuestas específicas para la enseñanza de los derechos humanos en la
escuela. Propone formas de enseñar que promuevan la reflexión crítica
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y alternativas a la clásica educación cívica y a enfoques didácticos prin-
cipalmente expositivos. Sugiere, por ejemplo, una estructura didáctica
que denomina problematización-conceptualización, en la que la enseñanza
se inicia con la presentación de un caso o de un problema relacionado
con los contenidos que se espera enseñar a los estudiantes, para que
identifiquen qué ocurre, qué debería ocurrir, qué herramientas legales
tienen y cómo pueden construir poder para intervenir.

IV. Consideraciones finales

Peripecias de los derechos humanos ofrece una lectura sobre cómo los
derechos humanos han impregnado nuestras discusiones políticas, así
como también acerca de la formación ciudadana de niños, niñas y ado-
lescentes en la Argentina en distintos períodos de nuestra historia. El
análisis de Siede da cuenta de cómo no es suficiente la mera inclusión
de los derechos humanos en el currículo escolar para formar jóvenes
involucrados críticamente con la sociedad. Este libro, resultado de una
investigación intensiva y comprometida, proporciona fundamentos sóli-
dos para una política educativa que incluya lineamientos de derechos
humanos que miren nuestros problemas actuales y hacia el futuro sobre
la base de una sostenida reflexión sobre la memoria y las consecuencias
del terrorismo de Estado.

Fecha de recepción: 14-6-2017.
Fecha de aceptación: 16-2-2017.
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Reseña bibliográfica: Making the Case.
The Art of the Judicial Opinion1

M. Jimena Sáenz2

“Siempre hay nuevas variaciones a ser trabajadas sobre
el mismo tema”

La cita con la que comienzo esta reseña del libro de Paul Kahn es
parte de los capítulos iniciales y también resume en un punto el proyecto
entero de Making the Case: se trata o puede ser leído como una variación
sobre el conocido tema de cómo leer un caso, y su reverso: cómo escribir
una sentencia. Es una variación particular porque despliega a la vez una
perspectiva particular sobre el derecho, sobre cómo entenderlo y estu-
diarlo –en este sentido puede leerse la doble audiencia a la que declara
estar dirigido: “accesible para estudiantes y de interés para profesores
y académicos” (p. xiv)– que se retoma y se vuelve clara en las conclusiones
tituladas “Planteando el caso por un estudio humanístico del derecho”.
Es también una vuelta sobre un viejo tema que entre nosotros, por ejem-
plo, ya había sido planteado por otro filósofo interesado en la vida or-
dinaria y práctica del  derecho: el conocido  trabajo  de Genaro Carrió
“Cómo estudiar un caso”,3 entre los muchísimos ensayos, capítulos de
libros de las variadas ramas del Derecho y artículos sobre la enseñanza
del Derecho. Esa vuelta hacia atrás para introducir una “variación” o,
en palabras de Kahn, esa mirada “hacia atrás y hacia adelante”, es parte
también de la perspectiva del autor sobre lo que se juega al escribir
y leer sentencias: “inscribir una controversia particular presente en la

1 Kahn, Paul W., New Haven, Yale University Press, 2016, 238 pp.
2 Becaria Posdoctoral CONICET-UNLP.Correo electrónico:mjimenasaenz@hotmail.com.
3 Carrió, Genaro, �Cómo estudiar un caso�, en Jus. Revista Jurídica de la Provincia de

Buenos Aires, nro. 27, 1978, pp. 13-22. Agradezco el llamado de atención sobre esta
referencia a Miguel Á. Benedetti.
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historia de las partes y en la historia del derecho” que tenga sentido en
una comunidad, y que haga sentido en relación a quiénes somos y quiénes
queremos ser (p. 16).

En esta reseña me interesa concentrarme en dos aspectos de la va-
riación  que se plantea en el libro.  Uno  de ellos  es más general y se
vincula a la cuestión de perspectiva que se pone en marcha y se retoma
sobre el final conclusivo del libro: lo que allí se llama el “estudio hu-
manístico del derecho” y que antes Paul Kahn había llamado el “análisis
cultural del derecho”. El otro se vincula a un aspecto más específico
sobre la lectura y escritura de sentencias, y es el énfasis que se plantea
en la cuestión de los “hechos” a la par, o en pie de igualdad con las
cuestiones de “derecho” que suelen dominar los libros de casos y también
los análisis de jurisprudencia. Ambos puntos están vinculados al menos
de una manera, ambos nos llevan a leer y pensar una sentencia más allá
del momento del juicio, y dirigen nuestra mirada hacia cuestiones de
voz y narrativa, en el lenguaje literario; o de carácter y percepción (o
caracterización de los hechos), en un lenguaje más cercano a la filosofía
moral o al tipo de ética que puede ligarse al anterior. Antes de pasar a
estos puntos, repasaré la estructura y el argumento general del libro.

Making the Case despliega la idea de que “las sentencias judiciales
son performances retóricas que toman a su cargo la tarea de persuasión
en una comunidad democrática” (p. 178); otra más amplia que aparece
como un subtexto todo a lo largo del libro, sobre el Derecho como un
mundo de significado en el que vivimos, en el que nos reconocemos
como comunidad y como agentes libres, en el que disputamos visiones
sobre lo que somos, lo que fuimos y lo que queremos ser, y quizás otra
más sobre la enseñanza del derecho y la vida práctica del derecho, o,
vinculándola con la anterior, sobre el derecho como práctica social. En
relación con esto último, el libro se propone como un contrapunto a un
tipo de “libros de casos” que sintetizan y extraen de las sentencias trozos
de doctrina formulados en proposiciones, y que esconden por ello “gran
parte de la vida del derecho” (p. i). Esos libros de casos enseñan, en el
mejor escenario, “sobre derecho”; la propuesta de Kahn, en cambio, se
dirige a “enseñar cómo leer sentencias” tal como aparecen en la práctica
y en la vida ordinaria, sin la estilización en forma de proposiciones sim-
ples listas para ser aplicadas a nuevos casos y situaciones. La lectura y
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escritura de sentencias, el cómo leerlas y cómo escribirlas, es entonces
el  nodo que nuclea  esta  serie de  intereses, y los  distintos niveles de
lectura estructuran los cinco capítulos que componen el libro.

El capítulo inicial “¿Por qué leer sentencias?” ofrece una primera apro-
ximación a las sentencias judiciales como ejercicios retóricos de persua-
sión en una comunidad que recorre todo el libro: “la sentencia es un
ejercicio colectivo de persuasión” (p. 3). Los jueces se persuaden entre
sí y generan un texto que requiere de los lectores, que se dirige a ellos
e intenta persuadirlos. Al requerir la lectura, las sentencias aparecen a
los ojos de Kahn como algo menos definitivas de lo que usualmente
consideramos, son un “borrador”, como las llama más adelante en el li-
bro (p. 51), que invita a los ciudadanos a involucrarse –leyéndolas, in-
terpretándolas– en la empresa común de establecer el significado del
Derecho. Las sentencias también tienen un rol pedagógico y expresivo
que es central para el argumento sobre la educación jurídica del libro:
aprender a leerlas es empezar a entender al derecho como una “cultura
viva” más que aprender a “resolver problemas”, es entrar en una con-
versación sobre qué tipo de comunidad somos y queremos ser y, con
ello, entender al derecho se parece a aprender un lenguaje nuevo, “con
su propia forma de hablar, sus reglas internas, su propia forma de ver
el mundo” (p. 9). Para funcionar en este esquema, las sentencias deben
leerse más allá del juicio, como un complejo entrelazado de hechos y
derechos, una forma de presentar una situación que nos persuada de
que esa es la mejor forma de verla: si vemos más allá del juicio, en las
sentencias “se puede entender cómo los tribunales construyen un mundo
de significado” (p. 10).

El capítulo 2 se enlaza a esta cuestión e introduce a las sentencias
en un contexto más amplio de narrativas culturales que se construyen
y reconstruyen en una comunidad para dar sentido al mundo en común.
Bajo el título “Sentencias y narrativas”, la sentencia ahora aparece como
“un enlace de hechos y derecho en un diseño único que se conecta con
una perspectiva normativa accesible para nosotros mismos, nuestra co-
munidad, nuestra historia e incluso nuestro destino” (p. 20). La senten-
cia es un ejercicio de persuasión que resultará exitoso cuando podamos
“conectar” la narrativa que propone con otras narrativas que nos son
familiares y con las que “nos explicamos a nosotros mismos y nuestra
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situación” (p. 21), “llama nuestra atención no solo por la aplicación formal
de una regla, sino por la narrativa que ofrece” (p. 24), funcionará entonces
cuando podamos reconocernos en el texto de una decisión.

El capítulo 3, “Unidad: la voz judicial”, trabaja sobre las formas que
asume este reconocimiento: para que la sentencia nos persuada, debe-
mos poder mirar a través de ella hacia nuestros textos autoritativos y
reconocernos como autores de la interpretación del mundo jurídico que
propone. En este sentido, el capítulo se pregunta por el “quién” de la
sentencia, por quién nos habla en esos textos, quién es el autor y qué
tipo de voz construye. La pregunta por el quién habla en las sentencias,
quién es el autor, está ligada aquí a la cuestión normativa de la legitimidad
y corre la atención del conteo de “votos” hacia la cuestión de la “voz”.
Reconocemos una sentencia como legítima en nuestras comunidades de-
mocráticas si la sentencia llega a persuadirnos de reconocernos como
sus autores. La idea de autoría de los textos legales aquí se distingue
de aquella que circula por otras áreas, textos y disciplinas. Si en el ámbito
de los textos literarios, los “críticos nos advierten de no confundir na-
rrador con autor” o con el lector, en la práctica social de lectura de textos
legales narrador y autor se identifican mutuamente (e idealmente, luego,
también con el lector): “para nosotros el narrador y el autor es el pueblo”
(p. 52). A la vez, “entender al pueblo como autor nos permite ver una
importante inversión de la relación que ordinariamente concebimos entre
autor y texto”: el autor no precede y da existencia al texto, sino que el
texto es el que llama a la vida al autor (p. 53). Un ejemplo es la Declaración
de Independencia norteamericana, que podría reemplazarse por cual-
quier otro documento fundacional: “el pueblo que declara a través de
sus representantes no es un sujeto existente en el mundo previo al acto
de autoría colectiva: no deciden y luego son autores del texto, el texto
es exitoso cuando es recibido como obra del pueblo” (pp. 53-54). Reco-
nocerse autor es reconocer también la autoridad de un texto sobre no-
sotros: “porque somos autores de este texto, él tiene autoridad sobre
nosotros” y lo consideramos legítimo (p. 55). Más allá del razonamiento
formal, el peso de las sentencias se juega en la construcción de una voz
judicial que logre dar unidad al texto y que nos persuada de reconocernos
como autores de la decisión: “es exitosa cuando leemos a través de la
sentencia la opinión de la soberanía popular” (p. 85).

Reseña bibliográfica

286



Los capítulos 4 y 5 no preguntan por el quién de la sentencia, sino
por el “qué”, qué dice la sentencia. Se desplaza entonces de la cuestión
de legitimidad hacia las cuestiones de justicia del contenido de la sen-
tencia. Ambos capítulos se dedican entonces a los desacuerdos sobre ese
“qué” de la sentencia, el capítulo 4 a aquellos referidos al derecho y el
5 a aquellos referidos a la caracterización de los hechos. Los desacuerdos
con relación al derecho se expresan a lo largo del capítulo 4 –“Doctrina
legal: entre erudición y fundamentalismo”– como argumentos sobre doc-
trina, sobre cómo funciona y se desarrolla la doctrina a través de las
sentencias. Aquí se propone una tipología de sentencias y argumentos,
que es a la vez un recuento sobre la “vida de la doctrina” en ellas. Las
sentencias combinan entonces en distinto grado dos tipos de argumentos:
uno, se mueve en un eje vertical y recurre a los textos autoritativos; otro,
en uno horizontal y recurre a las distintas opiniones sobre esos textos,
sentencias anteriores y precedentes. Las posibilidades o la “vida de la
doctrina” que se desarrolla en las sentencias usa estos tipos de argu-
mentos y pueden clasificarse en: sentencias “natalistas”, que hacen surgir
una línea de interpretación, “intentan un nuevo comienzo” y para ello
combinan de modos aún tentativos argumentos verticales y horizontales;
sentencias “progresivas”, que ofrecen un paso incremental en desarro-
llo de doctrina y utilizan en mayor medida argumentos horizontales; y
sentencias “destructivas”, que intentan destruir una línea doctrinaria y re-
curren para ello a argumentos verticales, declaran que las opiniones an-
teriores son “meras opiniones” y que es necesario volver a leer los textos
autoritativos mismos. La “erudición” del título del capítulo se pondrá
en juego en los dos primeros tipos, y el “fundamentalismo” (textual),
en el último. Juntos marcan las posibilidades –aún como modelos ideales–
ineliminables en la empresa interpretativa, que es “tanto respetuosa a
los textos como responsiva a las cambiantes circunstancias de la vida
política,  social y económica”  (p.  155). El desacuerdo  en el qué de la
sentencia referido a los hechos, se trata en el capítulo 5, “Los hechos:
planteado el caso”, y el libro concluye con un llamado a los “estudios
humanísticos del derecho”. Ambos plantean de lleno los puntos más
salientes que me interesa leer en la variación que introduce el libro sobre
el viejo tema de cómo leer una sentencia judicial. Me dedicaré brevemente
a ambos en los acápites siguientes.
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“Por un estudio humanístico del derecho”

Una de las propuestas de Making the Case es, como se destaca en las
conclusiones, construir el caso y hacer espacio para los “estudios huma-
nísticos del derecho”. El libro es una puesta en marcha de esa perspectiva
humanística con relación a un tema tradicional y aún central en el mundo
del derecho: las sentencias judiciales.

Brindar una definición propositiva y cerrada de lo que ese estudio
humanístico del Derecho significa, puede resultar una tarea tan imposible
como vana. En parte porque esa perspectiva se caracteriza por su no
fijación o establecimiento definitivo, por la provisoriedad y el carácter
abierto, y esas mismas características son las que encuentra en la práctica
que analiza: en términos de Kahn, entonces la sentencia aparece como
un “borrador” (p. 51); la interpretación es una empresa que no sigue
una teoría única, sino que está abierta y es responsable ante la práctica
(p. 133); y el mundo del derecho se parece al juego de las muñecas rusas,
siempre que se abre una se descubre otra, así como en relación con la
lectura de las sentencias: “cada vez que hemos creído entender ‘Marbury’
[por ejemplo], éste elude nuestro entendimiento, llevándonos atrás en la
lectura hacia algo más” (p. 87). El camino que emprenderé aquí es en-
tonces otro, y en parte sigue el rastro de Paul Kahn, sobre el final, en
el capítulo de las conclusiones: lo que se intenta hacer allí para hacer
espacio a  los  estudios  humanísticos  del derecho es ponerlos frente a
aquello que aparece como sus alternativas. Quizás aquí haya que hacer
una aclaración adicional, que también permite extraer otro rasgo que
Kahn encuentra en los “estudios humanísticos”. Se trata de una alterna-
tiva no contendiente, que no pretende entrar en competencia con otras
sino en un contrapunto colaborativo: así como ve al derecho como una
empresa colaborativa común, y a la lectura como una conversación donde
hay lugar para el desacuerdo pero donde se persigue un objetivo común,
los estudios humanísticos no compiten –ni podrían, en nuestros contextos
institucionales, competir con otros tipos de empresas interdisciplinarias–
sino que se plantean llenando huecos que otros dejan y abriendo al de-
recho a la colaboración disciplinar. El contrapunto entonces se suscita
en relación con dos miradas: i) la de las ciencias sociales bajo el modelo
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economicista y ii) el razonamiento formal abstracto caracterizado por
“aplicar” desde fuera teorías o reglas a la práctica del derecho.

La diferencia que introducen las humanidades frente a la economía
en el derecho se delinea y estructura en el planteo de las conclusiones
del libro. Si el paradigma de la economía está interesado en el derecho
como reglas, y en los datos y estadísticas que nos ayudarán a predecir
cuáles son las reglas correctas, el humanista está interesado en el derecho
como mundo de  significado, como práctica  normativa en la que nos
pensamos como comunidad, nos damos un pasado y proyectamos un
futuro. El humanista se interesa entonces no en la data, que preocupaba
al cientista social orientado por el paradigma economicista, sino en lo
que quedaba fuera de ella: la anécdota, el evento, el detalle significativo
que puede volverse objeto de su método, la “descripción densa”. Para
el humanista, según Kahn, el problema del derecho no es la eficacia ni
decidir cómo debería ser,4 es en cambio “explicar cómo vivimos con el
derecho que tenemos incluso cuando discutimos entre nosotros sobre su
significado” (p. 175). Si el abogado economista descartaba la anécdota
en la creencia de que “seremos mal guiados si confiamos en la experiencia
ordinaria” (p. 174), y pensaba que “la ciencia empieza cuando las cate-
gorías ordinarias son desplazadas por el discurso técnico que permite
agregar y desagregar data”, el abogado humanista, por el contrario, se

4 En otro trabajo en el que Paul Kahn llama a esta perspectiva �estudio cultural del
derecho�, lo distingue en especial de aquellos trabajos orientados prioritariamente
hacia �la reforma� (Kahn, [1999] 2001: El análisis cultural del derecho. Una reconstrucción
de los estudios jurídicos, Barcelona, Gedisa, en especial la �Introducción�). Sin embargo,
aunque esta actitud contestataria frente a los estudios que �corren hacia las conclu-
siones� y se orientan prioritariamente a la reforma persiste en el trabajo de perspectiva
�humanística� o �cultural� de Kahn, también puede señalarse una flexibilización de
esta posición, y sobre todo una reelaboración a partir de la crítica a perder de vista
la dimensión normativa en el estudio del derecho que se le ha formulado. Sobre el
refinamiento o la redefinición del punto de vista normativo en los estudios huma-
nísticos y en la obra de Kahn, ver Kahn, �Freedom, Autonomy, and the Cultural
Study of Law�, en Yale Journal of Law & Humanities, vol. 13, 2001, pp. 141-171. Un
recuento semejante sobre su obra puede consultarse en la entrevista que le realizara
Daniel Bonilla Maldonado para la revista Isonomía: �El análisis cultural del derecho.
Entrevista a Paul Kahn� (nro. 46, abril, 2017, pp. 131-154). Una presentación temprana
de las formas que puede asumir el estudio cultural del Derecho, puede consultarse
en Coombe, Rosemary, �Is there a cultural studies of law?�, en Miller, Toby (ed.),
A Companion to Cultural Studies, UK, Blackwell, 1989, pp. 36-62.
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mantiene cerca del mundo ordinario –“sospechamos del humanista que
se aleja demasiado del lenguaje ordinario” (p. 175)–, trata de ganar cla-
ridad en el idéntico mundo de significado en que se encuentra él mismo,
y su “descripción densa” será “continua con los términos de autoenten-
dimiento usados por los participantes mismos” (p. 175). Mientras que
el científico social “ve la evidencia desde afuera”, el humanista lo hace
“desde adentro”: registra la experiencia que tenemos en y a través del
derecho. Si el abogado economista puede darnos las “tasas de mortali-
dad”, el humanista podrá tentar una respuesta sobre “cómo las personas
entienden el significado de la vida y la muerte” (p. 176).

Vinculada a esta perspectiva que intenta comprender antes de pres-
cribir, y se sitúa inmersa en la práctica que analiza, aparece la diferencia
entre el tipo de razonamiento que impulsan los estudios humanísticos
y que cruza todo el libro: son una alternativa al clásico silogismo que
se pone a funcionar cuando se leen sentencias, y también presentan una
diferencia frente a modelos de teoría fuerte que proponen una “aplica-
ción” a la práctica jurídica desde fuera.

Desde el inicio, el libro se presenta como una alternativa o un com-
plemento a la forma que asumen ciertos “libros de casos”. En este punto,
los  humanistas rehúyen del tipo de lectura que mina al texto de las
sentencias para extraer proposiciones abstractas aplicables sin más a otros
casos. La lectura que proponen es extensa, morosa, recorre el texto entero
para dejarse persuadir, o buscar el punto en el que algo hace que la
persuasión no prospere. Esta lectura extensa propone entonces leer a las
sentencias como algo diferente o algo más que el momento del juicio:
mirar solo la elección entre alternativas que realizan los jueces es perder
de vista gran parte de lo que ocurre en esos textos: si se expanden las
sentencias más allá del “juicio”, “se puede entender cómo los tribunales
construyen un mundo de significado” (p. 10). Es que usualmente, en la
práctica ordinaria de sentenciar, los jueces no se encuentran ni razonan
aplicando algún silogismo –establecer los hechos, luego el derecho, arri-
bar a una conclusión sobre la aplicación de lo segundo a lo primero– o
teoría, sino que se encuentran más bien con una situación que puede
ser leída de diferentes maneras, una serie de textos sobre los que discu-
timos, otra serie de opiniones sobre las que se podrán trazar distinciones
o semejanzas, una serie de narrativas más amplias con las que damos
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sentido a la vida política y social. Más allá del juicio, gran parte del
trabajo de las sentencias es dar unidad a esa madeja, proponer una lectura
de la situación que haga sentido con los textos, sentencias anteriores, y
otras narrativas más amplias sobre cómo es el mundo, cómo nos vemos
a nosotros mismos, cómo queremos ser. Por otra parte, este tipo de lectura
incluye entonces un momento de inmersión: “primero nos sumergimos,
luego reflexionamos sobre su poder persuasivo” (p. 87). Y de manera
correlativa con relación a las prácticas que se estudian, el humanista
señalará que “pensar el problema desde dentro de la práctica es distinto
de teorizar en abstracto” (p. 6).

Esta cercanía con la práctica o la vida ordinaria del derecho, y el
énfasis en la comprensión por sobre la aplicación de silogismos ante lo
que aparece como “una cultura viva”, llevan al humanista a interesarse
por la “experiencia” y a introducir ese término inusual –quizás por lo
escurridizo– en los análisis jurídicos. Aquí, Paul Kahn parte de la enig-
mática frase de Oliver Wendell Holmes: “la vida del derecho no ha sido
la lógica, sino la experiencia”, que aparece como un leitmotiv elaborado
de distintas maneras a lo largo del libro. En primer lugar, si el derecho
es experiencia –o lo que vale la pena estudiar es la experiencia en y a
través del derecho–, esa “experiencia debe ser contada, debe ser explicada
y servir para explicar lo que es el derecho, y por qué es de esta forma”
(p. 23). En las sentencias, esa explicación toma la forma de una narrativa:
los jueces eligen una narrativa entre otras en la que insertar el caso par-
ticular para hacerlo hablar sobre un tema más general. Esa elección no
es tampoco “una cuestión de lógica”, sino de “carácter” o “ethos” judicial,
y aquí aparece la conexión que Kahn había explicitado como parte de
su interés y de su perspectiva “humanística” o “cultural”, con un voca-
bulario más filosófico que antropológico, aunque compatible con él
(2001:159): trae al mundo del derecho todo un vocabulario filosófico que
las tradiciones que usualmente analizan al derecho han dejado de lado
(cuestiones de carácter, y con ellas de narrativa, mundos normativos que
exceden el momento del juicio o la elección, y cuestiones que podrían
llamarse de “percepción” y que trataré en el acápite dedicado a la im-
portancia que le otorga a la caracterización de los hechos). Los jueces
entonces –y nosotros cuando hablamos de y sobre el derecho– “revelan
algo de ellos mismos cuando eligen desplegar una narrativa por sobre
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otra. Al elegir un marco normativo, el juez dice dónde se para, revela
su carácter en estas elecciones” (p. 23). El lector de las sentencias responde
a ese carácter, aumenta y disminuye su confianza, se identifica o se re-
conoce –es empático– con él, y decidirá vivir (o morir) de acuerdo a él.

Enfrentar los hechos

El otro rasgo saliente de la variación kahniana en el que me interesa
detenerme aquí es en el énfasis que pone en los “hechos”. Los hechos
o lo que usualmente aparece como “la premisa fáctica” ocupan en general
un lugar relegado en el pensamiento jurídico sobre la tarea de los jueces,
en la enseñanza jurídica y en la lectura de sentencias. Los “hechos” son
rápidamente separados del “derecho” en las clases, luego se los relega
para dedicar el tiempo necesario al “derecho”, que es lo que aparece
como el centro del razonamiento jurídico y aquello que requiere sofis-
ticadas formas de interpretación. De hecho, la frase que suele presentarse
para resumir esta experiencia de relegamiento de los hechos es “esta es
una escuela o facultad de derecho; no de hechos”. Esta frase también
nuclea la resistencia en las facultades de derecho –quizás más en nuestras
latitudes que en aquellas donde escribe Paul Kahn (una escuela de de-
recho de elite en el Norte Global)– a emparejarse con miradas de otras
disciplinas en términos colaborativos. Con la entrada de los “hechos” a
las facultades de “derecho”, entran con ellos la visión que bien señala
Kahn de la “relativa autonomía del derecho” y la necesidad de las re-
laciones con otras áreas, saberes y disciplinas (p. 166).

La subordinación de los “hechos” que acompaña a su relegamiento
también aparece en el nivel institucional de organización del trabajo de
los jueces. Como señala Kim Lane Scheppele, la distancia en relación
con los “hechos” aumenta de manera correlativa al ascenso en la estruc-
tura judicial tradicional, de manera que los jueces de las bajas instancias
lidian primariamente con la materia confusa de las situaciones fácticas
y responden de maneras directas ante las partes, y las instancias supe-
riores van especializándose en el enmarque fundamentalmente jurídico.
Lo mismo ocurre, en general, con los sistemas de jurados y la división
del trabajo y los saberes: los legos son los encargados de los “hechos”,
los jueces letrados, del derecho. La regla implícita en este esquema parece
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indicar que a mayor autoridad, mayor distancia de los “hechos”, de la
cara humana de los casos, la compleja historia de luchas detrás de cada
derecho y los diversos contextos en los que se entraman.5

En ese contexto, Making the Case plantea el caso por tomar en serio
los hechos, aun en el marco de la lectura de sentencias de Altas Cortes,
en las que los hechos son dejados atrás. Así, desde la estructura del
libro, los “hechos” tienen un lugar en pie de igualdad con el “derecho”:
el capítulo 4 se dedica al Derecho; el 5, a los hechos. Pero también en
el modo de leer –y de dar a leer en ocasiones, porque el libro está plagado
de “ejemplos” de lecturas de sentencias– que propone, los hechos apa-
recen indisociables del derecho y tienen un lugar de privilegio en las
formas de razonamiento jurídico. En este sentido, Kahn intenta desmarcar
su propuesta de lectura de aquella manera familiar de aproximarse a
las sentencias judiciales: primero establecer los hechos, una tarea poco
desafiante; luego elaborar la regla de derecho, donde se concentran la
mayoría de las teorías de la interpretación; finalmente aplicar la regla a
los  hechos. Frente a este encadenamiento común, Kahn  propone que
“razonamos con los hechos, no aplicamos reglas a los hechos” (p. 172).
Los hechos, a veces, “cargan con el peso persuasivo de la sentencia” y,
otras tantas, “la discusión es sobre cómo mirar el caso [...] y las sentencias
son competiciones sobre cómo entender una situación” (p. 27). Al carac-
terizar los hechos, los jueces y abogados eligen primero un contexto en
el que situarlos –“¿es una disputa laboral o una cuestión de crisis de
seguridad nacional?” (p. 35)–; ese contexto es el que se trama en alguna
de las narrativas con las que damos sentido al mundo: “la sentencia nos
persuade cuando nos convence de ver el mundo de esa forma, la decisión
sobre el derecho sigue ese reconocimiento” (p. 155).

En lo que Kahn llama “caracterización de los hechos”, pero que podría
ligarse a lo que los filósofos morales llaman “percepción”, aparece gran
parte del trabajo de las sentencias que va mucho más allá del momento
del juicio o la elección.6 La caracterización, descripción y redescripción

5 Scheppele, Kim Lane, �Facing Facts in Legal Interpretation�, en Representations, nro.
30, Special Issue: Law and the Order of Culture (Robert Post, coord.), 1991, pp. 42-77.

6 No es casual que para introducir este nuevo vocabulario, los filósofos interesados en
la �percepción�, el �carácter� o el �ethos�, o las emociones y la empatía a las que me
referiré en unas líneas, hayan recurrido a la literatura, quizás el vértice de los �estudios
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–la apertura de posibilidades sobre una situación– ocupan un lugar en
donde hay tanta interpretación como en el momento de establecer el
“derecho”, e incluso ambos están interrelacionados en la mirada de Kahn:
“una controversia legal puede ser igualmente caracterizada como una
disputa sobre el significado de normas o sobre la caracterización de los
hechos” (p. 159). Allí aparecen también las emociones y disposiciones
afectivas, como la empatía, como parte del arsenal que se pone en juego
en el razonamiento jurídico. En la analogía –la generación de distinciones
y similitudes–, con relación a las situaciones o “hechos”, los jueces ponen
en marcha la imaginación empática y también la requieren de sus lectores:
“no aprendemos a ver a las parejas homosexuales como a las heterose-
xuales leyendo textos legales, sino mirándonos a nosotros y a nuestra
comunidad”, lo hacemos ejercitando la “imaginación simpatética” (pp.
159-160). Esa imaginación empática o simpatética que nos ayuda a ca-
racterizar los hechos, es también el lugar donde se revela un carácter:
“dónde y cómo vemos similitudes y diferencias es inevitable producto
de quiénes somos” (p. 161).

***

Finalmente, el libro es un ejercicio de creatividad inusual que abre
nuevas perspectivas y nos da nuevos vocabularios para pensar nuestra
práctica jurídica. Quizás uno de los límites que puedan echarse en falta
esté con relación a la delimitación del objeto “sentencias”: solo aparecen
allí sentencias de Altas Cortes –aunque por momentos se intenta alguna
ampliación y cotejo con instancias intermedias– y casos resonantes de
derecho constitucional; nuevamente, también es justo decir que se intenta

humanísticos del derecho�. Así, Cora Diamond, en un trabajo donde lee otro de
Martha Nussbaum sobre la relación entre filosofía y literatura, se queja de algo se-
mejante a lo que aquí señalo en relación con el derecho: �[el filósofo tradicional] va
hacia una situación con posibilidades fijas y dadas (...) el razonamiento moral consiste
en aplicar principios y reglas en los hechos del caso. No se plantea que la posibilidad
de que el pensamiento moral tenga lugar en lo que toma como los hechos del caso,
cómo se llega a verlos, cómo se los describe. Los hechos son los hechos, descríbelos
y luego vendrá el trabajo moral: aplica tus principios (...) El agente moral debe tomar
las alternativas fijas y determinar cuál está apoyada por mejores razones� (Diamond,
Cora, �Missing the Adventure: A Repply to Martha Nussbaum�, en The Realistic Spirit.
Wittgenstein, Philosophy and the Mind, Cambridge, The MIT Press, 1996, pp. 309-318).
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pensar además en interpretación de leyes, y también en comparar y es-
tablecer puntos en común entre casos de Derecho Público y Derecho
Privado. Explorar esos límites puede ser también la contribución que
puedan hacer culturas legales del Sur Global como la nuestra, donde las
leyes y los Códigos de Derecho Privado tienen un peso singular, y la
necesidad de expandir la cultura constitucional y los valores públicos a
través de la divisoria Derecho Público-Derecho Privado, pero también
con relación a tribunales inferiores provinciales, sobre todo en el marco
del federalismo desigual, se presenta como un desafío y una prioridad.
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Pautas para la presentación de originales

Academia es una publicación de la Facultad de Derecho de la Universidad
de Buenos Aires orientada a promover y difundir estudios, discusiones, debates,
reflexiones y trabajos sobre teoría e investigación en la enseñanza de las ciencias
jurídicas, entre profesores, docentes e investigadores nacionales e internacionales.

Se recibirán para su publicación trabajos originales, inéditos o con escasa
difusión en América Latina o España, actualizados y que signifiquen aportes
empíricos o teóricos de singular relevancia. Las colaboraciones pueden ser ar-
tículos, ensayos, resultados de estudios e investigaciones, informes, reseñas de
libros sobre enseñanza y aprendizaje del Derecho o temas afines. Las mismas
no pueden estar postuladas simultáneamente en otras revistas u órganos edi-
toriales.

El envío de un trabajo para su publicación implica, por parte de su autor,
la autorización para su reproducción (salvo expresa renuncia), por cualquier
medio, soporte y en el momento en el que se considere conveniente por la
revista. Los originales entregados no serán devueltos.

Los autores, al postular un trabajo para su publicación en Academia, ceden
todos los derechos de distribución y difusión de los contenidos de los mismos
al Departamento de Publicaciones de la Facultad de Derecho (UBA).

La recepción de una colaboración no implica asumir un compromiso de
publicación. Los textos recibidos serán sometidos a evaluación por pares nacio-
nales e internacionales especialistas en la temática, en parte externos a la entidad
editora, bajo la modalidad doble ciego: anonimato de autores y examinadores
durante el proceso de evaluación.

El proceso de evaluación consta de tres fases:
1) La Dirección y el Consejo Editorial seleccionarán y decidirán qué trabajos

resultan relevantes y oportunos para ser sometidos a evaluación y para su posible
publicación en Academia de acuerdo con los objetivos de la revista.

2) Las colaboraciones escogidas serán enviadas (bajo anonimato de autor/es)
a un evaluador externo experto en la temática, quien a los 30 (treinta) días de
recibido el trabajo a evaluar, lo devolverá junto a su dictamen.

Los posibles resultados de la evaluación por pares son:
a) Se recomienda su publicación.
b) Para su publicación se sugieren modificaciones.
c) No se recomienda su publicación.

297



3) Los autores de los trabajos propuestos recibirán información, de parte de
la entidad editora, acerca de:

a) La publicación del trabajo sin modificaciones.

b) Posibles cambios o modificaciones para su posterior publicación.

c) La decisión de no publicar su trabajo.

1. Entrega de originales

1.1. Los trabajos se remitirán a la Revista a través de la siguiente dirección de
correo electrónico: academia@derecho.uba.ar. El archivo digital que con-
tenga el texto completo en su versión definitiva deberá ser apto para entorno
Windows (formato Microsoft Word).

– Todos los elementos complementarios que integran el documento (tablas,
gráficos, cuadros, fotografías, etc.) serán entregados en el soporte y tipo
de archivo que sea acordado oportunamente con el editor.

1.2. Los originales deberán observar las pautas de estilo contenidas en un do-
cumento denominado hoja de estilo, que deberá solicitarse al Departamento
de Publicaciones.

1.3. Junto al artículo, el/la autor/a deberá aportar un resumen biográfico que
incluya: nombre/s y apellido/s completo/s, profesión, cargo actual, afilia-
ción institucional (con indicación del país y la ciudad donde se radica la
institución), nacionalidad, teléfono, dirección postal y electrónica. La tota-
lidad de los trabajos que se publiquen incluirán, al menos, una dirección
de e-mail de por lo menos uno de sus autores.

1.4. Todos los trabajos deben contener un resumen en español y en inglés (o
el idioma de escritura), de un máximo de 250 palabras (en notas y trabajos
breves bastará con 100 palabras). Cada uno deberá estar seguido de cinco
palabras clave.

1.5. Las fuentes, las referencias bibliográficas y bibliografía deberán estar es-
pecificadas correctamente y acordes a las pautas de estilo y deben incluirse
al final del manuscrito en orden alfabético.

1.5.1. Las citas directas extensas, cuando superen (aprox.) los 330 caracteres,
se escribirán en párrafo aparte, con tipografía de un tamaño dos
puntos más pequeño que el del cuerpo y separadas por doble in-
terlineado del mismo, sin comillas ni cursiva (en redonda). Las citas
directas con menos de 330 caracteres irán en igual formato que el
cuerpo entre comillas y en redonda.

1.5.2. Las citas bibliográficas se harán dentro del texto e incluirán el apellido
del autor, el nombre del autor, nombre de artículo, parte, o libro, el
lugar, la editorial, el año y el número de la/s página/s, por ejemplo:

– Gargarella, Roberto, El derecho a la protesta, Buenos Aires, Ad-Hoc,
2005.
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– Gargarella, Roberto, “El valor especial de la expresión”, en El de-

recho a la protesta, Buenos Aires, Ad-Hoc, 2005, pp. 23, 30.

1.5.3. Si el artículo presentado es una traducción, deberá indicarse una
primera nota al pie con la siguiente estructura y completando los da-
tos que faltan en el modelo: *Publicado originalmente como... <título
en inglés> en... <fuente de donde fue extraído el artículo original>.
Traducción al español realizada por... <nombre y apellido del/de la
traductor/traductora, cargo o profesión, lugar donde estudia o tra-
baja>.

1.6. Las tablas y figuras deben incluirse en las páginas del texto y estar nume-
radas consecutivamente (figura 1, cuadro 1, etc.), o bien, debe indicarse su
ubicación dentro del texto entre antilambdas <>, por ejemplo: <Insertar

aquí figura 1>. Deben estar acompañadas por la fuente y el título. Los ar-
chivos originales en Excel u otro programa de gráficos deberán enviarse
adicionalmente en archivo digital.

1.7. Las fotografías e imágenes deberán cumplir con los mismos requisitos antes
mencionados y estar en una resolución superior o igual a 300 dpi. Cuando
éstas no fueran obra del autor del artículo, se requiere que las mismas se
envíen acompañadas por la autorización de reproducción del titular de los
derechos de dichas imágenes.

1.8. El autor debe indicar por medio de una nota a pie donde aparezca su
nombre (debajo del título del artículo) lo siguiente (igual estructura y com-
pletar con los datos que faltan): ** <cargo o profesión del autor>. <Pueden
incluirse agradecimientos del autor>.

2. Configuración de la página y tipeado

2.1. El texto debe configurarse de acuerdo con las siguientes características:

– Tamaño de página: A4.

– Márgenes: Superior: 3 cm; inferior 2,5 cm; derecho e izquierdo: 3 cm.

– Fuente: Times New Roman 12.

– Párrafo: interlineado 1,5. Sin sangrías ni espacios adicionales antes o
después de los párrafos. Sin justificar.

– Páginas numeradas consecutivamente a partir del número 1.

– En los títulos no se usarán mayúsculas ni otras variantes (por ejemplo,
no debe escribirse “LA INFORMACIÓN Y SU TRATAMIENTO”, sino
“La información y su tratamiento”).

– Los títulos se numerarán de acuerdo al siguiente esquema:
I. Título principal

A. Subtítulo
1. Subtítulo de segunda jerarquía
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Para solicitar la hoja de estilo, así como cualquier otra información, puede
contactarnos a:

Secretaría de Redacción
Academia. Revista sobre enseñanza del Derecho

Departamento de Publicaciones
Facultad de Derecho – Universidad de Buenos Aires

Av. Figueroa Alcorta 2263
(C1425CKB) Ciudad de Buenos Aires, Argentina

Tel./Fax: (54 11) 4809-5668/ (5411) 5287-6762
academia@derecho.uba.ar
dpublica@derecho.uba.ar
ISSN en línea: 2422-7153
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Guidelines to submit originals

Academia is a publication of the University of Buenos  Aires Law School
aimed at disclosing works related to law teaching theory and investigation.

In order to be considered for publication, works must be unpublished or
not widespread in Latin-America or Spain, they must be updated and they must
involve a relevant contribution on theoretical o empirical issues.

Submittal of a work for its publication involves the author’s authorization
for its reproduction, in any format and by any means whatsoever, at any time
deemed appropriate by the journal. Originals shall not be returned.

Receipt of a work does not involve an obligation to publish it. The Evaluation
Committee will evaluate works considering both content and formal aspects.

1. Requirements to submit original works

1.1. Works should be submitted to the Publications Department by e-mail (aca-
demia@derecho.uba.ar), as an electronic Windows-compatible file (Micro-
soft Word) with the full text of the work’s final version. Supplementary
material (tables, graphics, photographs, etc.) should be included in the for-
mat previously agreed on with the editor.

1.2. Original documents must comply with the style guidelines stated in the
document named hoja de estilo available at the Publications Department.

1.3. A summary of a maximum extension of 200 words must be submitted in
Spanish and in English, and the keywords identifying the article’s main
contents may be highlighted in the same text or stated in a separate para-
graph. The text’s heading must include the name and biographical infor-
mation of the author/s, the institution/s they work for, e-mail address,
telephone and fax numbers.

1.4. Sources, references and bibliography must be adequately stated pursuant
to the hoja de estilo (this document is available at the Publications Department
and on line) and must be included at the end of the text, following an
alphabetical order.
1.4.1. Direct quotes longer than (about) 330 characters must be stated in

a separate paragraph, with a roman type two points larger than the
one used for the text and double-spaced; inverted commas and italics
should be avoided. Direct quotes shorter than 330 characters must
have the same type as the body, and must be included in roman
type, between inverted commas.
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1.4.2. Bibliographical references must be contained in the text and must
include: the author’s full name, the article’s name, part, book, place,
publisher, year and page number/s; for instance:

– Gargarella, Roberto, El derecho a la protesta, Buenos Aires, Ad-Hoc,
2005.

– Gargarella, Roberto, “El valor especial de la expresión”, in El de-

recho a la protesta, Buenos Aires, Ad-Hoc, 2005, pp. 23, 30.
1.4.3. If the article is a translation, the first footnote must be completed

including the following information: *Published originally as… [ori-
ginal article’s title] in <source of the original text>. Translation into
Spanish made by… [full name of the translator, job or position, place
where he/she works].

1.5. Tables and figures should be inserted in the pages of the text and numbered
consecutively (figure 1, table 1, etc.). Otherwise, their location within the
text should be specified between antilambdas <>, for example: <figure 1
should be insert here> as well as the source and title and the original excel
or other files containing graphics should be sent separately.

1.6. Photographs and images must comply with the requirements previously
mentioned and their resolution must be at least 300 dpi. If these are not
the author’s creation, a copyright’s holder authorization for reproduction
must be attached.

1.7. The following information must be included in a footnote inserted under
the work’s title (using the same structure to complete the relevant infor-
mation)** <author’s job or position> <the author may include words of
gratitude>.

2. Page and type set-up

2.1. The text must be set according to the following features:

– Page size: A4.

– Margins: superior: 3 cm; inferior: 2.5 cm; right and left: 3 cm.

– Type: Times New Roman 12.

– Paragraph: 1.5-spaced. Indentation, additional spaces before or after the
paragraphs and justification should be avoided.

– Pages should be numbered consecutively starting from number 1.

– Titles should not be written in capital letters (for instance, “Information
and its treatment” should be written instead of “INFORMATION AND
ITS TREATMENT”).

– Titles should be numbered according to the following structure:
I. Main title

A. Subtitle
1. Second subtitle
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To request an hoja de estilo or send a work, please e-mail us to:

Secretaría de Redacción
Academia. Revista sobre enseñanza del Derecho

Departamento de Publicaciones
Facultad de Derecho – Universidad de Buenos Aires

Av. Figueroa Alcorta 2263
(C1425CKB) Ciudad de Buenos Aires, Argentina

Tel./Fax: (54 11) 4809-5668/ (5411) 5287-6762
academia@derecho.uba.ar
dpublica@derecho.uba.ar
ISSN en línea: 2422-7153
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